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RESUMEN  
  

La investigación tuvo como problema: ¿Cuál es la calidad de las sentencias de 

primera  y segunda instancia sobre,  desalojo por ocupación precaria, según los 

parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el 

expediente N° 01091-2011-0-2501-JR-CI-05, del Distrito Judicial del Santa – 

Chimbote; 2016?; el objetivo fue: determinar la calidad de las sentencias en estudio.  

Es  de  tipo,  cuantitativo cualitativo, nivel  exploratorio  descriptivo,  y diseño no 

experimental, retrospectivo y transversal. La unidad de análisis fue un expediente 

judicial, seleccionado mediante muestreo por conveniencia; para recolectar los 

datos se utilizaron las  técnicas  de  la  observación  y  el  análisis de contenido; y 

como instrumento una lista de cotejo, validado mediante juicio de expertos. Los 

resultados revelaron que la calidad de la parte expositiva, considerativa  y 

resolutiva, pertenecientes a: la sentencia de primera instancia fueron de rango: alta, 

muy alta y alta; mientras que, de la sentencia de segunda instancia: baja, muy alta y 

alta. En conclusión, la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia, 

fueron de rango muy alta y alta, respectivamente.  

  

Palabras clave: calidad; desalojo por ocupación precaria; motivación; rango y 

sentencia. 
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ABSTRACT  

  

  

The investigation had as a problem: What is the quality of the sentences of first and 

second instance, eviction by precarious occupation, according to relevant normative, 

doctrinal and jurisprudential parameters, in file N ° 01091-2011-0-2501-JR - CI-05, of 

the Santa-Chimbote Judicial District; 2016 "; The objective was: to determine the 

quality  of  the  judgments  under  study.  It  is  of  type,  qualitative  quantitative, 

descriptive exploratory level, and non-experimental, retrospective and transverse 

design. The unit of analysis was a judicial file, selected by sampling for convenience; 

To collect the data the techniques of observation and content analysis were used; And 

as an instrument a checklist, validated by expert judgment. The results revealed that 

the  quality  of  the  expository  part,  considered  and  resolutive,  belonged  to:  the 

sentence of first instance was of rank: high, very high and high; While, of the sentence 

of second instance: low, very high and high. In conclusion, the quality of the sentences 

of first and second instance, were of very high and high rank, respectively.  

  

Keywords: quality; eviction precarious occupation; motivation; range and sentence. 
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  1  

  

  

I. INTRODUCCIÓN  
   

  

“La búsqueda de conocimientos sobre la calidad de las sentencias de un proceso judicial 

específico, motivó observar el contexto temporal y espacial del cual emerge, porque  

en  términos  reales  las  sentencias  se  constituyen  en  un  producto  de  la actividad 

del hombre que obra a nombre y en representación del Estado” (Alvaro, 2013).  

  

En el contexto internacional:  

  

  

En  España,  Linde  (2015)  señala  que,  el  Poder  Judicial  (…)  recibe  una  peor 

valoración por los ciudadanos españoles desde hace varias décadas, de acuerdo con las 

encuestas realizadas por organismos públicos y privados, sin solución de continuidad, 

durante todo el período democrático. Asimismo indica que a la Administración de 

Justicia Española le reprochan lentitud, falta de independencia y, además  de otras  

deficiencias,  que las  resoluciones  judiciales  generan  grados  de inseguridad 

sobresalientes.  

  

  
De igual manera agrega que se tiene un grave problema porque, sin una justicia rápida, 

eficiente, independiente y fiable, difícilmente puede hablarse de un Estado de Derecho 

de la calidad requerida por las democracias más avanzadas, entre las que España se 

encuentra.  

  

  
También dicho autor señala que sería injusto considerar todo lo negativo en España, 

dado  que en  los  últimos  treinta  y cinco años  se han  incrementado  las  partidas 

presupuestarias dedicadas a la Administración de Justicia en todos los órdenes, se ha 

triplicado el número de jueces y se han reformado en innumerables ocasiones las leyes 

procesales y sustantivas que afectan al funcionamiento de la Justicia. Pero las reformas 

llevadas a cabo no han sido suficientes, las mismas sensaciones negativas que apreciaba 

hace treinta años persisten en la actualidad, indica además que probablemente se deba 
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porque las necesidades sociales se producen a un ritmo que los legisladores y sus leyes 

no son capaces de seguir. 

  

Por otro parte se tiene la opinión de Belzuz (2015), el mismo que realiza algunas 

diferencias sobre el sistema judicial entre España y Portugal, refiriendo textualmente 

que: "El sistema judicial portugués está más avanzado que el español, ya que la 

mayoría de los trámites para acceder a los tribunales se realizan a través de Internet", 

(…). "Portugal está técnicamente más avanzado" e incluso refiere que las tasas 

judiciales se pagan de forma online.  

  

  
Sin embargo, refiere que no todo son bondades en el modelo judicial portugués. Por 

ello explica que, en el caso de empresas españolas, es muy importante tener en cuenta 

que en este mercado es mucho más fácil litigar, hasta el punto de que no es raro 

encontrarse con "demandas temerarias". Indica que esto se debe, por ejemplo, a que en 

Portugal no se condena en costas a la parte que pierde el pleito, salvo que se demuestre 

que las acciones judiciales se han iniciado con mala fe. Sin embargo, en España el 

modelo disuade a empresas y clientes de plantear este tipo de reclamaciones, ya que los 

costes pueden dispararse para una de las partes cuando pierde el proceso.  

  

En el contexto latinoamericano  

  

  

En Bolivia, Arce (2015), refiere que uno de los peores males que tiene el sistema 

judicial boliviano es, sin duda alguna, la retardación de justicia, que ha generado en la 

población descontento y una fuerte presión a quienes administran el Estado, y el desafío 

de éste es realizar un cambio profundo, que signifique una transformación integral, con 

el propósito de garantizar una verdadera justicia pronta y oportuna.  

  

  
El  segundo  gran  problema  de  la  administración  de  justicia  en  Bolivia  es  la 

corrupción, por ello la reforma  y modernización de la justicia deben dirigirse a 

transparentar las actuaciones judiciales e impedir los regímenes de impunidad y 

encubrimiento que existen y, al mismo tiempo, se revierta la ineficacia para hacer 
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efectivas las garantías del libre acceso a la justicia, la imparcialidad en la aplicación de 

la ley, la independencia judicial, la autoridad ética, la probidad del sistema en su 

conjunto y su modernización. 

Asimismo señala que los magistrados, jueces y funcionarios judiciales en Bolivia nunca 

fueron realmente capacitados para ejercer la función jurisdiccional, porque el acceso a 

dichos cargos generalmente se dio por condicionamientos políticos. Esto ha generado 

que los mejores abogados desarrollen su actividad laboral en otros ámbitos del quehacer 

jurídico, disminuyendo el interés de los buenos abogados por ejercer funciones 

jurisdiccionales.  

  

  
Dicho autor agrega que, esto se suma el hecho de que la Constitución Política del 

Estado, puesta en vigencia el año 2009, para dar solución a la falta de independencia y 

la intromisión política en la administración de justicia introduce la elección por voto 

popular de las autoridades de los más altos tribunales de justicia, empero, dicha 

elección no cumplió con su objetivo de generar independencia en el Órgano Judicial, 

más al contrario profundizó los males de la justicia boliviana al generar autoridades 

judiciales, en algunos casos, sin la más mínima formación académica para ejercer estos  

cargos,  a  lo  que  se  sumó  que   algunos  fungieron  más  como  funcionarios políticos 

que como funcionarios jurisdiccionales.  

  

En relación al Perú:  

  

  

Según CADE 2014, el Poder Judicial es una de las instituciones con peor reputación en 

el Perú. Reformarlo es una tarea urgente y titánica, que no pasa solamente por conseguir 

mejores magistrados.  

  

  
A ello Joan Torre, señala que el sistema judicial peruano es percibido como uno de las 

instituciones más corruptas e ineficientes del Perú. Ello es preocupante si se considera 

que un país desarrollado necesita de instituciones sólidas que hagan sostenible su 

crecimiento en el largo plazo.  

  

http://semanaeconomica.com/especiales/cade-2014/
http://semanaeconomica.com/especiales/cade-2014/
http://semanaeconomica.com/especiales/cade-2014/
http://semanaeconomica.com/especiales/cade-2014/
http://semanaeconomica.com/especiales/cade-2014/
http://semanaeconomica.com/especiales/cade-2014/
http://semanaeconomica.com/tags/Poder-Judicial
http://semanaeconomica.com/tags/Poder-Judicial
http://semanaeconomica.com/tags/Poder-Judicial
http://semanaeconomica.com/tags/Poder-Judicial
http://semanaeconomica.com/tags/Poder-Judicial
http://semanaeconomica.com/tags/poder-judicial
http://semanaeconomica.com/tags/poder-judicial
http://semanaeconomica.com/tags/poder-judicial
http://semanaeconomica.com/tags/poder-judicial
http://semanaeconomica.com/tags/poder-judicial
http://semanaeconomica.com/tags/poder-judicial
http://semanaeconomica.com/tags/poder-judicial
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Por otro lado indica que si se compara el sistema judicial peruano con el de los países 

desarrollados miembros de la OCDE, se advierte que éste es casi 70% más caro para 

los litigantes en comparación con el promedio de los sistemas judiciales de los países 

del primer mundo. Así, los litigantes deben destinar el 35.7% de lo pretendido en un 

juicio a cubrir los costos de éste en comparación con el promedio de 21.5% en los 

países  desarrollados. Asimismo,  para poder  ejecutar una sentencia,  los  litigantes 

tienen que hacer diez acciones más que en el promedio de los sistemas judiciales de los 

países del primer mundo, lo que evidencia un sistema judicial más burocrático y lento. 

A ello se suma el hecho de que en el Perú existe un déficit de jueces en comparación 

con los países desarrollados. Agregando que muchos de los problemas se deben a la 

carga procesal y a la corrupción que se le atribuye al Poder Judicial (Semana 

Economica.com, 2014)  

  

  
Por su parte  Galván y Álvarez (s/f.), analizan los efectos de la pobreza en relación al 

acceso a la administración de justicia, entendido éste como medio para alcanzar el pleno 

ejercicio, reconocimiento y adquisición de derechos, y cómo esta situación se convierte 

en un factor que reduce las posibilidades de desarrollo económico de los individuos. 

Por lo que indican (…) que existe una brecha difícil de cerrar entre la normatividad y 

la realidad, en tanto los derechos reconocidos por la legislación deben amparar a todas 

las personas por igual; sin embargo su alcance se ve limitado por situaciones de pobreza 

que generan desigualdad.  

  

  
Por otro lado, según datos estadísticos de  Proética (2015), quien solicito a IPSOS Perú 

la realización de un estudio cuantitativo para evaluar las percepciones de la opinión  

pública  sobre  la  corrupción  en  el  Perú,  ha  encontrado  los  siguientes hallazgos: el 

46% de los encuestados considera a la corrupción y las coimas como uno de los 

principales problemas del país, el 61% señala que   la   corrupción de funcionarios y 

autoridades es el principal problema percibido en el estado peruano, el  

78 % cree que la corrupción ha incrementado en los últimos 5 años, el 53% piensa que 

la corrupción seguirá incrementando en los próximos años. Según indica dicha 

http://semanaeconomica.com/tags/OCDE
http://semanaeconomica.com/tags/OCDE
http://semanaeconomica.com/tags/OCDE
http://semanaeconomica.com/tags/OCDE
http://semanaeconomica.com/tags/OCDE
http://semanaeconomica.com/tags/OCDE
http://semanaeconomica.com/tags/OCDE
http://semanaeconomica.com/tags/OCDE
http://semanaeconomica.com/tags/OCDE
http://semanaeconomica.com/tags/OCDE
http://semanaeconomica.com/tags/OCDE
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información el Poder Judicial, el congreso de la Republica y la Policía Nacional son 

consideradas como las tres instituciones más corruptas del país, y con respecto de la 

lucha contra la corrupción el 85 % considera que el Gobierno Central es poco o nada 

eficaz. 

En el ámbito del Distrito Judicial Del Santa  
   

  

Con respecto al ámbito local se tiene de Agencia Peruana de Noticias Andina Perú 

(2015), en el cual informo que el Jefe de La Oficina Desconcentrada de Control de la 

Magistratura (Odecma) del Distrito Judicial del Santa ha recibido 209 denuncias contra 

magistrados y servidores de judiciales de la Corte de Justicia del Santa.  

  

Afirmando el titular de dicho órgano de control, que hasta mayo del 2015, se ha 

amonestado a 19 jueces, cuatro de ellos con multas, asimismo se ha sancionado a 14 

servidores judiciales y   ha solicitado la suspensión de uno de ellos, implicado en 

presunta “coima” por  parte de litigantes. Agrega  también  que dicho  Magistrado 

manifestó que, de esos casos, su oficina tiene 1,200 expedientes.  

  

  
Por otro lado en el Balance de Actuación Judicial (2015) realizado por la Corte Superior 

de Justicia del Santa en Audiencia Pública, el actual Presidente, respecto a la 

producción jurisdiccional, informó que la corte tiene una carga procesal de 71 mil 947 

expedientes, de los cuales 31 mil están en ejecución. Señalando además que en cuanto 

a producción se viene superando la meta mensual trazada al inicio de su gestión de 3 

mil expedientes resueltos y en cuanto a la producción jurisdiccional de enero a agosto, 

esta se incrementó en un 35 por ciento en comparación con el mismo periodo del año 

2014.  

  

  
Asimismo el magistrado enfatizó sobre los esfuerzos institucionales que viene haciendo 

para revertir la imagen negativa que tiene la población respecto del servicio y garantizó 

la independencia e imparcialidad de los magistrados así como la formación  de los 

mismos.  
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Por su parte el Diario de Chimbote (2016), informa que el Colegio de Abogados del 

Santa (CAS) y el Sindicato de Trabajadores de la Corte Superior de Justicia del Santa 

unieron esfuerzos para encaminarlos a la lucha contra la corrupción en el sistema de 

justicia, de capacitación y especialización de los segundos y que estos mejoren el trato 

para con los abogados y litigantes. 

En el ámbito académico local - Universidad Católica Los Ángeles de Chimbote  

  

   

En la Universidad, la investigación es una actividad inherente al proceso enseñanza 

aprendizaje y comprenden temas de fundamental importancia; en esta oportunidad 

existe interés por profundizar el conocimiento sobre aspectos relacionados con la 

administración de justicia por este motivo el abordaje se realiza mediante una línea de 

investigación.  

  

Por lo expuesto, efectuada la observación sobre asuntos de la administración de justicia 

surgió, la Línea de Investigación de la Escuela Profesional de Derecho que se denomina 

“Análisis de Sentencias de Procesos Culminados en los Distritos Judiciales del Perú, 

en Función de la Mejora Continua de la Calidad de las Decisiones Judiciales” 

(ULADECH, 2013) y su ejecución comprende a docentes y estudiantes; asimismo, la 

base documental de cada uno de los trabajos de investigación derivados de la línea de 

investigación, es un expediente judicial de proceso concluido.  

  

  
Por tanto, como quiera que el presente estudio de deriva de la línea de investigación 

citada, el documento seleccionado fue: el expediente judicial N° 01091-2011-0-2501- 

JR-CI-05,  perteneciente  al  Quinto Juzgado  Civil  de la ciudad de Chimbote, del 

Distrito Judicial del Santa, que comprendió un proceso sobre desalojo por ocupación 

precaria; donde se observó que la sentencia de primera instancia declaró fundada la 

demanda; asimismo al haberse interpuesto el recurso impugnatorio de apelación se 

elevó los actuados a la Segunda Sala Civil de Chimbote, la misma que confirmo la 

sentencia emitida en primera instancia. Es un proceso que concluyó luego de 2 años, 5 

meses  14 días, contados desde que se presentó la demanda hasta que se expidió la 

segunda sentencia.  
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Al término de la descripción precedente surgió el problema de investigación:  

  

   

¿Cuál es la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia sobre desalojo 

por ocupación precaria, según los parámetros normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales pertinentes, en el expediente N° 01091-2011-0-2501-JR-CI- 

05, del Distrito Judicial del Santa – Chimbote; 2016?  

  

   

Para resolver el problema se traza un objetivo general  

  

   

Determinar la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia sobre desalojo 

por ocupación precaria, según los parámetros normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales pertinentes, en el expediente N° 01091-2011-0-2501-JR-CI-05, del 

Distrito Judicial del Santa – Chimbote; 2016.  

  

  

Para alcanzar el objetivo general se traza objetivos específicos  

  

   

Respecto a la sentencia de primera instancia  

  

   

1. Determinar la calidad de la parte expositiva de la sentencia de primera instancia, con 

énfasis en la introducción y la postura de la partes.  

  

  

2. Determinar  la  calidad  de  la  parte  considerativa  de  la  sentencia  de  primera 

instancia, con énfasis en la motivación de los hechos y del derecho.  

  

  

3. Determinar la calidad de la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia, con 

énfasis en la aplicación del principio de congruencia y la descripción de la decisión.  

  

Respecto a la sentencia de segunda instancia  
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4. Determinar la calidad de la parte expositiva de la sentencia de segunda instancia, con 

énfasis en la introducción y la postura de la partes.  

  

  

5. Determinar  la  calidad  de  la  parte  considerativa  de  la  sentencia  de  segunda 

instancia, con énfasis en la motivación de los hechos y del derecho.  

  

  

6. Determinar la calidad de la parte resolutiva de la sentencia de segunda instancia, 

  

con énfasis en la aplicación del principio de congruencia y la descripción de la decisión.  

  

  

El trabajo se justifica; porque emergió de la problemática que existe sobre la 

administración de justicia a nivel internacional, nacional y local, en el cual en nuestro 

país se evidencia un elevado nivel desconfianza, falta de credibilidad por parte de los 

administrados ante el órgano competente administrador de justicia; el mismo que se ve 

reflejado en la insatisfacción de las sentencias emitidas por dichos justiciables, 

debiéndose  a  factores  más  resaltantes  como  son:  la  lentitud  y  retardo  en  la 

tramitación de los procesos judiciales (debido a la carga procesal), la calidad de 

profesionales de imparten justicia (respecto al déficit de conocimientos en las 

materias), y los actos de corrupción.  

  

  

También, se justifica; porque los resultados obtenidos sirven para motivar y 

recomendar a quienes administran justicia, para que analicen, avalúen y apliquen “los 

parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes al momento de 

resolver un conflicto y/o tomar decisiones en los asuntos que son de su competencia” 

(Alvaro, 2013).  

  

  

Asimismo serán de interés para todo aquel que tenga alguna relación con el derecho y 

la justicia, como son los estudiantes, profesionales, y a los usuarios, dado que los 

resultados aportaran, brindaran información y conocimientos para los mismos.  
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Por  otro  lado  al  haberse  observado,  los  elevados  índices  estadísticos  sobre 

corrupción, el presente trabajo es un aporte, e iniciativa a tocar la sensibilidad no solo 

a los profesionales en derecho, sino en general para que cultiven y pongan en práctica 

la ética profesional, el cual es un factor muy importante, y el punto de inicio para 

mejorar la imagen que se tiene en la actualidad sobre justicia en nuestro país, y así 

recobrar poco a poco la confianza de la ciudadanía.  

  

Siendo  que  el  marco  legal  que  sustenta  la  realización  del  presente  trabajo  se 

encuentra previsto en el inciso 20 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú, 

en el cual se atribuye como un derecho a toda persona el poder hacer una  crítica 

respecto a las resoluciones judiciales, con las limitaciones de Ley.  

  

  

Dicha investigación presenta rigor científico, en el sentido que goza de confiabilidad y 

credibilidad en los resultados obtenidos evidenciados en el recojo, procesamiento y 

análisis de datos, a través de la lista de cotejo que viene hacer comprendido como 

instrumento de medición, con referencia a determinar la calidad de las sentencias en 

ambas instancias, todo ello corroborado con la aplicación del método científico.  
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  II. REVISIÓN DE LA LITERATURA  

  2.1. ANTECEDENTES  

Gonzáles, J. (2006), en Chile, investigo: “La fundamentación de las sentencias y la 

sana crítica”, y sus conclusiones fueron: a) La sana crítica en el ordenamiento jurídico 

Chileno, ha pasado de ser un sistema residual de valoración de la prueba a uno que se 

ha abierto paso en muchas e importantes materias, y; que, seguramente pasará a ser la 

regla general cuando se apruebe el nuevo Código Procesal Civil. b) Que, sus elementos 

esenciales son los principios de la lógica, las máximas de la experiencia, los 

conocimientos científicamente afianzados y la fundamentación de las decisiones. c) La 

forma en que la sana crítica se ha empleado por los tribunales no puede continuar ya 

que desgraciadamente muchos jueces amparados en este sistema no cumplen con su 

deber ineludible de fundamentar adecuadamente sus sentencias. Las consecuencias de 

esta práctica socavan el sistema judicial mismo desde que, entre otros aspectos, no 

prestigia a los jueces, estos se ven más expuestos a la crítica interesada y fácil de la 

parte perdedora y, además, muchas veces produce la indefensión de las partes pues 

estas no sabrán cómo fundamentar sus recursos ante instancias superiores al no conocer 

los razonamientos del sentenciador.  

  

  

Sarango, H. (2008), en Ecuador; investigó: “El debido proceso y el principio de la 

motivación de las resoluciones/sentencias judiciales”; cuyas conclusiones fueron: a) 

Es evidente que ni el debido proceso ni las garantías fundamentales relacionadas con 
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los derechos humanos carecen de efectividad y de aplicación práctica por lo que, 

necesariamente, deben ser acatados y respetados por todos, de lo contrario se estaría 

violentando las garantías fundamentales que consagra el Código Político. b) Las 

constituciones, los tratados internacionales sobre derechos humanos, la legislación 

secundaria  y las  declaraciones  y las  resoluciones  internacionales  sobre derechos 

humanos reconocen un amplio catálogo de garantías del debido proceso, cuyos titulares 

tienen a su disponibilidad —demandante y demandado— para invocar su aplicación en 

todo tipo de procedimientos en que se deba decidir sobre la protección de sus derechos 

y libertades fundamentales. c) El debido proceso legal —judicial y administrativo— 

está reconocido en el derecho interno e internacional como una garantía fundamental 

para asegurar la protección de los derechos fundamentales, en 



 

 

  

toda circunstancia. d) Los Estados están obligados, al amparo de los derechos humanos 

y el derecho constitucional, a garantizar el debido proceso legal en toda circunstancia, y 

respeto de toda persona, sin excepciones, independientemente de la materia de que se trate, 

ya sea ésta de carácter constitucional, penal, civil, de familia, laboral, mercantil o de otra 

índole, lo cual implica el aseguramiento y la vigencia efectiva de los principios jurídicos 

que informan el debido proceso y las garantías fundamentales, a fin de garantizar la 

protección debida a los derechos y libertades de las partes, y no limitarlos más allá de lo 

estrictamente necesario y permitido por la ley. e) El desafío actual constituye, en 

definitiva, la apropiación de la cultura del debido proceso por parte de los operadores 

judiciales, y su puesta en práctica en todos los procesos, con el fin de que ello se refleje en 

una actuación judicial ética, independiente e imparcial, apegada a la normatividad 

constitucional y a la normativa internacional de los derechos humanos. f) La motivación 

de la sentencia, al obligar al juez a hacer explícito el curso argumental seguido para adoptar 

determinado razonamiento, es una condición necesaria para la interdicción de la 

arbitrariedad, posibilitando, por lo ya dicho, la realización plena del principio de inocencia 

del imputado. Para ello es indispensable el control que actúa como un reaseguro de aquel 

propósito. g) Motivación y control vienen a convertirse, por ende, en un binomio 

inseparable. h) Es de vital importancia que en nuestro país la motivación sea una 

característica general en los fallos de quienes, de una u otra manera, administran justicia 

y no una excepción, como acontece incluso en los actuales momentos. Cabe resaltar que 

ha sido la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte de1997 la que mantuvo una 

teoría doctrinaria respecto de la motivación, tal como se puede observar en los 

innumerables fallos expedidos por esta Sala. i) Se puede agregar ,que es de exigencia y 

obligatorio cumplimiento la fundamentación de las resoluciones y fallos judiciales tanto 

para atender la necesidad de garantizar la  defensa de las partes en el debido proceso, como 

para atender el respeto a uno de los pilares básicos del Estado de Derecho y  del sistema 

republicano, que fundado en la publicidad de los  actos de gobierno  y  de  sus  autoridades  

y  funcionarios  que  son  responsables  por  sus decisiones, demanda que se conozcan las 

razones que amparan y legitiman tales decisiones. Por ello, las resoluciones judiciales, 

para cumplir con el precepto constitucional requieren de la concurrencia de dos 

condiciones: por un lado, debe consignarse expresamente el  material probatorio en el que 



 

 

se fundan las11 c onclusiones a que se arriba, describiendo el contenido de cada elemento 

de prueba; y por otro, es preciso que éstos sean merituados, tratando de demostrar su 

ligazón racional con las afirmaciones  o  negaciones  que  se  admitan  en  el  fallo.  Ambos  

aspectos  deben concurrir simultáneamente para que pueda considerarse que la sentencia 

se encuentra motivada, de faltar uno de ellos, no hay fundamentación y la resolución es 

nula. El desafío actual constituye la apropiación de la cultura del debido proceso por parte 

de los operadores judiciales y de los poderes públicos y su puesta en práctica de todos los  

procesos,  con  el  fin  de  que  se  refleje  en  una  actuación  judicial  ética, independiente 

e imparcial, apegada a la normatividad constitucional y a la normativa internacional de los 

derechos humanos. (…).  

  

  

Lama, H. (2011) Perú, investigo: “La Posesión y la Posesión Precaria en el Derecho 

Civil Peruano”. El nuevo concepto del precario y la utilidad de su actual regulación en 

el derecho civil peruano, de los cuales obtuvo las siguientes conclusiones: 1.- La 

regulación normativa del nuevo concepto del precario en la norma sustantiva civil ha 

sido positiva, pues, aún con la diversa jurisprudencia que tal concepto ha generado, en 

términos generales, ha permitido a los titulares de derechos sobre bienes una rápida 

recuperación de los mismos. 2.- El nuevo concepto del precario, resultado de la 

evolución en la jurisprudencia nacional y española, ha tenido resultados positivos.  

3.- Con relación a la regulación normativa de la posesión, así como de la posesión 

ilegítima y la precaria, se aprecia un defecto que es necesario corregir a efecto de evitar 

complicaciones jurisprudenciales. Tales modificaciones legislativas, señala dicho autor 

que deben incluir en su texto, las siguientes ideas: a.- La posesión es la potestad o 

señorío fáctico que, con interés propio, ejerce una persona sobre un bien para su 

aprovechamiento económico y la satisfacción de sus necesidades; aún cuando 

reconozca en otro la propiedad, el poseedor de un bien es aquel que, en los hechos, se 

conduce como propietario, usando o disfrutando el bien. b.- La posesión, cualquiera 

que  ésta  fuera,  no  puede  ser  privada  o  perturbada  al  poseedor  por  acto  de 

particulares; corresponde al órgano jurisdiccional declarar el derecho posesorio a quien 

corresponda. c.- La posesión será legítima cuando se ejerce con arreglo a derecho, en 

virtud de un título válido. d.- La posesión será ilegítima cuando se ejerza con título 

inválido o sin título alguno. Ésta será de buena fe cuando el poseedor, por cualquier 



 

 

causa, crea en la legitimidad de su títu12lo.  Será de mala fe cuando conozca de la 

ilegitimidad de su título, carezca de título o éste sea manifiestamente ilegítimo. e.- La 

posesión precaria es la que se ejerce con título manifiestamente ilegítimo o inválido, o 

sin título alguno, sea porque nunca lo tuvo o porque el que tenía feneció. f.- El poseedor 

precario, en tanto ejerce una posesión de mala fe, está obligado a rembolsar los frutos 

percibidos y los que se dejaron de percibir. Es también responsable de los daños y 

perjuicios ocasionados por la pérdida o deterioro del bien.  

4.- En materia jurisprudencial es correcto afirmar, entre otros, que: a.- La posesión 

precaria es una variedad de posesión ilegítima. Ambas se ejercen contrario a derecho 

b.- Es precario quien posee un bien en virtud de un título manifiestamente nulo o 

ilegítimo. Tal título solo es aparente, pues en realidad es jurídicamente inexistente.  

c.- Si el arrendatario no devuelve el bien, luego de vencido el contrato y solicitada su 

devolución por el arrendador, concluye el arrendamiento feneciendo con él el título 

posesorio que tenía, deviniendo su posesión en precaria. d.- La sola enajenación del 

bien arrendado convierte al arrendatario en precario respecto del nuevo dueño, siempre 

que el arrendamiento no se encuentre inscrito, y éste –el adquirente- no se haya 

comprometido a respetar el mencionado arrendamiento. e.- Es precario quien posee un 

bien en virtud de una compra-venta, cuando ésta ha quedado sin efecto por resolución 

extrajudicial –de pleno derecho- o judicial. f.- Es precario frente al nuevo dueño,  el  

vendedor que  no  cumplió  con  entregar en  bien  luego  de  realizada la compraventa. 

g.- No es precario el poseedor que levantó la fábrica o construcción en terreno ajeno, 

de propiedad del demandante. Previamente corresponde establecer - bajo las reglas de 

la accesión- si la misma se levantó de buena o mala fe. h.- Es precario quien posee un 

bien indiviso en virtud de un contrato celebrado con uno de los condóminos, si no 

cuenta con la aprobación  –expresa o tácita- de los otros copropietarios. e.- En nuestro 

país, la posesión precaria es distinta de la posesión temporal inmediata, en razón de que 

mientras ésta se ejerce en virtud de un título – que le confirió el poseedor mediato- 

aquella se ejerce sin título alguno. Por ello el precario  podría  adquirir  el  bien  que  

posee  por  prescripción,  si  acredita  haber cumplido los requisitos que la ley prevé 

para tal fin. 5.- No hay posesión precaria cuando se ejerce en virtud de un título 

legítimo, o con título oponible al que porta el demandante. 6.- No hay posesión precaria 

cuando se ejerce con título formalmente válido,  pero  afectado  con  vicios  de  



 

 

anulabilidad,  en  tanto  no  se  invalide  con sentencia declarativa firme; 7.- No hay 

posesión precaria, cuando la invalidez del t13ítu lo en virtud del cual se ejerce la 

posesión,  
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no sea manifiesta. En este caso se requiere la intervención del órgano jurisdiccional, 

para que, en un proceso en forma, se dilucide la validez de título posesorio que invoca 

el demandado. 8.- No es precario el poseedor inmediato, respecto del poseedor 

mediato, en razón del título que los vincula; sin embargo si podría serlo respecto del 

propietario, si el poseedor mediato no  se  encontraba  autorizado  para  ceder  la  

posesión  o  conceder  título  posesorio alguno.  

  

  2.2. BASES TEÓRICAS  

2.2.1. Desarrollo de Instituciones Jurídicas Procesales relacionados con las 

sentencias en estudio  

  2.2.1.1. Acción  

  2.2.1.1.1. Conceptos  

Gutiérrez (2006), refiere que:  

  

  

Según Ticona define el derecho de acción como un derecho público subjetivo, 

abstracto y autónomo que tiene toda persona para exigir del Estado la tutela 

jurisdiccional, que mediante una resolución, se pronuncie sobre la pretensión 

expresada en su demanda o, en su caso, en su solicitud, resolviendo el conflicto de 

intereses o la incertidumbre jurídica, respectivamente.  

  

Asimismo El profesor Monroy considera que el derecho de acción es aquel derecho de 

naturaleza constitucional, inherente a todo sujeto, en cuanto es expresión esencial de 

este, que lo faculta a exigir al Estado tutela jurisdiccional para un caso concreto y, 

citando a Zamudio, hace suyo, que al derecho de acción debe concebírsele como un 

derecho humano a la justicia.  

  

Couture (citado por Águila, 2013) define el Derecho de Acción como "el poder jurídico 

que tiene todo sujeto de acudir a los órganos jurisdiccionales para reclamar la 

satisfacción de una pretensión". La acción es el poder jurídico para hacer valer la 

pretensión procesal.  

  

  
Echandía (citado por Hinostroza, 2010) define a la acción como “... el derecho público, 

cívico, subjetivo, abstracto y autónomo, que tiene toda persona natural o jurídica, para 
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obtener la aplicación de la jurisdicción del Estado a un caso concreto mediante una 

sentencia, a través de un proceso...”  

  

  
  Asimismo la Jurisprudencia, Corte Suprema de Justicia de la República (citado por 

Hinostroza, 2010) en relación al derecho de acción, ha establecido lo siguiente:  

  

  

“... El derecho de acción (...) es aquel en virtud del cual cualquier persona tiene el 

derecho de promover la actividad jurisdiccional del Estado, sin que se le obstruya, 

impida o disuada irrazonablemente; lo que significa que si hay razonabilidad para 

evitar  el  trámite  de  la  petición,  esto  no  viola  el  derecho  de  acción  sino  que 

armonizará con la Constitución; de allí que el derecho de acción tiene requisitos que 

cumplir los cuales son: a) los presupuestos procesales; y, b) las condiciones de la 

acción; lo que explica el por qué el Código Procesal Civil, en sus artículos 

cuatrocientos   veintiséis   y   cuatrocientos   veintisiete,   ha   facultado   al   Juez   la 

verificación del cumplimiento de estos requisitos al momento de interponerse la 

demanda; siendo su insatisfacción causal para declarar ya sea la inadmisibilidad de la 

demanda o su improcedencia, según sea el caso...” (Casación Nro. 4734-2006 / 

Cajamarca, publicada en el Diario Oficial EI Peruano el 30- 05-2008, págs. 22113- 

22114).  

  

A ello se puede agregar que la acción es la facultad que tiene todo ser humano de 

recurrir al órgano jurisdiccional a efectos reclamar la satisfacción de una pretensión 

a través de un proceso.  

  

  2.2.1.1.2. Características del derecho de acción  

Gutiérrez (2006), indica que las características del derecho de acción son las siguientes:  

  

- Derecho  público  (en  tanto  el  sujeto  pasivo  del  derecho  de acción,  es  el  

  Estado),  

- Subjetivo (pues se encuentra presente en todo sujeto de derechos por la sola 

razón de serlo)  

- Abstracto (porque no requiere de un derecho sustancial o material que lo 

sustente).  

- Autónomo (porque tiene requisitos, presupuestos, teorías explicativas sobre su 

naturaleza jurídica, normas reguladores de su ejercicio).  
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  De igual manera Zumaeta (2005), explica las características de la acción:  

- La acción es pública, porque va dirigida al Estado, a quien se le pide tutela 

jurisdiccional para un caso específico.  

- Es subjetiva, porque se encuentra presente en todo sujeto de derecho, sin 

importar su capacidad; por eso se suele afirmar que un concebido tiene derecho  

de  acción,  con  la condición  que nazca vivo;  además,  para nada importa  

el hecho que este sujeto recurra -o no-- al órgano jurisdiccional para hacer valer 

su derecho.  

- Es abstracto, porque no requiere de un derecho sustancial o material que lo 

sustente o impulse; es decir, es un derecho continente, no tiene contenido, se   

realiza como exigencia, como demanda de justicia, como petición de derecho.  

- y   finalmente   es   autónomo,   porque   tiene   reglas   propias,   requisitos, 

presupuestos y teorías explicativas sobre su naturaleza jurídica.  

  

  

  2.2.1.1.3. Materialización de la acción  

La acción se materializa a través de la demanda, que a su vez contiene la pretensión, 

que es el "petitum" de la demanda, es decir, el pedido del demandante del 

reconocimiento o declaración de un derecho a su favor a fin de que se haga valer en la 

sentencia frente al demandado. (Águila, 2013)  

  

  

  2.2.1.1.4. Condiciones de la acción  

Águila (2013), sostiene que son los elementos indispensables del proceso que van a 

permitir al juez expedir un pronunciamiento válido sobre el fondo de la controversia.  

Las condiciones de la acción son:  

  

a) Voluntad de la Ley.- Se determina por la existencia de un ordenamiento 

jurídico sustantivo que contiene y reconoce los derechos fundamentales de las 

personas, y que motivan la defensa de los mismos (La Constitución Política, el 
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Código Civil y normas complementarias). La voluntad de la ley determina que 

la pretensión deba estar amparada por el derecho objetivo.  

  

b) Interés para Obrar.- Es la necesidad del demandante de obtener del proceso 

la protección de su interés material. Sus presupuestos son: la afirmación de la 

lesión de un interés material y la idoneidad del proveimiento judicial para 

protegerlo y satisfacerlo. Debe referirse que, el Decreto Legislativo No ro7o, al 

modificar el artículo 6° de la Ley de Conciliación (Ley N° 26872), señala que 

al momento de calificar la demanda, el Juez la declarará improcedente por causa 

de manifiesta falta de interés para obrar si la parte actora no ha intentado la 

actividad conciliatoria previa, estableciéndose la presentación de  

la copia certificada del acta de conciliación extrajudicial, como un elemento de 

procedibilidad para recurrir a la jurisdicción.  

  

c) Legitimidad para Obrar.- Es la identidad que debe existir entre las partes de 

la relación jurídica material y las partes de la relación jurídica procesal; es decir, 

el titular del derecho según la ley deberá ser demandante y el titular de la 

obligación deberá ser demandado.  

  

Es decir, es la posición habilitante para ser parte en el proceso. Cuando esta le 

corresponde al demandante para poder plantear determinada pretensión se 

denomina legitimidad para obrar activa. Cuando se le exige al demandado para 

que la pretensión en el proceso pueda plantearse válidamente contra é1, 

hablamos de la legitimidad para obrar pasiva.  

  

Esta  posición  habilitante  puede  estar  determinada  por  dos  situaciones 

distintas:  

  

- Por la simple afirmación que realiza el demandante de la titularidad de las 

situaciones jurídicas que él lleva al proceso: Legitimidad para obrar ordinaria.  

  

- Por la permisión expresa a determinadas personas a iniciar el proceso, a 

pesar de no ser titulares de las situaciones jurídicas que se llevan a él:  



 

20  

  

Legitimidad para obrar extraordinaria.  

  

Algunos casos de legitimidad para obrar extraordinaria se contemplan en el 

ordenamiento jurídico peruano son:  

  

• La tutela de intereses difusos (artículo 82° del Código Procesal 

Civil).     La sustitución procesal (artículo 6º° del Código Procesal 

Civil e inciso  4) del artículo 1219° del Código Civil).  

• La acción directa contra el asegurador (artículo 1987° del Código  

Civil).  

  

  

  2.2.1.1.5. Alcance  

Tal como lo prevé nuestro código procesal  civil en la sección  I, título  I, en  el artículo 

2, el cual prescribe que “Por el derecho de acción todo sujeto, en ejercicio de su 

derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y en forma directa o a través de 

representante legal o apoderado, puede recurrir al órgano jurisdiccional pidiendo la 

solución a un conflicto de intereses intersubjetivo o a una incertidumbre jurídica”.  

  

  

 Por ser titular del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, el emplazado en un proceso 

civil tiene derecho de contradicción”  

  

  

  2.2.1.2. La jurisdicción  

  2.2.1.2.1. Conceptos  

“El término jurisdicción, comprende a la función pública, ejecutada por entes estatales 

con potestad para administrar justicia, de acuerdo a las formas requeridas por la ley, en 

virtud de la cual, por acto de juicio, se determina el derecho de las partes, con el objeto 

de dirimir sus conflictos y controversias con relevancia jurídica, mediante decisiones 

con autoridad de cosa juzgada, eventualmente factibles de ejecución” (Couture, 2002).  



 

21  

  

  

  

Es la potestad, derivada de la soberanía del Estado, de aplicar el derecho en el caso 

concreto,  resolviendo  de  modo  definitivo  e  irrevocable  la  controversia,  que  es 

ejercida en forma exclusiva por los tribunales de justicia integrados por jueces 

autónomos e independientes, o como dice Gonzales, es el derecho de toda persona a 

que se le haga justicia, a que cuando pretenda algo de otra, esta pretensión sea atendida 

por un órgano jurisdiccional, a través de un proceso con unas garantías mínimas. 

(Gutiérrez, 2006)  

  

  

Echandia (2004) define a la jurisdicción como la soberanía del Estado, aplicada por 

conducto del órgano especial a la función de administrar justicia, principalmente para 

la realización o  garantía del derecho objetivo y de la libertad  y de la dignidad humanas, 

y secundariamente para la composición de los litigios o para dar certeza jurídica a los 

derechos subjetivos, o para investigar, sancionar los delitos e ilícitos de toda clase o 

adoptar medidas de seguridad ante ellos, mediante la aplicación de la ley a casos 

concretos, de acuerdo con determinados procedimientos mediante decisiones 

obligatorias.  

  

  

A ello se puede indicar que la jurisdicción es la potestad de administrar justicia, (hacer 

valer y aplicar la ley a nombre del estado, la misma que es atribuida al poder judicial) en 

un determinado proceso, a efectos de resolver una incertidumbre jurídica.  

  
   

  2.2.1.2.2. Características de la jurisdicción  

  Gutiérrez (2006), señala que la jurisdicción se caracteriza por:  

- Origen constitucional: es decir, por ser de rango constitucional.  

  

  

- Unidad   conceptual:   significando   que   es   una   sola,   no   aceptando 

clasificaciones o divisiones. Por el solo hecho de clasificarse la jurisdicción, se 

pierde su concepto para convertirse en el de competencia. Es por ello que todos 
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los jueces tienen jurisdicción (de lo contrario dejarían de serlo), pero no todos 

son competentes para conocer de todas las materias.  

  

- Inderogabilidad:  puesto  que,  al  emanar  de  la  soberanía,  no  puede  ser 

abolida.  

  

- Indelegabilidad: que supone la imposibilidad de transferir la calidad de juez a 

otra persona. Aunque si es posible prorrogar la posibilidad de juzgar de un juez 

a otro (prórroga de competencia).  

  

- Necesariedad e inexcusabilidad: pues resulta necesaria en la medida que el 

proceso jurisdiccional también lo sea, es decir, cuando se encuentra prohibida 

la autocomposición y la autotutela como medio de solución de conflictos. 

Tornándose, por tanto, en inexcusable para el Estado, por derivación de lo 

anterior (su necesariedad).  

  

- Eficacia de cosa juzgada:  ya que la actividad jurisdiccional produce el efecto 

de cosa juzgada, a diferencia de algunas facultades administrativas, donde el 

acto realizado en función de ellas puede ser revisado y en su caso anulado 

mediante la autoridad judicial.  

  

  Por su Echandia, citado por Hinostroza (2010), señala que:  

“La jurisdicción es autónoma, puesto que cada Estado la ejerce soberanamente, y es 

exclusiva, tanto en el sentido de que los particulares no pueden ejercerla, como  



 

 

porque cada Estado la aplica con prescindencia y exclusión de los otros y debe ser 

independiente, frente a los otros órganos del Estado y a los particulares. Es también 

única, es decir, que sólo existe una jurisdicción del Estado, como función, derecho y 

deber de éste; pero suele hablarse de sus varias ramas para indicar la forma como la 

ley distribuye su ejercicio entre diversos órganos y funcionarios especializados, para 

el mejor cumplimiento de sus fines”. (p. 97)  

  

  

  2.2.1.2.3. Elementos de la jurisdicción  

Gutiérrez (2006), indica que la doctrina clásica considera como elementos de la 

jurisdicción, a los siguientes:  

- La notio, es la facultad del juez para conocer el asunto propuesto.  

  

  

- La vocatio, consiste en ordenar la comparecencia de los justiciables y seguir 

en proceso en rebeldía en caso de omisión.  

  

- La coertio, viene a ser e”l poder de emplear los medios necesarios para que se 

cumplan los mandatos judiciales, consiste también en emplear toda clase de 

apremios dentro del proceso para el cumplimiento de los actos procesales” 

(Alvaro, 2013).  

  

- La iudicium, es la potestad de sentenciar o resolver el conflicto con fuerza 

obligatoria y,  

  

- la executio es la facultad del juez de hacer cumplir las resoluciones judiciales 

en ejecución.  

  

 2.2.1.2.4. Principios constitucionales aplicables a la función jurisdiccional Según  

Bautista,  (2006) “los  principios  son  como  directivas  o  líneas  de  matrices, dentro 

de las cuales se desarrollan las instituciones del Proceso, por los principios cada 

institución procesal se vincula a la realidad social en la que actúan o deben actuar, 

ampliando o restringiendo la esfera o el criterio de su aplicación”.  

  

  

  2.2.1.2.4.1. Principio de Unidad y Exclusividad  



 

 

Consagrado en el Artículo 139°, inciso 1 de nuestra carta magna, la misma que 

prescribe que La unidad y exclusividad de la función jurisdiccional, no existe ni puede 

establecerse jurisdicción alguna independiente, con excepción de la militar y la arbitral. 

No hay proceso judicial por com20isión o delegación.  

A ello Bernales (2012) indica lo siguiente:  

  

La unidad y exclusividad de la función jurisdiccional es un concepto básico de las 

garantías constitucionales. Aníbal Quiroga ensaya una definición del concepto y su 

relación con el derecho al juez natural, al establecer que, mediante este principio, 

“nadie puede ser desviado de la justicia ordinaria, natural, a la vez que dentro de esta 

nadie  puede  ser  derivado  del  juez  natural  que  conforme  a  la  ley  materia  le 

corresponda de modo previo y objetivo”  

  
A su turno, Monroy Gálvez sostiene con acierto que el principio de la unidad y 

exclusividad significa que “nadie puede irrogarse en un estado de Derecho la función 

de resolver conflictos de intereses con relevancia, sea en forma privada o por acto 

propio. Esta actividad le corresponde al Estado a través de sus órganos especialización; 

este tiene la exclusividad del encargo. El principio significa además que si una persona 

es emplazada por un órgano jurisdiccional, debe someterse necesariamente al proceso 

instaurado contra él. Es más, para cuando el proceso acabe dicha persona estará 

también obligada a cumplir con la decisión que se expida en el proceso del cual formo 

parte. En cualquiera de ambos casos, ni su actividad un su omisión podrá liberarla de 

la obligatoriedad de cumplir con lo que se decida. Podrá ser compelida a ello, por 

medio del uso de la fuerza estatal”. (p. 669)  

  
A ello se puede señalar que la función jurisdiccional le compete solo única y 

exclusivamente al órgano facultado para ejercer dicha potestad jurisdiccional, la 

misma que le corresponde al Poder Judicial.  

  

  

  2.2.1.2.4.2. Principio de Independencia Jurisdiccional  

Consagrado en el Artículo 139°, inciso 2 de nuestra carta magna, la misma que 

prescribe que la independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional. Ninguna 

autoridad  puede  avocarse  a  causas  pendientes  ante  el  órgano  jurisdiccional  ni 

interferir  en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  Tampoco  puede  dejar  sin  efecto 

resoluciones que han pasado en autoridad de cosa juzgada, ni cortar procedimientos en 

trámite, ni modificar sentencias ni retardar su ejecución. Estas disposiciones no afectan 

el derecho de gracia ni la facultad de investigación del Congreso, cuyo ejercicio no 

debe, sin embargo, interferir en el procedimiento jurisdiccional ni surte efecto 

jurisdiccional alguno.  



 

 

  

  

  A ello Bernales (2012) indica lo siguiente:  

EI principio de la independencia de los órganos judiciales -ha dicho Monroy Gálvez 

es “la única posibilidad de que un órgano jurisdiccional – un juez- pueda cumplir a 

cabalidad con su función social de resolver conflictos de intereses y procurar la paz 
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social”. Ello se debe efectivizar “intentando que su actividad no se vea afectada por 

ningún otro tipo de poder o elemento extraño que presione o altere su voluntad, es decir, la facultad 

para decidir”.   
(…) la constitución es clara al establecer que ninguna autoridad puede avocarse a 

causas pendientes ni interferir en el ejercicio de las funciones del órgano jurisdiccional. 

Esto quiere decir que cualquier interferencia constituye delito, y por tanto, los jueces 

están habilitados para denunciar aquellos actos que signifiquen presión para emitir un 

fallo en tal o en cual sentido. (p. 672)  

  

  

2.2.1.2.4.3. Principio de la Observancia del debido proceso y la tutela 

jurisdiccional  

 Consagrado en el Artículo 139°, inciso 3 de nuestra carta magna, la misma que prescribe 

que la observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. Ninguna persona 

puede ser desviada de la jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a 

procedimiento distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por órganos 

jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, 

cualquiera sea su denominación.  

  

  

  A ello Bernales (2012) señala que:  

Mediante debido proceso se garantiza que las reglas de organización judicial, 

competencia, trámite de los juicios y ejecución de las decisiones de la justicia, Se 

lleven a cabo respetando las garantías construccionales y legales vigentes.  

  
Aníbal Quiroga define al Debido Proceso Legal como la institución del Derecho 

Constitucional Procesal, que “identifica los principios y presupuestos procesales 

mínimos que debe reunir todo proceso judicial jurisdiccional para asegurar al 

justiciable la certeza, justicia y legitimidad de su resultado”. Estos principios no son 

otros que los que detalla el segundo párrafo inc. 3.  

  
(…) la Constitución también se refiere a la jurisdicción predeterminada.  

Esto quiere decir que para cada proceso iniciado, no importa el tipo que tenga, existe 

un procedimiento específico de cuyos parámetros el juzgador está imposibilitado de 



 

 

salirse. En esa medida, el justiciable tendrá la certeza de que el proceso seguirá una 

vía conocida, con jueces que tengan competencia y jurisdicción predeterminadas. 

22 
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2.2.1.2.4.4. Principio de Publicidad en los procesos, salvo disposición contraria de 

la Ley  

Consagrado en el Artículo 139°, inciso 4 de nuestra carta magna, la misma que 

prescribe que la publicidad en los procesos, salvo disposición contraria de la ley. Los 

procesos judiciales  por responsabilidad de funcionarios públicos,  y por los delitos 

cometidos por medio de la prensa y los que se refieren a derechos fundamentales 

garantizados por la Constitución, son siempre públicos.  

  A ello Bernales (2012) señala que:  

En  realidad,  lo  que  establece  la  publicidad  es  la  necesidad  de  no  negar  a 

conocimiento público la actuación de los órganos jurisdiccionales que administran 

justicia. En una sociedad cada día más dependiente de la información y del 

conocimiento inmediato de los hechos que otorgan revolucionarios métodos 

informativos,   sería   un   verdadero   despropósito   implementar   procedimientos 

reservados o privados que, por lo demás, están alejados de la realidad social y de la 

participación ciudadana, que siempre es necesaria para un adecuado desempeño de la 

administración de justicia. La Ley Orgánica del Poder Judicial también consagra el 

principio de publicidad, al que se le ha anexionado el derecho de análisis y crítica de 

las decisiones judiciales, que también goza de reconocimiento constitucional (inc. 20 

del artículo 139). (p. 676-677)  

  

  

  2.2.1.2.4.5. Principio de Motivación escrita de las resoluciones judiciales  

Según Chaname (2009):   

“Es frecuente encontrar, sentencias que no se entienden, ya sea porque no se expone 

claramente los hechos materia de juzgamiento, o porque no se evalúa su incidencia en 

el fallo final de los órganos jurisdiccionales”.  

  

  

“Las resoluciones judiciales con las características citadas no pueden cumplir las 

diversas finalidades que tienen dentro del sistema jurídico. Si bien es cierto, que lo más 

importante es decidir sobre el interés de las partes sometidas a jurisdicción, suele 

suceder que las partes no reciben la debida información de los jueces sobre las razones 

que los condujo a tomar una decision” (Alvaro, 2013).  
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“Los jueces están constitucionalmente obligados a fundamentar sus resoluciones y 

sentencias, basadas en los fundamentos de hecho y de derecho. Por ejemplo en todo  

mandato judicial de detención, debe estar prolijamente sustentado, porque se va a privar 

de un derecho fundamental a un ser humano” (Chaname, 2009).  

“Este es un corolario del derecho de defensa y de la instancia plural, ya que la 

negligencia del juzgador en motivar la resolución no permite que las partes conozcan 

los fundamentos de hecho y de derecho en que se funda el pronunciamiento, con la 

consecuente imposibilidad de un recurso efectivo ante el superior en grado. Esta 

disposición es obligatoria en todas las instancias judiciales, y están exceptuadas sólo 

decretos” (Alvaro, 2013).  

  

  

  2.2.1.2.4.6. Principio de la Pluralidad de la Instancia  

“Esta garantía constitucional es fundamental, ha sido recogida por la Constitución 

peruana, y por la legislación internacional del cual el Perú es parte” (Alvaro, 2013).  

  

  

“Este  principio  se  evidencia  en  situaciones  donde  las  decisiones  judiciales  no 

resuelven las expectativas de quienes acuden a los órganos jurisdiccionales en busca del 

reconocimiento de sus derecho; por eso queda habilitada la vía plural, mediante la cual 

el interesado puede cuestionar una sentencia o un auto dentro del propio organismo que 

administra justicia” (Asociación Peruana de Investigación de Ciencias Jurídicas-APICJ, 

2010).  

  

  

2.2.1.2.4.7.  Principio  de  no  dejar  de  Administrar  Justicia  por  vacío  o 

deficiencia de la Ley  

Consagrado en el Artículo 139°, inciso 8 de nuestra carta magna, la misma que prescribe 

el principio de no dejar de administrar justicia por vacío o deficiencia de la ley. En tal 

caso, deben aplicarse los principios generales del derecho y el derecho consuetudinario.  
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En ese sentido Quiroga, citado por Bernales (2012) indica que, esta es una norma que 

garantiza la tutela judicial efectiva y que obliga al juez a otorgar siempre esa tutela sin 

que pueda eximirse en la ausencia de una norma de derecho material que le permita 

resolver meritum causae la controversia.  

  

Asimismo dicho autor señala que el inciso se refiere al derecho consuetudinario como 

fuente supletoria de la ley. Aquel, en sentido lato, está formado por el conjunto de 

normas establecidas por la costumbre. Y la costumbre es una regla del derecho que 

funda su valor en la tradición. El Perú, como la mayoría de países iberoamericanos, basa 

su ordenamiento Legal en el derecho escrito, aun cuando se ha dado un gran avance al  

reconocerle  a las comunidades nativas  y campesinas el ejercicio de la función 

jurisdiccional, de conformidad con el derecho consuetudinario de cada una de ellas 

(artículo 149). En otros países la costumbre es fuente principal del derecho, que 

establece normas y prácticas de obligatorio cumplimiento.  

  

  

2.2.1.2.4.8.  Principio  de  no  ser  privado  del  derecho  de  defensa  en  ningún 

estado del proceso  

Este derecho es fundamental en todo ordenamiento jurídico, a través de él se protege  
“  

una parte medular del debido proceso. Según este principio, las partes en juicio deben 

estar en la posibilidad jurídica y fáctica de ser debidamente citadas, oídas y vencidas 

mediante prueba evidente y eficiente, de esta manera quedará garantizado el derecho de 

defense” (Asociación Peruana de Investigación de Ciencias Jurídicas- APICJ, 2010)  

  

  

  2.2.1.3. La Competencia  

  2.2.1.3.1. Conceptos  

“Es la suma de facultades que la ley le otorga al juzgador, para ejercer la jurisdicción 

en determinado tipo de litigios o conflictos. El juzgador, por el solo hecho de serlo, es 

titular de la función jurisdiccional, pero no la puede ejercer en cualquier tipo de litigio, 

sino sólo en aquellos para los que está facultado por ley; de ahí que se diga en los que 

es competente” (Couture, 2002).  
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“En el Perú, la competencia de los órganos jurisdiccionales se rige por el Principio de 

Legalidad,   está   prevista   en   la   Ley   Orgánica   del   Poder   Judicial   y   demás 

ordenamientos de carácter procesal” (Ley Orgánica del Poder Judicial, art. 53).  

  Quiroga (2008), citando a varios autores, señala que:  

Chiovenda define la competencia como el conjunto de las causas en que, con arreglo a 

ley, puede un juez ejercer su jurisdicción y la facultad de ejercerla dentro de los límites 

en que está atribuido. Guesp señala que la competencia será la atribución de un 

determinado Órgano Jurisdiccional de determinadas pretensiones, con preferencia a los 

demás órganos de la jurisdicción, y por extensión, la regla o conjunto de reglas que 

deciden sobre dicha atribución. Carnellutti establecerá que se llama competencia a la 

extensión de poder que pertenece a cada oficio o a cada componente de oficio en 

comparación con los demás; por consiguiente, es el poder perteneciente al oficio o al 

oficial  considerados  en  singular.  Mattirolo  la  define  como  la  medida  como  se 

atribuye  la  jurisdicción  entre  las  distintas  autoridades  judiciales.  Finalmente, 

Michelli dirá que 1a medida de poder jurisdiccional conferida por la ley a cada juez 

ordinario se indica con la palabra -también de uso tradicional- competencia, con la cual 

quedan indicados los límites internos que cada juez ordinario encuentra en el desarrollo 

de sus funciones por el concurrente por poder jurisdiccional. (p. 69)  

  

  

A ello se puede agregar que la competencia es la porción de poder que se le atribuye 

al juez a efectos de ejercer la jurisdicción en determinadas controversias.  

  

  

  2.2.1.3.2. Regulación de la competencia  

La competencia se encuentra regulado en la sección primera, Titulo   II, Capítulo I  

Disposiciones Generales del código procesal civil; el cual prescribe el artículo 5 la 

Competencia civil.-    Corresponde    a    los    órganos    jurisdiccionales    civiles el 

conocimiento de  todo  aquello  que  no  esté  atribuido  por  la  ley  a  otros  órganos 

jurisdiccionales.  

  

  

  2.2.1.3.3. Determinación de la competencia en materia civil  

Águila (2013) indica que, la competencia se determina por la situación de hecho 

existente en el momento de la interposición de la demanda o solicitud y no podrá ser 

modificada por los cambios de hecho o de derecho que ocurran posteriormente, salvo 

en los casos en que la ley lo disponga expresamente.  

http://www.monografias.com/trabajos7/compro/compro.shtml
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La competencia permite la distribución de los asuntos justiciables entre los distintos 

jueces, la que se realiza de acuerdo con los siguientes criterios:  

   

a) Competencia por razón de la Materia: Se determina por la naturaleza  de 

la pretensión procesal y las disposiciones legales que la regulan. La 

especialización de 1os jueces tiene que ver esencialmente con la 

competencia por razón de la materia. Carnelutti, afirma que esta 

competencia está determinada por el contenido del litigio.  

  

  

b) Competencia por razón de la Cuantía: La competencia por razón de la 

cuantía se determina de acuerdo con el valor económico del petitorio 

expresado en la demanda sin admitir oposición del demandado (salvo 

disposición legal en contrario).  

  

  

Debe señalarse que la cuantía es un factor decisivo para delimitar la 

competencia, porque el monto de la pretensión determina si se asigna al 

órgano judicial de superior o inferior nivel jerárquico, de acuerdo a la vía 

procedimental respectiva, siendo pertinente anotarse, que frente a conflictos 

puedan presentarse, entre lo estipulado en la Ley Orgánica del Poder judicial 

y el Código Procesal Civil, debe aplicarse preferente las disposiciones 

contenidas en esta última como lo dispone la décima disposición 

complementaria y final del Código Procesal Civil.  

  

  

Asimismo si en la demanda o en sus anexos aparece cuantía distinta, el Juez 

de oficio efectuará la corrección que corresponda y, de ser el caso, se 

inhibirá de su conocimiento y la remitirá al Juez competente.  
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c) Competencia Funcional o por razón de Grado: Tiene que ver con la 

jerarquía de los órganos jurisdiccionales. Según la Ley orgánica del Poder 

Judicial, los órganos jurisdiccionales, de acuerdo con su jerarquía, son:  

- Sala Civil de la Suprema de Justicia de Republica  

- Salas Civiles de las Cortes Superiores de Justicia   - Juzgados 

Especializados en los Civil o Mixtos.  

- Juzgados de Paz Letrado.  

- Juzgados de Paz  

  

Si por la naturaleza de la pretensión u  otra causa análoga no pudiera 

determinarse la competencia en razón del grado, el asunto será de 

competencia del juez civil.  

  

  

d) Competencia por razón del Territorio: Se refiere al ámbito territorial 

donde un Juez puede ejercer la función jurisdiccional. El Código Procesal 

Civil recoge los criterios que la doctrina considera para fijar la competencia 

por razón del territorio.  

  

- Desde el punto de vista subjetivo, tiene en consideración al litigante  

(demandante o demandado) respecto a su domicilio.  

  

  

-Desde   el   punto   de   vista   objetivo,   tiene   en   cuenta   al   órgano 

jurisdiccional (artículo 49° del Código Procesal Civil).  

  

  
Por su parte Gutiérrez (2006), con respecto a la competencia territorial indica que se 

justifica por razones geográficas o de territorio en que se encuentran distribuidos los 

juzgados, en ella no se cuentan a los tribunales superiores, porque ellos intervienen sólo 

en razón de su función. Lino Palacio, afirma que las reglas referentes al criterio 

territorial,  “tienden,  fundamentalmente, a allanar a las  partes  y peticionarios  los 
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inconvenientes derivados de la distancia y a obtener un mayor rendimiento de la justicia 

que emerge de la aproximación entre la sede del órgano judicial y el lugar de la 

producción de la prueba”.  

  

Según la Jurisprudencia, La Corte Suprema de Justicia de la República (citado por 

Hinostroza, 2010) en relación  a la determinación de la competencia, ha establecido lo 

siguiente:  

“…Los criterios que sirven para determinar la competencia son esencialmente: la 

materia, la cuantía, la función, el turno y el territorio; siendo los cuatro primeros 

absolutos e improrrogables, y el cuarto relativo, y por lo tanto, prorrogable. El carácter 

absoluto de la competencia responde a un interés público, en razón a la estructura y 

funciones esenciales de los órganos jurisdiccionales; mientras que la competencia 

relativa rige en atención a las necesidades, conveniencia e intereses de las partes...” 

(Casación Nro. 114-2007 / Lima, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 03-12-

2008, págs. 23590- 23591).  

  

  

  2.2.1.3.4. Determinación de la competencia en el proceso en estudio  

  En el caso en estudio, que se trata de Desalojo, la competencia corresponde a un  

Juzgado Civil, así lo establece:  

  

  

El Art. 49° de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) inciso “1” donde indica que 

Los Juzgados Civiles conocen de los asuntos en materia civil, que no sean de 

competencia de otros Juzgados Especializados.  

  

  2.2.1.4. La pretensión  

  2.2.1.4.1. Conceptos  

  Zumaeta (2005), sostiene que:  

La doctrina suele llamar al acto de exigir algo a otro, antes del inicio de un proceso, 

PRETENSIÓN MATERIAL. Ahora bien, si el sujeto a quien se le ha lesionado su 

derecho mediante un conflicto de interés, recurre al órgano jurisdiccional pidiendo 

tutela efectiva, por que dicho conflicto tiene relevancia jurídica, se le denomina 

PRETENSIÓN PROCESAL, la que llega al órgano jurisdiccional mediante la 

demanda, que no es otra cosa que la petición o solicitud que un litigante sustenta en 

proceso. Escrito que deduce la acción. En buena cuenta, es el primer escrito que se 

presenta al órgano jurisdiccional, el mismo que contiene la pretensión procesal.  
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Asimismo Echandia (2004), definió la pretensión como el efecto jurídico concreto que 

el demandante (en los procesos civiles, laborales y contencioso-administrativos) o el 

querellante o denunciante y el Estado a través del juez o del fiscal, según el sistema 

vigente (en los procesos penales) persiguen con el proceso, efecto al cual se quiere 

vincular al demando (si lo hay) o a imputado y luego procesado.  

  

  

Por su parte Carnelutti, (citado por Gutiérrez, 2006) define la pretensión procesal como 

la exigencia de subordinación que hace el actor respecto del interés del demandado  al  

interés  propio.  Pero  definitivamente  la  pretensión  procesal  es  un “acto”, una 

declaración de voluntad, cuya finalidad es la sumisión del interés ajeno al interés propio.  

  

A ello se puede agregar que la pretensión es el pedido y/o solicitud que realiza un sujeto 

de derecho ante el órgano jurisdiccional competente, a efectos  que se le atienda  un  

determinado  derecho  que  ve  vulnerado  por  otra  persona  (natural  o jurídica).  

  

  

  2.2.1.4.2 Elementos de la pretensión procesal  

Para Zumaeta (2005), los elementos de la pretensión procesal son las siguientes: El 

petitorio, los fundamentos de hecho y la fundamentación jurídica.  

  

  

- El petitorio, es uno de los elementos de la pretensión procesal. llamado también 

por la doctrina petitum o petitio. viene a ser lo que se demanda, es el objeto de 

la pretensión. Por ejemplo, en el divorcio absoluto, si los cónyuges no desean 

mantener el matrimonio, por haber surgido una causal que haga insoportable la 

vida en común; el desalojo por vencimiento de contrato, si el propietario no 

desea renovarle el contrato a su inquilino.  

  

- Los Fundamentos de hecho, vienen a ser la narración de los hechos que han 

dado motivo al surgimiento del conflicto de interés con relevancia jurídica que 

lo ha llevado a recurrir al órgano jurisdiccional. pidiendo tutela jurídica efectiva 

al Estado.  
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- y finalmente, la fundamentación jurídica, que es el amparo de la norma 

sustantiva, y regula la relación jurídica sustancial: por ejemplo, si se demanda 

desalojo, se cita la norma que regula el plazo de duración, de vencimiento y las 

condiciones de dicho contrato. El artículo 2° del Código Procesal Civil peruano. 

norma el derecho de acción, cuando dice: "Por el derecho de acción todo sujeto, 

en ejercicio de su derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y en forma directa o 

a través de representante legal o apoderado puede recurrir al órgano  

jurisdiccional  pidiendo la solución  a un  conflicto  de interés  ínter subjetivos o 

a una incertidumbre jurídica".  

  

Por  su  parte  Echandia  (2004),  señala  que  la  pretensión  tiene  dos  elementos 

esenciales: su objeto y su razón; es decir, lo que se persigue con ella, y la afirmación de 

que lo reclamado se deduce de ciertos hechos que coinciden con los presupuestos 

fácticos de la norma jurídica cuya actuación se pide para obtener esos efectos jurídicos.  

- el  objeto  de  la  pretensión  lo  constituye  el  determinado  efecto  Jurídico 

perseguido   (el   derecho   o   relación   jurídica   que   se   pretende   o   la 

responsabilidad que se imputa al sindicado), y por lo tanto, la tutela jurídica que 

se reclama;  

  

- la razón de la pretensión es el fundamento que se le da, y se distingue en razón 

de hecho y de derecho o sea el conjunto de hechos que constituyen el relato 

histórico de las circunstancias de donde se cree deducir lo que se pretende la 

afirmación de su conformidad con el derecho en virtud de determinadas normas 

de derecho material o sustancial (en lo civil, comercial, laboral y contencioso-

administrativo) o el hecho ilícito que ha lesionado tanto el orden jurídico como 

los derechos subjetivos de la víctima y de sus causahabientes (en lo penal).  

  

La razón de la pretensión se identifica con la causa petendí de la demanda, con 

los hechos en que se basa la imputación formulada al sindicado, o sea a la causa 

imputandi.  

  

  2.2.1.4.3. Fin de la pretensión  
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Según Echandia (2004), indica que:  

  

  

En los procesos civiles, laborales y contencioso-administrativos, el fin de la pretensión 

es la tutela del interés particular del pretendiente, puntualizado en la demanda mediante 

sentencia favorable; en los procesos penales, cuando la ejercita el particular ofendido, 

sea querellante o denunciante, ese fin es la declaración de responsabilidad del imputado, 

mediante sentencia condenatoria, pero cuando la pretensión o imputación es ejercitada 

por el Estado, a través del juez o fiscal, su fin es la tutela del interés general en el 

mantenimiento del orden jurídico, mediante sentencia justa (es decir, en el último caso 

el fin de la pretensión se identifica con el de la acción).  

  

  
A ello se puede agregar el fin de la pretensión es la tutela jurisdiccional que se le brinda 

al pedido realizado, el mismo que se obtendrá a través de una decisión plasmada en 

una resolución expedida por el órgano jurisdiccional.  

  

  

  2.2.1.4.4. La pretensión en el proceso judicial en estudio  

La pretensión según Expediente Judicial N° 01091-2011-0-JR-CI-05, fue que el 

demandado desocupe el bien inmueble de propiedad del demandante y la restitución de 

la posesión del mismo.  

  

  

  2.2.1.5. El proceso  

2.2.1.5.1. Conceptos  

  

“Es la secuencia o serie de actos que se desenvuelven progresivamente, con el objeto 

de resolver, mediante juicio de la autoridad, el conflicto sometido a su decisión. La 

simple secuencia, no es proceso, sino procedimiento” (Couture, 2002).  

  

  

Con respecto al proceso Echandia (2004), refiere que es el conjunto de actos 

coordinados que se ejecutan por o ante los funcionarios competentes del órgano judicial 

del Estado, para obtener mediante la actuación de la ley en un caso concreto, la 

declaración, la defensa o la realización coactiva de los derechos que pretendan tener las 

personas privadas o públicas.  
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En la Opinión de Monroy (1996) sobre el proceso judicial, señala que es el conjunto 

dialéctico de actos, ejecutados con sujeción a determinadas reglas más o menos rígidas, 

realizados durante el ejercicio de la función jurisdiccional del Estado, por distintos 

sujetos que se relacionan entre sí con intereses idénticos, diferentes o contradictorios, 

pero vinculados intrínsecamente por fines privados y públicos.  

  

A ello se puede agregar que el proceso es un conjunto de actos procesales correlativos, 

los mismos que se encuentran regulados por ley, son realizados por los sujetos 

intervinientes en el proceso con la finalidad de resolver un determinado conflicto de 

intereses.  

  

  2.2.1.5.2. Funciones del proceso  

“En opinión de Couture (2002), el proceso cumple las siguientes funciones” (Alvaro, 

2013):  

  

  

2.2.1.5.2.1. Interés individual e interés social en el proceso  

  

  

“El proceso, es necesariamente teleológica, porque su existencia sólo se explica por su 

fin, que es dirimir el conflicto de intereses sometido a los órganos de la jurisdicción. 

Esto significa que el proceso por el proceso no existe” Dicho fin es dual, privado y 

público, porque al mismo tiempo satisface el interés individual involucrado en el 

conflicto, y el interés social de asegurar la efectividad del derecho mediante el ejercicio 

incesante de la jurisdicción.  (Alvaro, 2013).  

  

“En este sentido, el proceso, tiende a satisfacer las aspiraciones del individuo, que tiene 

la seguridad de que en el orden existe un instrumento idóneo para darle razón cuando 

la tiene y hacerle justicia cuando le falta” (Alvaro, 2013)..  

  

  

  2.2.1.5.2.2. Función pública del proceso  
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“En este sentido, el proceso es un medio idóneo para asegurar la continuidad del 

derecho; porque a través del proceso el derecho se materializa, se realiza cada día en la 

sentencia. Su fin social, proviene de la suma de los fines individuales” (Alvaro, 2013)..  

  

  

“En la realidad, el proceso se observa como un conjunto de actos cuyos autores son las 

partes en conflicto y el Estado, representado por el Juez, quienes aseguran su 

participación siguiendo el orden establecido en el sistema dentro de un escenario al que 

se denomina proceso, porque tiene un inicio y un fin, que se genera cuando en el mundo  

real  se  manifiesta  un  desorden  con  relevancia  jurídica,  entonces  los ciudadanos 

acuden al Estado en busca de tutela jurídica que en ocasiones concluye con una 

sentencia” (Alvaro, 2013)..  

  

  

2.2.1.5.3. El proceso como tutela y garantía constitucional  

  

Según Couture (2002):  

  

El proceso en sí, es un instrumento de tutela de derecho (...); y se realiza por 

imperio de las disposiciones constitucionales (...). Está consagrada en la mayoría 

de las constituciones del siglo XX, con muy escasas excepciones, que una 

proclamación programática de principios de derecho procesal es necesaria, en el 

conjunto de los derechos de la persona humana y de las garantías a que ella se hace 

acreedora.  

  

Estos preceptos constitucionales han llegado hasta la Declaración Universal de los 

Derechos del Hombre, formulada por la Asamblea de las Naciones Unidas del 10 

de diciembre de 1948 cuyos textos pertinentes se citan a continuación:  

  

“Art. 8°. Toda persona tiene derecho a un recurso ante los tribunales nacionales 

competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales, 

reconocidos por la Constitución o por la ley”.  
“10°. Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída 

públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la 

determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier 

acusación contra ella en materia penal” (p.120-124).  

  

“Esto significa que el Estado, debe crear un mecanismo, un medio, un instrumento que 

garantice al ciudadano la defensa de sus derechos fundamentales, siendo así, la 

existencia del proceso en un Estado Moderno es: que en el orden establecido por el 
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mismo Estado exista el proceso del cual necesariamente debe hacerse uso cuando 

eventualmente se configure una amenaza o infracción al derecho de las personas” 

(Alvaro, 2013).  

  

  

  2.2.1.5.4. El debido proceso formal  

  2.2.1.5.4.1. Conceptos  

En opinión de Romo (2008), “El Debido Proceso constituye una respuesta legal, a una 

exigencia social, y por el mismo traspasa los límites de las expectativas de las partes  

para establecerse  en  una garantía  fundamental  que  involucra un  conjunto variable 

de situaciones (anhelos, expectativas, cargas, oportunidades) que deben guardar ciertos 

aspectos mínimos que estructuren un esquema jurídico determinado en la Constitución” 

(p. 7).  

  
El  debido  proceso  formal,  proceso  justo  o  simplemente  debido  proceso,  es  un 

derecho fundamental que tiene toda persona que le faculta a exigir del Estado un 

juzgamiento imparcial y justo, ante un juez responsable, competente e independiente. 

Es  un  derecho  complejo  de  carácter  procesal,  porque  está  conformada  por  un 

conjunto de derechos esenciales que impiden que la libertad y los derechos de los 

individuos sucumban ante la ausencia o insuficiencia de un proceso o procedimiento, o 

se vean afectados por cualquier sujeto de derecho, inclusive el Estado, que pretenda 

hacer uso abusivo de éstos (Bustamante, 2001).  

  

Es un derecho fundamental, natural o humano que tiene toda persona que le faculta a 

exigir del Estado un juzgamiento imparcial y justo, ante un juez responsable, 

competente e independiente. El Estado no sólo está obligado a proveer la prestación 

jurisdiccional; sino a proveerla bajo determinadas garantías mínimas que le aseguren 

tal juzgamiento imparcial y justo; por consiguiente es un derecho esencial que tiene no 

solamente un contenido procesal  y constitucional, sino también un contenido humano 

de acceder libre y permanentemente a un sistema judicial imparcial  (Ticona, 1994).  

  2.2.1.5.4.2. Elementos del debido proceso 
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Siguiendo a Ticona (1994), el debido proceso corresponde al proceso jurisdiccional en 

general y particularmente al proceso penal, al proceso civil, al proceso agrario, al 

proceso laboral, inclusive al proceso administrativo; y aún, cuando no existe criterios 

uniformes respecto de los elementos, las posiciones convergen en indicar que para que 

un proceso sea calificado como debido se requiere que éste, proporcione al individuo la 

razonable posibilidad de exponer razones en su defensa, probar esas razones y esperar 

una sentencia fundada en derecho. Para ello es esencial que la persona sea debidamente 

notificada al inicio de alguna pretensión que afecte la esfera de sus intereses jurídicos, 

por lo que resulta trascendente que exista un sistema de notificaciones que satisfaga 

dicho requisito.  

  

  

En el presente trabajo los elementos del debido proceso formal a considerar son:  

  
   

2.2.1.5.4.2.1. Intervención de un Juez independiente, responsable y competente 

Porque, todas las libertades serían inútiles sino se les puede reivindicar y defender en 

proceso; si el individuo no encuentra ante sí jueces independientes, responsables y 

capaces.  

  
Un Juez será independiente cuando actúa al margen de cualquier influencia o 

intromisión y aún la presión de los poderes públicos o de grupos o individuos.  

  

Un Juez debe ser responsable, porque su actuación tiene niveles de responsabilidad y, 

si actúa arbitrariamente puede, sobrevenirle responsabilidades penales, civiles y aún 

administrativas. El freno a la libertad es la responsabilidad, de ahí que existan denuncias 

por responsabilidad funcional de los jueces.  

  

Asimismo, el Juez será competente en la medida que ejerce la función jurisdiccional en 

la forma establecida en la Constitución y las leyes, de acuerdo a las reglas de la 

competencia y lo previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial.  

  

  

En el Perú está reconocido en La Constitución Política del Perú, numeral 139 inciso  

  2 que se ocupa de la independencia en  el ejercicio de la función jurisdiccional  
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(Gaceta Jurídica, 2005).  

  

  

  2.2.1.5.4.2.2. Emplazamiento válido  

Al respecto, tanto Ticona (1999), así como se expone en La Constitución Comentada 

de la Gaceta Jurídica (2005), el sistema legal, especialmente, la norma procesal que está 

comprendida en este sistema debe asegurar que los justiciables tomen conocimiento de 

su causa.  

  
En este orden, las notificaciones en cualquiera de sus formas indicadas en la ley, deben 

permitir el ejercicio del derecho a la defensa, la omisión de estos parámetros implica la 

nulidad del acto procesal, que necesariamente el Juez debe declarar a efectos de 

salvaguardar la validez del proceso.  

  

  

  2.2.1.5.4.2.3. Derecho a ser oído o derecho a audiencia  

La garantía no concluye con un emplazamiento válido; es decir no es suficiente 

comunicar a los justiciables que están comprendidos en una causa; sino que además 

posibilitarles un mínimo de oportunidades de ser escuchados. Que los Jueces tomen 

conocimiento de sus razones, que lo expongan ante ellos, sea por medio escrito o verbal.  

  
En síntesis nadie podrá ser condenado sin ser previamente escuchado o por lo menos 

sin haberse dado la posibilidad concreta y objetiva de exponer sus razones.  

  

  2.2.1.5.4.2.4. Derecho a tener oportunidad probatoria  

Porque los medios probatorios producen convicción judicial y determinan el contenido 

de la sentencia; de modo que privar de este derecho  a un  justiciable implica afectar el 

debido proceso.  

  
En relación a las pruebas las normas procesales regulan la oportunidad y la idoneidad 

de los medios probatorios. El criterio fundamental es que toda prueba sirva para 

esclarecer los hechos en discusión y permitan formar convicción, conducentes a obtener 

una sentencia justa.  
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  2.2.1.5.4.2.5. Derecho a la defensa y asistencia de letrado  

Este es un derecho que en opinión de Monroy, citado en la Gaceta Jurídica (2005), 

también forma parte del debido proceso; es decir la asistencia y defensa por un letrado, 

el derecho a ser informado de la acusación o pretensión formulada, el uso del propio 

idioma, la publicidad del proceso, su duración razonable entre otros.  

  
Esta descripción concuerda con la prescripción del artículo I del Título Preliminar del 

Código Procesal Civil: que establece que toda persona tiene derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva para el ejercicio o defensa de sus derechos o intereses, pero en 

todo caso con sujeción a un debido proceso (Cajas, 2011).  

  

  

2.2.1.5.4.2.6. Derecho a que se dicte una resolución fundada en derecho, motivada, 

razonable y congruente  

Esta prevista en el inciso 5 del artículo 139 de la Constitución Política del Estado; que 

establece como Principio y Derecho de la Función Jurisdiccional: la motivación escrita 

de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de mero 

trámite, con mención expresa de la ley aplicable de los fundamentos de hecho en que 

se sustentan.  

  

De esta descripción se infiere, que el Poder Judicial en relación a sus “pares” el 

legislativo y el ejecutivo, es el único órgano al que se le exige motivar sus actos. Esto 

implica  que  los  jueces  serán  todo  lo  independiente  que  deben  ser,  pero  están 

sometidos a la Constitución y la ley.   

La sentencia, entonces, exige ser motivada, debe contener un juicio o valoración, donde 

el Juez exponga las razones y fundamentos fácticos y jurídicos conforme a los cuales 

decide la controversia. La carencia de motivación implica un exceso de las facultades 

del juzgador, un arbitrio o abuso de poder.  

  
 2.2.1.5.4.2.7. Derecho a la instancia plural y control Constitucional del proceso La 

pluralidad de instancia consiste en la intervención de un órgano revisor, que no es para 



 

  98  

toda  clase  de resoluciones  (decretos,  autos  o  sentencia),  sino  que la doble instancia 

es para que el proceso (para la sentencia y algunos autos), pueda recorrer hasta dos 

instancias, mediante el recurso de apelación. Su ejercicio está regulada en las normas 

procesales. (La casación, no produce tercera instancia) (Ticona, 1999; Gaceta Jurídica, 

2005).  

  

  2.2.1.6. El proceso civil  

  2.2.1.6.1. Conceptos  

Para Rocco, en Alzamora (s.f), el proceso civil, “es el conjunto de las actividades del 

Estado y de los particulares con las que se realizan los derechos de éstos y de las 

entidades públicas, que han quedado insatisfechos por falta de actuación de la norma de 

que derivan” (p.14).  

  

“También, se dice que en el derecho procesal civil se dilucidar intereses de naturaleza 

privada, por su naturaleza es una institución de derecho público, dada la primacía del 

interés social en la conformación de la litis, sobre los intereses en conflicto, y la 

importancia de los actos que ejerce el Estado como sucedáneo de la actividad que 

desplegaban las partes en el periodo de la autodefensa” (Alzamora, s.f).  

  

A ello se puede agregar que es un conjunto de actos procesales, que corresponden a un 

conflicto de intereses de naturaleza civil,  los mismos que serán de conocimiento y 

competencia de un juzgado civil.  

  

  2.2.1.6.2. Principios procesales aplicables al proceso civil  

  2.2.1.6.2.1. El Derecho a la tutela jurisdiccional efectiva  

 Consagrado en el Título Preliminar del Código Procesal Civil, Artículo l el mismo que 

prescribe que “Toda persona tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para el 

ejercicio o defensa de sus derechos o intereses, con sujeción a un debido proceso”.  

  

   

Según González Pérez, el derecho a la tutela jurisdiccional “… es el derecho de toda 

persona a que se le haga justicia; a que cuando pretenda algo de otra, esta pretensión 
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sea atendida por un órgano jurisdiccional, a través de un proceso con unas garantías 

mínimas”. Dicho autor añade que este derecho “... no es otro que el derecho de acceso 

al proceso sea a un proceso no desnaturalizado, que pueda cumplir su misión de 

satisfacer las pretensiones que se formulen. Lo que no supone en modo alguno un 

derecho a obtener una sentencia favorable, ni siquiera una sentencia en cuanto al 

fondo...”.  González  Pérez  puntualiza  que  el  derecho  a  la  tutela  jurisdiccional 

despliega sus efectos en tres momentos distintos: primero, en el acceso a la justicia; 

segundo, una vez en ella, que sea posible la defensa y obtener solución en un plazo 

razonable, y tercero, una vez dictada sentencia la plena efectividad de sus 

pronunciamientos. Acceso a la jurisdicción, proceso debido y eficacia de la sentencia”. 

(Hinostroza,  2010)  

  

  

  2.2.1.6.2.2. El Principio de Dirección e Impulso del Proceso  

Consagrado en el Título Preliminar del Código Procesal Civil, Artículo II el mismo que 

prescribe que “La dirección del proceso está a cargo del Juez, quien la ejerce de acuerdo 

a lo dispuesto en este Código.  

El juez debe impulsar el proceso por sí mismo, siendo responsable de cualquier demora 

ocasionada por su negligencia. Están exceptuados del impulso de oficio los casos 

expresamente señalados en este Código”.  

  A ello Hinostroza (2010) señala que:  

Conforme al principio de dirección judicial, el Juez asume un papel protagónico en el 

proceso y no se limita a observar la actividad procesal de las partes sino que es aquél 

quien la encamina hacia el resultado del proceso e, inclusive, promueve (a través de los 

mandatos judiciales correspondientes) los actos procesales necesarios a fin de impulsar 

el proceso, esclarecer los hechos, formarse convicción de los mismos y resolver en  

consecuencia, dándole  así solución al conflicto  de intereses que fuera puesto en su 

conocimiento.  

  
En cuanto al principio de impulso procesal de oficio, Devis Echandía anota que “se 

relaciona directamente con el inquisitivo, y consiste en que, una vez iniciado el proceso, 

debe el juez o el secretario, según el acto de que se trate, impulsar su  marcha sin 

necesidad de que las partes lo insten a hacerlo, pues simplemente se trata de  cumplir  

las  normas  legales  que  lo  regulan,  y  son  responsables  de  cualquier demora 

ocasionada por su culpa...”(p.44)  
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  2.2.1.6.2.3. El principio de Integración de la Norma Procesal  

El artículo III del Título Preliminar del Código Procesal Civil señala que: “El Juez 

deberá atender a que la finalidad concreta del proceso es resolver un conflicto de 

intereses o eliminar una incertidumbre, ambas con relevancia jurídica, haciendo 

efectivo los derechos sustanciales, y que su finalidad abstracta es lograr la paz social en 

justicia.  

  

En caso de vacío o defecto en las disposiciones de este código se deberá recurrir a los 

principios generales del derecho procesal y a la doctrina y jurisprudencia 

correspondiente, en atención a las circunstancias del caso”.  

  

Nuestro código tiene una posición ecléctica respecto a la finalidad.  

  

  

a) Finalidad concreta.- La finalidad concreta del proceso contencioso es de resolver 

un conflicto de intereses (solucionar o componer un litigio), mientras que la finalidad 

de un proceso no contencioso es la de eliminar una incertidumbre jurídica.  

  

b) Finalidad  abstracta.- El  fin  que  persigue  el  proceso,  sea  contencioso  o  no 

contencioso, es lograr la paz social en justicia.  

Asimismo, nuestro Código prevé que el Juez no puede dejar de administrar justicia 

alegando vacío o defecto en las normas procesales, sino que “debe integrar acudiendo 

a los principios generales del derecho procesal, a la doctrina y la jurisprudencia, 

teniendo en cuenta cada caso o circunstancia”. (Ramos, 2013)  

  

  2.2.1.6.2.4. Los Principios de Iniciativa de Parte y de Conducta Procesal  

El  artículo  IV del  Título  Preliminar  del  Código  Procesal  Civil  señala  que:  “El 

proceso de promueve sólo a iniciativa de parte, la que invocará interés y legitimidad 

para obrar. No requiere invocarlo el Ministerio Público, el procurador oficioso, ni quien 

defiende intereses difusos. Las partes, sus representantes, sus abogados y, en general, 

todos los partícipes en el proceso, adecúan su conducta a los deberes de veracidad, 

probidad, lealtad y Buena fe. El Juez tiene el deber de impedir y sancionar cualquier 

conducta ilícita o dilatoria”.  
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Esto quiere decir que “será indispensable que una persona ejerza su derecho de acción 

como punto de partida de la actividad jurisdiccional del Estado” (Alvaro, 2013). Es 

decir, el proceso inicia con la petición que hace el demandante a través de la demanda, 

quien tiene que invocar interés y legitimidad para obrar.  

  

Debemos  tener  en  cuenta que la legitimidad para obrar viene  a ser la posición 

habilitante de afirmar la titularidad de un derecho y/o imputar una obligación sustentada 

en la realización de los hechos, y el interés para obrar viene a ser un estado de necesidad 

actual e irremplazable de tutela jurisdiccional. Estas categorías procesales conforman 

lo que en doctrina se conoce con el nombre de condiciones de la acción, que son 

presupuestos necesarios para que el juez pueda expedir un pronunciamiento válido 

sobre el fondo.  



 

  10 

0  

La conducta procesal, a la que se refiere la segunda parte de la norma, viene a ser un 

conjunto de principios destinados a regular la correcta actuación de los intervinientes 

en el proceso” (Alvaro, 2013)., para lo cual se ha incorporado una serie de sanciones 

que aseguren la vigencia real de este principio. “Por ello, las partes y sus abogados 

deben ajustar su actuar con la verdad, probidad, lealtad y Buena fe, a lo largo de todo 

el proceso”. (Ramos, 2013)  

  

  2.2.1.6.2.5.   Los   Principios   de   Inmediación,   Concentración,   Economía   y  

  Celeridad Procesales  

El  artículo V del Título  Preliminar  del  Código  Procesal  Civil  señala  que:  “Las 

audiencias y la actuación de los medios probatorios se realizan ante el juez, siendo 

indelegables bajo sanción de nulidad. Se exceptúan las actuaciones procesales por 

comisión. El proceso se realiza procurando que su desarrollo ocurra en el menor 

número de actos procesales. El Juez dirige el proceso tendiendo a una solución de los 

actos  procesales,  sin  afectar  el  carácter  imperativo  de  las  actuaciones  que  lo 

requieran. La actividad procesal se realiza diligentemente y dentro de los plazos 

establecidos, debiendo el Juez, a través de los auxiliares bajo su dirección, tomar las 

medidas necesarias para lograr una pronta y eficaz solución del conflicto de intereses  

 o incertidumbre jurídica”.  

  

   

- El principio de inmediación “tiene por objeto que el juez que va resolver el 

conflicto de intereses o la incertidumbre jurídica, tenga el mayor contacto posible con 

todos los elementos subjetivos (intervinientes) y objetivos (documentos, lugares, etc.) 

que conforman el proceso” (Alvaro, 2013).  

  

- El principio de concentración, obliga al juez limitar la realización de los actos 

procesales al menor número posible, evitando su dispersión, sin que con ello se afecte 

el derecho de defensa.  

  

- El principio de economía procesal, en “su acepción de ahorro, está referido a tres 

áreas distintas: tiempo, gasto y esfuerzo. El proceso debe ser resuelto en un tiempo 

razonable, sin dilaciones, economizando dinero y esfuerzo” (Alvaro, 2013).  
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- El principio de celeridad, “viene a ser la expresión concreta de la economía por 

razón de tiempo” (Alvaro, 2013). Los plazos deben cumplirse y las dilaciones 

innecesarias deben ser sancionadas. Entendiendo que una justicia tardía no es justicia. 

(Ramos, 2013)  

  

  2.2.1.6.2.6. El Principio de Socialización del Proceso  

El artículo VI del Título Preliminar del Código Procesal Civil señala que: “El Juez debe 

evitar que la desigualdad entre las personas por razones de sexo, raza, religión, idioma 

o condición social, política o económica, afecte el desarrollo o resultado del proceso”.  

  

Este principio consiste en que el juez está facultado para impedir la desigualdad entre 

las partes que concurran al proceso, por razón de raza, sexo, idioma, condición social 

o económica, o de cualquier otra índole.  

  

Si bien es cierto que todas las personas somos iguales ante la ley, debemos entender 

que ello regula conducta y hechos, no así las situaciones personales. El proceso civil se 

rige estrictamente por el principio de igualdad procesal de las partes, que exige que las 

partes tengan dentro del proceso el mismo trato encontrándose en la misma situación 

procesal. (Ramos, 2013)  

  

  

  2.2.1.6.2.7. El Principio Juez y Derecho  

El artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Civil señala que: “El juez 

debe aplicar el derecho que corresponde al Proceso, aunque no haya sido invocado por 

las partes o la haya sido erróneamente. Sin embargo, no puede ir más allá del petitorio, 

ni fundar su decisión en hechos diversos de los que han sido alegados por las partes”.  

  

La primera parte de esta norma se resume en el aforismo “iura novit curia”, por lo que 

el juez debe aplicar la “norma jurídica que corresponda a la situación concreta, aunque 

las partes hayan invocado erróneamente o no lo hayan invocado” (Alvaro, 2013). El 

juez tiene el mejor conocimiento del derecho que las partes, y aplica la norma más 

conveniente al caso concreto. Iura novit curia no quiere decir que el Juez puede adecuar 
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los hechos al derecho, sino que el Juez puede corregir la aplicación de la norma, más 

no los hechos.  

  

La segunda parte está referida al principio de congruencia procesal, por lo que el Juez 

al momento de emitir su decisión que pone fin a la instancia, no puede ir más allá del 

petitorio ni fundar su decisión en hechos diversos de los que han sido alegados por las 

partes. Este principio es un límite, contra parte del principio Iura Novit Curia. (Ramos, 

2013)  

  

  2.2.1.6.2.8. El Principio de Gratuidad en el acceso a la Justicia  

El artículo VIII del Título Preliminar del Código Procesal Civil señala que: “El acceso 

al servicio de justicia es gratuito, sin perjuicio del pago de costos, costas y multas  

establecidas  en  este  código  y  disposiciones  administrativas  del  poder judicial”.  

  

Es principio obliga a procurar que el proceso no resulte tan costoso para las partes, que 

podría ser un inconveniente para hacer valer el derecho pretendido. Caso contrario, el 

Estado estaría incurriendo en una grave omisión al admitir esta forma de injusticia por 

razón de economía. Sin embargo,  los litigantes tienen  que asumir algunos costos que 

implica tramitar un proceso ante el poder judicial.  

Como principios general el Código establece que el Estado concede gratuitamente la 

prestación jurisdiccional, sin perjuicio de que el litigante de mala fe, deba abonar las 

costas, costos y las multas que para cada caso específico establece la Ley (artículos  

410, 411, 412 y 112 del CPC). (Ramos, 2013)  

  

  

  2.2.1.6.2.9. Los Principios de Vinculación y de Formalidad  

El artículo IX del Título Preliminar del Código Procesal Civil señala  que: “Las normas 

procesales contenidas en este código son de carácter imperativo, salvo regulación  

permisiva en  contrario.  La formalidades  previstas  es  este  código  son imperativas. 

Sin embargo, el juez adecuará su exigencia al logro de los fines del proceso. Cuando 

no se señale una formalidad específica para la realización de un acto procesal, este se 

reputará válido cualquiera sea la empleada”.  
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Dado que la actividad judicial es una función pública realizada con exclusividad por el 

Estado, las normas procesales que regulan la conducta de los intervinientes en el 

proceso  y  las  ciencias  que  las  integra  son  de  derecho  público.  “Estas normas 

procesales tienen carácter imperativo (de cumplimiento obligatorio) como principio, 

salvo que la misma norma regule que algunas de ellas no tiene tal calidad” (Alvaro, 

2013).  

  

En el segundo párrafo, referido al principio de elasticidad, por el cual el juez está 

facultado para adecuar la exigencia del cumplimiento de estos requisitos formales a los 

dos objetivos más trascendentes del proceso: la solución del conflicto de intereses o 

incertidumbre jurídica y, el logro de la paz social en justicia. (Ramos, 2013)  

  

  2.2.1.6.2.10. El Principio de Doble Instancia  

 El artículo X del Título Preliminar del Código Procesal Civil señala que: “El proceso tiene 

dos instancias, salvo disposición legal distinta”.  

  

  

El   artículo   X   consagra   el   principio   de   la   doble   instancia   para   todos   los 

procesos,  establece como regla general que el proceso tiene dos instancias dentro de 

los cuales se ventila y se resuelve el conflicto de intereses o la incertidumbre jurídica, 

ambas con trascendencia jurídica. La doble instancia es renunciable expresa o 

tácitamente.  

Esto quiere decir, que si en la primera instancia una parte no obtiene una decisión 

favorable, podrá apelar para que su causa se ventile en una segunda instancia. Si aquí 

no obtiene decisión favorable, aún podrá ir en casación, pero ésta en nuestro país no es 

considerado como tercera instancia. (Ramos, 2013)  

  

  2.2.1.6.3. Fines del proceso civil  

  “Se encuentra previsto en la primera parte del artículo III del TP del Código Procesal  

Civil, en el cual se indica” (Alvaro, 2013).:  
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El Juez deberá atender a que la finalidad concreta del proceso es resolver un 

conflicto de intereses o eliminar una incertidumbre, ambas con relevancia jurídica,  

haciendo  efectivos  los  derechos  sustanciales,  y  que  su  finalidad abstracta es 

lograr la paz social en justicia.  

  

  
2.2.1.7. El Proceso de Sumarísimo  

  

  2.2.1.7.1. Concepto  

  Hinostroza (2010), sostiene que:  

El proceso sumarísimo, como su denominación lo indica, es aquel proceso contencioso 

de duración muy corta donde tiene lugar ciertas limitaciones que se traducen en la 

restricción de determinados actos procesales (como cuando se permite tan sólo los 

medios probatorios de actuación inmediata, tratándose de excepciones y defensas 

previas -art.552 del C.P.C - y de cuestiones probatorias -art. 553 del C.P.C.- o se tiene 

por improcedentes la reconvención. los informes sobre hechos, el ofrecimiento de 

medios probatorios en segunda instancia, la modificación y ampliación de la demanda 

y el ofrecimiento de medios de prueba extemporáneos - art. 559 del C.P.C.-), lo cual 

está orientado, precisamente, a abreviar lo más posible el trámite del mencionado 

proceso, a fin de lograr una pronta solución al conflicto de intereses de que se trate.  

  
En vía de proceso sumarísimo se ventilan, por lo general, las controversias que no 

revisten mayor complejidad o en las que sea urgente la tutela jurisdiccional, 

comprendiéndose, además, aquellas en las que la estimación patrimonial o cuantía sea 

mínima. (p. 6)  

  

  

A ello se puede acotar que el proceso sumarísimo es un proceso que no implica 

complejidad, por ello sus plazos establecidos son cortos, el saneamiento procesal, la 

conciliación y la actuación de pruebas se centran en una sola audiencia, en la cual el juez 

tiene la facultad de emitir sentencia en ese mismo acto o en un plazo posterior.  

  

  2.2.1.7.2. Pretensiones que se tramitan en el Proceso de Sumarísimo  

Hinostroza (2010), señala que se tramitan en proceso  sumarísimo  los siguientes 

asuntos contenciosos:  

a) Alimentos (arts. 546 -inc. 1) y 560 al 572 del C.P.C.).  

b) Separación convencional y divorcio ulterior (arts. 546 -inc. 2)- y 573 al 580 del 

C.P.C.).  
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c) interdicción (arts. 546 -inc. 3)- y 581 al 584 del C.P.C.).  

  

d) Desalojo (arts. 546 -inc. 4) y 585 al 596 del C.P.C.).  

e) Interdictos (arts. 546 -inc. 5)- y 597 al 607 del C.P.C.).  

f) Los  que  no  tienen  una  vía  procedimental  propia  (como  proceso   de 

conocimiento o proceso abreviado o proceso único de ejecución), son 

inapreciables en dinero (de carácter extrapatrimonial) o hay duda sobre su 

monto (cuantía) o, porque debido a la urgencia de tutela jurisdiccional, el Juez 

considere atendible su empleo (art. 546 -inc. 6) del C.P.C.). En este caso,  

la resolución que declara aplicable el proceso sumarísimo es expedida sin 

citación  al  demandado  y  tiene  la  calidad  de  inimpugnable  (art.  549  del 

C.P.C.).  

g) Aquellos cuya estimación patrimonial no sea mayor de cien Unidades de  

Referencia Procesal (art. 546 -inc. 7) del C.P.C.).  

h) Los demás que la ley señale (art. 546 -inc. B) del C.P.C.).  

  

  

2.2.1.7.3. El desalojo en el proceso de Sumarísimo  

  

De  conformidad  con  lo  previsto  en  la  Sección  Quinta,  Titulo  III.  Proceso 

Sumarísimo. El capítulo II, denominado disposiciones especiales; sub capitulo 4°. 

Desalojo, norma contenida en Art. 546° inciso 4) del Código Procesal Civil, 

corresponde  tramitarse  en  el  proceso  de  sumarísimo  con  las  particularidades 

reguladas en dicho subcapítulo.  

  

  2.2.1.7.4. La Audiencia  

  2.2.1.7.4.1. Conceptos  

  Hinostroza (2010), señala que:  

Una vez contestada la demanda o vencido el plazo para ello, el Juez del proceso 

procederá a fijar día y hora para la (entiéndase audiencia única), la cual se llevará a 

cabo dentro de los diez días siguientes de contestada la demanda o de transcurrido el 

plazo para hacerlo (y no como equivocadamente se consigna en el segundo párrafo 

del art. 554 del C.P.C.), bajo responsabilidad.  
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Al respecto se puede acotar que la audiencia es un acto procesal emitida por el juez, 

que  se  lleva  a  cabo  con  presencia  de  las  partes  intervinientes  en  el  proceso, 

asimismo cumple con formalidades y una estructura, la misma que es plasmada en un 

acta en el cual al concluirse firman los presentes en dicho acto.  

  

2.2.1.7.4.2. Desarrollo de la Audiencia Única  

  

  

Hinostroza (2010), sostiene que:  

  
El artículo 555° del Código Procesal Civil norma el desarrollo de la audiencia única en 

el proceso sumarísimo, desprendiéndose de dicho numeral lo siguiente:  

  

- Al iniciar la audiencia única (“audiencia se saneamiento, pruebas y sentencia”), y 

en caso de haberse planteado excepciones procesales (de incompetencia, incapacidad 

del demandante o de Su representante, representación defectuosa o insuficiente del 

demandante o del demandado, oscuridad o ambigüedad en el modo de proponer la 

demanda, falta de agotamiento de la vía administrativa, falta de legitimidad para obrar 

del demandante o del demandado, litispendencia, cosa juzgada, desistimiento de la 

pretensión, conclusión del proceso por conciliación o transacción, caducidad, 

prescripción extintiva, o de convenio arbitral) o defensas previas (beneficio de 

inventario, beneficio de excusión etc.). El Juez ordenará al demandante que absuelva 

tales excepciones o defensas previas, luego de lo cual se actuarán los medios 

probatorios pertinentes a ellas (recuérdese que en el proceso sumarísimo sólo están 

permitidos los medios de prueba de actuación inmediata: art. 552 del C.P.C.).  

  

- Una vez que se hayan actuado los medios probatorios referidos a las excepciones 

o defensas previas propuestas, si el Juez considera infundadas dichas excepciones o 

defensas  previas  declarará  saneado  el  proceso  (vale  decir,  la  existencia  de  una 

relación jurídica procesal válida) y, con la intervención de las partes demandante y 

demandada, procederá a fijar los puntos controvertidos (que constituyen aquellas 

cuestiones afirmadas por los sujetos procesales y relevantes para la solución de la 

causa, respecto de las cuales no han coincidido las partes sino más bien existe 

discrepancia entre éstas) y a determinar los que van a ser objeto de prueba.  

  

- A  continuación,   el  Juez  rechazara   los   medios  probatorios   que   considere 

inadmisibles  o  improcedentes  (ya  sea  porque  no  son  de  actuación  inmediata,  o 

porque están comprendidos dentro de las hipótesis de improcedencia contempladas en  

el  art.  190  del  C.P.C.,  etc.)  y  dispondrá  la  actuación  de  los  referidos  a  las 

cuestiones probatorias (tachas u oposiciones) que se susciten, resolviendo tales 

cuestiones probatorias de inmediato.  
- Seguidamente, se actuarán los medios de prueba concernientes a la cuestión de 

fondo y, una vez culminada dicha actuación, el Juez otorgará el uso de la palabra a los 

letrados que lo soliciten.  

  

- Habiendo hecho uso de la palabra los abogados de las partes, el Juez procederá a 

expedir la respectiva sentencia dentro de la audiencia única. No obstante, aquél tiene 
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la potestad de reservar su fallo para otra oportunidad (dentro de los 10 días de concluida 

la audiencia única).  

  

  

  2.2.1.7.4.3 Regulación  

La Audiencia única, se encuentra regulado en nuestro Código Procesal Civil, en los 

siguientes artículos:  

  Artículo 554°.- Audiencia única  

  Artículo 555°.- Actuación  

Artículo 557°.- Regulación Supletoria  

  

  

  2.2.1.7.4.4. Las audiencias en el proceso judicial en estudio  

En el proceso judicial de estudio, se llevó a cabo la Audiencia Única, la misma que 

habiéndose deducido excepción de falta de legitimidad para obrar del demandante, 

mediante resolución número siete, el órgano jurisdiccional resuelve declarar fundada 

la misma; a ello la parte demandante no encontrándose conforme formula recurso de 

apelación, contra la mencionada resolución; actuados que fueron elevados al superior 

en grado, el mismo que revoco y reformándola declararon infundada la excepción 

propuesta. Por ello siguiendo el tramite respectivo de se fijó fecha para la 

Continuación  De Audiencia,  donde  se  saneo  el  proceso,  de  fijaron  los  puntos 

controvertidos, se admitieron y actuaron los medios de prueba. Asimismo mediante 

resolución número veintiuno se integró a la relación jurídico procesal a un litisconsorte 

necesario pasivo, en el plazo establecido contesto la demanda, por ello se fijó fecha 

para llevar a cabo la Audiencia Complementaria.  

  

  

  Hinostroza (2010), indica que:  

El Artículo 96° del código procesal civil, prescribe sobre la Audiencia complementaria, 

señalando que: Si al momento de la integración ya se ha realizado la audiencia de 

pruebas y alguno de los incorporados ofreciera medios probatorios, el Juez fijará el día 

y la hora para una audiencia complementaria de pruebas que debe realizarse dentro de 

un plazo que no excederá de veinte días.  
Si el litisconsorte necesario integrado a la relación jurídica procesal se apersonara al 

proceso después de la culminación de la audiencia de pruebas y hubiere ofrecido 

medios probatorios, éstos no dejarán de ser actuados, pues, en dicho caso el Juez tiene 
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la obligación de convocar a una audiencia complementaria de pruebas, a efecto, 

precisamente, de actuar los medios probatorios aportados por el litisconsorte necesario. 

(p. 281)  

  
Asimismo el Pleno Jurisdiccional Civil 1999, Cusco 22 al 25 de Setiembre, sobre 

Desalojo por ocupación precaria (citado por Sagastegui, 2012) ha establecido por 

consenso lo siguiente:  

  

El juez puede decidir que el tercero que se incorpore al proceso como litisconsorte 

necesario, si las circunstancias del caso lo indican. En el proceso de desalojo, cuando 

el tercero se incorpore con posterioridad a la audiencia única, el juez debe ordenar la 

realización de una audiencia complementaria, a fin de no vulnerar los derechos de 

dicho tercero,  ello  en  aplicación  de  lo  dispuesto en  el  artículo  96° del  Código 

Procesal Civil.  

  

  

2.2.1.7.5. Los puntos controvertidos  

  

  2.2.1.7.5.1. Conceptos  

Según la Jurisprudencia, La Corte Suprema de Justicia de la República (citado por 

Hinostroza,  2010)  en  relación  a  los  puntos  controvertidos,  ha  establecido  lo 

siguiente:  

“…Los puntos controvertidos son aquellos que resultan de los hechos expuestos por 

las partes y guardan relación necesariamente con lo que es materia del proceso, esto 

es, con el petitorio de la demanda...” (Casación Nro. 3057-2007 / Lambayeque, 

publicada en el Diario Oficial El Peruano el 04-09-2008, págs. 23099-23100).  

  
“…Los puntos controvertidos son utilizados por los magistrados como los lineamientos 

sobre los cuales deberá pronunciarse en la sentencia que resuelve el conflicto 

intersubjetivo de intereses...” (Casación Nro. 1470-02 / Lambayeque, publicada en el 

Diario Oficial El Peruano el 31-01-2003, pág. 9950).  

  

A ello se puede acotar que los puntos controvertidos corresponden a una etapa del 

proceso en el cual se determinan y/o fijan los mismos, con relación a lo afirmado por 

la parte demandante y parte demandada, de los cuales serán pronunciamiento del juez 

en la expedición de la sentencia.   

  

2.2.1.7.5.2.  Los  puntos controvertidos  /Aspectos  específicos  a  resolver/  en  el 

proceso judicial en estudio  
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  Los puntos controvertidos determinados fueron los siguientes:  

Primero:  Determinar  si  la  demandada  es  ocupante  precario  o  no  del  inmueble 

ubicado en el Jirón Lima N° 260 – Florida Baja – Chimbote.  

  

Segundo: Determinar si procede o no a que el juzgado ordene a los demandados el 

desalojo del inmueble ubicado en le Jirón Lima N° 260 – Florida Baja – Chimbote, y 

la entrega a los demandantes (Expediente N° 01091-2011-0-2501-JR-CI-05).  

  

  2.2.1.8. Los sujetos del proceso  

  2.2.1.8.1. El Juez  

Teoría General del Proceso señala que “el juez es el tercero imparcial (tertium Inter 

Pares) ubicado en el vértice superior del esquema heterocompositivo que resuelve un 

conflicto intersubjetivo de intereses o una incertidumbre de relevancia jurídica entre 

dos o más partes procesales, que pueden estar conformadas por dos o más personas 

fisicas o jurídicas.  La  función  principal  del  juez  es  ejercer  la jurisdicción  (…)”. 

(Quiroga, 2008)  

  

Al respecto se puede indicar que el juez es la persona facultado por ley para 

administrar justicia; decisiones que se ven plasmadas en los decretos, resoluciones, 

sentencia expedida en un determinado proceso judicial.  

  

  2.2.1.8.2. La parte procesal  

Quiroga (2008), sostiene que:  

  

  

La Teoría General del Proceso ha señalado que el concepto de parte se deriva del 

concepto mismo del proceso y de la propia relación procesal que todo proceso genera. 

En tal sentido, se señala que es parte tanto aquel que pide en nombre propio (o en cuyo 

nombre se pide con legítimo título) la actuación de una voluntad de la ley, cuanto aquel 

quien es emplazado con tal petición.  

  
Ello ha sido ratificado en nuestra jurisprudencia, siendo ejemplo de ello la Ejecutoria 

Suprema del 18 de noviembre de 1998 expedida por la Sala Civil de la Corte Suprema 

de Justicia de la República (Exp. N" 983- 1998), que señala 1o siguiente:  
"Parte en el proceso a aquel que pide tutela jurisdiccional y pretende la 

actuación de una norma legal a un hecho determinado y aquel respecto del 



 

  10 

10  

cual se fórmula esa pretensión, los que quedan individualizados en la 

demanda."  

  
Por su parte, el Art. 57° del TUO del Código Procesal Civil peruano señala quiénes 

son los que tienen la capacidad para ser parte en un proceso, conforme señalamos a 

continuación:  

"Art. 57°.- Capacidad para ser parle material en un proceso.- Toda persona 

natural o jurídica, los órganos constitucionales autónomos  y la  sociedad 

conyugal,  las  sucesión indivisa  y otras formas  de patrimonio  autónomo, 

pueden ser parte material en un proceso."  

  

Al respecto se puede indicar que las partes están referidas a las personas intervinientes 

en un proceso, los mismos que tienen la capacidad legal de ser parte de ello, y son 

denominados demandante y demandado (sujetos activos y pasivos).  

  

  2.2.1.8.3. El Litisconsorte  

  2.2.1.8.3.1. Concepto  

Zumaeta (2005) refiere que existe litisconsorcio, cuando en un proceso existe más de 

una persona como parte demandante o demandada, porque ellas han participado en la  
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relación jurídica material o porque tienen intereses opuestos en la pretensión o están 

juntas porque la pretensión les va a afectar por igualo en forma directa.  

  

  

Castro (citado por Guido, 2013),  se refiere al litisconsorcio como la presencia en el 

mismo procedimiento de varias personas en la posición de actores (litisconsorcio 

activo) o de demandados (litisconsorcio pasivo), o de los actores de un lado y de los 

demandados del otro (litisconsorcio mixto).  

  

Carnelutti (citado por   Guido, 2013), define el litisconsorcio como el instituto que 

permite la existencia de más de una persona actuando en forma conjunta, en calidad de 

parte activa o pasiva en una relación procesal, por existir entre ellas un vínculo que las 

conecta, el mismo que puede ser de naturaleza absolutamente variada como ser 

integrante de la relación material, tener el mismo interés en la decisión que recaerá en 

el proceso, tener un interés indirecto, o incluso uno que en el fondo es opuesto, pero 

que para efectos prácticos autoriza una actuación conjunta con el de alguna de las 

partes.  

  

  2.2.1.8.3.2. Clasificación  

Gutiérrez (2006), señala las siguientes clases de litisconsorcio:  

   

a) Litisconsorcio necesario: Citando a Ledesma, el cual refiere que da un 

concepto muy claro: “El instituto del litisconsorte necesario surge cuando la 

relación del derecho sustancial, sobre la cual debe pronunciarse el juez, está 

integrada por una pluralidad de sujetos activos o pasivos, en forma tal que no 

es susceptible de escindirse en tantas relaciones aisladas como sujetos activos 

o pasivos individualmente considerados existan, sino que se presenta como una, 

única e indivisible frente al conjunto de tales sujetos”.  

  

b) Litisconsorcio facultativo: se presenta cuando la decisión a expedirse va a 

afectar directamente al litisconsorte, razón por la cual tiene interés directo en el 

proceso sin estar vinculado totalmente a la relación jurídica sustantiva, y su 
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intervención depende únicamente de él; su no intervención en el proceso no es 

causal de nulidad.  

  

c) Litisconsorcio litisconsorcial: La doctrina suele admitir la existencia de un 

tipo intermedio entre el litisconsorcio necesario y el litisconsorcio facultativo. 

Asimismo señala que quien se considere titular de una relación jurídica 

sustancial a la que presumiblemente deban extenderse los efectos de una 

sentencia, y que por tal razón estuviera legitimado para demandar o haber sido 

demandado en el proceso, puede intervenir como litisconsorte de una parte, con 

las mismas facultades de ésta. Esta intervención puede ocurrir incluso durante 

el trámite en segunda instancia.  

  

Por su parte Bacre (citado por   Hinostroza, 2010), clasifica al litisconsorcio de la 

siguiente manera:  

  

a) Atendiendo a la posición de las partes, el litisconsorcio puede ser: Activo, pasivo 

y mixto.  

  

En el primer caso, cuando la pluralidad de sujetos asume el rol de parte actora; en el 

segundo,  cuando  corresponde  a  la  parte  demandada;  y  el  tercer  supuesto,  la 

pluralidad se da en ambas posiciones (actora y demandada).  

  

  

b) Atendiendo al momento de su formación, el litisconsorcio puede ser: originario 

o sucesivo.  

El primero se forma con la pluralidad de sujetos desde la iniciación del proceso; el 

segundo,  se  produce durante el  desenvolvimiento  del  mismo  (sucesión procesal, 

integración de la litis, acumulación de procesos e intervención adhesiva litisconsorcial).  

  

c) Atendiendo  a  su  fuente u  origen,  el  litisconsorcio  puede ser:  Facultativo  o 

necesario.  

  

El litisconsorcio puede ser facultativo o necesario, atendiendo a la fuente de donde 

provienen; si proviene de la libre y espontánea voluntad de quienes lo integran, tiene 



 

  11 

2  

lugar el litisconsorcio voluntario o facultativo; si lo que existe es una carga para que se 

integre, nacida ésta, o de la relación material por no ser posible dividirla en cuanto a su 

resolución por el número de personas que la integran, o de la ley, existe entonces el 

litisconsorcio necesario” (Bacre, 1996, Tomo ll: 154). (p 264)  

  

  2.2.1.8.3.3 Regulación  

El   Código   Procesal   Civil   regula   lo   relativo   a   litisconsorcio   en   el   Título   II 

(Comparecencia al proceso), Capítulo VI (Litisconsorcio), en los artículos:  

Artículo 92°.- Litisconsorcio activo y pasivo.  

Artículo 93°.- Litisconsorcio necesario.  

Artículo 94°.- Litisconsorcio facultativo. Artículo 94°.- Facultades del 

Juez respecto del litisconsorcio necesario.  

  

  

  2.2.1.8.3.4 El Litisconsorte en el proceso judicial de estudio  

Se tiene que mediante Resolución número Veintiuno, el juez considerando que 

mediante escrito de contestación de la parte demandada, habiendo acompañado la 

documental de fecha 15 de octubre del 2004, donde se consigna que el Presidente, 

secretario y fiscal de la Asociación demandante, autoriza a la persona, en este caso “C”, 

ocupar el local situado en Jirón Lima 620 del Distrito de Chimbote, en calidad de 

guardián, medio probatorio que ha sido admitida y actuada en la Audiencia única, 

advirtiendo que dicha persona no ha sido demandada, por ello integró  a la relación 

procesal a “C”, en calidad de Litisconsorte Necesario Pasivo, el mismo que viene a ser 

progenitor de la Demandada, y para tales efectos se le emplazó los actuados pertinentes 

para el ejercicio de su defensa.  

  

  

  A ello Hinostroza (2010), sostiene que:  

De oficio, o a petición de parte, se debe integrar el litisconsorcio necesario con el sujeto 

no incluido en la relación procesal primigenia (Bacre, 1996, Tomo ll: 171). Tal 

integración “…implica para el magistrado un deber que debe cumplir oficiosamente, 

ni bien advierta un defecto en la proponibilidad subjetiva de la pretensión.  
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  2.2.1.9. La demanda y  la contestación de la demanda  

  2.2.1.9.1. La demanda  

  Respecto a la demanda Monroy (1996), indica que:  

El derecho de acción es como se ha advertido el medio que transformación de la 

pretensión material en procesal. Sin embargo, este medio, por ser abstracto, necesita 

de una expresión concreta, de allí que se instrumente a través de un acto jurídico 

procesal llamado demanda. Este acto jurídico podemos definirlo como una declaración 

de voluntad a través de la cual un pretensor expresa jurídica al Estado y, a su vez, 

manifiesta su exigencia al pretendido respecto de un interés sustentado en un derecho 

subjetivo, es decir, con relevancia jurídica.  

  
Por su parte Gutiérrez (2006), sostiene que:  

  

  

(…) por la demanda, el actor ejerce el derecho de acción, somete al órgano 

jurisdiccional  su  pretensión   o   pretensiones  contra   otra  persona   o  personas, 

instaurando una relación jurídica procesal entre éstas y el juez, con el objeto de que 

este  último  resuelva  el  conflicto  y  otorgue  tutela  jurisdiccional  a  quien  le 

corresponde.  

  

  

  Asimismo Hinostroza (2010), sostiene que:  

La demanda es el instrumento procesal por el cual una persona (demandante) ejercita 

su derecho de acción. De esta manera el actor alega la voluntad concreta de la ley que  

le  confiere  determinado  derecho  y  reclama  su  efectivización  frente  al demandado, 

invocando la autoridad del órgano jurisdiccional. No habrá proceso sin demanda y, por 

ende, sin demandante, en virtud del principio nemo iudex sine actore.  

 Según la Jurisprudencia, La Corte Suprema de Justicia de la República, (citado por  

Hinostroza, 2010) en relación  a la demanda, señala lo siguiente:  

“…La demanda constituye uno de los actos procesales fundamentales, con la 

que el proponente no sólo acciona para hacer valer su derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva, sino también plantea su pretensión procesal, con cuya 

admisión  a  trámite  se  va  a  generar  e/  proceso  y  consecuentemente  una 

relación  jurídico-procesal  entre  el  actor  y  demandado...”  (Casación  Nro. 

1183-2006 / Lima, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 01-10-2007, 

pág. 20509).  

  

  

  2.2.1.9.1.1. Calificación de la demanda  
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Águila (2013), respecto a la calificación judicial de la demanda, sostiene que existen 

tres filtros para verificar la existencia, constitución y desarrollo válido de la relación 

procesal:  

  

- La calificación de la demanda.  

- La resolución de las excepciones.  

- El saneamiento procesal.  

  

  

El Juez puede establecer juicios de admisibilidad, procedibilidad y fundabilidad.  

  

  

Los aspectos que el Juez debe examinar y constatar en estos filtros no son idénticos, en 

la calificación judicial de la demanda sólo se verifica la concurrencia de algunos 

presupuestos procesales y las condiciones de la acción. Tiene la facultad de rechazar 

liminarmente la demanda por causa expresamente prevista en la ley, sobre este tema 

Pachecho afirma que esta facultad concedida a los jueces equivale a la denegación de 

la justicia y constituye un obstáculo para acceder a la tutela jurisdiccional.  

  

La tendencia generalizada de la doctrina procesal moderna de1 derecho comparado es 

concebir al derecho de acción como un derecho relativo, quien quiera ejercitar la 

acción, no puede hacerlo de cualquier forma. Gonzales al respecto señala que cuando 

un justiciable ejercita su derecho de acción, no tiene derecho necesariamente a una 

sentencia sobre el fondo, mucho menos que ésta le sea favorable, la relatividad radica 

en que el órgano  jurisdiccional se pronuncie sobre la demanda a través de una 

resolución que puede ser favorable o desfavorable, que puede ser inhibitoria o de 

mérito.  

  

  

Asimismo  señala  que  Código  Procesal  Civil  en  su  artículo  128°  establece  la 

diferencia entre la inadmisibilidad e improcedencia.  

  

Una demanda se califica de inadmisible cuando no cumple con los requisitos de forma 

(artículos 424° y 425°), que son por regla general subsanables por su carácter de 
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extrínsecos. Monroy, sostiene que el incumplimiento de un requisito de admisibilidad 

de la demanda, determina que el juez ordene la devolución de la demanda, concediendo 

al demandante el derecho de subsanar el defecto en que ha incurrido.  

La situación es distinta si se han incumplido con requisitos de procedencia, ello 

determina que el juez rechace la demanda, resolución que tendrá carácter definitivo, y 

no cabe subsanación por el demandante. En este último supuesto hace referencia al 

juicio de procedibilidad, que debe ser previo al juicio de fundabilidad, en aquel se 

observa la ausencia de los presupuestos procesales y las condiciones de la acción, 

debiendo aplicarse el artículo 427° del Código Procesal Civil que establece 

expresamente las causales de improcedencia.  

  

Según la Jurisprudencia, La Corte Suprema de Justicia de la República (citado por 

Hinostroza, 2010) en relación  a la calificación de la demanda, indica lo siguiente  

  

  

“… Tanto la demanda como la pretensión pueden ser sometidos a diversos juicios o 

exámenes en la oportunidad procesal pertinente, y para nuestro Código Procesal Civil 

dichos juicios son tres; a) de admisibilidad, en el que se analiza si la demanda contiene 

o no todos los requisitos formales o extrínsecos exigidos en términos generales por los 

artículos cuatrocientos veinticuatro y cuatrocientos veinticinco del Código Procesal 

Civil; b) de procedibilidad, en el que se analiza y verifica si la pretensión contiene o 

no todos los requisitos de fondo o intrínsecos, es decir, si concurren en él los tres 

presupuestos procesales (competencia del Juez, capacidad procesal de /as partes y 

requisitos de la demanda) y, a continuación, las dos condiciones de /a acción 

(legitimidad para obrar e interés para obrar) y c) de fundabilidad, que emitirá al expedir 

sentencia, y luego de haber efectuado los juicios de admisibilidad y procedibilidad, en 

el que el Juez analiza si /os hechos sustentatorios de la pretensión han sido o no 

probados en el transcurso del proceso, decidiendo sobre el fondo del conflicto de 

intereses. Particularmente, el juicio de procedibilidad negativo determina la 

improcedencia de la demanda, mientras que el juicio de  fundabilidad  negativo  

determinará  que  ésta  se  declare  infundada...” (Casación Nro. 2484-06 / Lima, 

publicada en el Diario Oficial El Peruano el 02-10- 2007, págs. 20776-20777). (p. 332)  

  

  

  2.2.1.9.2. La contestación de la demanda  

 Hinostroza (2010), sostiene que:  

La contestación de la demanda es un acto procesal a través del cual el demandado 

ejercita su derecho de defensa en oposición a las pretensiones reclamadas por el actor. 

El acto de la contestación de la demanda no constituye una obligación del demandado, 

es más bien un momento conveniente para defenderse, de tal manera que pueda 

concretarse la bilateralidad del proceso. Al contestar la demanda, el sujeto pasivo de la 
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relación jurídica procesal ejercita, además, el derecho a formular contradicción, Este 

derecho es concedido al demandado a fin de que en el curso del proceso, y a través de 

la sentencia, se resuelva también su pretensión procesal de resistencia. (p. 377)  

  
Por su parte Águila (2013), señala que:  

  
Con este acto procesal del demandado se materializa el principio de bilateralidad, éste 

hace uso de su derecho de defensa y contradicción, puede negar los hechos que 

sustentan la demanda o su sustento jurídico; siendo esencial la petición que plantea 

ante el órgano jurisdiccional, esto es, que no se ampare la pretensión demandada.  

  

  2.2.1.9.2.1. Condiciones para la contestación de la demanda  

Águila  (2013),  indica  que  de  igual  manera  que  en  caso  de  la  demanda,  en  la 

contestación exige las siguientes condiciones:  

  

- Debe cumplir los mismos requisitos de forma de la demanda (artículos 424° y  

425° del Código Procesal Civil).  

- El emplazado al contestar la demanda debe pronunciarse respecto de cada uno 

de los hechos expuestos en la demanda, en forma ordenada, clara y precisa.  

- El demandado debe reconocer o negar categóricamente la autenticidad de los 

documentos que se le atribuyen, o aceptar o negar, de igual manera, la 

recepción de documentos que se alega que le fueron enviados  

- El  silencio  puede  ser  apreciado  por  el  Juez  como  reconocimiento  o 

aceptación.  

- El demandado al contestar la demanda, debe exponer los hechos en que funda 

su defensa en forma precisa, ordenada y clara.  

- El demandado debe ofrecer los medios probatorios que desea hacer valer en el 

proceso.  

- El plazo para contestar la demanda está fijado para cada tipo de proceso.  

  

   

 2.2.1.9.3. Regulación normativa de la demanda y contestación de la demanda.  La 

Demanda y la Contestación, se encuentra regulado en nuestro Código Procesal  Civil, en 

los siguientes artículos:  



 

  11 

7  

  Demanda:  

- Art. 130.- Forma de Escrito  

- Art. 424.- Demanda y Emplazamiento  

- Art. 425.- Anexos de la Demanda  

  

   

  Contestación de la demanda:  

- Art. 442.- Requisitos y contenido de la contestación de la demanda.  

- Art. 443.- Plazo de contestación y reconvención.  

- Art. 444.- Anexos de la contestación de la demanda.  

  
   

2.2.1.9.4. La demanda, la contestación de la demanda en el proceso judicial en 

estudio  

La demanda es incoada por “A”, contra “B”, peticionando desalojo por ocupación 

precaria, a fin de que desocupe el bien inmueble de propiedad de A, y se restituya en la 

posesión del mismo.  

  

En base a los siguientes fundamentos:  

  

  

- Que  su  representada,  tiene  a  cargo  la  administración  del  bien  inmueble 

ubicado en el Jr. Lima N° 260 – Florida Baja – Chimbote, el mismo que viene 

siendo ocupado por la demandada sin título alguno así como tampoco viene 

pagando renta por el uso de dicho bien, lo que configura la precariedad de su 

posesión.  

  

- Que con la demandada con fecha 12/10/2010, llego a un acuerdo a efecto de 

que  para  no  llegar  a  la  acción  judicial,  desocupe  el  inmueble  antes 

mencionado con fecha 31/12/10, y a pesar de sus requerimientos en forma 

verbal, no ha logrado que desocupe y entregue el inmueble; razones por las 

cuales se ven en la imperiosa necesidad de interponer la demanda.  
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- Que,  asimismo  en  cumplimiento  de  la  ley  ha  solicitado  a  través  del 

conciliador extrajudicial la entrega del bien, sin llegar a ningún acuerdo.  

  

En el plazo legal a demandada “B”, absuelve el traslado de la demanda 

contradiciéndola en todos sus extremos, solicitando que se declare improcedente la 

misma de acuerdo a los fundamentos de hecho y derecho.  

  

En base a los siguientes fundamentos:  

  

  

- “A”, interpone demanda sobre Desalojo por Ocupación Precaria, careciendo de 

legitimidad para obrar, puesto que no es titular del inmueble del cual se le 

pretende desalojar.  

  

- Su presencia en el inmueble materia de Litis obedece a que acompaña a su 

padre,  quien  es  guardián  del  local  por  encargo  del  señor  Y,  quien  es 

presidente de la Asociación X, propietaria del bien inmueble referido, por lo  

que no tiene la calidad de ocupante precario, como sindica en su demanda el 

representante de la demanda.  

  

Asimismo por su parte el Litisconsorte necesario pasivo “C”, en el plazo legal, 

absuelve el traslado de la demanda, solicitando que se declare infundada  en todos sus 

extremos.  

  

En base a los siguientes fundamentos:  

  

  

- Que el recurrente es guardián del inmueble ubicado en el Jr. Lima N° 620 

Florida Baja Chimbote de propiedad de la Asociación “X”, conforme señala se 

acredita de la Partida N°P09033756 y autorización de ocupación del inmueble  

otorgado  por  la  referida  asociación  y  que  no  se  encuentra  en posesión del 

inmueble ubicado en el Jr. Lima N° 260 de la Florida objeto de la pretensión, 

siendo lugares distintos.  
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- Asimismo señala que el demandante no es propietario del bien objeto de Litis 

pues  la supuesta  donación  del  inmueble  a su  favor no  se ha inscrito  en 

Registro Públicos, por ello el demandante carece de legitimidad para obrar.  

  

  2.2.1.10. Las excepciones  

  2.2.1.10.1. Conceptos  

Zumaeta (2005), sostiene que la excepción, es la defensa de forma del demandado para 

atacar la demanda, por la omisión de un presupuesto procesal o la omisión de un 

requisito de ejercicio de la acción, para los efectos de impedir el dictado de una 

sentencia exhibitoria; esto es, que el juzgador no se pronuncie sobre el fondo de la 

controversia.  

  

Alsina, citado por  Quiroga (2008), explicará que, en su forma genérica, excepción es 

toda defensa que el demandado opondrá a la pretensión del actor, sea que con eso 

niegue  el  derecho  en  que  se  funda,  sea  que  con  eso  se  limite  a  impugnar  la 

regularidad del procedimiento.  

  

Couture, citado por Quiroga (2008), sostiene que excepción es el poder jurídico del 

demandado para oponerse a la pretensión que el actor ha deducido ante los órganos de 

la jurisdicción.  

A ello se puede señalar que la excepción es un instrumento, medio de defensa que hace 

uso el demandado a efectos de cuestionar lo peticionado por la parte demandante, con 

la finalidad de obstaculizar que el órgano jurisdiccional realice un pronunciamiento 

sobre el fondo.  

  

  2.2.1.10.2. Clasificación  

Águila (2013), sostiene que en la doctrina, según los efectos de las excepciones 

encontramos la siguiente clasificación:  

  

a) Excepciones perentorias: Persiguen declarar la extinción del proceso. Entre 

ellas tenemos: la de incompetencia, la de representación defectuosa o 

insuficiente   del   demandado,   la   de   falta   de   agotamiento   de   la   vía 
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administrativa,  la  de  falta  de  legitimidad  para  obrar  del  demandante, 

litispendencia, cosa juzgada, desistimiento de la pretensión, conclusión del 

proceso por conciliación o transacción, caducidad, prescripción extintiva y de 

convenio arbitral.  

  

b) Excepciones dilatorias: No destruyen la pretensión del actor, sino suspenden 

el   proceso   hasta   que   se  subsane  el   defecto   u   omisión.   Constituyen 

excepciones   de   este   tipo:   la   de   incapacidad   del   demandante   o   su 

representante, la representación insuficiente o defectuosa del demandante, la de 

oscuridad o ambigüedad en el modo de proponer la demanda, la de falta de 

legitimidad para obrar pasiva.  

  

  

  2.2.1.10.3. Regulación  

 Respecto a ello Hinostroza (2010) indica que el Código Procesal Civil, en su artículo  446, 

contempla las siguientes excepciones:  

- Incompetencia (art. 446 -inc. 1)- del C.P.C.).  

- Incapacidad del demandante o de su representante (art. 446  -inc. 2)- del C.P.C.).  

- Representación defectuosa o insuficiente del demandante o del demandado  

  

  (art. 446 -inc. 3)- del C.P.C.).  

- Oscuridad o ambigüedad en el modo de proponer la demanda (art. 446 -inc.  

4)- del C.P.C.).  
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- Falta de agotamiento de la vía administrativa (art. 446 -inc. 5)- del C.P.C.).  

- Falta de legitimidad para obrar del demandante o del demandado (art. 446 - inc. 6)- del 

C.P.C.).  

- Litispendencia (art.446 -inc. 7)- del C.P.C.).  

- Cosa juzgada (art. 446 -inc. 8)- del C.P.C.).  

- Desistimiento de la pretensión (art. 446 -inc. 9)- del C.P.C.).  

  

- Conclusión del proceso por conciliación o transacción (art.446 -inc. 10)- del  

  C.P.C.).  

- Caducidad (art. 446 -inc. 11)- del C.P.C.).  

- Prescripción extintiva (art. 446 -inc. 12)- del C.P.C.).  

- Convenio arbitral art.446 –inc. 13)- del C.P.C.)  

  

  

  2.2.1.10.4. Plazo para interponer las excepciones  

 Hinostroza (2010), sostiene que:  

Según  el  artículo  447  del  código  Procesal  civil,  las  excepciones  se  proponen 

conjunta y únicamente dentro del plazo previsto en cada procedimiento, 

sustanciándose en cuaderno separado sin suspender la tramitación del principal. En el 

proceso sumarísimo, tal como lo dispone expresamente la parte inicial del artículo  

552 del código adjetivo, las excepciones se interponen al contestar la demanda, vale 

decir, en el mismo escrito que contiene la contestación de demanda. Por otro lado, sólo 

se admitirán los medios probatorios que se ofrezcan en el escrito en que se proponen   

las   excepciones   (que,   como   se   indicara,   tratándose   del   proceso sumarísimo, 

ello será en el escrito de contestación de demanda) o en el que se absuelven (art. 448 

del C.P.C.). En el proceso sumarísimo, de conformidad con lo dispuesto de modo 

expreso en la parte final del artículo 552 del Código Procesal Civil, en el caso de las 

excepciones sólo se permiten los medios probatorios de actuación inmediata, aquellos 

otros (como, por ejemplo, la pericia, la declaración de testigos y la inspección judicial) 

serán rechazados de plano.  

  

  

  2.2.1.10.5. Las excepciones en el proceso judicial de estudio  
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En el proceso judicial de estudio la Demandada “B”, haciendo uso de su derecho de 

defensa, interpuso la excepción de falta de legitimidad para obrar del demandante, 

fundamentando que la demandante no es propietaria del inmueble del cual se le 

pretende desalojar, asimismo que el titular de la propiedad es la Asociación “X”, no 

obrando en la demanda ningún poder de representación a favor de la parte demandante.  

  

A ello Hinostroza (2010), sostiene que:  

  

La excepción de falta de legitimidad para obrar del demandante o del demandado se 

encuentra prevista en el inciso 6) del artículo 446 del Código Procesal Civil. Constituye 

aquel instrumento procesal dirigido a denunciar la carencia de identidad entre los 

sujetos que integran la relación jurídica sustantiva y quienes forman parte de la relación 

jurídica procesal. Con dicho instituto se pone de manifiesto la carencia de identidad 

entre las personas inmersas en una y otra relación, y no la falta de titularidad del 

derecho, porque ésta se resolverá al final del juicio con la sentencia. En cuanto a la 

legitimidad en la intervención litisconsorcial y de terceros en el proceso. Cabe oponer 

esta excepción si la participación de los respectivos sujetos no se ajusta a las reglas de 

los Capítulos VI (litisconsorcio) y VII (intervención de terceros)  del Título II 

(Comparecencia al proceso) de la Sección Segunda (Sujetos del Proceso) del Código 

Procesal Civil. (p. 396).  

Por su parte el Litisconsorte Necesario Pasivo, formulo excepción de falta de 

legitimidad para obrar del demandante, fundamentando que el demandante no es 

propietario, ni conduce el bien inmueble de cual se le pretende desalojar. Asimismo 

propone la excepción de ambigüedad en el modo de proponer la demanda, señalando 

que se le pretende desalojar del inmueble ubicado en Jr. Lima N° 260 Florida Baja el 

cual nunca ha ocupado, ya que el labora en otro inmueble situado en Jr. Lima N° 620,  

P.J.  Florida Baja, Chimbote, lugar distinto  al  que se le pretende  desalojar, conforme 

lo acredita con el documento de autorización de ocupación de inmueble expedido por 

la Asociación “X”.  

  

A ello Hinostroza (2010), sostiene que:  

  

  

La excepción de oscuridad o ambigüedad en el modo de proponer la demanda se 

encuentra regulada en el inciso 4) del artículo 446 del Código Procesal Civil. No se 

dirige a la comprobación de los hechos afirmados en ella, sino a exigir que éstos, su 

fundamentación y el petitorio sean expuestos con claridad en términos que no sean 

oscuros, imprecisos o contradictorios. La excepción de oscuridad o ambigüedad en el 

modo de proponer la demanda no versa sobre el fondo del asunto. Únicamente 

cuestiona los aspectos relativos a una mejor comprensión, por parte del Juez y del 

sujeto pasivo del proceso, de lo demandado. La excepción que examinamos tiene por 
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finalidad estricta, pues, la fijación correcta de los hechos expuestos en la demanda y 

del petitorio (esto incluye su monto) a efecto de determinar a ciencia cierta el objeto 

litigioso y garantizar el derecho de defensa del demandado quien no podrá contestar 

una demanda oscura o ambigua al desconocer o no poder precisar los hechos que se le 

imputan o la satisfacción (pretensión) exigida. (p. 395)  

  

  2.2.1.11. La prueba  

  2.2.1.11.1. En sentido común y jurídico  

“En sentido semántico, prueba significa, acción y efecto de probar. Razón, argumento, 

instrumento u otro medio con que se pretende mostrar y hacer patente la verdad o 

falsedad de algo” (Real Academia de la Lengua Española, 2001).  

  

  

En sentido jurídico:  

  

   

Según Osorio (2003), “se denomina prueba, a un conjunto de actuaciones que dentro 

de un juicio, cualquiera sea su índole, se encaminan a demostrar la verdad o falsedad 

de los hechos aducidos por cada una de las partes,   en defensa de sus respectivas 

pretensiones en un litigio”.  

  

   

Según Carnelutti citado por Rodríguez (1995) “Casi toda la doctrina tiene conciencia 

(...) que prueba es la demostración de la verdad de un hecho, (...): demostración de la 

verdad de un hecho realizada por los medios legales (por medios legítimos) o, más 

brevemente, demostración de la verdad legal de un hecho” (p. 37).  

  

  

“Rodríguez agrega: Para Carnelutti, la verdad que la prueba trata de demostrar en el 

proceso es la verdad formal o verdad judicial, a la que se llama verdad legal, para 

diferenciarla de la verdad material que dadas las limitaciones del proceso, no se puede 

hallar en este” (Alvaro, 2013)..  

  

  

“Rodríguez (1995), citado por Hinostroza (1998), define a la prueba como (...) la 

persona o cosa y, excepcionalmente, también, los hechos que suministran al órgano 
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jurisdiccional del Estado los conocimientos necesarios y suficientes para determinar la 

verdad o falsedad jurídica de un asunto en debate (...)”(Alvaro, 2013)..  

  

  

En  la jurisprudencia  se contempla:  “En  acepción  lógica,  probar  es  demostrar  la 

verdad  de  una  proposición,  pero  en  su  acción  corriente,  expresa  una  operación 

mental de composición” (Expediente N° 986-95-Lima).  

“Como se puede  observar,  en todas  las proposiciones la  expresión “prueba” está 

ligada al acto de probar, demostrar o evidenciar algún elemento, situación o hecho, 

material o inmaterial, de tal forma que produzca certeza o convencimiento, adquiriendo 

connotación en el ámbito procesal en vista que a mérito del mismo se adoptará una 

decision” (Alvaro, 2013).  

  

  

  2.2.1.11.2. En sentido jurídico procesal  

En opinión de Couture (2002), “la prueba es un método de averiguación y un método de 

comprobación”.  

  

“En el derecho penal, la prueba es, normalmente, averiguación, búsqueda, procura de 

algo.   Mientras   que   en   el   derecho   civil,   es   normalmente,   comprobación, 

demostración, corroboración de la verdad o falsedad de las proposiciones formuladas 

en el juicio” (Alvaro, 2013).  

  

  

“La prueba penal se asemeja a la prueba científica; la prueba civil se parece a la prueba 

matemática: una operación destinada a demostrar la verdad de otra operación” (Alvaro, 

2013).  

  

“Para el autor en comento, los problemas de la prueba consiste en saber qué es la 

prueba; qué se prueba; quién prueba; cómo se prueba, qué valor tiene la prueba 

producida. A continuación precisa, el primero de los temas, plantea el problema del 

concepto de la prueba; el segundo, el objeto de la prueba; el tercero, la carga de la 
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prueba; el cuarto, el procedimiento probatorio; el ultimo la valoración de la prueba” 

(Alvaro, 2013).  

  

  

  2.2.1.11.3. Diferencia entre prueba y medio probatorio  

En opinión de Hinostroza (1998):  

  

  

“La prueba puede ser concebida estrictamente como las razones que conducen al Juez 

a adquirir certeza sobre los hechos. Esta característica destaca en el ámbito del proceso” 

(Alvaro, 2013).  

“Los medios probatorios, en cambio, son los instrumentos que emplean las partes u 

ordena el magistrado de los que se derivan o generan tales razones. Por ejemplo: Puede 

darse el caso de un medio probatorio que no represente prueba alguna al no poder 

obtenerse de él ninguna razón que produzca el convencimiento del Juez” (Alvaro, 

2013).  

  

  

Por su parte, Rocco citado por Hinostroza (1998), “en relación a los medios de prueba 

afirma que son: (…) medios suministrados por las partes a los órganos de control 

(órganos jurisdiccionales) de la verdad y existencia de los hechos jurídicos 

controvertidos, a fin de formar convicción de dichos órganos sobre la verdad o 

inexistencia de ellos”.  

  

     En el ámbito normativo:  

“En relación a los medios de prueba o medios probatorios, si bien la legislación 

procesal civil no lo define, pero el contenido más cercano es la norma prevista en el 

Art.  188° del Código Procesal Civil que establece” (Alvaro, 2013): “Los medios 

probatorios tienen por finalidad acreditar los hechos expuestos por las partes, producir 

certeza en el Juez respecto de los puntos controvertidos y fundamentar sus decisiones” 

(Cajas, 2011).  
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“De lo expuesto se puede afirmar que un medio probatorio o medio de prueba, se 

convertirá en prueba, si causa certeza y convicción en el juzgador. Que en palabras de 

Hinostroza (1998) es: los medios de prueba son, pues, los elementos materiales de la 

prueba” (Alvaro, 2013).  

  2.2.1.11.4. Concepto de prueba para el Juez  

Según  Rodríguez  (1995),  “al  Juez  no  le  interesan  los  medios  probatorios  como 

objetos; sino la conclusión a que pueda llegar con la actuación de ellos: si han cumplido 

o no con su objetivo; para él los medios probatorios deben estar en relación con la 

pretensión y con el titular del objeto o hecho controvertido” .  

  

  

“En el proceso los justiciables están interesados en demostrar la verdad de sus 

afirmaciones; sin embargo este interés particular, hasta de conveniencia se podría decir, 

no lo tiene el Juez” (Alvaro, 2013).  

  

  

“Para el Juez, la prueba es la comprobación de la verdad de los hechos controvertidos, 

ya sea que su interés sea encontrar la verdad de los hechos controvertidos, o la verdad 

para optar por una decisión acertada en la sentencia” (Alvaro, 2013).  

  

  

“El objetivo de la prueba, en la esfera jurídica, es convencer al juzgador sobre la 

existencia o verdad del hecho que constituye el objeto de derecho en la controversia. 

Mientras que al Juez le interesa en cuanto resultado, porque en cuanto a proceso 

probatorio debe atenerse a lo dispuesto por la ley procesal; a las partes le importa en la 

medida que responsa a sus intereses y a la necesidad de probar” (Alvaro, 2013).   

  

  2.2.1.11.5. El objeto de la prueba  

El mismo Rodríguez (1995) precisa que el objeto de la prueba judicial es el hecho o 

situación que contiene la pretensión y que el actor debe probar para alcanzar que se 

declare fundada la reclamación de su derecho. Es decir, para los fines del proceso 

importa probar los hechos y no el derecho.  
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Otro  aspecto  a  considerar  es,  que  hay  hechos  que  necesariamente  deben  ser 

probados, para un mejor resultado del proceso judicial, pero también hay hechos que 

no requieren de probanza, es que no todos los hechos son susceptibles de probanza, 

pero en el proceso requieren ser probados; porque el entendimiento humano 

especialmente la del Juez debe conocerlos, por eso la ley, en atención al principio de 

economía procesal, los dispone expresamente para casos concretos.  

  

  

  2.2.1.11.6. La carga de la prueba  

Para la Real Academia de la Lengua Española (2001), una de las acepciones del término 

cargar es, imponer a alguien o a algo un gravamen, carga u obligación.  

  

  

Jurídicamente, Rodríguez (1995) expone que la palabra carga no tiene un origen 

definido, se introduce en el proceso judicial con un significado similar al que tiene en 

el uso cotidiano, como obligación. La carga, entonces es un accionar voluntario en el 

proceso para alcanzar algún beneficio, que el accionante considera en realidad como 

un derecho.  

  

  

Precisa que el concepto de carga, une dos principios procesales: el principio dispositivo 

e inquisitivo, el primero por corresponder a las partes disponer de los actos  del  

proceso;  el  segundo,  que deriva  del  interés  público  preservado  por el Estado. Si 

bien la parte interviene voluntariamente en el proceso, es de su cargo aportar a la 

búsqueda de lo que pide; caso contrario se atendrá a las consecuencias, que le pueden 

ser desfavorables. Pero, como su intervención es voluntaria, puede renunciar o 

desistirse de su petición que puso en movimiento el proceso, o bien puede dejarlo en 

abandono, no, precisamente, por intervención extraña ni por coacción, sino porque es 

de su propio interés abandonarlo o impulsar el proceso para conseguir lo que ha pedido. 

Éste interés propio lo hace titular de la carga de la prueba de todo lo que puede serle 

favorable, en cambio su desinterés no da lugar a sanción jurídica, de ahí que se excluye 
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del concepto de carga la obligación, porque no hay tutela  de un interés  ajeno, sino el 

propio.  

  

  

  2.2.1.11.7. El principio de la carga de la prueba  

De acuerdo a este principio la carga de probar le corresponde a los justiciables por 

haber afirmado hechos en su favor, o porque de los hechos expuestos se determina lo 

que solicita, o en todo por afirmar hechos contrarios a los que expone su parte contraria 

(...). De ahí que se diga, el principio de la carga de la prueba implica la 

autorresponsabilidad de los sujetos procesales por la conducta que adopten en el 

proceso, de modo que si no llegan a demostrar la situación fáctica que les favorezcan 

por no ofrecer medios probatorios o en todo caso los que hubieren presentado sean 

inidóneos, obtendrán una decisión o fallo desfavorable (Hinostroza, 1998).  

  

  

En el marco normativo, este principio se encuentra prevista en el Art. 196 del Código 

Procesal Civil, en el cual se indica: “Salvo disposición legal diferente, la carga de 

probar corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión, o a quien los 

contradice alegando nuevos hechos” (Cajas, 2011).  

  

  

Sobre el particular Sagástegui (2003) precisa “El principio de la carga de la prueba 

sirve sobre todo como regla de conducta para las partes y como regla de juicio para el 

Juez” (p. 409).  

  

  

“En  la   jurisprudencia:  

En el expediente N° 1555-95- Lima, VSCS, Alberto Hinostroza M. Jurisprudencia  

Civil. T. II. p. 112, se precisa” (Alvaro, 2013) “El Código Adjetivo preceptúa que la 

carga de probar corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión o a 

quien los contradice alegando nuevos hechos (...) en la resolución solo serán expresadas 

las valoraciones esenciales y determinantes que sustenten su decisión” (Cajas, 2011).  
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  2.2.1.11.8. Valoración y apreciación de la prueba  

“El término valoración se emplea como sinónimo de valoración; así algunos afirman 

apreciación o valoración de los medios de prueba; Echandía, citado por Rodríguez  

(1995)” (Alvaro, 2013) expone: “Los autores suelen hablar del sistema de las pruebas 

legales en oposición al de la libre apreciación, denominado también de la apreciación 

razonada. Pero por pruebas legales se entiende lógicamente el señalamiento por ley de 

los medios admisibles en los procesos, sea en forma taxativa o permitiendo la inclusión 

de otros, a juicio del juez, en oposición a la prueba libre, que implicaría dejar a las 

partes en libertad absoluta para escoger los medios con que pretenden obtener la 

convicción del juez, respecto de los hechos del proceso” (p. 168).  

  

  

Por su parte Hinostroza (1998) “precisa, la apreciación de la prueba consiste en un 

examen mental orientado a extraer conclusiones respecta del mérito que tiene o no, un 

medio probatorio para formar convicción en el Juez; agrega, que es un aspecto del 

principio   jurisdiccional   de   la   motivación   de   las   sentencias   y   es   requisito 

indispensable de éstas. Pero a pesar de que es una obligación del Juez apreciar todas 

las pruebas, en el respectivo fallo sólo expresará las valoraciones esenciales y 

determinantes que sustenten su decisión conforme se contempla en el artículo 197 del 

Código Procesal Civil”.  

  

  

  2.2.1.11.9. Sistemas de valoración de la prueba  

Según Rodríguez (1995); Taruffo (2002):  

  

   

  2.2.1.11.9.1. El sistema de la tarifa legal  

“En este sistema la ley establece el valor de cada medio de prueba actuado en el 

proceso. El Juez admite las pruebas legales ofrecidas, dispone su actuación y las toma 

con el valor que la ley le da cada una de ellas en relación con los hechos cuya verdad 

se pretende demostrar. Su labor se reduce a una recepción y calificación de la prueba 

mediante un patrón legal. Por este sistema el valor de la prueba no lo da el Juez, sino 

la ley” (Rodríguez, 1995).  
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En opinión de Taruffo (2002) “la prueba legal consiste en la producción de reglas que 

predeterminan, de forma general y abstracta, el valor que debe atribuirse a cada tipo de 

prueba”.  

  

   

  2.2.1.11.9.2. El sistema de valoración judicial En 

opinión de Rodríguez (1995).  

  

  

“En este sistema corresponde al Juez valorar la prueba, mejor dicho apreciarla. Apreciar 

es formar juicios para estimar los méritos de una cosa u objeto. Si el valor de la prueba 

lo da el Juez, ese valor resulta subjetivo, por el contrario en el sistema legal lo da la ley. 

La tarea del Juez es evaluativa con sujeción a su deber. Este es un sistema  de  

valoración  de  la  prueba  de  jueces  y  tribunales  de  conciencia  y  de sabiduría”.  

  
“Debe entenderse que esta facultad entregada al Juez: La potestad de decidir sobre el 

derecho de las partes para alcanzar la justicia, en base a su inteligencia, experiencia y 

convicción es trascendental. De ahí que la responsabilidad y probidad del magistrado 

son condiciones indiscutibles para que su actuación sea compatible con la 

administración de justicia” (Alvaro, 2013).  

  

  

Según Taruffo (2002).  

  

  

“De la prueba libre o de la libre convicción, como le denomina, supone ausencia de 

reglas e implica que la eficacia de cada prueba para la determinación del hecho sea 

establecida caso a caso, siguiendo los criterios no predeterminados, sino discrecionales 

y flexibles, basados en los presupuestos de la razón” (Alvaro, 2013).  

  

  

Para Taruffo (2002), “(...) en cierto sentido, la prueba legal pretende precisamente 

impedir al Juez que use los criterios de la discrecionalidad racional, imponiéndole otros 

que en mayor o menor medida distinguen al juicio de hecho que se darían según los 
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cánones de la aproximación a la realidad; para éste autor la prueba legal es irracional, 

porque excluye los criterios racionales de la valoración de la prueba”.  

  

  

“Precisa, que el derecho a prueba que normalmente está reconocida a las partes, solo 

puede adquirir un significado apreciable sobre la base de una concepción racional de 

la convicción del juez” (Alvaro, 2013).  

  

  

“El principio de la libre convicción del Juez implica la libertad que éste tiene para 

escoger el material probatorio existente en el proceso, los elementos que considere 

significativos y determinantes para la decisión sobre el hecho (...), pero a su vez emerge 

el deber de motivar, entonces el Juez tendrá que justificar mediante argumentos donde 

evidencie o enuncie los criterios que ha adoptado para valorar las pruebas y, sobre esta 

base, justificar el juicio de hecho”  (Alvaro, 2013).  

  

  

Sobre éste último sistema Antúnez, expresa: “(...) bajo este sistema de valoración, el 

juzgador se encuentra en plena libertad, no solo de valorar las pruebas que le presenten 

las partes, sino que, se encuentra en libertad de apreciar y disponer, de oficio, las 

pruebas que estime necesarias para llegar a una determinación” (Córdova, 2011).  

  

   

“Pero Córdova (2011) agrega otro sistema de valoración y con esto se refiere a” (Alvaro, 

2013):  

  
   

  2.2.1.11.9.3. Sistema de la Sana Crítica  

Según Cabanellas, citado por Córdova (2011) “la sana crítica, viene a ser una fórmula 

legal para entregar al ponderado arbitrio judicial la apreciación de la prueba”. “Es muy 

similar al de la valoración judicial o libre convicción”, como le llama Taruffo (2002), 

“en éste sistema se propugna que el valor probatorio que estime a determinada prueba, 

lo realice el Juez, hallándose éste en el deber de analizar y evaluar las pruebas con un 

criterio lógico y consecuente, sustentando las razones por las cuales le otorga o no 

eficacia probatoria a la prueba o pruebas” (Alvaro, 2013).  
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  2.2.1.11.10. Operaciones mentales en la valoración de la prueba. De acuerdo a  
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Rodríguez (1995):  

  

   

A. El conocimiento en la valoración y apreciación de los medios de prueba “El 

conocimiento y la preparación del Juez es necesario para captar el valor de un medio 

probatorio, sea objeto o cosa, ofrecido como prueba. Sin el conocimiento previo no se 

llegaría a la esencia del medio de prueba” (Alvaro, 2013).  

  

  

B. La apreciación razonada del Juez  

“El Juez aplica la apreciación razonada cuando analiza los medios probatorios para 

valorarlos, con las facultades que le otorga la ley y en base a la doctrina. El 

razonamiento debe responder no sólo a un orden lógico de carácter formal, sino también 

a la aplicación de sus conocimientos psicológicos, sociológicos y científicos, porque 

apreciará tanto documentos, objetos y personas (partes, testigos) y peritos” (Alvaro, 

2013).  

  

  

“La apreciación razonada se convierte, por exigencia de su objetivo, en un método de 

valoración, de apreciación y determinación o decisión fundamentada” (Alvaro, 2013).  

  

  

C. La  imaginación  y otros  conocimientos  científicos  en  la valoración  de  las 

pruebas  

 “Como quiera que los hechos se vinculan con la vida de los seres humanos, raro será el 

proceso en que para calificar definitivamente el Juez no deba recurrir a conocimientos 

psicológicos y sociológicos; las operaciones psicológicas son importantes en el examen 

del testimonio, la confesión, el dictamen de peritos, los documentos, etc. Por eso es 

imposible prescindir en la tarea de valorar la prueba judicial” (Alvaro, 2013).  

  

  

  2.2.1.11.11. Finalidad y fiabilidad de las pruebas  

“De acuerdo al Código Procesal Civil, la finalidad está prevista en el numeral 188 cuyo 

texto es como sigue” (Alvaro, 2013): “Los medios de prueba tienen como fin acreditar 
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los hechos expuestos por las partes, producir certeza en el Juez respecto de los puntos 

controvertidos, y fundamentar sus decisiones” (Cajas, 2011, p. 622). “Por su parte, 

respecto de su fiabilidad entendida como legalidad se puede hallar en el  

Art. 191 del mismo Código Procesal Civil, cuyo texto es” (Alvaro, 2013): “Todos los 

medios de prueba, así como sus sucedáneos, aunque no estén tipificados en este Código, 

son idóneos para lograr su finalidad prevista en el artículo 188. Los sucedáneos de los 

medios probatorios complementan la obtención de la finalidad de éstos” (Cajas,  

2011, p. 623).  

  
Sobre la finalidad, se puede citar a Taruffo (2002), quien expone “(...), la prueba sirve 

para establecer la verdad de uno o más hechos relevantes para la decisión (...). Precisa 

que un dato común y recurrente en las diversas culturas jurídicas, el objeto de la prueba 

o su finalidad fundamental es el hecho, en el sentido de que es lo que “es probado” en 

el proceso” (p. 89).  

  
En cuanto a la fiabilidad, se puede acotar lo que expone Colomer (2003), “(...) en primer 

lugar el Juez examina la fiabilidad de cada medio de prueba empleado en la 

reconstrucción de los hechos que ha de juzgar, es decir el punto de partida del 

razonamiento judicial en el examen probatorio consiste en establecer si la prueba 

practicada en la causa puede ser considerada una posible fuente de conocimiento de los 

hechos de la causa (...)”, “el juzgador debe analizar y verificar la concurrencia de todos 

los requisitos formales y materiales que los medios de prueba deben tener para ser 

válidos mecanismos de transmisión de un concreto hecho (...) no acaba en la 

verificación, sino que también  requiere la aplicación de la correspondiente máxima de 

la experiencia al concreto medio probatorio, para que de este modo el juez pueda 

alcanzar un  una opinión  sobre la capacidad de dicho medio para dar a conocer un 

concreto hecho” “(...) la fiabilidad no se aplica para verificar  la veracidad del hecho 

que se pretenda probar, sino que se trata de un juicio  sobre la  posibilidad de usar un 

concreto medio de prueba como instrumento para acreditar un hecho determinado” 

(Alvaro, 2013).  
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  2.2.1.11.12. La valoración conjunta  

“Es una categoría reconocida en el ámbito normativo, doctrinario y jurisprudencial”  

(Alvaro, 2013):  

En opinión de Hinostroza (1998): “La valoración significa la operación mental cuyo 

propósito es percibir el valor convicción que pueda extraerse de su contenido (...). La 

valoración  le  compete  al  Juez  que  conoce  del  proceso;  representa  el  punto 

culminante de la actividad probatoria en el que se advertirá si el conjunto de medios 

probatorios cumplen con su finalidad procesal de formar convicción en el juzgador” 

(pp. 103-104).   

“En lo normativo, se encuentra previsto en el Art. 197 del Código Procesal Civil, en el 

cual se contempla” (Alvaro, 2013): “Todos los medios probatorios son valorados por 

el Juez en forma conjunta, utilizando su apreciación razonada. Sin embargo, en la 

resolución sólo serán expresadas las valoraciones esenciales y determinantes que 

sustentan su decisión” (Sagástegui, 2003, p. 411).  

  

  

  “En la jurisprudencia, también se expone:  

  En la Cas. 814-01-Huánuco, publicado en la revista Diálogo con la Jurisprudencia. T.  

46. p. 32; se indica” (Alvaro, 2013): “Los medios probatorios deben ser valorados en 

forma conjunta, ameritados en forma razonada, lo que implica que el Juez, al momento 

de emitir sentencia, deba señalar la valorización   otorgada a cada prueba actuada, sino 

únicamente lo hará respecto de los medios probatorios   que de forma esencial y 

determinante han condicionado su decisión” (Cajas, 2011, p. 626).  

  

  

  2.2.1.11.13. El principio de adquisición  

“Lo trascendente del proceso es que los actos que realizan las partes se incorporan a 

éste, son internalizados. El Principio de Adquisición, consiste en que una vez 

incorporados al proceso los actos procesales (documentos, etc.) dejan de pertenecer a 

quien lo realizó y pasan a formar parte del proceso, pudiendo incluso la parte que no 

participó en su incorporación obtener conclusiones respecto de él. Acá desaparece el 
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concepto de pertenencia individual, una vez se incorpore el acto al proceso” (Rioja, 

s.f.).  

  

“De lo que se desprende que los medios probatorios, una vez incorporados al proceso, 

ya no pertenecen a las partes, sino al proceso, en consecuencia el juzgador puede 

examinarlos y del análisis de éste llegar a la convicción y tomar una decisión, no 

necesariamente en favor de la parte que lo presentó” (Alvaro, 2013).  

  

  

  2.2.1.11.14. Las pruebas y la sentencia  

“Concluido el trámite que corresponda en cada proceso, el juzgador debe expedir 

sentencia, este es el momento cumbre en el cual el juzgador aplica las reglas que 

regulan a las pruebas” (Alvaro, 2013).  

  

“Según el resultado de la valoración de la prueba, el Juez pronunciará su decisión 

declarando el derecho controvertido y condenado o absolviendo la demanda, en todo o 

en parte” (Alvaro, 2013).  

  

  

  2.2.1.11.15. La prueba de oficio Ledesma 

(2015), sostiene que  

  
(…) es la facultad probatoria de oficio que maneja el juez, como expresión de los 

amplios poderes discrecionales que se la ha otorgado a fin de contribuir a garantizar no 

solo los derechos individuales de los ciudadanos sino los intereses públicos o sociales 

de la colectividad.  

  

Asimismo Hinostroza (2010), al referirse a prueba de oficio señala lo siguiente:  

  
Las pruebas de oficio son procedentes siempre y cuando la prueba aportada por los 

sujetos procesales resulte insuficiente para formar convicción en el juzgador, de lo que 

se desprende que aquellas no sustituyen la carga probatoria de las partes sino 

simplemente   la   complementan   ante   la   ocurrencia   del   supuesto   indicado 

(insuficiencia  de  los  elementos  probatorios  suministrados  por  las  partes).  Debe 

tenerse presente también que las pruebas de oficio no deben afectar el derecho de 

defensa de ninguna de las partes, no deben estar inmersas dentro de alguna de las 

causales de impertinencia o improcedencia de los medios probatorios contempladas en 

el artículo 190 del Código Procesal Civil, (…). (p. 569)  
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  2.2.1.11.15.1. Regulación  

La Prueba de oficio se encuentra regulada en nuestro código procesal civil, en el 

artículo siguiente:  

Art. 194°.- Prueba de oficio.- “Excepcionalmente, cuando los medios probatorios 

ofrecidos  por  las  partes  sean  insuficientes  para  formar  convicción,  el  Juez  de 

primera o segunda instancia, ordenara la actuación de los medios probatorios 

adicionales  y  pertinentes  que  considere  necesarios  para  formar  convicción  y 

resolver la controversia, siempre que la fuente de prueba haya sido citada por las 

partes en el proceso.  

Con esta actuación probatoria el juez cuidara de no reemplazar a las partes en su 

carga   probatoria,   y   deberá   asegurarles   el   derecho   de   contracción   de   la 

prueba.(…)”.  

  

  2.2.1.11.15.2. Prueba de oficio  en el proceso judicial en estudio  

En   el   proceso   judicial   de  estudio,   mediante   resolución   numero   diecinueve, 

atendiendo que existía medio probatorio que era de importancia para definir la litis, el 

magistrado incorporo como medio probatorio de oficio el acta de entrega de bien 

inmueble  sub  litis,  el  mismo  que  otorgado  a  favor  de  la  parte  demandante, 

documento que fuera ofrecido por la parte demandante, al momento que formulo su 

recurso de apelación contra la resolución que declara fundada la Excepción de Falta de 

legitimidad para obrar del demandante.  

  

  

  2.2.1.11.16. Los medios probatorios actuados en el proceso judicial en estudio  

  2.2.1.11.16.1. Documentos  

A. Etimología  

“Etimológicamente el término documentos, proviene del latín documentum, que 

equivale a “lo que sirve para enseñar” o “escrito que contiene información fehaciente”  

(Sagástegui, 2003).  
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B. Concepto  

“En el marco normativo Art. 233 del Código Procesal Civil, prescribe que el documento 

(Sagástegui, 2003): Es todo escrito u objeto que sirve para acreditar un hecho” (p. 

468), (Alvaro, 2013).  

  

  

Por lo que “puede definirse al documento como el instrumento u objeto normalmente 

escrito, en cuyo texto se consigna o representa alguna cosa apta para esclarecer un 

hecho o se deja constancia de una manifestación de voluntad que produce efectos 

jurídicos. Es objeto porque es algo material y de naturaleza real, en el que consta una 

declaración de voluntad de una persona o varias, o bien la expresión de una idea, 

pensamiento, conocimiento o experiencia” (Sagástegui, 2003, p. 468).  

  

  

“Es decir, que los documentos son un medio probatorio típico, constituido por todo 

escrito  u  objeto  que sirve para acreditar un  hecho.  Los  documentos  probatorios 

pueden ser públicos o privados, según que en su otorgamiento hayan intervenido o no 

funcionarios del Estado” (Cabello, 1999).   

Asimismo, Plácido (1997) expone que:  

  

  

  

“son admisibles en estos procesos toda clase de documentos, como los escritos, 

públicos o privados, los impresos, fotocopias, planos, cuadros, dibujos, 

fotografías,  radiografías,  cintas  cinematográficas  y  otras  reproducciones  de 

audio o video, la telemática en general y demás objetos que recojan, contengan o 

representen algún hecho, o una actividad humana o su resultado. Pueden ser 

ofrecidos como pruebas, copias certificadas de expedientes administrativos o 

judiciales, si están en trámite, o el propio expediente, si es fenecido. Las 

constancias o certificados levantados por la policía como consecuencia de 

denuncias hechas por los cónyuges también pueden ser tenidas en cuenta, con la 

limitación de que por tratarse de manifestaciones unilaterales, sólo podrían valer 

en contra, pero no en favor de quien las hace; especial valor asume si de ellas 

resulta la exclusión de la causal de separación de cuerpos o de divorcio. Los 

documentos públicos y privados en general pueden ser propuestos como prueba. 

Cuando no son documentos públicos, cabe el reconocimiento, sea en su firma o 

bien en su contenido si no están firmados, lo mismo que la autenticación por otros 

medios probatorios, como el cotejo” (p. 326).  
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“También el documento tiene por objeto representar hechos (pasados, presentes o 

futuros). Puede tratarse de simples acontecimientos naturales o actos humanos de quien 

los crea o de otras personas; en cuanto a los sujetos del documento siendo medio de 

prueba se distinguen nítidamente dos sujetos: quién es el autor y quién el destinatario; 

el autor del documento es a quien se le atribuye su creación pues no interesa saber por 

quién fue hecho, sino para quién y por orden de quién fue hecho el documento; La 

determinación de quiénes son los sujetos del documento, tiene marcada importancia, 

reflejándose en sus efectos probatorios” (Sagástegui, 2003).  

  

  

C. Clases de documentos  

“De conformidad con lo previsto en el Art. 235 y 236 del C.P.C se distinguen dos tipos 

de documentos: público y privado” (Alvaro, 2013).  

  

Son públicos:  

  

"1. El otorgado por funcionario público en ejercicio de sus atribuciones; y  

  

2. La escritura pública y demás documentos otorgados ante o por notario 

público, según la ley de la materia” (Alvaro, 2013).  

La copia del documento público tiene el mismo valor que el original, si 

está certificada por Auxiliar jurisdiccional respectivo, notario público o 

fedatario, según corresponda.  

  

  

  Son privados:  

“Aquellos que, no tienen las características del documento público.  

  

La norma procesal  precisa  en  la parte final  del Art.  236,  que la legalización  o 

certificación de un documento privado no lo convierte en Público” (Alvaro, 2013).  

  

  

D. Documentos presentados en el proceso judicial en estudio  
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En el proceso judicial de estudio Expediente N° 01091-2011-0-2501-JR-CI-05, se 

presentaron los siguientes documentos:  

  Por la parte demandante:  

- Copia simple Carta de entrega de activos  

- Compromiso de entrega de bien  

- Copia certificada de Partida Registral  

- Acta de conciliación extrajudicial  Por la parte demandada:  

- Autorización de ocupación de local  

  Por la parte del litisconsorte  

- Copia literal de la Partida Registral N° P09033175   -    Copia Autorización de 

ocupación de local  

- Copia de Resolución N° 9, emitida en el Exp. N° 00753-2012-JR-LA-01  

  

  

  2.2.1.11.17. Las cuestiones probatorias  

  2.2.1.11.17.1. Concepto  

Hinostroza (2010), sostiene que las cuestiones probatorias son instrumentos procesales 

dirigidos a poner en tela de juicio algún medio de prueba con la finalidad de que el Juez 

declare su invalidez o tenga presente su ineficacia probatoria.  

Existen dos formas de cuestiones probatorias:  

  

a) La  tacha  constituye  una  especie  de  impugnación  cuyo  objeto  es  quitar 

validez o restarle eficacia a un medio de prueba, en razón de existir algún 

defecto o impedimento respecto de é1. La tacha puede plantearse contra la 

prueba testimonial y la documental (primera parte del art. 300 del C.P.C.). 

También pueden ser materia de tacha los medios probatorios atípicos (último 

párrafo del art. 300 del C.P.C.).  
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b) La oposición es un instrumento procesal dirigido a cuestionar un medio de 

prueba incorporado al proceso, para así lograr que no se lleve a cabo su 

actuación o que se evite asignarle eficacia probatoria al momento de resolver. 

Por mandato del artículo 300 del Código Procesal Civil, se puede formular 

oposición a la actuación de una declaración de parte, una exhibición, una 

pericia, una inspección judicial y un medio probatorio atípico. En el proceso 

sumarísimo, conforme al artículo 553° del Código Procesal Civil, las cuestiones 

probatorias, esto es, las tachas y oposiciones, únicamente podrán ser 

demostradas haciendo uso de medios de prueba de actuación inmediata, la cual 

acontecerá durante la audiencia prevista en el artículo 554° de dicho Código  

(vale decir, la audiencia única de saneamiento, pruebas y sentencia). (p. 17)  

  

  Por su parte Ledesma (2015), refiere lo siguiente:  

La tacha y la oposición son medios impugnatorios remedial, que buscan cuestionar la 

eficacia probatoria del medio de prueba postulado. Tiene un trámite incidental descrito 

en el artículo 301 del CPC y no impide la actuación del medio probatorio cuestionado, 

sin perjuicio que la eficacia de la prueba cuestionada sea resuelta en la sentencia.  

  

  

  2.2.1.11.17.2. Requisitos  

  Águila (2013), señala lo siguiente:  

- Se interponen en el plazo que establece cada vía procedimental. Si la causal de 

tacha  u  oposición,"  se  conoce  con  posterioridad  al  plazo  de  interponerlas,  se 

informará al Juez por escrito, acompañando el documento que lo sustente. El Juez 

apreciará el hecho al momento de sentenciar.  

- Debe precisarse con claridad los fundamentos, acompañándose la prueba 

respectiva (su actuación se realizará en la audiencia de conciliación o fijación de 

puntos controvertidos).  

  

La tacha, la oposición y sus absoluciones, que no cumplan con los requisitos indicados, 

serán declaradas inadmisibles de plano por el Juez en decisión inimpugnable. No se 

exigen las absoluciones realizadas en el proceso sumarísimo.  
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  2.2.1.11.17.3. Regulación  

Las cuestiones probatorias se encuentran reguladas en nuestro código procesal en los 

artículos siguientes:  

- Artículo 300°.- Admisibilidad de la tacha y de la oposición   -    Artículo 301°.- 

Tramitación  

- Artículo 553°.- Cuestiones probatorias: “Las tachas u oposiciones sólo se acreditan 

con medios probatorios de actuación inmediata, que ocurrirá durante la audiencia 

prevista en el Artículo 554".  

  

  

  2.2.1.11.17.4. Las Cuestiones probatorias en el proceso judicial de estudio  

 En el proceso judicial de estudio, se tiene que la demandad “B”, formula tacha, contra las 

siguientes documentales:  

  

  

- Copia simple de la carta de fecha 13/03/2006 (mediante la cual la Asociación  “X” 

dona el inmueble materia de Litis a la demandante).  

Fundamentando que no está acorde al Art. 1625 del C.C., el mismo que 

establece sobre las formalidades de donación de inmuebles; asimismo con el 

artículo  243 del  C.P.C.,  que establece sobre  la  ineficacia por nulidad  de 

documentos  

- Documento del compromiso de bien inmueble  

Fundamentado que carece de valor probatorio dado que ella no es la conductora 

del inmueble materia de Litis.  

  

  Según la Jurisprudencia, La Corte Suprema de Justicia de la República (citado por  

Hinostroza, 2010) en relación a las cuestiones probatorias, señala lo siguiente: “…Si  

bien  el  tercer  párrafo  del  artículo  quinientos  cincuenticinco  del  Código Procesal 

Civil (la remisión actual debe entenderse hecha al segundo párrafo del art. 555 del 

C.P.C.) [...] dispone que las cuestiones probatorias deben resolverse de manera  

inmediata  en  la  audiencia  única  [del  proceso  sumarísimo],  al  haberse diferido la 

expedición de la sentencia, ello no impide al juzgador que igualmente pueda reservar 

para el momento de la emisión del fallo final el resolver la cuestión probatoria 
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planteada...” (Casación Nro. 3204-2007 / Lima, publicada en el Diario Oficial El 

Peruano el 02-12-2008, pág. 23490). (p. 21)  

  

  

  2.2.1.12. Las resoluciones judiciales  

  2.2.1.12.1. Conceptos  

“En sentido general, una resolución es un documento en el cual se evidencia las 

decisiones  adoptadas  por  una  autoridad  competente,  respecto  a  una  situación 

concreta. “(Alvaro, 2013)  

  

“A lo expuesto, puede agregarse que la autoridad si bien se trata de una persona física; 

pero es quien actúa u obra a nombre y representación de una institución, quien por su 

naturaleza se vale de personas físicas para expresar su voluntad” (Alvaro, 2013).  

  

“En sentido estrictamente jurídico, puede afirmarse que es el acto procesal que emana 

del órgano jurisdiccional competente en el cual se pronuncia respecto a las peticiones 

formuladas por las partes en el proceso, en algunas ocasiones se emite de oficio, porque 

el estado del proceso así, lo amerita; por ejemplo la advertencia de una nulidad, que 

detecta el juzgador, en consecuencia en ejercicio del Principio de Dirección del 

Proceso, el juez de oficio emitirá una resolución a efectos de salvaguardar la validez 

del proceso” (Alvaro, 2013).  

  

“Las formalidades se hallan reguladas en las normas previstas en el artículo 119 y 122 

del  Código  Procesal  Civil,  en  los  cuales  se  indica que  debe tener lugar,  fecha, 

suscripción entre otras particularidades, que se deben observar necesariamente para 

rescatar su validez y efectos dentro del proceso” (Alvaro, 2013).  

  

  

  2.2.1.12.2. Clases de resoluciones judiciales  

“De acuerdo a las normas del Código Procesal Civil (Cajas, 2011), existen tres clases 
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 de resoluciones” (Alvaro, 2013):  

  

  

“El decreto: que son resoluciones de tramitación, de desarrollo procedimental, de 

impulso.  

  

El auto, que sirve para adoptar decisiones, no precisamente sobre el fondo, como por 

ejemplo la admisibilidad de la demanda.  

  

La sentencia, en el cual a diferencia del auto, si se evidencia un pronunciamiento de 

fondo, salvo excepciones como disponen las normas glosadas (cuando se declara 

improcedente)” (Alvaro, 2013).  

  

  2.2.1.13. La sentencia  

  2.2.1.13.1. Etimología  

Según Gómez. R. (2008), la palabra “sentencia” la hacen derivar del latín, del verbo: 

“Sentio, is, ire, sensi, sensum”, con el significado de sentir; precisa, que en verdad que 

eso es lo que hace el juez al pronunciar sentencia, expresar y manifestar lo que siente 

en su interior, a través del conocimiento que se pudo formar de unos hechos que 

aparecen afirmados y registrados en el expediente”.  

  

  

Por  su  parte,  para  la  Real Academia  de  la  Lengua  Española  (2001) “el  vocablo 

sentencia, se deriva del término latín sententia, que significa declaración del juicio y 

resolución del juez”.  

  

  

“El término sentencia, entonces, se utiliza para referirse al veredicto que proviene de 

una autoridad respecto a un asunto, puesto en su conocimiento (Alvaro, 2013).  

  

  

  2.2.1.13.2. Conceptos  

“En diversas fuentes y la praxis judicial al referirse a la sentencia, se le identifica como 

una resolución” (Alvaro, 2013).  
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  “Según, León (2008), autor del Manual de Redacción de Resoluciones Judiciales 

publicado por la AMAG, la sentencia es” (Alvaro, 2013): “una resolución jurídica, es 

aquella, sea de carácter administrativa o judicial, que pone fin a un conflicto mediante una 

decisión fundamentada en el orden legal vigente” (p.15).  

  

  

  Por su parte, Bacre (1992), sostiene:  

“(...) la sentencia es el acto jurídico procesal emanado del juez y volcado en un 

instrumento público, mediante el cual ejercita su poder-deber jurisdiccional, 

declarando el derecho de los justiciables, aplicando al caso concreto la norma legal 

a la que previamente ha subsumido  los hechos alegados y probados por las partes, 

creando una norma individual que disciplinará   las relaciones recíprocas   de los 

litigantes, cerrando el proceso e impidiendo su reiteración futura” (Hinostroza, 

2004, p. 89).  

  

  

Asimismo, para Echandía (1985); “la sentencia, es el acto por el cual el juez cumple la 

obligación jurisdiccional derivada del ejercicio del derecho de acción y del derecho de  

contradicción,  en  la  sentencia  el  juez  resuelve  y  se  pronuncia  sobre  las 

pretensiones del demandante y las excepciones de mérito de fondo del demandado. 

Precisa,  toda  sentencia  es  una  decisión,  es  el  resultado  o  producto  de  un 

razonamiento o juicio del juez, en el cual expone las premisas y la conclusion”. “Pero 

al mismo tiempo, contiene un mandato, con fuerza impositiva que vincula y obliga a 

las partes en litigio. La sentencia por lo tanto, es el instrumento que sirve para convertir 

la regla general contenida en la ley, en mandato concreto para el caso determinado” 

(Hinostroza, 2004).  

  

  

“Finalmente, de acuerdo al Código Procesal Civil, la sentencia, es una resolución 

judicial realizado por un Juez a través del cual se pone fin a la instancia o al proceso en 

definitiva, pronunciándose en decisión expresa, precisa y motivada sobre la cuestión 

controvertida declarando el derecho de las partes, o excepcionalmente sobre la validez 

de la relación procesal. Así se desprende de la lectura de la parte in fine del art. 121 del 

Código Procesal Civil” (Cajas, 2011).  
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  2.2.1.13.3. La sentencia: su estructura, denominaciones y contenido.  

  2.2.1.13.3.1. La sentencia en el ámbito normativo  

“A continuación, contenidos normativos de carácter civil y afines a la norma procesal 

civil” (Alvaro, 2013). 

  

A. Descripción de las resoluciones en las normas de carácter procesal civil. Las 

normas relacionadas con las resoluciones judiciales indican:  

  

Respecto a la forma de las resoluciones judiciales, se tiene:  

  

  

“Art. 119°. Forma de los actos procesales. En las resoluciones y actuaciones 

judiciales no se emplean abreviaturas. Las fechas y las cantidades se escriben con 

letras. Las referencias a disposiciones legales y a documentos de identidad pueden 

escribirse en números (...).  

  

Art. 120°. Resoluciones. Los actos procesales a través de los cuales se impulsa o 

decide al interior del proceso o se pone fin a éste, pueden ser decretos, autos y 

sentencias.  

  

Art. 121°. Decretos, autos y sentencias. Mediante los decretos se impulsa el 

desarrollo  del  proceso,  disponiendo  actos  procesales  de  simple  trámite. 

Mediante los autos el juez resuelve la admisibilidad o rechazo de la demanda o de 

la reconvención, saneamiento, interrupción, conclusión y la forma especial de 

conclusión del proceso, el consesorio o denegatorio de los medios impugnatorios, 

la admisión o improcedencia o modificación de medidas cautelares y las demás 

decisiones que requieran motivación para su pronunciamiento.  

  

Mediante la sentencia, el juez pone fin a la instancia o al proceso en definitiva, 

pronunciándose en decisión expresa, precisa y motivada sobre la cuestión 

controvertida declarando el derecho de las partes, o excepcionalmente sobre la 

validez de la relación procesal.  

  

Art.  122°. Contenido y suscripción  de las resoluciones.  Las resoluciones 

contienen:  

 La indicación del lugar y fecha en que se expiden;  
 El número de orden que les corresponde dentro del expediente o del 

cuaderno en que se expiden;  
 La mención sucesiva de los puntos sobre los que versa la resolución 

con las consideraciones, en orden numérico correlativo, de los 

fundamentos de hecho que sustentan la decisión, y los respectivos de 

derecho con la cita de la norma o según el mérito  de lo actuado,  
 La expresión clara y precisa de lo que se decide u ordena, respecto de 

todos los puntos controvertidos. Si el Juez denegase una petición por 
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falta de algún requisito o por una cita errónea de la norma aplicable a 

su criterio, deberá en forma expresa indicar el requisito faltante y la 

norma correspondiente;  
 El plazo para su cumplimiento, si fuera el caso;  
 La  condena en costas  y costos  y,  si procediera,  de  multas; o la 

exoneración de su pago; y,  
 La suscripción del Juez y del Auxiliar jurisdiccional respectivo.  

  

La resolución que no cumpla con los requisitos señalados será nula, salvo los 

decretos que no requieran cumplir con lo establecido en los incisos 3, 4, 5 y 6, y 

los autos del expresado en el inciso 6.  
La sentencia exigirá en su redacción la separación de sus partes expositiva, 

considerativa y resolutiva.  
En primera y segunda instancias, así como en la Corte Suprema, los autos llevan 

media firma y las sentencias firma completa del Juez o Jueces, si es órgano 

colegiado. Cuando los órganos jurisdiccionales colegiados expidan autos, sólo 

será necesaria la conformidad y la firma del número de miembros que hagan 

mayoría relativa.  
Los decretos son expedidos por los Auxiliares Jurisdiccionales respectivos y 

serán suscritos con su firma completa, salvo aquellos que se expidan por el Juez 

dentro de las audiencias.  
Art. 125°. Las resoluciones judiciales serán numeradas correlativamente en el día 

de su expedición, bajo responsabilidad” (Sagástegui, 2003, pp. 286–293; y 

Cajas, 2011, pp. 597-599).  

  

  

B.  Descripción  de  las  resoluciones   en  las  normas  de  carácter  procesal 

constitucional (proceso de amparo). Las normas relacionadas con la sentencia son:  

  
“Art 17º.- Sentencia  

La sentencia que resuelve los procesos a que se refiere el presente título, deberá 

contener, según sea el caso:  La identificación del demandante;  
La identificación de la autoridad, funcionario o persona de quien provenga la 

amenaza, violación o que se muestre renuente a acatar una norma legal o un acto 

administrativo;  
 La determinación precisa del derecho vulnerado, o la consideración de que el 

mismo no ha sido vulnerado, o de ser el caso, la determinación de la obligación 

incumplida;  
La fundamentación que conduce a la decisión adoptada;  
 La decisión adoptada señalando, en su caso, el mandato concreto dispuesto”.  

  

“Art. 55: Contenido de la sentencia fundada  

La sentencia que declara fundada la demanda de amparo contendrá alguno o 

algunos de los pronunciamientos siguientes:  
 Identificación del derecho constitucional vulnerado o amenazado;  
 Declaración de nulidad de decisión o acto o resolución que hayan impedido el    

pleno    ejercicio    de   los    derechos    constitucionales    protegidos    con 

determinación, en su caso, de la extensión de sus efectos;  
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 Restitución o restablecimiento el agraviado en el pleno goce de sus derechos 

constituciones ordenando que las cosas vuelvan al estado en que se 

encontraban antes de la violación;  
 Orden y definición precisa de la conducta a cumplir con el fin de hacer efectiva 

la sentencia.  
En todo caso, el Juez establecerá los demás efectos de la sentencia para el caso 

concreto” (Gómez, G. 2010, p. 685-686).  

  

  

 C. Descripción de las resoluciones en las normas de carácter procesal laboral. Las 

normas relacionadas con la sentencia son:   

  

En la nueva Ley Procesal de Trabajo N° 29497  

  

  

“Art. 31º.- Contenido de la sentencia  

El juez recoge los fundamentos de hecho y de derecho esenciales para motivar su 

decisión. La existencia de hechos admitidos no enerva la necesidad de 

fundamentar la sentencia de derecho.  
La sentencia se pronuncia sobre todas las articulaciones o medios de defensa 

propuestos por las partes y sobre la demanda, en caso que la declare fundada total 

o parcialmente, indicando los derechos reconocidos, así como las prestaciones que 

debe cumplir el demandado. El juez puede disponer el pago de sumas  mayores  a  

las  demandadas  si  apareciere  error  en  el  cálculo  de  los derechos demandados 

o error en la invocación de las normas aplicables. Tratándose de pretensiones con 

pluralidad de demandantes o demandados, el juez  debe  pronunciarse  

expresamente  sobre  los  derechos  y  obligaciones concretos que corresponda a 

cada uno de ellos.  
El pago de los intereses legales y la condena en costos y costas no requieren ser 

demandados. Su cuantía o modo de liquidación es de expreso pronunciamiento en 

la sentencia” (Priori, 2011, p. 180)  
   

D.  Descripción  de  las  resoluciones  en  las  normas  de  carácter  procesal 

contencioso administrativo. Las normas relacionadas con la sentencia son:  

  
“Art. 41 º.- Sentencias estimatorias  

La sentencia que declare fundada la demanda podrá decidir en función de la 

pretensión planteada lo siguiente:  
La nulidad, total o parcial, ineficacia del acto administrativo impugnado, de 

acuerdo a lo demandado.  
 El    restablecimiento    o    reconocimiento    de    una    situación    jurídica 

individualizada y la adopción de cuantas medidas sean necesarias para el 

restablecimiento  o  reconocimiento  de  la  situación  jurídica  lesionada,  aun 

cuando no hayan sido pretendidas en la demanda.  
 La   cesación   de   la   actuación   material   que   no   se   sustente   en   acto 

administrativo y la adopción de cuanta medida sea necesaria para obtener la 
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efectividad  de  la  sentencia,  sin  perjuicio  de  poner  en  conocimiento  del 

Ministerio Público el incumplimiento para el inicio del proceso penal 

correspondiente y la determinación de los daños y perjuicios que resulten de dicho 

incumplimiento.  
 El  plazo  en  el  que  la  administración  debe  cumplir  con  realizar  una 

determinada actuación a la que está obligada, sin perjuicio de poner en 

conocimiento    del  Ministerio  Público  el  incumplimiento  para  el  inicio  del 

proceso penal correspondiente y la determinación de los daños y perjuicios que 

resulten de dicho incumplimiento.  
 El  monto  de  la  indemnización  por  los  daños  y  perjuicios  ocasionados”. 

(Cajas, 2011).  

  

  

“Vistos y contrastados, las normas citadas, se puede distinguir que en las normas 

procesales de carácter procesal civil, se evidencian contenidos más explícitos y 

completos sobre la sentencia, entre las especificaciones se determina lo siguiente” 

(Alvaro, 2013):  

  

  

Las clases de resoluciones: auto, decreto y sentencia.  

La estructura de la sentencia: tripartita  

La denominación de las partes de la sentencia son: parte expositiva, parte 

considerativa y parte resolutiva.  

Se admite que la motivación comprende, la motivación de los hechos y el 

derecho.  

  

  2.2.1.13.3.2. La sentencia en el ámbito doctrinario  

  “Según, León (2008) autor del Manual de Resoluciones Judiciales, publicada por la  

AMAG, se observa lo siguiente:  

  

  

Todo raciocinio que pretenda analizar un problema planteado, para llegar a una 

conclusión requiere como mínimo, de tres pasos: la formulación del problema, el 

análisis, y la conclusión. Esta es una metodología de pensamiento muy asentada en la 

cultura occidental” (Alvaro, 2013).  

  

“Precisa, que en las matemáticas, el primer rubro es: el planteamiento del problema; el 

segundo: el raciocinio (análisis), y tercero, la respuesta.  
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Asimismo, que en las ciencias experimentales, a la formulación del problema, le sigue 

el  planteamiento  de las  hipótesis,  y a continuación,  la verificación  de las mismas 

(ambas etapas se pueden comprender en una etapa analítica), y al final, llega la 

conclusion” (Alvaro, 2013).  

  

“En los procesos de toma de decisión en el ámbito empresarial o administrativo, al 

planteamiento del problema; le sigue la fase de análisis y concluye con la toma de la 

decisión más conveniente (Alvaro, 2013).  

“De igual forma, en materia de decisiones legales, expresa que se cuenta con una 

estructura tripartita para la redacción de decisiones: la parte expositiva, la parte 

considerativa y la parte resolutiva” (Alvaro, 2013).  

  

“A la parte expositiva, tradicionalmente, se identificó con la palabra VISTOS (parte 

expositiva  en  la  que  se  plantea  el  estado  del  proceso  y  cuál  es  el  problema  a 

dilucidar), luego vendría el, CONSIDERANDO (parte considerativa, en la que se 

analiza el problema), y finalmente, SE RESUELVE (parte resolutiva en la que se 

adopta una decisión)” (Alvaro, 2013).  

  

  



 

 

“Esta estructura tradicional, corresponde al método racional de toma de decisiones y 

puede seguir siendo de utilidad, actualizando el lenguaje a los usos que hoy se le dan a 

las palabras” (Alvaro, 2013).  

  

  

“La parte expositiva, contiene el planteamiento del problema a resolver. Puede 

adoptar varios nombres: planteamiento del problema, tema a resolver, cuestión en 

discusión, entre otros. Lo importante es que se defina el asunto materia de 

pronunciamiento con toda la claridad que sea posible. Si el problema tiene varias 

aristas, aspectos, componentes o imputaciones, se formularán tantos planteamientos 

como decisiones vayan a formularse” (Alvaro, 2013).  

  

  

“La parte considerativa, contiene el análisis de la cuestión en debate; puede adoptar 

nombres tales como “análisis”, “consideraciones sobre hechos y sobre derecho 

aplicable”, “razonamiento”, entre otros. Lo relevante es que contemple no sólo la 

valoración de los medios probatorios para un establecimiento razonado de los hechos 

materia de imputación, sino también las razones que desde el punto de vista de las 

normas aplicables fundamentan la calificación de los hechos establecidos” (Alvaro, 

2013).  

  

En este orden, el contenido mínimo de una resolución de control sería el siguiente:  

  

a. Materia: ¿Quién plantea qué imputación sobre quién?, ¿cuál es el 

problema o la materia sobre la que se decidirá?  
b. Antecedentes procesales: ¿Cuáles son los antecedentes del caso?, ¿qué 

elementos o fuentes de prueba se han presentado hasta ahora?  
c. Motivación sobre hechos: ¿Qué razones existen para, valorando los 

elementos de prueba, establecer los hechos del caso?  
d. Motivación sobre derecho: ¿Cuáles son las mejores razones para 

determinar qué norma gobierna el caso y cuál es su mejor interpretación?  
e. Decisión. En este marco, una lista esencial de puntos que no deben 

olvidarse al momento de redactar una resolución judicial, que son los siguientes:  
• ¿Se ha determinado cuál es el problema del caso?  
• ¿Se  ha  individualizado  la  participación  de  cada  uno  de  los  imputados  o 

intervinientes en el conflicto?  
• ¿Existen vicios procesales?  
• ¿Se han descrito los hechos relevantes que sustentan la pretensión o pretensiones?  
• ¿Se han actuado las pruebas relevantes?  
• ¿Se ha valorado la prueba relevante para el caso?  



 

 

• ¿Se ha descrito correctamente la fundamentación jurídica de la pretensión?  
• ¿Se elaboró un considerando final que resuma la argumentación de base para la 

decisión?  
• La parte resolutoria, ¿señala de manera precisa la decisión correspondiente?  
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• ¿La resolución respeta el principio de congruencia? (Alvaro, 2013)  

  

  

A lo expuesto, León (2008) agrega un elemento más: la claridad, que debe entenderse 

de la siguiente manera:  

“(...) es otro de los criterios normalmente ausente en el razonamiento jurídico legal. 

La claridad, consiste en usar el lenguaje en las acepciones contemporáneas, usando  

giros  lingüísticos  actuales  y  evitando  expresiones  extremadamente técnicas o en 

lenguas extranjeras como el latín. La claridad, exigida en el discurso jurídico hoy, 

contraviene la vieja tradición erudita y elitista del lenguaje legal dogmático. La 

claridad no implica un desprecio por el lenguaje dogmático, sino que lo reserva para 

los debates entre especialistas en materia legal (p. 19).  

  

  

Asimismo, según Gómez, R. (2008):  

  

“La sentencia, es una voz, que significa varias cosas; pero si se toma, en sentido propio 

y formal, es un pronunciamiento del juez para definir la causa. En cuanto a sus partes 

y denominaciones expresa, que son tres: parte dispositiva, parte motiva y 

suscripciones” (Alvaro, 2013).  

  

La parte dispositiva. Viene a ser la definición de la controversia, es la sustancia 

de la sentencia, a la cual conviene que se acerque el cuerpo o la forma, y la 

publicación; porque la sentencia guarda su día, en el cual fue dada.  
La parte motiva. Constituida, por la motivación que resulta ser, el mecanismo a 

través del cual, el juez se pone en contacto con las partes, explicándoles el por qué 

y la razón de su proceder, al mismo tiempo que les garantiza el contradictorio, y 

el derecho de impugnación. Dicho de otro modo, la motivación tiene como 

propósito verificar que los jueces dejen patente el camino por el cual han llegado 

a la decisión y cómo han aplicado el derecho a los hechos.  
Suscripciones. Es la parte, donde se evidencia el día en el cual se profiere   la 

sentencia; es decir el día en el cual la sentencia es redactada y suscrita; no el día 

en el cual debatieron, porque ese fue el día en que reunidos establecieron qué cosa 

había que establecer en la parte dispositiva de la sentencia. Establecida, por 

consiguiente, por los  jueces,  la parte  dispositiva de la  futura sentencia, la causa  

entonces  es definitiva, pero la sentencia todavía no existe, existiendo sólo el día 

de la redacción y suscripción. Antes de esa fecha, solo se tiene un anuncio de 

sentencia (Alvaro, 2013).  

  

Estructura interna y externa de la sentencia. Según Gómez, R. (2008), 

Respecto a la estructura interna, la sentencia como acto que emana de un órgano 



 

 

jurisdiccional  debe  estar  revestida  de  una  estructura,  cuya  finalidad,  en  

último término es emitir un juicio por parte del juez, por esta razón, el Juez deberá 

realizar tres operaciones mentales, que a su vez constituirán la estructura interna 

de la sentencia, como son:  
La selección normativa. Que consiste en la selección de la norma que ha de aplicar 

al caso concreto o sub judice.  
El análisis de los hechos. Que está conformado por los hechos, al cual aplicará la 

norma seleccionada.  
La subsunción de los hechos por la norma. Que consiste en un acople espontáneo 

de los hechos (facta91) a la norma (in jure). Lo cual ha generado que algunos 

tratadistas sostengan,  conciban  y  apliquen  a  la  elaboración  de  la  sentencia,  

el  símil  del silogismo; como aquel proceso lógico jurídico, donde la premisa 

mayor está representada por la norma, mientras que la premisa menor por los 

hechos alegados y vinculados al proceso.  
La conclusión. Que, viene a ser la subsunción, en donde el juez, con su autoridad, 

se pronuncia, manifestando que tal o cual hecho se encuentran subsumido en la 

ley. Con este proceso, el juez no haría más que conjugar el precepto legal con los 

hechos y las peticiones de las partes, armonizando la voluntad del legislador con 

la voluntad del juez (Gómez, 2008).  

  
Respecto a la formulación externa de la sentencia; sostiene que el Juez, debe tener en 

cuenta no solo lo hechos; sino también, el derecho; para lo cual debe:  

Conocer los hechos afirmados y su soporte legal. Esto es cuando el juez da curso 

al proceso en base a la petición del actor, en este preciso momento él es todo un 

ignorante  de  los  hechos,  pues  si  los  conociera  estaría  asumiendo  la  función  

de testigo; pero en la medida en que vayan haciendo su ingreso las pruebas al 

proceso, el juez se torna conocedor de los hechos, conocimiento que es 

suministrado por los elementos probatorios.  
Comprobar la realización de la ritualidad procesal. Si el proceso está 

constituido por  una  serie  de  actos,  puestos  por  las  partes  y por  el  Juez,  estos  

deben  estar sometidos a las ritualidades procesales, cuya constatación 

corresponde al juez, con el propósito de que se respeten y se garanticen los 

derechos de las partes en contienda.  
Hacer el análisis crítico de las pruebas alegadas por las partes. Con el 

propósito de constatar la existencia de los hechos. Según ello, no es suficiente, ni 

basta allegar al proceso los elementos probatorios; sino que se hace necesario que 

el juez lleve a cabo la función valorativa de los mismos, para lo cual debe realizar 

una operación de percepción, de representación, directa e indirecta, y por último, 

una operación de razonamiento de todo el caudal probatorio en base a la llamada 

sana crítica con cuyo giro se requiere significar todo ese cúmulo de conocimientos 

de diversa índole: antropológicos, sociológicos, empíricos, susceptibles de 

engrosar el patrimonio cultural de una persona.  
Interpretar la presunta normativa que subsume los hechos afirmados, y probados 

(demostrados).  
Proferir el fallo judicial (juicio) que supone la subsunción de los hechos en la 

norma y decidir con autoridad de causa.  
Notas que debe revestir la sentencia. En opinión de Gómez, R. (2008), para que 

el fallo emitido por el Juez merezca el nombre de sentencia, este debe evidenciar 

el siguiente perfil:  



 

 

Debe ser justa. Vale decir, pronunciada en base a las normas del derecho y los 

hechos, que han sido probados; porque en el derecho lo que no se prueba es como 

si no existiera.  
Debe  ser  congruente.  Quiere  decir  que  sea  conveniente,  y  oportuna.  Debe 

evidenciar conformidad de extensión, concepto y alcance entre el fallo y las 

pretensiones formuladas por las partes en juicio.  
Debe ser cierta. La certeza al cual se alude, debe predicarse no solo frente al Juez, 

quien debe haber quedado convencido; sino también debe ofrecer seguridad a las 

partes   litigantes,   de   tal   manera   que   queden   desvanecidas   toda   duda,   

pues  actualmente, se insiste y se habla de un derecho a la verdad.  
Debe ser clara y breve. La claridad y la brevedad, son dos aspectos fundamentales. 

Con la claridad se busca asegurar que la sentencia sea inteligible  

  y de fácil comprensión; vale dec92ir, e vidente y manifiesto por las partes; en cambio con 

la brevedad, se busca que la sentencia diga lo que tiene que decir y nada más; asegurando no 

incurrir en situaciones perjudiciales, como son la excesiva brevedad y la extensión innecesaria.  

Debe ser exhaustiva. Que, equivale a resolver todas las cuestiones planteadas en 

la demanda y la contestación de la demanda (Alvaro, 2013).  

  

  

Finalmente, el autor en referencia aborda el tema:  

  

El símil de la sentencia con el silogismo  

  

“En primer lugar, la similitud entre la sentencia y el silogismo, obedece a cuestiones 

didácticas. Se suele comparar la manera cómo funciona un silogismo, en el cual, 

necesariamente se basa en las leyes de la lógica;  donde las partes le piden al juez que 

emita una decisión, a través de un juicio que termina con una conclusión, para lo cual 

debe apoyarse en:  La premisa mayor,  que es  la norma del  derecho  positivo; la premisa 

menor; que es la situación de hecho; y finalmente, se tiene, la conclusión; donde se 

evidencia la determinación del efecto jurídico” (Alvaro, 2013).  

  
De ser así, la labor del Juez consistiría en interpretar la ley  

  

  

  A su turno, De Oliva y Fernández, en Hinostroza (2004, p.91) acotan:  

“(...) Se estructuran las sentencias (...) en Antecedentes de hecho, fundamentos de 

derecho y, por último el fallo (...).  
Los antecedentes de hecho son la exposición, en párrafos separados, de los 

antecedentes del asunto, desde su inicio hasta el momento en que, precisamente, 

se halla el tribunal, esto es, el de dictar sentencia definitiva. Estos antecedentes 

son: sobre todo, procedimentales, lo que significa que las pretensiones de las partes   

y   los   hechos   en   que   las   funden,   que   hubieren   sido   alegados 

oportunamente,  y  que  estén  enlazados  con  las  cuestiones  que  hayan  de 

resolverse (...), aparecen al hilo de una descripción del desarrollo del proceso (...). 



 

 

Los fundamentos de derecho son los párrafos (...) que contienen los argumentos 

jurídicos de las partes y, respecto de ellos, lo que el tribunal toma en consideración 

para resolver sobre el objeto u objetos del proceso, en relación con las normas (...) 

y la doctrina (generalmente, interpretativa del Derecho positivo o explicitadora de 

principios generales del Derecho), que estimen aplicables (...). (...) Después de 

antecedentes y fundamentos, aparece el fallo (...). El fallo deber ser completo y 

congruente (...).  
En el fallo se hará referencia al tema de las costas, ya sea para condenar (por el 

criterio objetivo o por apreciar temeridad o mala fe), ya sea para expresar que no 

procede un especial pronunciamiento en esa materia” (p. 91).  

  

Por su parte, Bacre, (1986) expone:  

  

  

La doctrina divide a la sentencia en tres partes: Resultandos, considerandos y fallo 

(...),  
- Resultandos.  
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En esta primera parte de la sentencia hay una exposición de las cuestiones 

planteadas, es decir, el juez sintetiza el objeto del proceso, su causa, señala quiénes 

intervienen en él, y menciona las etapas más importantes del trámite, como  por  

ejemplo,  si  se  abrió  a  prueba  o  tramitó  la  causa  como  de  puro derecho, si 

se alegó, si hubieron incidentes durante su transcurso, etc.  
El término “resultandos”, debe interpretarse en el sentido de “lo que resulta o surge 

del expediente”, es decir del conjunto de datos que se pueden extraer del mismo  

y  que  el  juez  destaca  en  esta  parte  introductoria  de  la  sentencia. También, 

en la práctica se utiliza la expresión: Y VISTOS.  
- Considerandos  

En  esta  segunda  parte  de  la  sentencia  o  “considerandos”,  el  juez  no  sólo 

necesitará  convencerse  a  sí  mismo,  sino  también  a  los  litigantes  y  a  la 

comunidad de la justicia de su decisión, por lo que tendrá que exponer los 

fundamentos o razonamientos en que apoyará su fallo o conclusión.  
Los considerandos constituirán, entonces, la parte medular de la sentencia. Aquí 

el Juez desarrollará la fundamentación de su decisión, operación que a su vez, 

consta de tres fases o etapas: la reconstrucción de los hechos, a través de la 

consideración por separado de las cuestiones planteadas por las partes (...) y su 

cotejo con las pruebas producidas; la determinación de la norma aplicable (...) y 

el examen de los requisitos para la procedencia de la pretensión (...).  
- Fallo o parte dispositiva  

Constituye la tercera y última parte de la sentencia (...)  
El magistrado, luego de fundar su fallo en los hechos probados y en el derecho 

vigente aplicable al caso, debe decidir (...) condenando o absolviendo, en todo o 

en parte, en forma expresa, positiva y precisa, con arreglo a las pretensiones 

planteadas (Citado por Hinostroza, 2004, pp. 91-92).  

  

  



 

 

  2.2.1.13.3.3. La sentencia en el ámbito de la Jurisprudencia  

“En la jurisprudencia se ha destacado, diversos aspectos de la sentencia. Entre las 

cuales se citan” (Alvaro, 2013):  

  Definición jurisprudencial:  

“La sentencia es una operación mental analítica y crítica, mediante la cual el juez 

elige entre la tesis del actor o la antítesis del demandado, la solución que le parezca 

arreglada a derecho y al mérito del proceso, razón por la cual se señala que la 

sentencia viene a ser la síntesis” (Expediente 1343-95-Lima, VSCS, Alberto 

Hinostroza M. “Jurisprudencia Civil”. T. II. p. 129.  

  

  

La sentencia como evidencia de la tutela jurisdiccional efectiva:  

  
“La sentencia exterioriza una decisión jurisdiccional del Estado, consta en un 

instrumento público, y es la materialización  de la tutela jurisdiccional que llena 

su función al consagrar un derecho mediante una declaración afirmada de que la 

relación sustancial discutida se encuentra en los presupuestos legales abstractos y 

como consecuencia de lo cual establece, en la sentencia, una norma concreta para 

las partes, de obligatorio cumplimiento” (Casación N° 2736-99/Ica, publicado en 

el Diario Oficial El Peruano el 07.04.2000, p. 4995).  

  

  Alcances de los fundamentos de hecho en la sentencia:  

“Los fundamentos de hecho de las sentencias consiste en las razones y en la 

explicación de las valoraciones 94esenciales y determinantes que han llevado a la 

convicción de que los hechos que sustentan la pretensión se han verificado o no en 

la realidad; en cambio, los fundamentos de derecho consiste en las razones 

esenciales que han llevado al Juez a subsumir o no un hecho dentro del supuesto 

hipotético   de la norma jurídica, lo que supone también   que debe hacer se mención 

a la norma que resulta o no aplicable al caso sub litis” (Casación N° 1615-99/Lima, 

publicada en el Diario Oficial El Peruano el 20-01-2000, pp. 4596-4597).  

  

“El  juicio  de  hecho  consiste  en  una  declaración  histórica,  que  el  Juez  de 

instancia elabora sobre la base de los hechos alegados y la prueba actuada por las 

partes, y que por tanto es particular del caso y hasta irrepetible; mientras que el 

juicio de derecho corresponde a la subsunción  de la norma que el Juzgador 

considera aplicable a los hechos que se han determinado” (Casación N° 582- 

99/Cusco, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 19-10-1999, pp. 3774- 

3775).  

  

  

“Que no es posible alcanzar una decisión justa si ésta se sustenta en una deficiente 

apreciación de los hechos, puesto que no se puede perder de vista que hay 

violación o falsa aplicación de la ley cuando se invoca una norma a un hecho 

inexistente, como lo hay también cuando se niega su aplicación a un hecho 

existente” (Expediente 1948-98-Huaura, SCTSs.P.04/01/99).  



 

 

  

  La sentencia revisora:  

“La sentencia revisora que confirma el fallo de la apelada, puede reproducir e todo 

o en parte los fundamentos de la apelada, en cuyo caso expresará: “por sus propios 

fundamentos” o “por los fundamentos pertinentes”   y puede también prescindir 

de ellos, pues podría llegar a la misma conclusión con un razonamiento distinto, 

en cuyo caso debe cumplir los requisitos de la fundamentación (...)” (Casación N° 

2164-98/Chincha, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 18-08-1999, pp. 

3223-3224).  

  

  La situación de hecho y de derecho en la sentencia:  

“Las  sentencias  y  desde  luego  también  las  resoluciones  equivalentes  que 

pongan fin a la instancia, o se pronuncian HIC ET NUNC, esto es, aquí y ahora, 

lo que equivale a sostener que dichas resoluciones, necesariamente deben referirse 

a las situaciones de hecho y de derecho planteadas en la demanda y en su 

contestación o contradicción, lo que propiamente constituye   la litis o los 

extremos de la controversia” (Expediente 2003-95-Lima, VSCS, Alberto 

Hinostroza M. “Jurisprudencia Civil”. T. II. p. 39.  

  

  La motivación del derecho en la sentencia:  

“La motivación de los fundamentos de derecho es el resultado del análisis de los 

hechos que se da en forma conjunta y no de modo independiente por cada 

considerando” (Casación N° 178-2000/Arequipa, publicada en el Diario Oficial 

El Peruano el 26-05-2000, p. 5419).  

  

“El demandado interpone el presente recurso de casación contra la sentencia de 

vista expedida por la Primera Sala de la Corte Superior de Justicia del Cusco, que 

confirmando   la sentencia apelada que declaró fundada la demanda interpuesta 

por el demandante, sobre obligación   de entregar bien mueble, declarando  la  Sala  

Casatoria  fundado  el  recurso  al  comprobarse    que  la sentencia    de  primera  

instancia  no  ha  expresado    fundamento  de  derecho material que sustente   su 

fallo,95 co ntraviniendo así   normas que garantizan el debido proceso” (Cas. 310-

03-Cusco-09.06.03) Jurisprudencia Civil”. Ed. Normas Legales. T.III. p. 45.  

  

De lo expuesto en lo normativo, doctrinario y jurisprudencial, se establece que hay 

consenso en la estructura, denominación y contenidos de la sentencia.  

  

  2.2.1.13.4. La motivación de la sentencia  

“Es mayoritaria la postura de considerar a la sentencia como un acto racional. Que, la 

sentencia es el resultado de una operación lógica, lo que implica reconocer la existencia 

de un método jurídico racional y lógico de decisión; de ahí que el juicio de hecho y de 

derecho que se expresa en la sentencia, están sometidos a un conjunto de reglas  



 

 

racionales  y  lógicas  contenidas  en  la  ley,  que  permiten  controlar  la racionalidad 

de la decisión y de su correspondiente justificación” (Colomer).  “La ley se convierte 

en el parangón de racionalidad de la sentencia, las reglas que regulan y limitan la 

actividad jurisdiccional están en la misma ley, en ella están previstas los ámbitos de la 

actuación del órgano jurisdiccional, ahí se le indica el cuándo y el cómo de su actividad 

y, al tiempo, fija los casos en que la actuación del Juez será discrecional o reglada. Por 

lo tanto, la motivación se convierte en la contrapartida a la libertad de decisión que la 

ley le ha concedido al juzgador” (Colomer, 2003).  

  

  

2.2.1.13.4.1. La motivación como justificación de la decisión, como actividad y 

como producto o discurso  

  Desde la perspectiva de Colomer (2003) estos aspectos se explican de la siguiente 

manera:  

  

A. La motivación como justificación de la decisión  

La motivación, es la justificación que el juez realiza para acreditar que existe un 

conjunto de razones concurrentes que hacen aceptable, una decisión tomada para 

resolver un conflicto determinado.  
Esta situación es observable en la estructura de la sentencia, porque al examinarla 

se distinguen dos partes, una donde se registra la decisión y la otra, donde se 

desarrolla la motivación, que viene a ser los antecedentes de hecho y los 

fundamentos jurídicos. La separación es únicamente para la redacción; porque la 

interrelación entre ambas, es imprescindible. No se olvide que la decisión es el 

objeto o propósito de la motivación.  
Cabe destacar también, que la obligación de motivar contemplada en el inciso 5 

del Art.  139°  de  la  Constitución  Política  del  Estado  (Chanamé,  2009),  no  

está refiriéndose a una explicación, sino a una justificación; ya que son dos 

términos muy distintos.  
Según la doctrina, explicar significa mostrar las razones que permiten considerar 

a la decisión adoptada como una consecuencia precisamente de esas razones y no 

tiene la intención de obtener la 96ace ptación de los destinatarios. Por su parte, la  
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justificación también, consiste en mostrar las razones, pero de razones que buscan 

obtener la aceptación de los destinatarios, porque no se refiere a las causas que 

han provocado la sentencia, sino a las bases jurídicas en las que se apoya la 

decisión, las que respaldan su legitimidad jurídica. En éste sentido la motivación 

es sinónimo de justificación jurídica de la decisión; es decir que la esencia de la 

decisión adoptada es conforme a derecho y ha sido adoptada con sujeción a la ley.  
B. La motivación como  actividad  

La motivación como justificación de una decisión, primero se elabora en la mente 

del juzgador para luego hacerse pública a través de la redacción de la resolución. 

La motivación como actividad, consiste en un razonamiento de naturaleza 

justificativa, donde el Juez examina la decisión que adoptará, tomando en cuenta 

su aceptación por los destinatarios y la posibilidad de que será motivo de control 

posterior, por los mismos litigantes y los órganos jurisdiccionales superiores; de 

ahí que se afirme que la motivación como actividad tiene como propósito actuar 

como autocontrol del propio órgano jurisdiccional, que no tomará una decisión que 

no pueda justificar.  
C. La motivación como producto o discurso  

Esencialmente la sentencia es un discurso, un conjunto de proposiciones 

interrelacionados e insertas en un mismo contexto identificable subjetivamente 

(encabezamiento) y objetivamente (mediante fallo y el principio de congruencia). 

Es un acto de comunicación, de transmisión de contenidos que para lograr su 

finalidad comunicativa, debe respetar criterios relacionados a su formación y 

redacción; de ahí que el discurso justificativo, como parte esencial de su contenido 

y estructura de toda sentencia, nunca será libre.  
El juzgador no es libre para redactar el discurso de la sentencia; porque, el discurso 

está delimitado por unos límites de carácter interno (relativos a los elementos 

usados en el razonamiento de justificación), y por unos límites externos (el 

discurso no podrá  incluir  proposiciones  que  estén  más  allá  de  los  confines  

de  la  actividad jurisdiccional), se limita a lo que existe en el proceso.  
La motivación tiene como límite la decisión, en este sentido no podrá denominarse 

motivación a cualquier razonamiento expuesto en el discurso que no se tenga la 

intencionalidad de justificar la decisión adoptada. Existe una estrecha relación 

entre justificación y fallo.  
      El discurso de la sentencia no es libre.  
Los límites internos condicionan que el Juez no podrá usar en la redacción de la 

motivación  cualquier  proposición  o  unidad  conceptual,  sino  sólo  aquellos  que 

respeten  las reglas que disciplinan el juicio de hecho y de derecho en cada tipo de 

proceso, es decir las que se adecuen   a las exigencias existentes en cada orden 

jurisdiccional, precisamente con el respeto a éstas exigencias se garantiza la 

racionalidad del razonamiento empleado y del discurso empleado en la sentencia; 

porque la decisión judicial es una decisión jurídica formalizada, y esta 

formalización se consigue respetando las reglas jurídicas que disciplinan la 

actividad del Juez en la solución de la quaestio facti y de la quaestio iuris.  
Por ejemplo en el proceso civil, para asegurar que el discurso empleado en la 

sentencia sea racional, el Juez deberá ocuparse de que los hechos usados al redactar 

la justificación deberán ser racionales, para ello deberá respetar las reglas relativas 

a la selección de los hechos (principio de aportación de parte, principio de 

disponibilidad de las pruebas; (...) y las relativas al empleo de los mismos 

(principio de alegación).  
Por su parte los límites externos, no están referidos a los elementos empleados, 

sino a la extensión de la actividad discursiva, pretende evitar que el juzgador 



 

 

aproveche la motivación para incluir proposiciones extrañas al thema decidendi. 

No será racional cualquier decisión extravagante, sino aquellos que coincidan con 

el objeto procesal diseñado por las partes y sometido al conocimiento del Juez 

(Colomer, 2003).  

  

  

2.2.1.13.4.2. La obligación de motivar  

  

A. La obligación de motivar en la norma constitucional  

 Está prevista en la Constitución Política del Estado que a la letra establece “Art. 139°: 

Principios y Derechos de la Función Jurisdiccional. Inc. 3°: La motivación escrita de 

las resoluciones judiciales en todas las instancias excepto los decretos de mero trámite, 

con mención expresa de la ley aplicable y los fundamentos de hecho en que se 

sustentan” (Chanamé, 2009, p. 442).  

  

Comentando la norma glosada el mismo autor expone: “Esta garantía procesal es válida 

e importante en todo proceso judicial. En lo que respecta al Juez, éste se halla sometido 

a la Constitución y la leyes; textualmente la Constitución precisa que la labor del Juez 

consistirá en tomar decisiones basada en fundamentos de hecho y de derecho” 

(Chanamé, 2009, p. 442).  

B. La obligación de motivar en la norma legal  

a. En el marco de la ley procesal civil  

Al examinar las normas procesales, el tema de la motivación está prevista en todas ellas:  

  

  

b. En el marco de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el numeral 12 contempla:  

  

  

“Todas las resoluciones con excusión de las de mero trámite, son motivadas, bajo 

responsabilidad, con expresión de los fundamentos en que se sustentan. Esta disposición 

alcanza a los órganos jurisdiccionales de segunda instancia que absuelve el  grado,  en  

cuyo  caso,  la  reproducción  de  los  fundamentos  de  la  resolución recurrida, no 

constituye motivación suficiente” (Gómez, G. 2010, pp. 884-885). “Al término de lo 

expuesto, conforme a lo establecido en la Constitución Política del Estado y la Ley 
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Orgánica del Poder Judicial todos los jueces deben motivas sus decisiones, con sujeción 

a la Constitución y la ley, se entiende la ley de la materia que estén resolviendo, y muy 

al margen que en algunas de ellas no se regula la motivación en forma aplica y explícita, 

lo98 que se tiene que hacer es motivar, es decir justificar la decisión con argumentos o 

razones explícitas, completas y suficientes” (Alvaro, 2013).  

  

  

2.2.1.13.5.   Exigencias   para   una   adecuada   justificación   de   las   decisiones 

judiciales  

 “Sobre el particular se expone contenidos expuestos por Colomer (2003), que tienen como 

base considerar a la sentencia un resultado de la actividad jurisdiccional” (Alvaro, 

2013).  

  

  

  

  2.2.1.13.5.1. La justificación fundada en derecho  

La motivación no puede entenderse cumplida con una fundamentación cualquiera 

del pronunciamiento judicial; por el contrario la justificación fundada en derecho, 

es aquella que se evidencia en la propia resolución de modo incuestionable que su 

razón de ser es una aplicación razonada de las normas que se consideren adecuadas 

al caso.  
La   razón   de   exigir   que   la   justificación   contenida   en   la   motivación   esté 

necesariamente fundada en derecho, es porque la decisión jurisdiccional se trata de 

una decisión jurídica.  
Con la justificación lo que se pretende es, asegurar, dejar patente que la decisión 

jurisdiccional es consecuencia de una adecuada aplicación e interpretación de las 

normas jurídicas que disciplinan el juicio de hecho y de derecho existente en toda 

causa o caso concreto.  
Por consiguiente un adecuado ejercicio de la potestad jurisdiccional es aquello, que 

obliga a los jueces a justificar sus decisiones tomando como base las normas  y 

principios del ordenamiento jurídico, entonces lo que le sirve de marco de 

referencia al juzgador es el ordenamiento que le sirve para limitar su actuación. De 

otro lado, también se puede afirmar, que la motivación fundada en Derecho sirve 

como límite, como margen de libertad a la potestad decisoria que ostenta el 

juzgador, ya que cualquiera que fuere el asunto sobre el cual debe pronunciarse lo 

que debe procurar es motivar las sentencias conforme a las normas y principios y 

sistema de fuentes del ordenamiento jurídico vigente.  
No basta que el texto de la sentencia se consigne unos razonamientos tildados de 

jurídicos, si su lectura y análisis ponen de manifiesto que son contradictorios, 

irrazonables o carentes de sentido lógico; es preciso que asegurar que la 

argumentación sea razonable y se encuentre fundada en derecho, de esta forma se 

estará dando respuesta congruente y jurídica a la cuestión litigiosa planteada 

(Alvaro, 2013).  



 

 

  

  

  2.2.1.13.5.2. Requisitos respecto del juicio de hecho  

En opinión de Colomer (2003):  

  

A. La selección de los hechos probados y la valoración de las pruebas  

  

Se funda en el reconocimiento de que la labor del juez es una actividad dinámica, 

cuyo punto de partida es la realidad fáctica alegada y expuesta por las partes y las 

pruebas que ambos han propuesto, a partir de los cuales deduce un relato o relación 

de hechos probados.  
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Precisamente ese relato es el resultado del juicio de hecho, y es ahí donde se debe 

evidenciar una adecuada justificación de cada momento que conforma la 

valoración de las pruebas.  
B. La selección de los hechos probados  

Está  compuesta  por  un  conjunto  de  operaciones  lógicas  (interpretación  de  

las pruebas, análisis sobre su verosimilitud, etc.), que se descomponen e 

individualizan en la mente del Juez, pero que en la realidad ocurre en un solo acto. 

Existe la necesidad de seleccionar los hechos, por la presencia del principio de 

contradicción como parte esencial del derecho a un proceso con todas las 

garantías, en consecuencia pueden darse las siguientes situaciones: 1) Existencia 

de dos versiones sobre un mismo hecho. 2) Existencia de dos hechos que se 

excluyan, cuando uno de los litigantes alegue un hecho impeditivo o extintivo del 

hecho constitutivo de su contraparte. 3) Existencia de dos hechos que se 

complementen respectivamente, cuando se haya alegado un hecho modificativo 

del hecho constitutivo de su contraparte.  
El juez al momento de sentenciar tiene que seleccionar unos hechos a los cuales 

aplicar las normas jurídicas que pongan fin a la controversia que originó la causa, 

esta selección se hará en función de los medios probatorios; en consecuencia la 

selección de los hechos implica examinar las pruebas. Esta actividad a su vez 

implicará examinar la fiabilidad de cada medio de prueba, es decir si puede 

considerarse o no fuente de conocimiento, como tal deberá evidenciar todos los 

requisitos  requeridos por cada medio de prueba para ser considerados 

mecanismos de transmisión  de un concreto hecho; este examen de fiabilidad no 

solo consiste en verificar si tiene o no los requisitos, implica también aplicar las 

máximas de la experiencia al concreto medio probatorio y de este modo el juez 

alcanza una opinión.  
Al  examen  de  fiabilidad  le  sigue  la  interpretación  de  la  prueba  y,  ambos  

se constituyen en fundamentos para realizar la valoración de la prueba, toda vez 

que es imposible valorar las pruebas sin conocer su significado; en esta actividad 

el juez utiliza las máximas de la experiencia. Por eso es lógico exigir que en la 

motivación el juzgador justifique el concreto empleo de una máxima de la 

experiencia que haya realizado, para así demostrar que el significado que le 

atribuye a la prueba es el que debería de obtenerse en una correcta aplicación de 

la máxima elegida. Otro elemento del razonamiento del Juez al apreciar las 

pruebas es el juicio de verosimilitud que debe realizar sobre los hechos 

justificados con las pruebas practicadas; precisamente dicho examen es 

controlable si se llega a conocer la máxima de la experiencia empleada por el Juez, 

lo que debe reflejarse en la motivación fáctica; al hacer el juicio de verosimilitud 

el juez se halla frente a dos clases de hechos, los hechos alegados por las partes y 

los hechos considerados verosímiles.  
C. La valoración de las pruebas  

Es una operación lógica realizada por los jueces que presenta dos características, 

de una parte es un procedimiento progresivo y de otro es una operación compleja. 

La primera  se  inicia  con  el  examen  de  fiabilidad,  la  interpretación,  el  juicio  

de verosimilitud, etc. los cuales le suministran elementos necesarios para la 

valoración. En cuanto a la operación compleja, está referida al hecho de que el 

Juez maneja un conjunto de elementos diversos que le permiten deducir un relato 

global de los hechos probados, entonces el juzgador maneja los siguientes 

elementos: 1) el resultado probatorio de todas las pruebas legales y libres 
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practicadas en la causa. 2) Los hechos probados recogidos en otras causas. 3) y 

por último, los hechos alegados. D. Libre apreciación de las pruebas  
Estos puntos han sido abordados en el punto de los sistemas de valoración de las 

pruebas: prueba tasada, libre convicción y sana crítica.  
A ésta precisión, cabe agregar lo que expone Colomer (2003) quien expone 

actualmente la mayoría de los países tienen sistemas mixtos, donde el libre 

convencimiento se aplica cuando la ley no determina previamente el valor  
(Colomer, 2003).  

  

  

  2.2.1.13.5.3. Requisitos respecto del juicio de derecho  

En opinión de Colomer (2003):  

A. La justificación de la decisión sea consecuencia de una aplicación 

racional del sistema de fuentes del ordenamiento  

Al decidir el juez debe enlazar la decisión con el conjunto de normas vigentes, 

porque de este  modo  estará  garantizando  que la decisión  y su  justificación  son 

jurídicas por estar fundadas en normas del ordenamiento, caso contrario puede 

vulnerarse la constitución porque se estaría contraviniendo lo establecido en la 

Constitución, porque la decisión debe fundarse en el derecho. Para cumplir estos 

extremos el Juez tendrá que seleccionar una norma vigente y válida; es decir antes 

de aplicarla debe asegurarse de su vigencia y de su legalidad; verificar  su  

constitucionalidad.  Asimismo,  la  norma  seleccionada  deberá  ser adecuada a 

las circunstancias del caso, es decir relacionarse que se corresponda con el  objeto  

de la causa,  guardar  congruencia  con  las  peticiones  de las  partes,  las 

alegaciones de las partes que comprende las alegaciones fácticas y las alegaciones 

jurídicas.   
B. Correcta aplicación de la norma  

Seleccionada la norma  según los  criterios vertidos, se debe asegurar la correcta 

aplicación, cuya finalidad es verificar que la aplicación sea la correcta y conforme 

a derecho; su finalidad es verificar la validez material, evitar infringir las reglas 

de aplicación  como  por  ejemplo:  Ley  especial  prevalece  sobre  la  ley  general,  

el principio de jerarquía normativa; ley posterior deroga la anterior, etc.  
C. Válida interpretación de la norma  

La interpretación es el mecanismo que utiliza el Juez para dar significado a la 

norma previamente seleccionada  y reconstruida (...) Existe íntima interrelación  

entre la interpretación y la aplicación de las normas.  
D. La motivación debe respetar los derechos fundamentales  

La motivación no se tiene cumplida con una fundamentación cualquiera, sino que 

sea una fundamentación en derecho, es decir, que en la misma resolución se 

evidencie de modo incuestionable que su razón de ser es la aplicación de las 

normas razonadas, no arbitraria, y no incursa en error patente que se considere 

adecuada al caso.  
La motivación entonces debe contener una justificación fundada en derecho, no 

solo fruto de una aplicación racional de la norma, sino que la motivación no 

vulnere derechos fundamentales.  
E. Adecuada conexión entre los hechos y las normas que justifican la 

decisión  

La motivación fundada en derecho, además de lo expuesto, deberá evidenciar una 

adecuada conexión entre los hechos que sirvan de base a la decisión y las normas 
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que le den el respaldo normativo; esta conexión entre la base fáctica de la 

sentencia y las normas que se usan para decidir es ineludible de una correcta 

decisión del juicio de derecho. Esta motivación es el punto de unión entre la base 

fáctica y la base jurídica, lo cual proviene de la propia estructura del proceso, ya 

que son las partes quienes proveen y fijar el tema a decidir a través de las 

peticiones Colomer, 2003).  

  

  

  2.2.1.13.6. Principios relevantes en el contenido de la sentencia  

“Con lo expuesto no se trata de soslayar la funcionalidad e importancia que tienen los 

demás principios en el ejercicio de la función jurisdiccional, sino destacar la 

manifestación del rol que cumplen dos principios básicos en el contenido de la 

sentencia. Estos son, el Principio de congruencia procesal y el Principio de motivación” 

(Alvaro, 2013).  

  

  2.2.1.13.6.1. El principio de congruencia procesal  

“En el sistema legal peruano, está previsto que el Juez debe emitir las resoluciones 

judiciales, y en especial la sentencia, resolviendo todos y únicamente los puntos 

controvertidos, con expresión precisa y clara de lo que manda o decide, conforme se 

puede observar en la primera parte del inciso 4 del Art. 122 del C.P.C.” (Alvaro, 2013)  

  

“Por tanto frente al deber de suplir y corregir la invocación normativa de las partes 

(Iura Novit Curia), existe la limitación impuesta por el Principio de Congruencia 

Procesal para el Juez, porque éste solamente debe sentenciar según lo alegado y 

probado por las partes” (Ticona, 1994).  

  

“Por el principio de congruencia procesal el Juez no puede emitir una sentencia ultra 

petita (más allá del petitorio), ni extra petita (diferente al petitorio), y tampoco citra 

petita (con omisión del petitorio), bajo riesgo de incurrir en vicio procesal, el cual puede 

ser motivo de nulidad o de subsanación (en vía de integración por el Juez superior), 

según sea el caso” (Ticona, 1994).  

  

“Sea oportuno el momento para precisar que, en materia penal la congruencia es la 

correlación entre la acusación y la sentencia, que exige que el Tribunal se pronuncie 
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exactamente acerca de la acción u omisión punible descrita en la acusación fiscal; es 

obligatoria la comparación a efectos de establecer congruencia procesal, entre la 

acusación oral, que es el verdadero instrumento procesal de la acusación, y la sentencia 

que contendrá los hechos que se declaren probados, la calificación jurídica y la sanción 

penal respectiva; su omisión es causal de   nulidad insubsanable de conformidad   con    



 

 

la   norma   del   inciso   3   del   artículo   298   del   Código   de  Procedimientos” 

Penales (Castillo, s.f.).  

  

  

“El  principio  de  derecho  procesal  de  la  congruencia  de  la  sentencia  con  las 

pretensiones de las partes, consiste en que el Juez no puede pronunciarse, más allá de 

las pretensiones de las partes. La sentencia no debe contener, más de lo pedido; y el 

Juez debe fallar. Según lo alegado y probado lo cual es un imperativo de la justicia y la 

lógica” (Gómez, R., 2008).  

  

  

2.2.1.13.6.2. El principio de la motivación de las resoluciones judiciales. Sobre el 

éste principio según Alva, J., Luján, y Zavaleta (2006), comprende:  

  

A. Concepto  

Es el conjunto de razonamientos de hecho y de derecho realizados por el juzgador, 

en los cuales apoya su decisión.  
Motivar, en el plano procesal, consiste en fundamentar, exponer los argumentos 

fácticos y jurídicos que sustentan la decisión. No equivale a la mera explicación de 

las causas del fallo, sino a su justificación razonada, es decir, a poner de manifiesto 

las razones o argumentos que hacen jurídicamente aceptable la decisión. Para   

fundamentar   una   resolución   es   indispensable   que   ésta   se   justifique 

racionalmente, es decir, debe ser la conclusión de una inferencia o sucesivas 

inferencias formalmente correctas, producto del respeto a los principios y a las 

reglas lógicas.  
La motivación es un deber de los órganos jurisdiccionales  y un derecho de los 

justiciables, y su importancia es de tal magnitud que la doctrina considera como 

un elemento del debido proceso, situación que ha coadyuvado para extender su 

ámbito no solo a las resoluciones judiciales, sino también a las administrativas  y 

a las arbitrales.   
B. Funciones de la motivación  

Ningún juez, está obligado a darle la razón a la parte pretendiente, pero sí está 

constreñido a indicarle las razones de su sin razón. Esta experiencia de 

fundamentar, de basar el fallo en apreciaciones fácticas y jurídicas, es una garantía 

para la prestación de justicia que deviene, en esencia de dos principios: 

imparcialidad e impugnación privada.  
El principio en estudio se relaciona con el principio de imparcialidad, porque la 

fundamentación de una resolución es la única evidencia que permite comprobar si 

el juzgador ha resuelto imparcialmente la contienda.  
La  motivación  de  las  resoluciones  judiciales  también  permite  a  los  justiciables 

conocer las causas por las cuales la pretensión que se esgrimió fue restringida o 

denegada y esto, en buena cuenta, hace viable que quien se sienta agraviado por la 

decisión del juez pueda impugnarla, posibilitando el control por parte de los 

órganos judiciales superiores y el derecho a la defensa.  



 

 

Esta descripción se relaciona con las finalidades extra e intra procesal de la 

motivación. La primera apunta a que el juez comunica a todos los ciudadanos las 

razones de su fallo, en tanto que la facultad se ejerce a nombre de la Nación, e 

incluso quienes no intervinieron en el proceso tienen el deber de respetar la  

  santidad de la cosa juzgada.  L103a se gunda, se dirige a otorgar a las partes la información 

necesaria para que éstas, en caso de considerarse agraviadas por una decisión no definitiva, la 

impugnen.  
Desde esta perspectiva, el examen sobre la motivación es triple, porque comprende 

como destinatarios de la misma, no solo a las partes y a los jurisdiccionales, sino 

también a la comunidad en su conjunto, en cuyas manos descansa una supervisión, 

si se quiere difusa, de la que deriva la legitimidad del control democrático sobre la 

función jurisdiccional, y que obliga al juez a adoptar parámetros de racionalidad 

expresa y de conciencia auto crítica mucho más exigentes.  
El deber de motivar las resoluciones judiciales es una garantía contra la 

arbitrariedad, porque suministra a las partes la constancia de que sus pretensiones 

u oposiciones han sido examinadas racional y razonablemente.  
C. La fundamentación de los hechos  

En el campo de la fundamentación de los hechos, para Michel Taruffo, el peligro 

de la arbitrariedad está presente siempre que no se de una definición positiva del 

libre convencimiento, fundada sobre cánones de corrección racional en la 

valoración de las pruebas. Es decir, el Juez debe ser libre de no cumplir las reglas 

de una prueba, pero no puede ser libre de no cumplir las reglas de una metodología 

racional en la certificación de los hechos controvertidos.  
D. La fundamentación del derecho  

En las resoluciones judiciales los fundamentos de hecho y de derecho no aparecen 

en compartimientos estancos y separados, deben estar ordenados 

sistemáticamente. No se piense que la calificación jurídica del caso sub judice es 

un acto aislado, en el sentido que ésta se inicia cronológicamente después de fijar 

el material fáctico, pues no es raro que el juzgador vaya de la norma al hecho y 

viceversa, cotejándolos y contrastándolos, con miras a las consecuencias de su 

decisión.  
Se debe tener presente que cuando se piensa en los hechos se hace considerando 

que son jurídicamente relevantes, y tampoco no debe perderse de vista que hay 

hechos jurídicamente condicionados o definidos en relación al derecho por 

ejemplo: persona casada, propietario, etc.  
El juez al aplicar la norma jurídica pertinente debe tener en mira los hechos que se 

subsumirán   dentro  del  supuesto normativo,  y a su  vez, entre todos  los hechos 

alegados, debe rescatar solo aquellos jurídicamente relevantes para la solución del 

caso Alva, J., Luján, y Zavaleta (2006).  

  

E. Requisitos para una adecuada motivación de las resoluciones judiciales Desde  

el punto de vista de Igartúa (2009), comprende:  

  

a. La motivación debe ser expresa  

Cuando el juzgador expide un auto o una sentencia debe consignar taxativamente 

las razones que lo condujeron a declarar inadmisible, admisible, procedente, 

improcedente, fundada, infundada, válida, nula, una demanda, una excepción, 

medio probatorio, medio impugnatorio, acto procesal de parte, o resolución, según 

corresponda.  



 

 

b. La motivación debe ser clara  

Hablar claro es un imperativo procesal implícito en la redacción de las resoluciones 

judiciales,  de  modo  que  éstas  deben   emplear  un  lenguaje   asequible  a  los 

intervinientes en el proceso, evitando proposiciones oscuras, vagas, ambiguas o 

imprecisas.  
c. La motivación debe respetar las máximas de experiencia  

Las máximas de experiencia no son jurídicas propiamente dichas, son producto de 

la vivencia personal, directa y transmitidas, cuyo acontecer o conocimiento se 

infieren por sentido común.  
Se definen como aquellas reglas de la vida y de la cultura general formadas por 

inducción,  mediante  la  observa104ción   repetida de  hechos  anteriores  a los  

que son materia de juzgamiento, que no guardan ningún vínculo con la 

controversia, pero de los que puede extraerse puntos de apoyo sobre cómo sucedió 

el hecho que se investiga.  
Su importancia en el proceso es crucial, porque sirven para valorar el material 

probatorio, conducir el razonamiento del juez y motivar las resoluciones judiciales.  
F. La motivación como justificación interna y externa 

Según Igartúa (2009) comprende:  

a. La motivación como justificación interna. Lo que primero debe exigirse a la 

motivación es que proporcione un armazón argumentativo racional a la resolución 

judicial.  
En la sentencia, la decisión final (o fallo) va precedida de algunas decisiones 

sectoriales. En otras palabras, la decisión final es la culminación de una cadena de 

opciones preparatorias (qué norma legal aplicar, cuál es el significado de esa 

norma, qué valor otorgar a esta o aquella prueba, qué criterio elegir para cuantificar 

la consecuencia jurídica, etc.).  
Cuando las premisas son aceptadas por las partes y por el Juez, sería suficiente la 

justificación interna, pero por lo común la gente no se demanda, tampoco se 

querella, ni se denuncia para que los jueces decidan, si dada la norma N y probado 

el hecho H, la conclusión resultante ha de ser una condena o la absolución.  
Las discrepancias que enfrentan a los ciudadanos casi siempre se refieren si la 

norma aplicable es la N1 o la N2, porque disienten sobre el artículo aplicable o 

sobre su significado, o si el hecho H ha sido probado o no, o si la consecuencia 

jurídica resultante ha de ser la C1 o la C2.  
Esta descripción muestra que los desacuerdos de los justiciables giran en torno a 

una o varias de las premisas. Por tanto, la motivación ha de cargar con la 

justificación de las premisas que han conducido a la decisión, es decir con una 

justificación interna.  
b.  La  motivación  como  la  justificación  externa.  Cuando  las  premisas  son 

opinables, dudosas u objeto de controversia, no hay más remedio que aportar una 

justificación externa. Y, de ahí se siguen nuevos rasgos del discurso motivatorio:  
 La motivación debe ser congruente. Debe emplearse una justificación adecuada a 

las premisas que hayan de justificarse, pues no se razona de la misma manera una 

opción a favor de tal o cual interpretación de una norma legal que la opción a 

considerar como probado o no tal o cual hecho. Pero si la  motivación  debe   
ser  congruente  con  la  decisión  que  intenta  justificar, parece lógico inferir que 

también habrá de serlo consigo misma; de manera que sean recíprocamente 

compatibles todos los argumentos que componen la motivación.  
  La motivación debe ser completa. Es decir, han de motivarse todas las opciones 

que directa o indirectamente y total o parcialmente pueden inclinar el fiel de la 

balanza de la decisión final hacia un lado o hacia el otro.  



 

 

  La motivación debe ser suficiente. No es una exigencia redundante de la anterior 

(la “completitud”, responde a un criterio cuantitativo, han de motivarse todas las 

opciones, la “suficiencia”, a un criterio cualitativo, las opciones han de estar 

justificadas suficientemente).  
No se trata de responder a una serie infinita de porqués. Basta con la suficiencia 

contextual; por ejemplo no sería necesario justificar premisas que se basan en el 

sentido común, en cánones de razón generalmente aceptados, en una autoridad 

reconocida,  o  en  elementos  tendencialmente  reconocidos  como  válidos  en  el 

ambiente cultural en el que se sitúa la decisión o por los destinatarios a los que ésta 

se dirige; en cambio la justificación se haría necesaria cuando la premisa de una 

decisión no es obvia, o se separa del sentido común o de las indicaciones de  
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autoridades reconocidas, o de los cánones de razonabilidad o de verosimilitud 

Igartúa (2009),  

  

  

  2.2.1.14. Medios impugnatorios  

  2.2.1.14.1. Conceptos  

“Es una institución procesal que la ley concede a las partes o a terceros legitimados 

para que soliciten al juez que, él mismo u otro de jerarquía superior, realicen un nuevo 

examen de un acto procesal o de todo el proceso a fin que se anule o revoque éste, total 

o parcialmente” (Ticona, 1994).  

Por su parte Hinostroza (2010), sostiene que:  

Los medios impugnatorios son actos procesales que se caracterizan por ser formales y 

motivados. Representan manifestaciones de voluntad realizadas por las partes (y aun 

por los terceros legitimados) dirigidas a denunciar situaciones irregulares o vicios o 

errores que afectan a uno o más actos procesales, y a solicitar que el órgano 

jurisdiccional revisor proceda a su revocación o anulación, eliminándose de esta 

manera los agravios inferidos al impugnante derivados de los actos del proceso 

cuestionados por é1. (p. 100)  

  

  

  2.2.1.14.2. Fundamentos de los medios impugnatorios  

“El fundamento de la existencia de los medios impugnatorios   es el hecho de que juzgar 

es un actividad humana, lo cual en realidad es una actividad que se expresa, se 

materializa en el texto de una resolución, se podría decir que juzgar es la expresión más 

elevada del espíritu humano. No es sencillo decidir sobre la vida, la libertad, los bienes 

y demás derechos” Igartúa (2009),  

  

“Por las razones, expuestas la posibilidad del error, o la falibilidad siempre estará 

presente, por esta razón en la Constitución Política se encuentra previsto como 

principio y derecho de la función jurisdiccional, Artículo 139 Inciso 6, el Principio de 

la Pluralidad de Instancia, con lo cual se estaría minimizando cual error, sobre todo 

porque el propósito es contribuir en la construcción de la paz Social” (Chaname,  

2009).  

  

  

  

  2.2.1.14.3. Clases de medios impugnatorios en el proceso civil  
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“De acuerdo a las normas procesales, son los remedios y los recursos. Los remedios se 

formulan por quien se considere agraviado con el contenidos de las resoluciones. La 

oposición y demás remedios solo se interponen en los casos expresamente previstos en 

el CPC” (Alvaro, 2013).  

  

“Los recursos se formulan por quien se considere agravia con una resolución o parte de 

ella, para que luego de un nuevo examen de ésta, se subsane el vicio o error alegado”  

(Alvaro, 2013).  

  

“Quien impugne debe fundamentar, precisando el agravio y el vicio o error que lo 

motiva, debiendo adecuar el medio que utiliza al acto procesal que impugna” (Alvaro, 

2013).   

“De acuerdo a las normas procesales, del Código Procesal Civil (Sagástegui, 2003) los 

recursos son” (Alvaro, 2013):  

  

A. El recurso de reposición  

Previsto en el numeral 362 del CPC, en el cual se contempla que este medio 

procede contra los decretos emitidos en los procesos.  
B. El recurso de apelación  

Es un medio impugnatorio que se formula ante el mismo órgano jurisdiccional que 

emitió la resolución recurrida: auto o sentencia. De acuerdo con la norma del 

artículo 364 del Código Procesal Civil tiene por objeto, que el órgano 

jurisdiccional superior examine, a solicitud de parte o de tercero legitimado, la 

resolución que les produzca agravio, con el propósito de que sea anulada o 

revocada, total o parcialmente. Es una garantía constitucional prevista en el 

artículo 139 inciso 6 como uno de los Principios y Derechos de la función 

jurisdiccional, mediante el cual se materializa el derecho a la doble instancia 

(Cajas, 2011).  
C. El recurso de casación  

De acuerdo a la norma del artículo 384 del Código Procesal Civil, es un medio 

impugnatorio mediante el cual las partes o terceros legitimados solicitan que se 

anule o revoque total o parcialmente, un acto procesal presuntamente afectado por 

vicio o error. Persigue la correcta aplicación e interpretación del derecho objetivo 

y la unificación de la jurisprudencia nacional por la Corte Suprema de la Justicia. 

La regulación completa de la institución jurídica en mención como: tipo de 

resoluciones contra los cuales se interpone, causales, requisitos de forma, 

requisitos de fondo y otros están previstos en las normas de los artículos 385 a 400 

del Código Procesal Civil (Cajas, 2011).  
D. El recurso de queja  

Que se formula cuando hay denegatoria de otros recursos, o cuando se concede 

pero no en la forma solicitada. Por ejemplo debiendo ser con efecto suspensivo, 

tan solo se concede en un solo efecto, se halla regulada en las normas del artículo 

401 a 405 de la norma procesal citada.  



 

 

Asimismo Hinostroza (2010), señala que conforme a nuestro ordenamiento 

procesal, los medios impugnatorios pueden ser clasificados de la siguiente 

manera: A) Remedios (art. 356 -primer párrafo- del C.P.C.) 1) Oposición (arts. 

356 -primer párrafo- y 300 del C.P.C.).  
2) Tacha (arts. 356 -primer párrafo- y 300 del C.P.C).  
3) Nulidad (arts. 356 -primer párrafo- y 171 al178 del C.P.C.).  
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B) Recursos (ad. 356 -último párrafo- del C.P.C.): 1) 

Reposición (arts. 362 y 363 del C"P.C,).  
2) Apelación (arts. 364 al 383 del C.P.C.).  
3) Casación (arts. 384 al 400 del C.P.C.).  
4) Queja (arts. 401 al405 del C.P.C) (Alvaro, 2013)  

  

  

  2.2.1.14.4. Regulación  

En nuestro ordenamiento jurídico, los encontramos regulado en el Titulo XII (Medios 

impugnatorios), Capítulo I (Disposiciones Generales), Artículo 355° y siguientes del 

código procesal civil.  

  

 2.2.1.14.5. Medio impugnatorio formulado en el proceso judicial en estudio De 

acuerdo al  proceso  judicial  existente en  el expediente de estudio,  el  órgano 

jurisdiccional de primera instancia declaró fundada la demanda de Desalojo por 

ocupación precaria.  

  

Esta decisión, fue notificada a las partes intervinientes en el proceso, generando con 

ello que el litisconsorte Necesario Pasivo, formule recurso de apelación contra la 

sentencia de primera instancia, en base a los siguientes fundamentos:  

  

- El presidente de la Asociación “X”, ha autorizado al litisconsorte a vivir en el 

bien materia de controversia dada su condición de vigilante, siendo que hasta la 

fecha no se le ha abonado sus beneficios sociales dado que dicha entidad ya no 

opera en la actualidad, siendo  “A”, los que ejercen representación.  

  

- El demandante no tiene la condición de ocupante  precario sino de trabajador.  

- La demandada “B” no reside en dicho bien ya que solo acudía a acompañarlo, 

por cuanto no puede abandonar su centro de trabajo, hasta que la asociación que 
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lo contrato no disponga su cese y el pago  de sus remuneraciones  y beneficios 

sociales.  

  

  

Según la Jurisprudencia, La Corte Suprema de Justicia de la República, (citado por 

Hinostroza, 2010) en relación a los recursos impugnatorios, ha establecido lo siguiente:  

“... Los recursos impugnatorios son actos voluntarios de los ¡justiciables y, por lo tanto, 

el órgano jurisdiccional no puede sustituirse en defensa de una de las partes en Litis...” 

(Casación Nro. 300-2006 / Lima, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 01-

022007, págs.18761-18762).  
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2.2.2. Desarrollo de Instituciones Jurídicas Sustantivas relacionados con las 

sentencias en estudio  

  2.2.2.1. Identificación de la pretensión resulta en la sentencia  

“Conforme  a  lo  expuesto  en  la  sentencia  la  pretensión,  respecto  al  cual  se 

pronunciaron   en   ambas   sentencias   fue:   el   desalojo   por   ocupación   precaria" 

(Alvaro, 2013) (Expediente N° 01091-2011-0-2501-JR-CI-05)  

  

  

  2.2.2.2. Ubicación del desalojo en las ramas del derecho  

“El desalojo se ubica en la rama del derecho privado, específicamente en el derecho 

civil” (Alvaro, 2013).  

  

  2.2.2.3. Ubicación del asunto judicializado en el Código Civil  

La Posesión Precaria se encuentra regulada en el Artículo 911° de la Sección Tercera,  

(Derechos Reales Principales), Título I (Posesión), Capítulo Tercero (Clases de 

Posesión y sus efectos).   

  

2.2.2.4. Desarrollo de instituciones jurídicas previas, para abordar el asunto 

judicializado: El desalojo por ocupación precaria  

  

  

  2.2.2.4.1. La Posesión 2.2.2.4.1.1. 

Conceptos  

  

  

Para Musto (2000), (…) posesión es la de una relación de la persona con la cosa que le 

permite ejercer sobre ella actos materiales, por sí o por otro, con prescindencia de la 

existencia o no de la relación jurídica que pudiera justificarla o contenerla. (p. 141)  

  

Asimismo Mariani (2004), señala que (…) poseedor será quien se comporte como 

titular de un derecho real; es decir, cuando se conduzca con respecto a una cosa como 

si tuviera un determinado derecho real sobre ella, con independencia de que lo tenga y 

aunque no lo tenga en realidad.  
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De lo señalado se puede acotar que la posesión es la facultad que tiene una 

determinada persona de tener en su poder alguna cosa   y de ejercer sobre ello ciertos 

comportamientos y/o atribuciones de dueño.  

  

2.2.2.4.1.2. Elementos de la Posesión  

  

  

Sobre la Polémica de Savigny y Ihering de los elementos caracterizadores de la 

posesión, Gonzales (2014), indica lo siguiente:  

  

Savigny (…) hizo un profundo análisis de las fuentes romanas, concluyendo que la 

posesión se compone de dos elementos: el corpus y eI animus. El corpus es la 

posibilidad física de actuar sobre la cosa, de disponer de ella y de defenderla de 

cualquier acción extraña. Por supuesto que este corpus requiere una voluntad de tener 

y mantener el contacto físico. En caso de faltar la voluntariedad -por ejemplo: se 

introduce un bien entre las ropas de una persona dormida-, habrá una simple 

"yuxtaposición local", esto es, un contacto físico involuntario. Pero, además de la 

existencia de un corpus voluntario, se requiere la existencia del animus domini, es 

decir, de la intención de poseer como propietario, esto es, de no reconocer en cabeza 

de otro un mejor derecho. El animus no es una simple voluntad de poseer el bien para 

sí, sino una voluntad cualificada para ser el señor o el titular de la posesión. Por tal 

motivo, según esta tesis, solo eran poseedores el dueño, el que actúa como si fuese 

dueño (possessío ad usucapionem), el usurpador y el ladrón. (…).  

  

Por  su  parte,  Ihering  no recusa  la  voluntariedad en  la  posesión  (rectius:  en  el  

"corpus"), sino la existencia de una especial intención de comportarse como propietario  

materializada  en  el  para  él  no  basta  e1 bien,  pues,  además,  animus domini. En 

consecuencia, para el no basta el contacto físico entre el sujeto y el bien, pues, además, 

es necesario el ánimo de poseer. En caso de ausencia de este elemento subjetivo (como 

en el ejemplo del sujeto dormido), entonces nos encontramos en presencia de una 

simple "relación de lugar", análoga a la "yuxtaposición local" de la teoría de Savigny, 

y la que no tiene significado jurídico alguno. Ahora, pues, si la persona manifiesta su 

voluntad dirigida hacia el bien, entonces se convierte en una relación fáctica exclusiva 

y exteriormente reconocible. La relación posesoria se caracteriza por la posibilidad de 

obrar por sí mismo sobre el bien (aspecto positivo), y por la exclusión de todos los 

demás para obrar respecto al mismo bien (aspecto negativo). De esta manera, el corpus 

y la voluntad (no se refiere al animus domini están fundidos indisolublemente, uno no 

existe sin el otro; por ello, la posesión es la voluntad materializada en la relación 

fáctica.  

  

Con lo referente Musto (2000), indica que los elementos (objetivo y subjetivo) de la 

posesión son corpus y animus; asimismo señala que se patentiza claramente que el 

enfoque de Savigny examina la posesión desde un punto de vista del derecho en 

general,  mientras  que  la  concepción  de  Ihering  le  da  importancia  primordial  al 
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aspecto procesal o a las consecuencias de ésta en la esfera litigiosa, lo que sería 

admisible si se interpretara que la posesión sólo tenía una función procedimental entre 

las normas referentes a la acción reivindicatoria.  

  

A ello se puede indicar que tanto el corpus como el animus son elementos 

complementarios, dado que para que se configure la posesión, la existencia de uno, 

implica la presencia del otro; dado que el corpus está constituido por los actos 

materiales que se ejercitan sobre la cosa (uso y goce de la cosa), y el animus es la 

intención que el poseedor tiene de comportarse como dueño (tener como propia la 

cosa).  

  

  2.2.2.4.1.3. Regulación de la posesión  

La Posesión se encuentra regulada en el Artículo 896° y siguientes del Código Civil, 

específicamente en la Sección Tercera, (Derechos Reales principales), Título I 

(Posesión), Capítulo Primero (Disposiciones Generales),  

  

 Aartículo 896°.- Definición: “la posesión es el ejercicio de hecho de uno o más poderes 

inherentes a la propiedad”.  

  

  

  2.2.2.4.1.4. Poseedor y servidor  

 Gonzales (2014), sostiene que:  

El poseedor es el que resuelve por sí el destino de la cosa, por tanto, las utilidades (o 

una parte) de una cosa le benefician a é1, lo que obviamente implica que no se 

encuentra sujeto a instrucciones de otro. Por el contrario, es servidor el que controla el 

bien, pero depende de las órdenes del poseedor.  

  

El art. 897 CC establece que: "No es poseedor quien, encontrándose en relación de 

dependencia respecto a otro, conserva la posesión en nombre de éste y en 

cumplimiento de órdenes e instrucciones suyas". En este caso, el servidor de la 

posesión ejerce el poder de hecho, pero no es poseedor, por 1o que carece de tutela 

posesoria. Por tanto, el servidor de la posesión y el poseedor inmediato coinciden en 

que ambos detentan físicamente el bien, pero se diferencian en las diversas funciones 

atribuidas a cada uno. En la posesión inmediata hay autonomía (obviamente, no 

absoluta) para gozar y disfrutar del bien; en cambio, el servidor de la posesión es un 

detentador sin interés propio, bajo instrucciones y en dependencia social o jurídica de1 

principal; pues, en buena cuenta, actúa en beneficio ajeno.  



 

  118  

  

El servidor de la posesión es un dependiente, un subordinado, que actúa en nombre del 

auténtico poseedor, o que recibe órdenes. (p. 60)  

  

  2.2.2.4.1.5. Posesión mediata e inmediata  

Gonzales  (2014), indica  que:  

  
(…) el sujeto A entrega el bien al sujeto B, con el fin que este 1o use o disfrute en forma 

temporal, por virtud de una relación jurídica o social, y luego de vencido el plazo de la 

relación, entonces B estará obligado a devolver el bien. Durante ese ínterin, ambas 

partes mantienen la condición de poseedores. El que recibe el bien es el "poseedor 

inmediato" o "intermediario posesorio"; mientras que el tradens, es decir, quien realizó 

la tradición y tiene el derecho de exigir la devolución, es el "poseedor mediato". Puede 

considerarse como intermediarios de la posesión al usufructuario, al arrendatario, al 

comodatario, al precario, etc. (p. 90)  

  
El camino más simple para explicar este fenómeno se halla en el ejemplo del 

arrendador  (poseedor  mediato)  y  el  arrendatario  (poseedor  inmediato). Aquí  se 

aprecia claramente la división de la posesión en funciones, es decir, el arrendador, pese  

a no  ostentar  la  tenencia  material del bien,  sigue  desempeñando un  papel posesorio 

en cuanto no se desvincula de1 bien; por tanto, el poseedor mediato es un auténtico 

poseedor, pero dentro de un concreto ámbito. (p. 95)  

  
2.2.2.4.1.6. Medios de protección de la Posesión  

  

Gonzales (2014), sostiene que:  

  
La posesión tiene a los interdictos como mecanismo de tutela típico (art. 921 CC), cuya 

función es la protección de la posesión actual o de la anterior que ha sido objeto de  

despojo  dentro  del  año  anterior.  El  desalojo  por  precario  también  es  un 

mecanismo de protección posesoria, pero de la posesión mediata.  

  
La posesión es protegida, no por ser un ius (derecho), sino, por tratarse de un factum 

(hecho) susceptible de tutela jurídica. Constituye, pues, un hecho cierto y visible, 

comprobable en forma inmediata, de fácil y reducida prueba; razón por la que se otorga 

una protección interina a través de mecanismos rápidos y simples, en los que el juez 

decide una controversia sumaria, pues el ámbito del conflicto (cognición) es limitado, 

y las pruebas que abonan los hechos también se encuentran reducidos al exclusivo fin 

de la posesión.  

  

  

  2.2.2.4.1.7. Comparación entre propiedad y posesión  

  Musto (2000), realiza una comparación señalando lo siguiente:  
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- El  dominio  es  sin  duda  alguna  un  derecho  real,  es  el  derecho  real  por 

antonomasia, el que tiene la plenitud de facultades, a tal punto que se ha podido 

decir que los demás derechos reales no son otra cosa que sus desmembraciones. 

Como derecho que es, crea una relación de la persona con el resto de la sociedad, 

que tiene el deber correlativo de respetarlo, y tiene origen en un hecho o acto 

jurídico al que la ley da suficiente valor para darle nacimiento.  

  

- La posesión, en cambio, puede tener origen en  un vínculo jurídico o no tenerlo. 

En realidad, lo que ocurre frecuentemente es que las calidades de propietario y 

poseedor se reúnen en una misma persona, porque la posesión  

es el medio natural de ejercer las facultades que confiere el dominio e integra 

su contenido, pero ello no quiere decir que esta situación ocurra siempre ya que 

puede suceder que el titular del dominio no ejerza actos posesorios, porque no 

quiera, o porque no pueda, o porque otro los ejerza, sea con el concurso de la 

voluntad, ante su pasividad y aun contra su voluntad.  

  

- La propiedad es el poder jurídico que el hombre adquiere sobre las cosas de 

conformidad con la voluntad general que es la ley. La posesión, por el contrario, 

es el poder jurídico que el hombre establece sobre las cosas de conformidad a 

su voluntad individual. Cuando ambos poderes se concentran en la misma 

persona, el hecho es conforme al derecho.   

- La posesión señala que se agota si desaparece el elemento de hecho, aunque la 

ley faculte a quien la ejercía a protegerse intentando las acciones tendientes a 

recuperarla, en ejercicio del ius possessionis. Los ataques o agresiones al 

derecho de propiedad se defienden mediante las respectiva acción petitoria 

(reivindicatoria, negatoria o confesoria), en juicio pleno y con efecto de cosa 

juzgada. La posesión se defiende o se recupera mediante las acciones posesorias 

o mediante los interdictos, donde no entra en debate el tema de la titularidad del 

derecho y, por lo tanto, la sentencia no hace cosa juzgada a este respecto.  

  

  2.2.2.4.1.8. Teorías sobre la Posesión  
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Según el análisis realizado por  Ospina (2013), las teorías que han tratado de darle 

fundamentos a la posesión son: La subjetiva o clásica de Savigny, La objetiva de 

Ihering y la ecléctica de Saleilles, a continuación desarrolla:  

  

A. Teoría subjetiva o clásica: Apareció en 1803 y su fundador es el jurista alemán 

Frederich Von Savigny en esta teoría la posesión se presenta como la capacidad 

que tiene el individuo parea aprovecharse del bien que detenta o el derecho que 

disfruta, actuando frente a la sociedad como si fuese este el poseedor del bien por 

lo que el ordenamiento jurídico le protege.  

  

  Principios en que se fundamenta  

1) la  posesión es  un  estado  de  hecho  con  efectos  jurídicos,  por  lo  que  el 

ordenamiento jurídico le brinda protección.  

2) Depende de la congruencia de dos  elementos muy importantes, esenciales como 

el Corpus y el Animus los cuales son independientes.  

3) El Animus Domini es un elemento primordial de la posesión porque involucra la 

idea de detentación de una cosa a título de dueño(como si fuese), que le permite 

conservarla y disfrutarla  

4) El Corpus es el poder que tiene la persona sobre la cosa, sin requerir su tenencia  

material,  basta  con  que sea  posible  ejecutar  hechos  o  actos  que pongan de 

manifiesto la dominación que se tiene sobre la cosa de forma expedita, directa e 

independiente.  

5) El Animus  Domini  como voluntad  concreta de  poseer el  objeto  de forma 

exclusiva, de ser amo y señor de la cosa esa voluntad que concurre en la posesión 

demanda una “especial voluntad: ejercer la propiedad, lo que se traduce en no 

reconocer a nadie as un derecho superior”  

6) El Animus Domini se presume por lo que quien tiene una cosa se le presume suya  

7) Las cosas pueden poseerse en nombre propio o de otro  

8) La  posesión  derivada es  la  que  tiene  el  precarista,  acreedor  prendario 

depositario de un bien secuestrado o cualquier persona que sin poseer con animus 

domini la ley le proteja.  



 

  121  

  

B. Teoría  Objetiva:  Nace  de  la  abierta  discrepancia  que  tiene  Ihering  de  la 

posesión romana, como la concibe Savigny. Según esta teoría la relación posesoria 

se determina por el animus possidendi, existe posesión siempre  y cuando se de 

una relación material voluntaria con la cosa, para esta teoría la posesión es el 

ejercicio de un poder de derecho sobre la cosa de acuerdo a su natural destino, en 

esta teoría el corpus tiene mayor valor que el animus.  

Principios en que se fundamenta  

  

  

1) La posesión es un derecho real, esto es un derecho subjetivo protegido.  

2) El   corpus   y   el   animus   son elementos   que   se   complementan,   nacen 

simultáneamente y son interdependientes.  

3) La  posesión requiere  que haya animus  possidedi,  es  decir  la intención  de 

servirse de la cosa y no animus domini.  

4) El elemento relevante es el Corpus ya que el animus possidendi se encuentra 

implícito en el corpus.  

5) Todo detentador es poseedor, por lo que toda detentación es posesión, pesar de 

tenerlo para otro a menos de que la ley disponga lo contrario.  

6) Dos personas o más pueden estar en posesión de una cosa es el caso de la 

posesión derivada o inmediata.  

  

C. Teoría Ecléctica: Esta teoría ocupa una posición intermedia entre las dos teorías 

y concibe a la posesión como un hecho siendo el corpus y el animus elementos 

independientes, sustituye la potestad de hecho por el uso económico de la cosa; la  

conexión  económica  de  la  cosa  con  la  persona,  la  conexión  solo deberá 

entenderse si la cosa depende de la persona y que esta dependencia solo existirá si 

la persona tiene poder de hecho sobre la cosa. Esta corriente aprecia el Corpus y el 

Animus bajo un prisma distinto:  
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Corpus: para Saleilles, en la posesión lo que constituye el corpus posesorio es una 

serie de hechos susceptibles de descubrir una relación primeramente de apropiación  

economía,  un  vínculo  de explotación  de la cosa al  servicio  del individuo entre 

aquel a quien dichos hechos se refiere y a la cosa que dichos hechos tiene por 

objeto.  

Estando el corpus representado por un fenómeno económico de apropiación de 

riqueza, para que esta (la posesión) constituya aquel, indica el profesor Carrillo 

Rogelio de María que la misma debe ser  

1) Actual o presente  

2) Permanente  

3) Indiscutible  

4) Publica  

  

Esto es que el poseedor debe presentarse frente a terceros ejerciendo acto materiales de 

apropiación económica que evidencien el propósito de adueñarse de la cosa.  

  

El Animus: Saleilles expresa un concepto distinto del animus en la posesión al decir 

que es la realización consiente y voluntaria de la apropiación económica de las cosas, 

es poseedor quien se presenta como dueño dela cosa y no quien tiene el propósito de 

serlo, de allí que el precitado autor señala que “el título de la toma de posesión deberá 

tomarse en consideración solo en dos casos:  

  

  

- Cuando el mismo contradiga las apariencias que revela el acto de la detentación.  

- Cuando sirve para demostrar que existe de parte del detentador un carácter de 

dependencia económica que involucra toda idea de posesión jurídica.   

La posesión requiere que la cosa se exploté en beneficio propio, no obstante o todos los 

que explotan las cosas en beneficio propio son poseedores, por lo tanto es necesario 

que lo hagan de manera independiente.  

  

  

  2.2.2.4.2. Posiciones de ocupación precaria por doctrinarios  
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Hinostroza, (2000). En lo que atañe a la ocupación (o posesión precaria) del bien, cita 

las reflexiones que sobre la misma hacen diversos autores:  

  

  

- Posición de Ramiro Parra:  

“La posesión precaria consiste en usar una cosa conociendo que es ajena (sic) 

sin intención de apropiársela.  El término precario viene de la voz latina prex, 

que significa ruego” (Parra, 1956, p. 75).  

  

  

- Posición de Néstor Musto:  

“…La precariedad implica precisamente  la inestabilidad, o posibilidad de 

revocación unilateral y ad nutum, por la parte que ha concedido o tolerado la 

tenencia” (Musto, 1981, p. 359).  

  

  

- Posición de Julio Benedetti:  

“…La precariedad considerada en sí misma no es un vicio de la posesión, sino 

que lisa y llanamente la inexistencia de posesión jurídica y, por ende, la falta  

del  ´jus  ad  interdicta´  en  las  relaciones  de  que  es  comprensiva (Benedetti, 

1976, p. 387).  

“La posesión precaria no es posesión viciosa ni es posesión sino simple 

tenencia de la cosa; sólo será posesión viciosa, con o sin vicio frente al 

adversario – éste puede ser inclusive un tercero- si media una intervención del 

título de detentación, en cuyo caso nacerá una posesión viciada por ´abuso de 

confianza´ respecto del verdadero poseedor” (Benedetti, 1976, p. 437).  

- Posición de Antonio Segura:  

“El precario queda reducido a una peculiar situación posesoria: situación de 

hecho sin otro fundamento que la liberalidad o tolerancia del propietario o 

poseedor real y sin vínculo jurídico alguno del que puedan desprenderse 

obligaciones específicas, ajenas a las que son comunes a todo poseedor que  

 se repute de buen fe…” (Segura, 1962, p. 154).  

  

  

- Posición de Lino Palacio:  
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“El tenedor precario a quien goza o ha gozado del derecho de ocupar 

gratuitamente un bien inmueble mediante un título que es revocable a voluntad 

del que le ha concedido ese derecho.   El precarista, por lo tanto, ocupa la cosa 

a raíz de un acto de liberalidad o tolerancia por parte de su dueño y sin plazo 

alguno, razón por la cual este último puede requerir la devolución en cualquier 

momento”.  

    

- Posición de Latour Brotons:  

El precario es una simple situación posesoria que autoriza a disfrutar o usar un  

inmueble  ajeno  gratuitamente,  bien  por  mera  liberalidad  o  simple tolerancia 

del titular de la posesión real, hasta tanto se manifieste por éste su voluntad de 

poner término a esa situación” (Latour, 1959, p. 1070).  

  
El precario no es más que una simple situación posesoria, ya que no tiene más  

fundamento, razón o causa de existir que la que le presta la  mera liberalidad o 

la simple tenencia del poseedor real.  En consecuencia, quedan fuera de la 

órbita del precario todos aquellos supuestos en que la posesión como hecho 

traiga causa de un derecho a poseer derivado de un derecho real u obligacional; 

verbigracia; los derechos a poseer derivados de la propiedad, usufructo, uso, 

habitación, accesión, arrendamiento, comodato, etc.  Se trata pues de una 

simple situación de hecho, de una simple relación física y material que opera 

directamente entre el tenedor o poseedor y la cosa que es objeto de posesión, 

desprovisto de todo vínculo obligacional o real…” (Latour, 1959, p 1070-

1071).  

  

  

  2.2.2.5. El desalojo  

  2.2.2.5.1. Conceptos  

  Ledesma (2015), refiere que:  

“El desalojo es una pretensión de orden personal, tendiente a recuperar el uso y goce de 

un bien inmueble que se encuentra ocupado por quien carece de título para ello, sea por 

tener una obligación exigible de restituirlo o por revestir el carácter de un simple 

precario”. (p. 800)   

  

  Para Reimundín, (citado por Hinostroza, 2010) estima que:  

“El juicio de desalojo o juicio de desahucio es el procedimiento sumarísimo por el cual 

el actor persigue que el demandado desocupe el inmueble litigioso y lo deje a su 

disposición”  
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A lo antes expuesto se  puede acotar que el desalojo es un proceso judicial, en el que 

se pretende retirar a una persona(s), determinado lugar, a efectos de recuperar un 

bien inmueble que le corresponde al accionante de dicho proceso.  

  

  2.2.2.5.2. Regulación  

En nuestro ordenamiento jurídico, el proceso de desalojo lo encontramos regulado en 

la Sección Quinta, Procesos Contenciosos, Titulo III Proceso Sumarísimo, Capitulo II, 

en los artículos 585 al 596, del código procesal civil.  

  

  

  2.2.2.5.3. Objeto del Desalojo  

 Gonzales (2016), señala que:  

El objeto de demanda de desalojo, normalmente, es la restitución de un predio (art. 585 

CPC), que se entiende como el espacio de la corteza terrestre (suelo) delimitado en 

forma poligonal y susceptible de aprovechamiento independiente, lo que se extiende a 

yodo espacio que tenga soporte en el suelo (departamento, “aires”). (p.234).  

  
 Según la Jurisprudencia, La Corte Suprema de Justicia de la República, citado por  

Hinostroza (2010) en relación al objeto del desalojo, ha establecido lo siguiente:  

“…El  Desalojo  [...]  es  aquél  que  tiene  por  objeto  una  pretensión  tendiente  a 

recuperar el uso y goce de un bien inmueble que se encuentra ocupado por quien carece 

de título para ello, ya sea por tener una obligación exigible de restituir o por revestir el 

carácter de simple intruso; sólo implica la invocación por parte del actor, de un derecha 

personal a exigir la restitución del bien, de manera que no puede discutirse controversia 

o decisión respecto al derecho de propiedad o de posesión que puedan arrogarse las 

partes…” (Casación Nro, 2160-2004 / Arequipa, publicada en el Diario Oficial El 

Peruano el 31-01-2007, págs. 18648-18649)  

  

  

  2.2.2.5.4. Sujetos del Desalojo  

  Según Hinostroza (2010), señala:  

A. Sujeto activo: De acuerdo a lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 586 del 

Código Procesal Civil, son sujetos activos en el desalojo y, por tanto, pueden 

demandarlo: 

  

- El propietario.  
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- El arrendador.  

- El administrador.  

- Todo aquel que considere tener derecho a la restitución de un predio (u otro 

bien).  

  

B. Sujeto Pasivo: El Código Procesal Civil prescribe en el segundo párrafo de su 

artículo 586 que pueden ser demandados en el proceso de desalojo (lo que los hace, 

por ende, sujetos pasivos del mismo):  

- El arrendatario.  

- El subarrendatario.  

- El precario (que es el que ejerce la posesión sin título alguno o habiendo 

fenecido el que tenía, según se desprende del art. 911 del C.C.). - Cualquier 

otra  persona  a  quien  le  es  exigible  la  restitución  (del  bien  materia  de 

desalojo).  

  Por su parte Sagástegui  (2012) señala también que los sujetos que intervienen en el 

Desalojo son:  

  

  

a) Sujetos activos en el desalojo  

La acción de desalojo es concedida no sólo al propietario, sino también al arrendador 

(en concordancia con el art. 1687 del Código Civil).  El código Procesal Civil en su art. 

586 establece que pueden demandar el propietario, arrendador, administrador y todo 

aquél que considere tener derecho a la restitución de un inmueble.  

  

b) Sujetos pasivos en el desalojo  

La acción de desalojo se puede ejercitar contra las personas que ocupan el inmueble 

que contrato y contra las personas que lo poseen sin contrato.  Por el Código Procesal 

Civil pueden ser demandados el arrendatario, el subarrendatario, el precario o cualquier 

ocupante o tenedor a quien le es exigible la restitución.  

  

- Arrendatario  
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Como  contrapartida  pasiva  de  la  figura  del  arrendador,  la  ley ha  previsto  el 

supuesto del arrendatario.   Este es el caso más frecuente y se concreta cuando existe 

una relación que deriva de un contrato de arrendamiento.  

- Subarrendatario  

El subarrendatario, como demandado principal, aparece como contrafigura del 

arrendatario  principal.     Pero  cabe  recordar  que  concluido  el  arrendamiento 

termina también el subarrendamiento.  

  

- Tenedor  

Es aquél que detenta el bien a raíz de un acto de liberalidad o tolerancia por parte su 

dueño y sin plazo alguno, razón por la cual este último puede requerir la devolución 

en cualquier momento.  

  

  

  2.2.2.5.5. Existencia de terceros con título o sin él  

Sagastegui (2012), señala que el art. 587 del C.P.C., regula lo relativo a la existencia 

del tercero con título o sin él en el proceso de desalojo.  Dicho numeral prescribe, pues, 

lo siguiente:  

“Si el predio es ocupado por un tercero ajeno a la relación establecida entre el 

demandante y la persona a quien éste le cedió la posesión, el demandante debe 

denunciarlo en su demanda.  El denunciado será notificado con la demanda y podrá 

participar en el proceso.  

  

Si al momento de la notificación del admisorio se advierte la presencia de tercero, quien 

lo notifique lo instruirá del proceso iniciado, su derecho a participar en él y el efecto 

que va a producirle la sentencia.  

  

El tercero puede actuar como litisconsorte voluntario del demandado desde la audiencia 

única.  

  

 Si durante la audiencia se advierte que el tercero carece de título posesorio, el juez aplicará 

lo dispuesto por el Artículo 107º (del C.P.C.)”.   
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  A ello Hinostroza (2010), indica lo siguiente:  

En relación al tema de la existencia de terceros en el proceso de desalojo, hay que 

tener presente lo preceptuado en los artículos 102,103 y 105 del Código Procesal Civil. 

Así, según el artículo 102 del citado cuerpo de leyes (que trata acerca de la denuncia 

civil), el demandado que considere que otra persona, además de él o en su lugar, tiene 

alguna obligación o responsabilidad en el derecho discutido, debe denunciarlo 

indicando su nombre y domicilio, a fin de que se le notifique del inicio del proceso. El 

artículo 103 del Código Procesal Civil versa sobre el trámite y efectos de la denuncia 

civil(…) El artículo 105 del Código Procesal Civil regula lo concerniente al 

llamamiento posesorio y establece: A. que quien teniendo un bien en nombre de otro, 

es demandado como poseedor de é1, debe expresarlo en la contestación   de   la   

demanda,   precisando   el   domicilio   del   poseedor,   bajo apercibimiento de ser 

condenado en el mismo proceso a pagar una indemnización por los daños y perjuicios 

que su silencio cause al demandante, además de la multa prevista  en  el  artículo  65  

del  Código  Procesal  Civil  (…)  B.  que  para  el emplazamiento al poseedor designado 

se seguirá el trámite descrito en el artículo 103 del Código Procesal Civil (…); C. que 

si el citado (poseedor designado como tal por el demandado original) comparece y 

reconoce que es el poseedor, reemplazará al demandado (quien quedará fuera del 

proceso), por lo que deberá ser emplazado con la demanda; D. que si el citado no 

comparece, o haciéndolo niega su calidad de poseedor, el proceso continuará con el 

demandado, pero la sentencia surtirá efecto respecto de éste y del poseedor por él 

designado; y E. que lo normado en este artículo (105 del C.P.C.) es aplicable a quien 

fue demandado como tenedor de un bien, cuando la tenencia radica en otra persona. (p. 

126)  

  

  

  2.2.2.5.6. Legitimación pasiva  

Segastegui (2012), considera en términos generales, puede ser demandado en este 

proceso quien por cualquier título, legítimo o ilegítimo, ejerce la tenencia del bien 

inmueble.   El   demandado ocupa el bien reconociendo en otro la posesión.   Cabe 

advertir en este proceso no se discute esta última.  Sin embargo, la mera atribución que 

de ella se haga el demandado no causa el rechazo ínlimine de la demanda, pues su 

análisis corresponde a la sentencia.   No obstante, la cuestión posesoria desnaturaliza la 

índole y el objeto del proceso, que es la recuperación de la tenencia; por ello, en el 

proceso están fuera de debate tanto el dominio como el juspossidendi y el 

juspossessionis. O sea que si bien la alegación del pretendido poseedor, en principio, no 

tipifica un caso de improbabilidad objetiva, ello no obsta a que tales cuestiones resulten 

ajenas al themadecidendum del desalojo.  
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Conforme al dispositivo, son sujetos pasivos del desalojo: a) el arrendatario; b) el sub-

arrendatario; c) el tenedor precario; d) el intruso, y e) el ocupante.   La enumeración 

agota la nómina.  

  

  2.2.2.5.6.1. Falta de legitimidad pasiva  

Para  Segastegui  (2012),  se  produce  la  falta  de  legitimidad  pasiva  cuando  el 

emplazado acredita no ser poseedor, sino que sólo se encuentra en relación de 

dependencia respecto a otro, conservando la posesión en nombre de éste y en 

cumplimiento de órdenes e instrucciones suyas en este caso debe sobrecartarse el 

admisorio y procederse conforme a lo dispuesto para llamamiento posesorio, salvo que 

quien demande sea el poseedor con quien mantiene la relación de subordinación (art. 

588 del C.P.C.).  

Asimismo  dicho  autor  refiere  que  el  Código  Procesal  Civil  en  su  artículo  588 

dispone:  

  

“Si el emplazado acredita no ser poseedor, sino que sólo se encuentra en relación de 

dependencia respecto a otro, conservando la posesión en nombre de éste y en 

cumplimiento de órdenes e instrucciones suyas, debe sobrecartarse el admisorio y 

procederse conforme lo dispuesto en el artículo 105, salvo quien demande sea el 

poseedor con quien mantiene la relación de subordinación”.  

  

  2.2.2.5.7. Bienes que pueden ser materia del Proceso de Desalojo  

Sagástegui (2012) considera a los siguientes:  

  

   

A. Inmuebles:  

No existiendo contrato se dará para el desalojo el término que acuerda el Código Civil, 

teniendo en consideración la naturaleza del predio arrendado, se desprende que el 

proceso de desalojo es procedente, sin ninguna duda, tratándose de inmuebles; sin 

distinción entre predios rústicos o urbanos, edificados o sin edificar; sin perjuicio de 

que tales circunstancias sean tenidas en cuenta para determinar la procedencia de la 

acción y la fijación del plazo para el desalojo, de acuerdo con lo que disponga la ley en 

cada caso.  
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B. Muebles:  

También los bienes muebles son fungibles son susceptibles del contrato de 

arrendamiento.  Esto ha hecho suponer que no puede obtenerse su restitución por los 

trámites del proceso de desalojo, que quedaría así reservado a los bienes raíces.  

  

  

No cabe duda que si primitivamente el proceso de desalojo se acordaba sólo respecto 

de inmuebles, fue porque el arrendamiento de muebles era sumamente raro.  Hoy en 

cambio, siendo tan frecuente como aquéllas, principalmente en materia de máquinas, 

artefactos, letreros luminosos, etc., no hay ninguna razón para negar en estos casos los 

beneficios del sumarísimo.  

  

  

  2.2.2.5.8. Causas del Desalojo  

Gonzales (2016), señala que el proceso de desalojo obedece a las siguientes causas:  

  

   

A. Resolución del contrato por falta de pago o por incumplimiento de alguna 

obligación (art. 1697 CC), como ocurre en los casos de uso indebido del bien o de 

su subarrendamiento.  

  

B. Conclusión del contrato por vencimiento del plazo o por venta del bien a tercero o 

por la hipótesis del art. 1705 CC.  

  

C. Precario, que comprende todas las distintas hipótesis previstas en el IV Pleno de la 

Corte Suprema, que se resumen en la siguiente generalidad: “Una persona tendrá 

la condición de precario cuando ocupe un inmueble ajeno, sin pago de renta y sin 

título para ello, o cuando dicho título no genere ningún efecto de protección para 

quien lo ostente, frente al reclamante, por haberse extinguido el mismo” (doctrina 

jurisprudencial vinculante N° 1)  

  

Para Hinostroza (2010) entre las causales más usuales que ameritan el inicio del proceso 

de desalojo indica las siguientes:  
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A. La falta de pago de la retribución o renta acordada por las partes por el uso, usufructo 

o la posesión del bien materia de desalojo. Al respecto, cabe indicar que, del segundo 

y tercer párrafos del artículo 585 del Código Procesal Civil, se desprende lo 

siguiente: a) quien demanda el desalojo por falta de pago Se encuentra autorizado 

para acumular a su pretensión de desalojo por dicha causal la pretensión de pago de 

arriendos; b) si quien demanda el desalojo por falta de pago decide no acumular la 

pretensión de pago de arriendos, entonces, tiene la potestad de exigir el cobro de los 

respectivos arriendos en vía de proceso único de ejecución, debiéndose destacar que, 

según el inciso 9) del artículo 688 del Código  Procesal  Civil,  Se  puede  promover  

ejecución  en  virtud  del  título ejecutivo de naturaleza extrajudicial consistente en 

el documento impago de renta por arrendamiento, Siempre que se acredite 

instrumentalmente la relación contractual; c) si quien demanda el desalojo por falta 

de pago decide acumular a su pretensión fundada en tal causal la de pago de 

arriendos, entonces, no le resulta exigible  

el requisito contemplado en el  inciso 3) del  artículo  85 del Código Procesal Civil, 

numeral que trata acerca de los requisitos de la acumulación objetiva de 

pretensiones y cuyo inciso 3) requiere, por lo general. que las pretensiones sean 

tramitables en una misma vía procedimental para que opere dicha acumulación.  

  

B. El vencimiento del plazo (convencional o legal) del contrato respectivo (por el que 

se otorgó el uso, usufructo o la posesión del bien materia de desalojo).  

  

C. La ocupación precaria del bien (que, según el art.911 del C.C., es la que se ejerce 

sin título alguno o cuando el que se tenía ha fenecido).  

  

  2.2.2.5.9. Competencia del Juez  

Segastegui (2012), señala que de conformidad con lo dispuesto en el tercer párrafo del 

artículo 547 del Código Procesal Civil, son competentes para conocer el proceso de 

desalojo:  

  

 Los Jueces Civiles, cuando la renta mensual es mayor de cincuenta unidades de  

Referencia Procesal o no exista cuantía.  
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 Los Jueces de Paz Letrados, cuando la cuantía sea hasta cincuenta unidades de 

Referencia Procesal.  

  

Asimismo indica que conforme se colige del inciso 1) del artículo 24 del Código 

Procesal Civil, además del Juez del domicilio del demandado, también es competente 

para conocer del proceso de desalojo, a elección del demandante, el Juez del lugar en 

que se encuentre el bien o bienes.  Y en caso de que la demanda de desalojo verse sobre 

varios inmuebles situados en diversos lugares, será competente el juez de cualquiera de 

dichos lugares.  

  

  

  2.2.2.5.10. Notificación  

Según Hinostroza (2010), respecto de lo notificación en el proceso de desalojo, refiere 

lo siguiente:  

Atendiendo a que el predio objeto de desalojo puede estar ocupado (con título o sin él) 

por personas distintas al demandado, vale decir, por terceros ajenos a la relación 

jurídica establecida entre el demandante y la persona a quien el primero cedió la 

posesión, es que la notificación de la demanda de desalojo y su auto admisorio debe 

practicarse: a) en la dirección domiciliaria del demandado indicada en la demanda; y  



 

 

b) en el predio objeto de desalojo (en caso que la dirección domiciliaria del demandado 

no sea la misma al lugar en que se encuentra ubicado el referido predio).  

  
En relación a la notificación en el proceso de desalojo, Prieto-Castro y Ferrándiz señala 

lo siguiente: “… El procedimiento del juicio de desahucio está dominado por la 

preocupación de garantizar que la citación del demandado llegue a conocimiento de su 

destinatario en dos aspectos: primeramente porque la oportunidad de defensa no debe 

correr riesgo en un juicio donde se trata de privar de la ocupación o el disfrute de un 

bien en nexo personal íntimo con dicho sujeto, y segundo, porque, al contrario,  una  

actitud  de  ocultación  o  de  pasividad  del  demandado  no  puede constituir obstáculo 

a la satisfacción de los derechos del actor, continuando injustamente en la posesión de 

la finca...” (p. 130)  

  

  

  2.2.2.5.11. Reglas de Trámite  

Gonzales (2016), señala que el desalojo en cualquier caso, se tramita en la vía del 

proceso sumarísimo (art. 546-4CPC, lo que se justifica por la hipotética simplicidad de 

la pretensión controvertida.  

  

El juez, al calificar la demanda, puede declarar su inadmisibilidad o improcedencia, 

con arreglo a los arts. 426 y 427 CPC. Se declara inadmisible, el juez concederá el plazo 

de tres días para que subsane la omisión, en resolución inimpugnable, bajo 

apercibimiento de archivar el expediente. En el caso de que la demanda se declare 

improcedente, entonces de devolverán los anexos presentados (Art. 551 CPC).  

  

  

Cuando la demanda se dirige contra personas indeterminadas o inciertas, el 

emplazamiento deberá alcanzar a todos los habilitados para contradecir, y se hará 

mediante edicto, bajo apercibimiento de nombrarse curador procesal. Igualmente 

cuando el demandante ignore el domicilio del demandado, el emplazamiento también 

se hará por edicto, bajo el mismo apercibimiento (art. 435 CPC). El plazo del 

emplazamiento será de quince días si el demandado se halla en el país, o de veinticinco 

días si estuviera fuera de él o si se trata de persona indeterminada o incierta (art. 550 

CPC).  

  

La admisión de la demanda conlleva que el juez otorgue al demandado el plazo de cinco 

días para la contestación (art. 554 CPC).  
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Las excepciones y defensas previas se interponen al contestarse la demanda, y solo  se 

permite los medios probatorios de actu125ación  inmediata (art. 552 CPC).  

  

Las tachas u oposiciones solo se acreditan con medios probatorios de actuación 

inmediata, que ocurrirá durante la audiencia (art. 553 CPC).  

  

Contestada la demanda o transcurrido el plazo para hacerlo, el juez fijara fecha para la 

audiencia única, lo que deberá realizarse dentro de los diez días siguientes. En la 

audiencia las partes pueden hacerse representar por apoderado, sin restricción alguna 

(art. 554 CPC)  

  

Al iniciar la audiencia, y de haberse deducido excepciones o defensas previas, el juez 

ordenara al demandante que las absuelva, luego de lo cual actuaran los medios 

probatorios concluida su actuación, si se encuentran infundadas las excepciones o 

defensas previas propuestas, declarar saneado el proceso. El juez, con la intervención 

de las partes, fijara los puntos controvertidos y determinara los que van a ser materia 

de prueba. Luego rechazara los medios   probatorias que considere inadmisibles o 

improcedentes  y  dispondrá  la  actuaciones  de  los  referidos  a  las  cuestiones 

probatorias (tachas u oposiciones), resolviéndolas de inmediato (art. 555 CPC).  

  

Si el desalojo se sustenta en la causal de falta de legitimidad de pago o vencimiento de 

plazo, solo son admisibles las pruebas de documento, declaración de parte y pericia 

(art. 591 CPC).  

  

Una vez actuadas los medios probatorios sobre el fondo de la cuestión, el juez 

concederá la palabra a los abogados, y luego emitirá sentencia. Excepcionalmente, 

puede reservar su decisión por un plazo que no excederá de diez días contados desde la 

conclusión de la audiencia (art. 555 CPC).  

  

Loa resolución que declara improcedente la demanda, la que declara fundada una 

excepción o cuestión previa y la sentencia, son apelables con efecto suspensivo, dentro 

de tercer día de notificadas. Las demás son apelables durante la audiencia, sin efecto 

suspensivo y con la calidad de diferida (art. 559 CPC).  
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  2.2.2.5.12. Ejecución de la Sentencia  

Respecto a la ejecución de la sentencia Gonzales (2016), indica que:  

  

  

Luego de quedar firme la sentencia, el juez de ejecución dictara el decreto que declara 

consentida la sentencia o la que ordena se cumpla lo ejecutoriado, y luego de seis días, 

a pedido de parte, se ordenara el lanzamiento (art. 592 CPC).  

  
El lanzamiento de ejecutará contra todos los que ocupen el predio, aunque no hayan 

participado en el proceso o no aparezcan en el acta de notificación (art. 593 CPC), (…).  

  
El lanzamiento se entiende efectuado solo cuando se hace entrega del bien en su 

integridad al demandante y totalmente desocupado. Sin dentro de los dos meses 

siguientes al lanzamiento se acredita que el demandado ha vuelto a ingresar al predio, 

el actor podrá solicitar un nuevo lanzamiento (art. 593CPC). (p. 243)  

  
Al respecto se puede decir que la ejecución de la sentencia del proceso de desalojo se 

materializa a través del lanzamiento judicial, caso que se da si es que la parte 

demandada  no  cumple  con  hacer  entrega  del  predio  en  plazo  otorgado,  por  el 

órgano jurisdiccional.  

  

  

  2.2.2.5.13. Desalojo por ocupación precaria  

  2.2.2.5.13.1. Conceptos  

Según la Jurisprudencia, La Corte Suprema de Justicia de la República (citado por  

Hinostroza, 2010) en relación al desalojo por ocupación precaria, ha establecido lo 

siguiente:  

“…El desalojo por ocupación precaria a que se contrae la definición del artículo 

novecientos once del Código Civil, requiere la concurrencia no solamente del requisito  

del  título  de  propiedad  o  de  otro título  que  autorice  al  demandante  a solicitar  la  

restitución  del  bien,  sino  también  que  el  demandado  se  encuentre ocupando de 

manera precaria el predio sin título alguno que justifique su posesión; debiéndose 

entender por título la existencia de un contrato y/o acto jurídico que constituya justa 

causa para la posesión del bien o la presencia de cualquier otra circunstancia que 

justifique la posesión del bien a cargo del demandado...” (Casación Nro. 1717-00 / 

Arequipa, publicada en el Diario Oficial EI Peruano el 30-04-2003, págs. 

1046310464).  

  
“... El presente proceso es uno de desalojo por ocupación precaria, en donde se discute 

si la demandada tiene o no título para poseer...” (Casación Nro. 2287-2008 / Huaura, 

publicada en el Diario Oficial EI Peruano el 02-12-2008, pág. 23420).  
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“…Tratándose  de  un  proceso  de  desalojo  por  ocupación  precaria,  no  resulta 

necesario merituar la buena fe del poseedor, sino establecer si éste detenta el bien sin 

título o con título que ya ha fenecido...” (Casación Nro. 4284-2006 / La Libertad, 

publicada en el Diario Oficial El Peruano el 02-07-2007, pá9. 19730).  

  
“…En el presente proceso [sobre desalojo por ocupación precaria] ta condición de 

titular del derecho a la restitución del inmueble y de poseedor sin título debe quedar 

plenamente establecida, así como la ausencia de cualquier circunstancia por medio de 

la cual pueda advertirse la legitimidad de dicha posesión...” (Casación Nro. 2123- 2006  

/Arequipa,  publicada en  el Diario  Oficial  El Peruano  el  29-02-2008,  pá9.  
21621).  

  

  

“... La esencia del proceso de Desalojo por Ocupación Precaria no consiste en 

determinar o resolver en definitiva el derecho de propiedad sino la validez de la 

restitución de la posesión en base a cualquier título válido y suficiente que la justifique,  

frente  a  la  ausencia  de  título  o  fenecimiento  del  que  tuvo  la  parte ocupante; 

título y ausencia o fenecimiento del mismo que por su naturaleza [...] debe ser de 

elemental probanza y dilucidación; de allí que el ordenamiento jurídico ha dispuesto 

que dicha pretensión sea tramitada en la vía sumarísima, de conformidad con el artículo 

quinientos ochenta y cinco y siguientes del Código Procesal Civil; la misma   que   

resulta   más   breve   y   expedita   siendo   improcedente   incluso   la reconvención,  

el  ofrecimiento  de  medios  probatorios  en  segunda  instancia  y modificar o ampliar 

la demanda, entre otros, de acuerdo con él articulo quinientos cincuenta  y  nueve  del  

citado  Código  IC.P.C.]...”  (Casación  Nro.  2982-2006  
/Arequipa, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 02-1 0'2007, pág. 20821).   

  

  

  2.2.2.5.14. Las reglas vinculantes del IV Pleno Casatorio  

Gonzales (2014), indica que la Corte Suprema ha emitido el Cuarto Pleno Civil 

(Casación N° 2195-2011-Ucayali), en el cual se adopta la siguiente doctrina 

jurisprudencial que vincula a todos los tribunales del país:  

  

1) Una persona tendrá la condición de precaria cuando ocupe un inmueble ajeno, 

sin pago de renta y sin título para ello, o cuando dicho título no genere ningún 

efecto de protección para quien lo ostente, frente al reclamante, por haberse 

extinguido el mismo.  

  

2) Cuando se hace alusión a la carencia de título o al fenecimiento del mismo, no 

se está refiriendo al documento que haga alusión exclusiva al título de 

propiedad, sino a cualquier acto jurídico que le autorice a la parte demandada a 
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ejercer la posesión del bien, puesto que el derecho en disputa no será la 

propiedad, sino el derecho a poseer.  

  

3) Interpretar el artículo 585° del Código Procesal Civil, en el sentido que por 

"restitución" del bien se debe entender como  entrega de la posesión que protege 

el artículo 911° del Código Civil, para garantizar al sujeto a quien corresponde 

dicho derecho a ejercer el pleno disfrute del mismo, independientemente si es 

que es propietario o no.  

  

4) Establecer, conforme al artículo 586° del Código Procesal Civil, que el sujeto 

que goza de legitimación para obrar activa, no solo puede ser el propietario, 

sino también, el administrador y todo aquel que se considere tener derecho a la 

restitución de un predio. Por otra parte, en lo que atañe a la legitimación para 

obrar pasiva se debe comprender dentro de esa situación a todo aquel que ocupa 

el bien sin acreditar su derecho a permanecer en el disfrute de la posesión, 

porque nunca lo tuvo o el que tenía feneció.  

  

5) Se consideran como supuestos de posesión precaria a los siguientes:  

  

  

5.1 .Los  casos  de resolución  extrajudicial  de un  contrato,  conforme a  lo 

dispuesto por los artículos 1429° y 1430° del Código Civil. En estos casos 

se da el supuesto de posesión precaria por haber fenecido el título que 

habilitaba al demandado para seguir poseyendo el inmueble. Para ello, 

bastará que el Juez, que conoce el proceso de desalojo, verifique el 

cumplimiento de la formalidad de resolución prevista por la ley o  el 

contrato, sin decidir la validez de las condiciones por las que se dio esta 

resolución. Excepcionalmente, si el Juez advierte que los hechos revisten 

mayor complejidad, podrán   resolver declarando la infundabilidad de la 

demanda, mas no así la improcedencia.  

  

5.2 Será caso de título de posesión fenecido, cuando se presente el supuesto 

previsto por el artículo 1704° del Código Civil, puesto que con el 

requerimiento  de  la  devolución  del  inmueble  se  pone  de  manifiesto  
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la voluntad del arrendador de poner fin al contrato. No constituirá un caso 

de título fenecido el supuesto contemplado por el artículo 1700" del 

Código Civil,  dado  que  el  solo  vencimiento  del  contrato  de  

arrendamiento  no resuelve el contrato sino que, por imperio de la ley, se 

asume la continuación del mismo hasta que el arrendador le requiera la 

devolución del bien. Dada esta  condición,  recién  se  puede  asumir  que  

el  poseedor  ha  pasado  a constituirse en poseedor precario por 

fenecimiento de su título.  

  

5.3 Si en el trámite de un proceso de desalojo, el Juez advierte la invalidez 

absoluta y evidente del título posesorio, conforme lo prevé el artículo 220° 

del Código Civil, sólo analizará dicha situación en la parte considerativa 

de la sentencia sobre la nulidad manifiesta del negocio jurídico, declarara 

fundada o infundada la demanda únicamente sobre el desalojo, 

dependiendo de cuál de los títulos de presentados por las partes es el que 

adolece de nulidad manifiesta.  

  

5.4 La enajenación de un bien arrendado, cuyo con trato no estuviera inscrito 

en  registros  públicos,  convierte  en  precario  al  arrendatario,  respecto  

del nuevo dueño, salvo que el adquiriente se hubiere comprometido a 

respetarlo, conforme a lo dispuesto por el artículo 1708° del Código Civil.   

5.5 Cuando el demandado afirme haber realizado edificaciones o  

modificaciones sobre el predio materia de desalojo - sea" de buena o mala fe - 

, no justifica que se declare la improcedencia de la demanda, bajo el sustento 

de que previa' mente deben ser discutidos dichos derechos en otro proceso. Por 

el contrario, lo único que debe verificarse es si el demandante tiene derecho o 

no a disfrutar de la posesión que invoca, dejándose a salvo el derecho  del  

demandado  a  reclamar  en  otro  proceso  lo  que  considere pertinente.  

  

5.6 La mera alegación del demandado, en el sentido de haber adquirido el bien 

por usucapión, no basta para desestimar la pretensión de desalojo ni 

declarar  la  improcedencia  de  la  demanda,  correspondiendo  al  Juez  

del desalojo valorar las pruebas en las cuales sustenta el demandado su 
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derecho invocado, sin que ello implique que está" facultado para decidir 

sobre la usucapión.  Siendo  as|  se  limitará"  a  establecer  si  ha  surgido  

en  él  la convicción de declarar el derecho de poseer a favor del 

demandante. De declararse fundada la demanda de desalojo por precario, 

en nada afecta lo que se vaya a decidir en otro proceso donde se tramite la 

pretensión de usucapión, puesto que el usucapiente tendrá expedito su 

derecho para solicitar la inejecución  del  mandato  de  desalojo  o  en  todo  

caso  para  solicitar  la devolución del inmueble.  

  

6) En  todos  los  casos  descritos,  el  Juez  del  proceso  no  podrá  expedir  una 

sentencia inhibitoria, sino que deberá de pronunciarse sobre el fondo de la 

materia controvertida, en el sentido que corresponda, conforme a los hechos y 

la valoración de las pruebas aportadas.  

  

7) En lo que respecta a lo dispuesto por el artículo 6O1° del Código Procesal Civil,  

cuando  ya  ha  prescrito  el  plazo  para  interponer  la:  pretensión interdictal, 

el accionante no podrá optar por recurrir al desalojo para lograr la recuperación 

de su bien.  
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2.3. MARCO CONCEPTUAL  

  

  Calidad  

“Propiedad o conjunto de propiedades inherentes a una persona o cosa que permiten 

apreciarla con  respecto  a las  restantes  de su  especie” (Diccionario  de la  Lengua 

Española, s.f., párr. 2)  

  

  

Calidad  

  

Según el modelo de la norma ISO 9000, la calidad es el “grado en el que un conjunto 

de características inherentes cumple con los requisitos”, entendiéndose por requisito 

“necesidad o expectativa establecida, generalmente implícita u obligatoria”. La calidad  

admite  diversos  grados  (quizás,  infinitos),  si  bien lo  que no  aclara esta definición, 

es quién debe establecer este grado. No obstante, en el enfoque de esta norma está el 

cliente, de quien debe conocerse su percepción respecto del grado de satisfacción con 

el producto suministrado, devolviéndonos nuevamente a la perspectiva externa. 

(Anónimo. s.f. párr. 2-3.)  

  

  

  Carga de la prueba  

“Obligación consistente en poner a cargo de un litigante la demostración de la veracidad 

de sus proposiciones de hecho en un juicio. El requerimiento es facultad de la parte 

interesada de probar su proposición. Obligación procesal a quién afirma o señala” 

(Poder Judicial, 2016).  

  

  Derechos fundamentales  

“Conjunto básico de facultades y libertades garantizadas judicialmente que la 

constitución  reconoce  a  los  ciudadanos  de  un  país  determinado”  (Poder  Judicial,  

2016).  

  

  

  Distrito Judicial  

  “Parte de un territorio en donde un Juez o Tribunal ejerce jurisdicción” (Poder Judicial,  
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2016).  

  

  

  Doctrina  

“Conjunto  de  tesis  y  opiniones  de  los  tratadistas  y  estudiosos  del  Derecho  que 

explican y fijan el sentido de las leyes o sugieren soluciones para cuestiones aun no 

legisladas. Tiene importancia como fuente mediata del Derecho, ya que el prestigio y 

la autoridad de los destacados juristas influyen a menudo sobre la labor del legislador 

e incluso en la interpretación judicial de los textos vigentes” (Cabanellas, 1998).  

  

  Expresa  

“Claro, evidente, especificado, detallado. Ex profeso, con intención, voluntariamente 

de propósito” (Cabanellas, 1998).  

  

  Expediente  

“Es el conjunto de escritos, actas y resoluciones donde se encuentran consignados todos 

los actos procesales realizados en un proceso, los cuales son ordenados según la 

secuencia de su realización en folios debidamente numerados correlativamente” (Poder 

judicial, 2016).  

  

  

  Evidenciar  

“Hacer patente y manifiesta la certeza de algo; probar y mostrar que no solo es cierto, 

sino claro” (Real Academia de la Lengua Española, 2001).  

  
  Jurisprudencia  

“Estudio de las experiencias del derecho, a través de sus fallos y sentencias dictados 

por sus tribunales, cuya observancia es obligatoria para nuevos casos de la misma 

modalidad, asumiéndolo como fuente ante situaciones semejantes” (Poder judicial,  

2016).  

  

  

  Normatividad  
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“Cualidad de normativo” (Real Academia de la Lengua Española, 2001).  

  

  

  Parámetro  

“Se  conoce  como  parámetro  al  dato  que  se  considera  como  imprescindible  y  

orientativo para lograr evaluar o valorar una determina situación. A partir de un 

parámetro, una cierta circunstancia puede comprenderse o ubicarse en perspectiva” 

(Definición. De, 2012)  

  

  Rango  

“Amplitud de la variación de un fenómeno entre un mínimo y un máximo, claramente 

especificados” (Diccionario de la lengua española. s.f. párr.2)  

  

  

  Sentencia de calidad de rango muy alta  

Calificación asignada a la sentencia analizada, intensificando sus propiedades y el 

valor obtenido, por su tendencia a aproximarse al que corresponde a una sentencia 

ideal o modelo teórico que propone el estudio (Muñoz, 2014).  

  

  

  Sentencia de calidad de rango alta  

Calificación asignada a la sentencia analizada, sin intensificar sus propiedades y el 

valor obtenido, no obstante su aproximación, al que corresponde a una sentencia 

ideal o modelo teórico que propone el estudio (Muñoz, 2014).  

  

  

  Sentencia de calidad de rango mediana  

Calificación asignada a la sentencia analizada con propiedades  intermedias, cuyo 

valor se ubica entre un mínimo y un máximo pre establecido para una sentencia ideal o 

modelo teórico que propone el estudio (Muñoz, 2014).  

  

  

  Sentencia de calidad de rango baja  
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Calificación asignada a la sentencia analizada, sin intensificar sus propiedades y el 

valor obtenido, no obstante su tendencia a alejarse, del que corresponde a una 

sentencia ideal o modelo teórico que propone el estudio (Muñoz, 2014).  

  

  

  Sentencia de calidad de rango muy baja  

Calificación asignada a la sentencia analizada, intensificando sus propiedades y el 

valor obtenido, por su tendencia a alejarse, del que corresponde a una sentencia ideal 

o modelo teórico que propone el estudio (Muñoz, 2014).  

  

Variable  

  

Representan las diferentes condiciones, cualidades, condiciones, o modalidades que 

asumen  los  objetos  en  estudio  desde  el  inicio  de  la  investigación  .Constituyen la 

imagen inicial del concepto dado dentro del marco teórica (Postgrado Upel Mcbo, 

2011). 

III. METODOLOGÍA  
  

  3.1. Tipo y nivel de la investigación  

  3.1.1.  Tipo de investigación. La investigación es de tipo cuantitativa – cualitativa  

 (Mixta).  

Cuantitativa. La investigación se inicia con el planteamiento de un problema de 

investigación, delimitado y concreto; se ocupa de aspectos específicos externos del 

objeto de estudio y el marco teórico que guía la investigación es elaborado sobre la 

base de la revisión de la literatura (Hernández, Fernández & Batista, 2010).  

  

  

En perfil cuantitativo se evidencia en el uso intenso de la revisión de la literatura; en el  

presente  trabajo  facilitó  la  formulación  del  problema  de  investigación;  los objetivos 

de la investigación; la operacionalización de la variable; la construcción del 

instrumento para recoger los datos; el procedimiento de recolección de datos y el 

análisis de los resultados.  
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Cualitativa. La investigación se fundamenta en una perspectiva interpretativa está 

centrada  en  el  entendimiento  del  significado  de  las  acciones,  sobre  todo  de  lo 

humano (Hernández, Fernández & Batista, 2010).  

  

  

El perfil cualitativo se evidencia en la recolección de datos que requirió de la 

concurrencia del análisis para identificar a los indicadores de la variable. Además; la 

sentencia (objeto de estudio) es el producto del accionar humano, quien a título de 

representante del Estado en el interior de un proceso judicial (Juez unipersonal o 

colegiado) decide(n) sobre un conflicto de intereses de índole privado o público. Por lo 

tanto, la extracción de datos implicó interpretar su contenido para alcanzar los 

resultados. Dicho logro, evidenció la realización de acciones sistemáticas: a) 

sumergirse en el contexto perteneciente a la sentencia; es decir, hubo revisión 

sistemática y exhaustiva del proceso judicial documentado (Expediente judicial) con el 

propósito de comprenderla y b) volver a sumergirse; pero, ésta vez en el contexto 

específico, perteneciente a la propia sentencia; es decir, ingresar a cada uno de sus 

compartimentos y recorrerlos palmariamente para recoger los datos (indicadores de  la 

variable).  

  

  

Su perfil mixto, se evidencia en que, la recolección y el análisis no son acciones que se 

manifestaron sucesivamente; sino, simultáneamente al cual se sumó el uso intenso de 

las bases teóricas: contenidos de tipo procesal y sustantivo; pertinentes, con los cuales 

se vinculó la pretensión judicializada o hecho investigado; esto fue,   para interpretar y 

comprender a las sentencias y, sobre todo, reconocer dentro de ella a los indicadores de 

calidad: variable de estudio.  

  

  

3.1.2. Nivel de investigación. El nivel de la investigación es exploratoria y descriptiva. 

Exploratoria. Se trata de un estudio que se aproxima y explora contextos poco 

estudiados; además la revisión de la literatura reveló pocos estudios respecto de la 

calidad del objeto de estudio (sentencias) y la intención fue indagar nuevas 

perspectivas. (Hernández, Fernández & Batista, 2010).  
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El nivel exploratorio se evidenció en varios aspectos de la investigación; la inserción 

de antecedentes no ha sido sencilla, se hallaron trabajos aislados, de tipo interpretativo, 

donde el objeto estudiado fueron resoluciones judiciales (sentencias); pero, la variable 

en estudio fueron diferentes, por ejemplo: la identificación de la sana crítica, la 

valoración de las pruebas, la motivación; etc., pero respecto de la calidad, no se 

hallaron. Fuera de ello, los resultados obtenidos todavía son debatibles; además, las 

decisiones de los jueces comprenden elementos complejos como el principio de 

equidad y la justicia y su materialización dependerá del contexto específico donde 

fueron aplicados, no se puede generalizar.  

  

  

Descriptiva. Se trata de un estudio que describe propiedades o características del objeto 

de estudio; en otros términos, la meta del investigador(a) consiste en describir el 

fenómeno; basada en la detección de características específicas. Además, la recolección 

de la información sobre la variable y sus componentes, se realiza de manera 

independiente  y conjunta, para luego someterlos al análisis.  (Hernández,  

Fernández & Batista, 2010) 

  

En opinión de Mejía (2004) en las investigaciones descriptivas el fenómeno es 

sometido a un examen intenso, utilizando exhaustiva y permanentemente las bases 

teóricas para facilitar la identificación de las características existentes en él   para luego 

estar en condiciones de definir su perfil y arribar a la determinación de la variable.  

  

El nivel descriptivo, se evidenció en diversas etapas del trabajo: 1) en la selección de 

la unidad de análisis (expediente judicial); porque, el proceso judicial registrado en su  

contenido,  tuvo  que  reunir  condiciones  pre  establecidas  para  facilitar  la realización 

de la investigación (Ver 3.3. de la metodología); y 2) en la recolección y análisis de los 

datos, establecidos en el instrumento; porque, estuvo direccionado al hallazgo  de  un  

conjunto  de  características  o  propiedades,  que  según  las  bases teóricas, debe reunir 

una sentencia (puntos de coincidencia o aproximación entre las fuentes de tipo 

normativo, doctrinario y jurisprudencial).  
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  3.2. Diseño de la investigación  

No experimental. El estudio del fenómeno es conforme se manifestó en su contexto 

natural; en consecuencia los datos reflejan la evolución natural de los eventos, ajeno a 

la voluntad de la investigador (Hernández, Fernández & Batista, 2010).  

  

Retrospectiva. La planificación y recolección de datos comprende un fenómeno 

ocurrido en el pasado  (Hernández, Fernández & Batista, 2010).  

  

Transversal. La recolección de datos para determinar la variable, proviene de un 

fenómeno cuya versión corresponde a un momento específico del desarrollo del tiempo 

(Supo, 2012; Hernández, Fernández & Batista, 2010).  

  

En el presente estudio, no se manipuló la variable; por el contrario las técnicas de la 

observación y análisis de contenido se aplicaron al fenómeno en su estado normal, 

conforme se manifestó por única vez en un tiempo pasado.  

  

En otros términos, la característica no experimental, se evidencia en la recolección de 

datos sobre la variable: calidad de las sentencias; porque, se aplicó en una versión 

original, real y completa sin alterar su esencia (Ver punto 3.8 de la metodología).  

Asimismo, su perfil retrospectivo se evidencia en el mismo objeto de estudio 

(sentencias); porque pertenece a un tiempo pasado, además acceder al expediente 

judicial que lo contiene solo es viable cuando desaparece el principio de reserva del 

proceso; antes es imposible que un tercero pueda revisarlo. Finalmente, su aspecto 

transversal, se evidenció en la recolección de datos para alcanzar los resultados; porque 

los datos se extrajeron de un contenido de tipo documental donde quedó registrado el 

objeto de estudio (sentencias); en consecuencia, no cambió siempre mantuvo su estado 

único conforme ocurrió por única vez en un determinado transcurso del tiempo.  

  

  

  3.3. Unidad de análisis  
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Las  unidades  de  análisis:  “Son  los  elementos  en  los  que  recae  la obtención  de 

información y que deben de ser definidos con propiedad, es decir precisar, a quien o a 

quienes se va a aplicar la muestra para efectos de obtener la información. (Centty,  

2006, p.69).  

  

   

De otro lado las unidades de análisis se pueden escoger aplicando los procedimientos 

probabilísticos y los no probabilísticos. En el presente estudio se utilizó el 

procedimiento no probabilístico; es decir, aquellas que “(…) no utilizan la ley del azar 

ni el cálculo de probabilidades (…). El muestreo no probabilístico asume varias formas: 

el muestreo por juicio o criterio del investigador, el muestreo por cuota y muestreo 

accidental (Arista, 1984; citado por Ñaupas, Mejía, Novoa, y Villagómez,  

2013; p. 211).  

  

   

En el presente trabajo la selección de la unidad de análisis se realizó mediante el 

muestreo no probabilístico; específicamente, el muestreo o criterio del investigador. 

Que, según Casal y Mateu (2003) se denomina muestreo no probabilístico, llamado 

técnica por conveniencia; porque, es el mismo investigador quien establece las 

condiciones para seleccionar una unidad de análisis.  

  

En la presente investigación, la unidad de análisis estuvo representada por un 

expediente judicial,  porque de  acuerdo  a la  línea de investigación  (ULADECH, 

2013) es un recurso o base documental que facilita la elaboración de la investigación, 

los criterios relevantes para ser seleccionado fueron: proceso contencioso; con 

interacción de ambas partes; concluido por sentencia; con participación de dos órganos 

jurisdiccionales (en primera y segunda instancia); perteneciente al Distrito Judicial de 

Santa.  

  

  

Al interior del proceso judicial se halló: el objeto de estudio, estos fueron, las dos 

sentencias, de primera y de segunda instancia.  
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 En el presente trabajo los datos que identifican a la unidad de análisis fueron: N° 01091-

2011-0-2501-JR-CI-05, sobre desalojo por ocupación precaria: tramitado siguiendo las 

reglas del proceso sumarísimo; perteneciente a los archivos del Quinto Juzgado Civil; 

situado en la localidad de Chimbote, comprensión del Distrito Judicial del  Santa.  

  

  

La evidencia empírica del objeto de estudio; es decir, las sentencias estudiadas se 

encuentra ubicadas en el anexo 1; estos se conservan en su esencia, la única sustitución 

aplicada a su contenido fueron, en los datos de identidad pertenecientes a las personas 

naturales y jurídicas mencionadas en el texto; porque a cada uno se les asignó un código 

(A, B, C, etc) por cuestiones éticas y respeto a la dignidad.  

  

  

  3.4. Definición y operacionalización de la variable e indicadores  

 Respecto a la variable, en opinión de Centty (2006, p. 64):  

“Las  variables  son  características,  atributos  que  permiten  distinguir  un 

hecho o fenómeno de otro (Persona, objeto, población, en general de un 

Objeto de Investigación o análisis), con la finalidad de poder ser analizados y 

cuantificados, las variables son un Recurso Metodológico, que el investigador 

utiliza para separar o aislar los partes del todo y tener la comodidad para poder 

manejarlas e implementarlas de manera adecuada”.  

  

  

En el presente trabajo la variable fue: la calidad de las sentencias de primera y segunda 

instancia. 



 

 

  

La calidad, según la Sociedad Americana para el Control de Calidad (A.S.Q.C.) es un 

conjunto  características  de  un  producto,  servicio  o  proceso  que  le  confieren  su 

aptitud para satisfacer las necesidades del usuario o cliente  (Universidad Nacional 

Abierta y a Distancia, s.f).  

  

  

En términos judiciales, una sentencia de calidad es aquella que evidencia poseer un 

conjunto de características o indicadores establecidos en fuentes que desarrollan su 

contenido. En el ámbito del derecho, las fuentes que desarrollan el contenido de una 

sentencia son fuentes de tipo normativo, doctrinario y jurisprudencial.  

  

  

  Respecto a los indicadores de la variable, Centty (2006, p. 66) expone:  

Son unidades empíricas de análisis más elementales por cuanto se deducen de 

las variables y ayudan a que estas empiecen a ser demostradas primero 

empíricamente y después como reflexión teórica; los indicadores facilitan la 

recolección de información, pero también demuestran la objetividad y 

veracidad de la información obtenida, de tal manera significan el eslabón 

principal entre las hipótesis, sus variables y su demostración.  

  

  

Por su parte, Ñaupas,  Mejía, Novoa y Villagómez, (2013) refieren: “los indicadores 

son manifestaciones visibles u observables del fenómeno” (p. 162).  

  

  

En el presente trabajo, los indicadores son aspectos reconocibles en el contenido de las 

sentencias; específicamente exigencias o condiciones establecidas en la ley y la 

Constitución; los cuales son aspectos puntuales en los cuales las fuentes de tipo 

normativo, doctrinario y jurisprudencial, consultados; coincidieron o tienen una 

estrecha aproximación. En la literatura existen indicadores de nivel más abstracto y 

complejo; pero, en el presente trabajo la selección de los indicadores, se realizó 

tomando en cuenta el nivel pre grado de los estudiantes.  

  

  

Asimismo; el número de indicadores para cada una de las sub dimensiones de la 

variable solo  fueron  cinco,  esto  fue,  para  facilitar el  manejo  de  la metodología 
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diseñada para el presente estudio; además, dicha condición contribuyó a delimitar en 

cinco niveles o rangos la calidad prevista, estos fueron: muy alta, alta, mediana, baja y 

muy baja. 

  150  

  

En términos conceptuales la calidad de rango muy alta, es equivalente a calidad total; 

es decir, cuando se cumplan todos los indicadores establecidos en el presente estudio. 

Éste nivel de calidad total, se constituye en un referente para delimitar los otros niveles.  

La definición de cada una de ellas, se encuentra establecida en el marco conceptual.  

  

  

La operacionalización de la variable se encuentra en el anexo 2.  

  

   

  3.5. Técnicas e instrumento de recolección de datos  

Para el recojo de datos se aplicaron las técnicas de la observación: punto de partida del 

conocimiento, contemplación detenida y sistemática, y el análisis de contenido: punto 

de partida de la lectura, y para que ésta sea científica debe ser total y completa; no basta 

con captar el sentido superficial o manifiesto de un texto sino llegar a su contenido 

profundo y latente (Ñaupas, Mejía, Novoa y Villagómez; 2013).  

  

  

Ambas técnicas se aplicaron en diferentes etapas de la elaboración del estudio: en la 

detección y descripción de la realidad problemática; en la detección del problema de 

investigación; en el reconocimiento del perfil del proceso judicial existente en los 

expedientes judiciales; en la interpretación del contenido de las sentencias; en la 

recolección de datos al interior de las sentencias, en el análisis de los resultados, 

respectivamente.  

  

  

Respecto al instrumento: es el medio a través del cual se obtendrá la información 

relevante sobre la variable en estudio. Uno de ellos es la lista de cotejo y se trata de un 

instrumento estructurado que registra la ausencia o presencia de un determinado rasgo, 

conducta o secuencia de acciones. La lista de cotejo se caracteriza por ser dicotómica, 
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es decir, que acepta solo dos alternativas: si, no; lo logra, o no lo logra, presente o 

ausente; entre otros (SENCE – Ministerio del Trabajo y Previsión Social,  

2do y 4to párrafo)  

  

  

En la presente investigación se utilizó un instrumento denominado lista de cotejo 

(anexo  3),  éste  se  elaboró  en  base  a  la  revisión  de  la  literatura;  fue  validado,  

mediante juicio de expertos (Valderrama, s.f) que consiste en la revisión de contenido 

y  forma  efectuada  por  profesionales   expertos   en   un   determinado   tema.   El 

instrumento presenta los indicadores de la variable; es decir, los criterios o ítems a 

recolectar en el texto de las sentencias; se trata de un conjunto de parámetros de calidad, 

preestablecidos en la línea de investigación, para ser aplicados a nivel pre grado.  

  

  

Se denomina parámetros; porque son elementos o datos desde el cual se examina las 

sentencias; porque son aspectos específicos en los cuales coinciden o existe 

aproximación estrecha entre las fuentes que abordan a la sentencia, que son de tipo 

normativo, doctrinario y jurisprudencial; respectivamente.  

  

  

  3.6. Procedimiento de recolección de datos y plan de análisis de datos  

Es un diseño establecido para la línea de investigación se inicia con la presentación de 

pautas para recoger los datos, se orienta por la estructura de la sentencia y los objetivos 

específicos trazados para la investigación; su aplicación implica utilizar las técnicas de 

la observación y el análisis de contenido y el instrumento llamado lista de cotejo, 

usando a su vez, las bases teóricas para asegurar la asertividad en la identificación de 

los datos buscados en el texto de las sentencias.  

  

  

Asimismo, corresponde destacar que las actividades de recolección y análisis fueron 

simultáneas que se ejecutaron por etapas o fases, conforme sostienen Lenise Do Prado; 

Quelopana Del Valle; Compean Ortiz, y Reséndiz Gonzáles (2008). (La separación de 

las dos actividades solo obedece a la necesidad de especificidad).  
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  3.6.1. De la recolección de datos  

La descripción del acto de recojo de datos se encuentra en el anexo 4, denominado: 

Procedimiento   de   recolección,   organización,   calificación   de   los   datos   y 

determinación de la variable.  

  

  

  3.6.2. Del plan de análisis de datos  

3.6.2.1. La primera etapa. Fue actividad abierta y exploratoria, que consistió en una 

aproximación gradual y reflexiva al fenómeno, orientada por los objetivos de la 

investigación; donde cada momento de revisión y comprensión fue una conquista; es 

decir, un logro basado en la observación y el análisis. En esta fase se concretó, el 

contacto inicial con la recolección de datos.  

  

3.6.2.2. Segunda etapa. También fue una actividad, pero más sistémica que la anterior, 

técnicamente en términos de recolección de datos, igualmente, orientada por los 

objetivos y la revisión permanente de la literatura, que facilitó la identificación e 

interpretación de los datos.  

  

3.6.2.3. La tercera etapa. Igual que las anteriores, fue una actividad; de naturaleza 

más consistente, fue un análisis sistemático, de carácter observacional, analítica, de 

nivel profundo orientada por los objetivos, donde hubo articulación entre los datos y la 

revisión de la literatura.  

  

Estas actividades se evidenciaron desde el instante en que el investigador(a) aplicó la 

observación y el análisis en el objeto de estudio; es decir las sentencias, que resulta ser 

un fenómeno acontecido en un momento exacto del decurso del tiempo, lo cual quedó 

documentado en el expediente judicial; es decir, en la unidad de análisis, como es 

natural a la primera revisión la intención no es precisamente recoger datos; sino, 

reconocer, explorar su contenido, apoyado en las bases teóricas que conforman la 

revisión de la literatura.  

  

  

Acto seguido, el(a) investigador(a) empoderado(a) de mayor dominio de las bases 

teóricas, manejó la técnica de la observación y el análisis de contenido; orientado por 
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los objetivos específicos inició el recojo de datos, extrayéndolos del texto de la 

sentencia al instrumento de recolección de datos; es decir, la lista de cotejo, lo cual fue 

revisado en varias ocasiones. Esta actividad, concluyó con una actividad de mayor 

exigencia observacional, sistémica y analítica, tomando como referente la revisión de 

la literatura, cuyo dominio fue fundamental para proceder a aplicar el instrumento y la 

descripción especificada en el anexo 4. 

Finalmente,  los  resultados  surgieron  del  ordenamiento  de  los  datos,  en  base  al 

hallazgo de los indicadores o parámetros de calidad en el texto de las sentencias en 

estudio, conforme a la descripción realizada en el anexo 4.  

  

  

La autoría de la elaboración del instrumento, recojo, sistematización de los datos para 

obtener los resultados y el diseño de los cuadros de resultados le corresponden a la 

docente: Dionee Loayza Muñoz Rosas.  

  

  

  3.7. Matriz de consistencia lógica  

En opinión de Ñaupas, Mejía, Novoa, y Villagómez, (2013): “La matriz de consistencia 

es un cuadro de resumen presentado en forma horizontal con cinco columnas en la que 

figura de manera panorámica los cinco elementos básicos del proyecto de 

investigación: problemas, objetivos, hipótesis, variables e indicadores, y la 

metodología” (p. 402).  

  

  

Por su parte, Campos (2010) expone: “Se presenta la matriz de consistencia lógica, en 

una forma sintética, con sus elementos básicos, de modo que facilite la comprensión 

de la coherencia interna que debe existir entre preguntas, objetivos e hipótesis de 

investigación” (p. 3).  

  

  

En  el  presente  trabajo   la  matriz  de  consistencia  será  básica:  problema  de 

investigación y objetivo de investigación; general y específicos; respectivamente. No 

se presenta la hipótesis, porque la investigación es de carácter univariado y de nivel 
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exploratorio descriptivo. Dejando la variable e indicadores y la metodología a los 

demás puntos expuestos en la presente investigación.  

  

  

En términos generales, la matriz de consistencia sirve para asegurar el orden, y asegurar 

la cientificidad del estudio, que se evidencia en la logicidad de la investigación.  

  

  

A continuación la matriz de consistencia de la presente investigación en su modelo 

básico. 

Título: Calidad de las sentencias de primera y segunda instancia sobre desalojo por 

ocupación precaria, en el expediente N°01091-2011-0-2501-JR-CI-05, del Distrito 

Judicial del Santa, Chimbote 2016.  

  

  PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN  OBJETIVO DE INVESTIGACIÓN  

 

¿Cuál es la calidad de las sentencias de 

primera y segunda instancia sobre desalojo 

por ocupación precaria, según los 

parámetros normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales pertinentes, en el 

expediente N°01091-2011-0-2501-JR-CI-05, 

del Distrito Judicial del Santa - Chimbote 

2016?  

Determinar la calidad de las sentencias de 

primera y segunda instancia sobre desalojo 

por ocupación precaria, según los 

parámetros normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales pertinentes, en el 

expediente N°01091-2011-0-2501-JR-CI-05, 

del Distrito Judicial del Santa - Chimbote 

2016.  

 

 

Sub      problemas      de      investigación 

/problemas específicos  

Objetivos específicos  

Respecto   de   la   sentencia   de   primera 

instancia  

Respecto   de   la   sentencia   de   primera 

instancia  

¿Cuál es la calidad de la parte expositiva de 

la sentencia de primera instancia, con 

énfasis en la introducción y la postura de las 

partes?  

Determinar    la    calidad    de    la    parte  

expositiva de la sentencia de primera 

instancia, con énfasis en la introducción y la 

postura de las partes.  

¿Cuál    es    la    calidad    de    la    parte 

considerativa de la sentencia de primera 

instancia, con énfasis en la motivación de 

los hechos y el derecho?  

Determinar    la    calidad    de    la    parte 

considerativa de la sentencia de primera 

instancia, con énfasis en la motivación de 

los hechos y el derecho.  

¿Cuál es la calidad de la parte resolutiva de 

la sentencia de primera instancia, con 

énfasis en la aplicación del principio de 

congruencia   y   la   descripción   de   la 

decisión?  

Determinar la calidad de la parte resolutiva 

de la sentencia de primera instancia, con 

énfasis en la aplicación del principio de 

congruencia  y la  descripción  de  la 

decisión.  

Respecto   de   la   sentencia   de   segunda 

instancia  

Respecto   de   la   sentencia   de   segunda 

instancia  
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¿Cuál es la calidad de la parte expositiva de 

la sentencia de segunda instancia, con 

énfasis en la introducción y las postura de la 

partes?  

Determinar    la    calidad    de    la    parte  

expositiva de la sentencia de segunda 

instancia, con énfasis en la introducción y la 

postura de las partes.  

¿Cuál    es    la    calidad    de    la    parte 

considerativa de la sentencia de segunda 

instancia, con énfasis en la motivación de 

los hechos y el derecho?  

Determinar    la    calidad    de    la    parte 

considerativa de la sentencia de segunda 

instancia, con énfasis en la motivación de 

los hechos y el derecho.  

¿Cuál es la calidad de la parte resolutiva de 

la sentencia de segunda instancia, con 

énfasis en la aplicación del principio de 

congruencia   y   la   descripción   de   la 

decisión?  

Determinar la calidad de la parte resolutiva 

de la sentencia de segunda instancia, con 

énfasis en la aplicación del principio de 

congruencia  y la  descripción  de  la 

decisión.  

  3.8. Principios éticos  

La realización del análisis crítico del objeto de estudio, está sujeta a lineamientos éticos 

básicos de: objetividad, honestidad, respeto de los derechos de terceros, y relaciones  

de  igualdad  (Universidad  de  Celaya,  2011).  Se  asumió,  compromisos éticos antes, 

durante y después del proceso de investigación; a efectos de cumplir el principio de 

reserva, el respeto a la dignidad humana y el derecho a la intimidad (Abad y Morales, 

2005).  

  

  

Para cumplir con ésta exigencia, inherente a la investigación, se ha suscrito una 

Declaración de compromiso ético, en el cual el investigador(a) asume la obligación de 

no difundir hechos  e identidades  existentes en la unidad de análisis, éste se evidencia 

como anexo 5. Asimismo, en todo el trabajo de investigación no se reveló los datos de 

identidad de las personas naturales y jurídicas que fueron protagonistas en el proceso 

judicial. 





 

 

IV. RESULTADOS  

4.1. Resultados  

Cuadro  1: Calidad de la parte expositiva de la sentencia de primera instancia sobre desalojo por ocupación precaria;  con énfasis en la calidad de la  

introducción y de la postura de las partes, en el expediente N° 01091-2011-0-2501-JR-CI-05, Distrito Judicial del Santa, Chimbote. 2016  

 

    

  

Evidencia Empírica  

    

  

Parámetros  

Calidad de la 

introducción, y de la 

postura de las partes  

Calidad de la parte expositiva 

de la sentencia de primera  
instancia  

 

 

 

 

  

 

 

 

 

1  2  3  4  5  [1 - 2]  [3 - 4]  [5 - 6]  [7- 8]  [9-10]  

 

 

5° JUZGADO CIVIL - Sede Central  
EXPEDIENTE         : 01091-2011-0-2501-JR-CI-05 
MATERIA                : DESALOJO 

ESPECIALISTA      : R.  
LITIS CONSORTE : “C”  

LITISCONSORTE NECESARIO PASIVO,  
DEMANDADO        : “B”  
DEMANDANTE      : ASOCIASION “A”  

SENTENCIA  

Resolución número 

VEINTISEIS Chimbote, 

veintinueve de octubre del dos mil 

trece.-  

  

  
I.               EXPOSICIÓN DEL CASO:  

  
Asunto.- Demanda  de DESALOJO  POR OCUPACIÓN PRECARIA  interpuesta 

 por ASOCIACIÓN  “A” representando por su presidente contra doña “B” por escrito 

obrante a fojas 04 y siguientes.  

1. El encabezamiento evidencia: la 
individualización de la sentencia,  indica el   
N° de expediente, el número de resolución 
que le corresponde a la sentencia, lugar, 
fecha de expedición, menciona al juez, 
jueces, etc. Si cumple 2. Evidencia el 
asunto: ¿El planteamiento de las 
pretensiones? ¿ Cuál    es el problema 
sobre lo que se decidirá?. Si cumple  
3. Evidencia la individualización 
de las partes:  se individualiza al 
demandante, al demandado, y al   del 
tercero legitimado; éste último en los casos 
que hubiera en el proceso). Si cumple  
4. Evidencia aspectos del proceso: 

el contenido explicita que se tiene a la vista 

un proceso regular, sin vicios procesales, 

sin nulidades, que se ha agotado los plazos, 

las etapas, advierte constatación, 

aseguramiento  de  las  formalidades  del  

        

     

  

x  
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Petitorio.- Solicita desalojo por ocupación precaria a fin de que se ordene el desalojo de doña “B” y 
se disponga la restitución de la posesión y entrega del bien inmueble ubicado en el Jr. Lima N° 260 
Florida Baja del Distrito de Chimbote, Provincia del Santa, Departamento de Ancash.  

  
Hechos.- Manifiesta la parte demandante que tiene a cargo la administración del bien inmueble materia 
de la pretensión, el cual se encuentra ocupado por la demandada sin título ni pago de renta alguno lo 
cual configura la precariedad de su posesión.  

  
Agrega que con fecha 12 de octubre del 2010 se llegó a un acuerdo con la demandada a fin de no llegar 
a interponer acción judicial y desocupe el inmueble el 31 de diciembre del 2010, no obstante y pese a 
los requerimientos extrajudiciales, no se ha logrado la desocupación y entrega del bien.  

  
Por resolución N° 01 de fecha 17 de agosto del 2011 de folios 21, se admite a trámite la demanda 
encausándola en la vía procedimental correspondiente al proceso sumarísimo.  

  
Contestación de la demanda.- Mediante escritos de fojas 40 y 51  doña “B” deduce tacha contra la 
documental de fecha 13 de marzo del 2013, promueve excepción  de falta de legitimidad  para obrar 
del demandante y contesta la demanda solicitando se declare improcedente  

  
Alega que la parte demandante carece de legitimidad para obrar pues no es el titular del inmueble del 
cual se le pretende desalojar. Asimismo que su presencia en el bien inmueble materia de litis se debe a  
que  acompaña  a  su  padre  quien  es  guardián  del  inmueble  por  encargo  del  presidente  de  la 
Asociación “X”, propietaria del bien, por lo que no ostenta la calidad de ocupante precario.  

  
Por resolución número 5 de folios 57 se le tiene por apersonada al proceso, por formulada la tacha y 
excepción, por contestada la demanda y señala fecha para audiencia única.  

  
Audiencia Única - saneamiento procesal y fijación de puntos controvertidos.- Se inicia el 24 de 
enero del 2012 conforme al acta de fojas 66 que contiene la resolución número 07 que declara fundada 
la excepción de falta de legitimidad para obrar del demandante deducida, revocada por resolución 
numero 12 su fecha 14 de junio del 2012 (fs. 98) la Superior Sala Civil la reforma declarando infundada 
dicha excepción.  

  
Por resolución número 15 contenida en el acta de continuación de audiencia de fojas 118 a 120, se 

declaró saneado el proceso y válida la relación jurídica procesal entre las partes, se fijan puntos  

proceso, que ha llegado el momento de 
sentenciar. No cumple  
5.  Evidencia  claridad:  el  contenido  del 

lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o 

perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas.  Si cumple  

                  

       

8  

  

 

 

1. Explicita y evidencia congruencia con la 
pretensión del demandante.  Si cumple 2. 

Explicita y evidencia congruencia con la 
pretensión del demandado. Si cumple 3. 

Explicita y evidencia congruencia con los  
fundamentos  fácticos  expuestos  por las 
partes. Si cumple  
4. Explicita  los  puntos  
controvertidos  o aspectos específicos 
respecto de los cuales se va  resolver. No 

cumple  
5. Evidencia  claridad:  el  

contenido  del lenguaje no excede ni abusa 

del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o 

perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas. Si cumple  

  

  

      

        

  

x  
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  controvertidos y se admiten y actúan los medios probatorios de las partes procesales de la cuestión 
probatoria  y  pretensión.  Por  resolución  número  19  de  folios  141  se  resuelve  admitir  medios 
probatorios de oficio las documentales de folios 71 y 72.  

  
Litisconsorte Necesario pasivo.- Mediante resolución número 21   de fojas 151 se integra a “C” como 
litisconsorte necesario pasivo, quien a folios por escrito de fecha 07 de mayo del 2013 contesta la 
demanda y deduce excepciones de falta de legitimidad para obrar de la demandante y ambigüedad en 
el modo y forma de proponer la demanda solicitando se declare infundada la demanda  

  
Asevera que es guardián del inmueble ubicado en el Jr. Lima N° 620 Florida Baja Chimbote de 
propiedad de la Asociación “X” conforme se acredita de la Partida N° P09033756 y autorización de 
ocupación del inmueble otorgado por la referida Asociación y no se encuentra en  posesión del inmueble 
ubicado en el Jr. Lima N° 260 de la Florida objeto de la pretensión, siendo lugares distintos.  

  
Refiere que la demandante no es propietaria del bien objeto de litis pues la supuesta donación del 
inmueble a su favor no se ha inscrito en Registros Públicos, en consecuencia el demandante carece de 
legitimidad para obrar. Agrega que en calidad de guardián ha interpuesto una demanda de pago de 
beneficios sociales contra la Asociación “X”  

  
Audiencia Complementaria.- Por resolución número 24 se declaró improcedente la excepción de falta 
de legitimidad para obrar de la demandante e infundada la excepción de ambigüedad en el modo y 

forma  de  proponer  la  demanda,  asimismo  se  admitió  y  actuó  los  medios  probatorios  del 
litisconsorte necesario pasivo.  

  
Por resolución número 25 de fecha 11 de junio del 2013 se ordena se de cuenta para sentenciar; por lo 

que, siendo el estado del proceso, el de emitir sentencia se viene a dar la que corresponde.  

                      

Cuadro diseñado por la Abog. Dionee L. Muñoz Rosas – Docente     universitario – ULADECH Católica  
Fuente: sentencia de primera instancia en el expediente N° 01091-2011-0-2501-JR-CI-05, Distrito Judicial de Santa, Chimbote.  
Nota. La búsqueda e identificación de los parámetros de la introducción y de la postura de las partes, se realizó en el texto completo de la parte expositiva incluyendo 

la cabecera 
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LECTURA. El cuadro 1, revela que la calidad de la parte expositiva de la sentencia de primera instancia fue de rango: alta. Se derivó de la calidad 

de la introducción, y la postura de las partes, que fueron   de rango: alta y alta respectivamente, respectivamente. En la introducción, se encontraron los 

4 parámetros previstos: el encabezamiento; el asunto; la individualización de las partes y la claridad; mientras que 1: evidencia aspectos del proceso, no 

se evidencio. Por su parte, en la postura de las partes, se encontraron 4 de los 5 parámetros previstos: explicita y evidencia congruencia con la pretensión 

del demandante; explicita y evidencia congruencia con  la pretensión del demandado; explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos 

de la parte demandante y de la parte demandada; y la claridad; mientras que 1: explicita los puntos controvertidos o aspectos específicos respecto de los 

cuales se va  resolver, no se encontró 
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Cuadro   2: Calidad de la parte considerativa de la sentencia de primera instancia sobre desalojo por ocupación precaria; con énfasis en la 

calidad de la aplicación del principio de motivación de los hechos y la motivación del derecho en el expediente N°  
01091-2011-0-2501-JR-CI-05, Distrito Judicial de Santa, Chimbote. 2016 

 

   

  
Evidencia empírica  

   

  
Parámetros  

Calidad de la motivación de 

los hechos y el derecho  
Calidad de la parte considerativa 

de la sentencia de primera  
instancia  

  
 

 
   

 
 

 

2  4  6  8  10  [1 - 4]  [5 - 8]  [9 - 12]  [13- 16]  [17-

20] 

 

 

  
II.             ANALISIS  

  
PRIMERO.- Según lo establecido por el artículo III del Título Preliminar del Código Procesal 
Civil, la finalidad concreta del proceso es resolver el conflicto de intereses o eliminar una 
incertidumbre, ambas con relevancia jurídica, haciendo efectivos los derechos sustanciales, y su 
finalidad abstracta es lograr la paz social en justicia; por otro lado, por disposición expresa de los 
artículos 188º, 196º y 197° del Código acotado, los medios probatorios tienen por finalidad 
acreditar los hechos expuestos por los justiciables y crear certeza en el juzgador respecto de los 
puntos controvertidos, correspondiendo probar a quien afirma los hechos que configuran su 
pretensión, así como a quien los contradice alegando nuevos hechos, salvo disposición legal 
diferente, debiendo valorarse los medios de prueba en forma conjunta y razonada.  

  
SEGUNDO.- En este sentido, antes de emitir pronunciamiento de fondo; corresponde resolver la 
tacha interpuesta por la demandada “B” mediante escrito de fecha 22 de noviembre del 2011, 
contra los documentos correspondiente a: (i) carta de fecha 13 de marzo del 2006 (Anexo 1D de 
la demanda –fs. 12-) y (ii) compromiso de entrega de inmueble del 12 de octubre del 2010 (Anexo  
1E de la demanda –fs. 13-).  

  
Argumenta que la parte demandante pretende demostrar la titularidad del bien con la carta de fecha 

13 de marzo del 2013 sin tener en cuenta que el artículo 1625° del Código Civil establece que la 

donación debe hacerse por escritura pública, bajo sanción de nulidad. Asimismo señala que el 

compromiso de entrega de inmueble, carece de valor probatorio debido a que la tachante no es 

conductora del inmueble pues  solo se encuentra acompañando a su padre Alejandro Fernández 

Rubio quien es guardián del inmueble por encargo del Presidente de la Asociación “X” propietaria 

del inmueble.  

1. Las    razones    evidencian    
la selección de los hechos probados o 
improbadas. (Elemento 
imprescindible, expuestos en forma 
coherente, sin contradicciones, 
congruentes y concordantes  con los 
alegados por las partes, en función 
de los hechos relevantes que 
sustentan la pretensión(es).Si 

cumple  
2. Las  razones 

 evidencian  la  
fiabilidad      de   las   pruebas.   (Se 
realiza el análisis individual de la 
fiabilidad  y  validez de  los  medios  
probatorios si la prueba  practicada 
se puede considerar fuente de 
conocimiento de los hechos, se ha 
verificado los requisitos  requeridos 
para su validez).Si cumple.  
3. Las razones evidencian 

aplicación  de  la  valoración 

conjunta. (El contenido evidencia 

completitud en la valoración, y no 

valoración  unilateral  de  las 

pruebas, el órgano jurisdiccional 

examina      todos      los      posibles  

          

         
  

x  

          

   

    

  



 

 

    
La parte demandante absuelve la tacha mediante escrito de fecha 16 de enero del 2012 expone que 
el primer documento les otorga la calidad de administradores en tanto se regulariza la disolución 
y liquidación de la Asociación “X” y la segunda documental ha sido suscrita en pleno uso de sus 
facultades por la demandada “B”.  

  
TERCERO.- La Tacha es un acto procesal potestativo por el cual las partes alegando la nulidad 
y/o falsedad de la prueba documental cuestiona su validez o eficacia, a fin de que estas sean 
excluidas de la actuación o valoración probatoria, en consecuencia, la tacha debe estar referida a 
los defectos formales de los documentos presentados; empero la demandada en su escrito de folios 
40 y 41 fundamenta la tacha cuestionando la idoneidad de dichos medios probatorios en función a 
la pretensión y la legitimidad para obrar de la demandante, mas no tacha sustentado en la falsedad 
o nulidad de las documentales, sea la carta de fecha 13 de marzo del 2006 (fs. 12), sea el 

compromiso de entrega de inmueble del 12 de octubre del 2010 (fs. 13) acorde a los artículos 242° 
y 243° en concordancia con el artículo 301° del Código Procesal Civil; por lo que siendo así, 
corresponde declarar improcedente la  tacha deducida  por la demandada  Blanca Azucena 
Fernández Guevara.  

  
CUARTO.- Ahora bien, de conformidad con el artículo 122° inciso 3) del Código Procesal Civil, 
el Juzgador al sentenciar debe pronunciarse, en forma sucesiva sobre todos los puntos 
controvertidos fijados en autos, bajo sanción de nulidad; en ese sentido en la etapa procesal 
correspondiente, se fijaron como puntos controvertidos los siguientes: 1) Determinar si la 
demandada es ocupante precario o no del inmueble ubicado en el Jirón Lima N° 260 de la Florida 
Baja del Distrito de Chimbote; y, 2) Determinar si procede o no que el Juzgado ordene a los 
demandados el desalojo del inmueble ubicado en el Jirón Lima N° 260 de la Florida Baja del 
Distrito de Chimbote, y la entrega a la parte demandante. Por consiguiente, el debate probatorio y 
jurídico debe centrarse en función a dichos puntos controvertidos y en atención a lo dispuesto por 

los artículos 188°, 196° y 197° del Código Procesal Civil.  
  

QUINTO.- En un proceso sobre desalojo por ocupación precaria o de facto, la pretensión procesal 
está dirigida a que el emplazado desocupe el inmueble materia de litis por carecer de título o porque 
el que tenía ha fenecido, tal como lo señala el artículo 911° del Código Civil, concordante con el 
artículo 586° del Código Procesal Civil; en consecuencia, para el amparo de la pretensión 
postulada debe acreditarse de modo fehaciente: a) con relación al sujeto activo de la relación 
jurídico procesal el derecho: de propiedad, de arrendador, de administrador, para obtener la 
restitución  y, b) la posesión que ostenta sin título alguno o fenecido éste de lado de la parte 
demandada o sujeto pasivo de la relación procesal (ausencia absoluta de cualquier circunstancia 
que justifique el uso y disfrute del bien).  

  
En conclusión, el conflicto de intereses en proceso de desalojo por ocupación precaria, está 

configurado por un lado, por el interés de la actora de que se le restituya el bien, y, por otro lado, 

el interés del emplazado de no ser despojado de la posesión del mismo bien, de lo que dependerá 

si éste tiene o no la condición de precario.  

resultados probatorios, interpreta la 
prueba, para  saber su significado). 

Si cumple/  
4. Las razones evidencia 
aplicación de las reglas de la sana 
crítica y las máximas de la 
experiencia. (Con lo cual el juez 
forma convicción respecto del valor 
del medio probatorio para dar a 
conocer de un hecho concreto).Si 

cumple  
5. Evidencia claridad (El 

contenido del lenguaje no excede ni 

abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni 

viejos tópicos, argumentos retóricos. 

Se asegura de no anular, o perder de 

vista que su objetivo es, que el 

receptor  decodifique  las 

expresiones ofrecidas). Si cumple.  
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1. Las   razones   se   orientan   

a  
evidenciar que la(s) norma(s) 
aplicada ha sido seleccionada de 
acuerdo a los hechos y pretensiones 
(El contenido señala la(s) norma(s) 
indica que es válida, refiriéndose a 
su    vigencia, y su legitimidad) 
(Vigencia en cuánto validez formal y 
legitimidad, en cuanto no 
contraviene a ninguna otra norma 
del sistema, más al contrario que es 
coherente). Si cumple  
2. Las razones se orientan a 
interpretar    las  normas  aplicadas. 
(El contenido se orienta a explicar el  
procedimiento  utilizado  por  el juez   
para   dar   significado   a   la norma, 
es decir cómo debe entenderse la 
norma, según el juez) Si cumple  
3. Las razones se orientan a 

respetar los derechos fundamentales.   

(La motivación evidencia que su 

razón de  ser  es  la  aplicación  de  

una(s)  

                

  

x  
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SEXTO.- De acuerdo con los medios probatorios aportados al proceso se tiene que a folios 14 a  
17 obra la copia literal de la Partida N° P09033759 expedida por el Registro de Propiedad  
Inmueble Zona Registral N° VII sede Huaraz, del bien inmueble ubicado en Pueblo Joven Florida 
Baja Mz. S Lt. 3 del distrito de Chimbote, provincia del Santa, departamento de Ancash, que 
acredita la el derecho de propiedad de la Asociación “X”.  

  
Persona jurídica distinta a la persona jurídica demandante que constituye la Asociación “X”, 
inscrita en la Partida N° 11007065 del Registro de Personas Jurídicas de la Oficina Registral de 

Chimbote (fs. 9).  
  

Mediante carta de fecha 13 de marzo de 2006, (fs. 12) la Asociación “X”, ante su inactividad, 
sugirieron  que  los  activos  netos  de  su Asociación  sean  donados  a  la Asociación  “A”  –la 
demandante-, lo cual es efectivizado con el acta de entrega de bien inmueble y otros de fecha 02 
de abril del 2006 (fs. 71 y 72), documental actuada como medio probatorio de oficio por resolución 
numero 19 (fs. 141), a través de la cual los socios directivos fundadores de la Asociación “X”, 
especificando la ubicación del inmueble en Jr. Lima N° 620 de la Florida Baja (antiguamente Mz.  
S Lote 3) hacen entrega del referido bien inmueble, construido en un área de  
326.10 m2, cuyos limites son: Por el frente 9.30 ML del Jr. Lima, por el fondo 10 ML con el lote 
28, por la izquierda 33.90 ML con el lote 4, por la izquierda 33.70 ML con el lote 2B.2, conforme 
esta inscrito en la Partida N° P09033759 de los Registros Públicos, a la demandante Asociación 
“A”.  

  
SEPTIMO.- Con arreglo al artículo 586° del Código Procesal Civil, tienen legitimidad para obrar 
activa para demandar desalojo: el propietario, el arrendador, el administrador, y todo aquel salvo 
lo dispuesto en el artículo 598° considere tener derecho a la restitución de un predio.  

  
Por lo que en el caso de autos, la recurrente Asociación “A” ha acreditado tener legitimidad para 
obrar en el proceso, a fin que le sea restituido el bien inmueble ubicado en Jr. Lima N° 620 Florida 
Baja (Mz. S Lote3) del distrito de Chimbote, Provincia del Santa, Departamento de  
Ancash, tal como lo ha determinado la Superior Sala Civil mediante resolución N° 12 (fs. 98 y 99) 
y conforme se verifica de la carta de fecha 13 de marzo del 2006 (fs. 12) y acta de entrega de bien 
inmueble y otros de fecha 02 de abril del 2006, de donde fluye que ostenta derecho para que se le 
restituya  el bien  y ciertamente  “restitución del bien” que debe entendido como “entrega de 
posesión” estando a la doctrina jurisprudencial vinculante establecida en los puntos resolutivos 
b.3 y b.4 de la sentencia de fecha 13 de agosto del 2013 – Casación N° 2195-2011- Ucayali.  

  
OCTAVO.- Incumbe en el orden lógico expuesto, verificar el análisis de la precariedad o no de la 
posesión de la demandada y del litisconsorte necesario pasivo.  

  
Se advierte de autos, que la demandada “B”, si bien en su contestación de demanda alega que se 

encuentra en posesión del bien acompañando a su padre quien ostenta la calidad de “guardián” 

(fs. 40), en virtud de autorización de la Asociación “X” fecha 15 de octubre del 2004 (fs. 36),  

norma(s)      razonada,      evidencia  
aplicación  de  la 

 legalidad).Si cumple  
4. Las   razones   se   orientan   
a establecer  conexión  entre  los 
hechos y las normas que justifican la 
decisión. (El contenido  evidencia 
que hay nexos, puntos de unión que 
sirven de base para la decisión y las 
normas que le dan el 
correspondiente respaldo  
normativo).Si cumple  
5. Evidencia claridad (El 

contenido del lenguaje no excede ni 

abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni 

viejos tópicos, argumentos retóricos. 

Se asegura de no anular, o perder de 

vista que su objetivo es, que el 

receptor  decodifique  las 

expresiones ofrecidas). Si cumple.  
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  argumento que es ratificado por “C” como litisconsorte necesario pasivo en el proceso (fs. 172), 
así entonces ambos admiten la calidad de “guardián” de “C”, ergo de “servidor de la posesión” en 
observancia del articulo 897° del Código Civil, dado que no posee en interés propio sino en interés 
ajeno, en oposición de persona jurídica demandante quien ostenta derecho en la posesión 
consecuentemente para que se le entregue el bien sub litis.  

  
Ciertamente la reticencia del servidor de la posesión y su hija de entregar el bien (fs. 13), convierte 
su tenencia ya en interés propio, en posesión sin justo titulo por tanto en ocupantes precarios 
(articulo 911° del Código Civil), pues, en autos no se acredita que la demandada y litisconsorte 
necesario pasivo ostenten título para poseer validamente el predio sub litis, concurriendo los 
supuestos copulativos que se indican en el quinto considerando, por tanto la demanda debe ser 
estimada dado que corresponde se “entregue la posesión” del bien sub litis a la persona jurídica 
demandante.  

  
NOVENO.- De acuerdo al principio de condena de costas y costos del proceso previsto en los 

artículos 412º y 413º del Código Procesal Civil, el reembolso de las mismas deberá ser asumido 

por la parte vencida, no obstante no corresponde condenar a la demandada y al litisconsorte 

necesario pasivo al pago de costos y costas procesales, por cuanto en ejercicio de su derecho de 

contradicción contaron con razones justificantes para la defensa de sus derechos.  

                      

Cuadro diseñado por la Abog. Dionee L.Muñoz Rosas – Docente universitario – ULADECH Católica  
Fuente: sentencia de primera instancia en el expediente N° 01091-2011-0-2501-JR-CI-05, Distrito Judicial de Santa, Chimbote.  
Nota1. La búsqueda e identificación de los parámetros de la motivación de los hechos y la motivación del derecho, se realizó en el texto completo de la parte 

considerativa. Nota 2. La ponderación de los parámetros de la parte considerativa, fueron duplicados por ser compleja su elaboración.  

  

LECTURA.  El cuadro 2, revela que la calidad de la parte considerativa de la sentencia de primera instancia fue de rango: muy alta. Se derivó de 

la calidad de la motivación de los hechos, y la motivación del derecho, que fueron de rango: muy alta y muy alta, respectivamente. En la motivación de 

los hechos, se encontraron los 5 parámetros previstos: razones que evidencian la selección de los hechos probados e improbados; razones que evidencian 

la fiabilidad de las pruebas; razones que evidencian aplicación de la valoración conjunta; razones que evidencian aplicación de las reglas de la sana crítica 
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y las máximas de la experiencia, y la claridad. Asimismo, en la motivación del derecho se encontraron los 5 parámetros previstos: razones orientadas a 

evidenciar que la(s) norma(s) aplicada(s) ha sido seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones; razones orientadas a interpretar las normas 

aplicadas; razones orientadas a respetar los derechos fundamentales; razones orientadas a establecer la conexión entre los hechos y las normas que 

justifican la decisión, y la claridad. 

  

Cuadro 3: Calidad de la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia sobre desalojo por ocupación precaria; con énfasis en la calidad de 

la aplicación del principio de congruencia y de la descripción de la decisión, en el expediente N° 01091-2011-0-2501-JR-CI-05, Distrito  

Judicial de Santa, Chimbote. 2016 

 

   

  
Evidencia empírica  

   

  
Parámetros  

Calidad de la aplicación 

del principio de  
congruencia, y la  

descripción de la decisión  

Calidad de la parte resolutiva 

de la sentencia de primera  
instancia  

  
 

 
   

 
 

 

1  2  3  4  5  [1 - 2]  [3 - 4]  [5 - 6]  [7- 8]  [9-10]  
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III.            FALLO:  

  
Por estas consideraciones y amparado, además, en los artículos 119°, 120º,  
121º, último párrafo, 122º, 196° y 197° del Código Procesal Civil; 

artículo 49° del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, y artículo 34° de la Ley N° 29277 Ley de la Carrera Judicial, 
administrando justicia a nombre de la nación, el Magistrado del Quinto 
Juzgado Civil del Santa:   

RESUELVE:  

  
(i) DECLARAR  IMPROCEDENTE  la  tacha  interpuesta  por  la 

demandada “B” mediante escrito de folios 40 a 42.  
  
(ii) DECLARAR FUNDADA la demanda presentada por la 

ASOCIACIÓN “A”, contra “B” y “C”, sobre desalojo por 

ocupación precaria, en la vía asignada al proceso sumarísimo; en 
consecuencia, ORDENO a la demandada y al litisconsorte 
necesario pasivo, cumplan con desocupar y entregar la posesión a 
favor de la parte demandante del inmueble ubicado en el Jirón Lima 
N° 620 (Mz. “S” Lote 3) del Pueblo Joven Florida Baja del distrito 
de Chimbote, provincia del Santa, departamento de Ancash, 
inscrito y descrito en la Partida N° P09033759 del  

Registro de la Propiedad Inmueble Zona Registral N° VII sede  

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas 
las pretensiones oportunamente ejercitadas. (Es completa) 
Si cumple.  
2. El pronunciamiento evidencia resolución nada 
más que de las pretensiones ejercitadas. (No se 
extralimita/Salvo que   la   ley   autorice   pronunciarse   
más   allá   de   lo solicitado). Si cumple.  
3. El pronunciamiento evidencia aplicación de las 
dos reglas   precedentes   a   las   cuestiones   introducidas   

y sometidas al debate, en primera instancia. Si cumple.  
4. El  pronunciamiento  evidencia  correspondencia 
(relación  recíproca)  con  la  parte  expositiva  y 
considerativa respectivamente. No cumple.  
5. Evidencia  claridad  (El  contenido  del  lenguaje  

no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 

objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas).  Si cumple  

          

          

5  

          

      
             
    

9  

  1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que 

se decide u ordena. Si cumple.  
          

  

 

Huaraz,  cuyas  medidas  perimétricas  y  colindancias  fluyen  en 
dicha  Partida  Registral así  como del acta  de  entrega  de  bien 
inmueble de fecha 02 de abril del 2006 de folios 71 y 72, en el 

plazo de 6 días, bajo apercibimiento de lanzamiento con arreglo al 
artículo 592° del Código Procesal Civil; SIN COSTAS NI  
COSTOS;  ORDENO  que  CONSENTIDA  O 

EJECUTORIADA que  sea  el  presente;  ARCHÍVESE  en  el 

modo y forma de ley. Notifíquese.-  

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo 
que se decide u ordena.  Si cumple.  
3. El pronunciamiento evidencia a quién le 
corresponde cumplir  con  la  pretensión planteada/  el 
derecho reclamado,  o  la  exoneración  de  una  obligación.     
Si cumple.  
4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y 
clara a quién le corresponde el pago de los costos y costas 
del proceso, o la exoneración si fuera el caso. Si cumple.  
5. Evidencia  claridad:  El  contenido  del  lenguaje  

no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 

objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas.  Si cumple.  

        

4  

            

Cuadro diseñado por la Abog. Dionee L. Muñoz Rosas – Docente universitario – ULADECH Católica  
Fuente: sentencia de primera instancia en el expediente N° 01901-2011-0-2501-JR-CI-05, del Distrito Judicial del Santa, Chimbote.  
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Nota. La búsqueda e identificación de los parámetros de la aplicación del principio de congruencia y de la descripción de la decisión, se realizó en el texto completo de 

la parte resolutiva.  

  

  

LECTURA. El cuadro 3, revela que la calidad de la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia fue de rango: muy alta. Se derivó de la calidad 

de la aplicación del principio de congruencia, y la descripción de la decisión, que fueron de rango: muy alta y alta; respectivamente. En la aplicación del 

principio de congruencia, se encontraron   los 5 parámetros previstos: resolución de todas las pretensiones oportunamente ejercitadas; resolución nada más 

que de las pretensiones ejercitadas, aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al debate, en primera instancia, 

evidencia correspondencia (relación recíproca) con la parte expositiva y considerativa y la claridad.  Finalmente, en la descripción de la decisión se 

encontraron 4 de los 5 parámetros previstos: evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena; evidencia mención clara de lo que se decide u ordena; 

evidencia a quién le corresponde cumplir con la pretensión planteada (el derecho reclamado, o la exoneración de una obligación), y la claridad; mientras 

que 1: evidencian mención expresa y clara a quien le corresponde el pago de los costos y costas del proceso, o la exoneración si fuera el caso, no se 

encontró. 

  

Cuadro 4: Calidad de la parte expositiva de la sentencia de segunda instancia sobre desalojo por ocupación precaria; con énfasis en la calidad de la 

introducción y de la postura de las partes, en el expediente N° 01091-2011-0-2501-JR-CI-05, Distrito Judicial de Santa, Chimbote. 2016 

 

    

  

Evidencia Empírica  

    

  

Parámetros  

Calidad de la 

introducción, y de la 

postura de las partes  

Calidad de la parte expositiva 

de la sentencia de segunda  
instancia  

 

 

 

 

  

 

 

 

 

1  2  3  4  5  [1 - 2]  [3 - 4]  [5 - 6]  [7- 8]  [9-10]  
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EXPEDIENTE   N° 01091-2011-0-2501-JR-CI-05  
ASOCIACION “A”  
“B”  
DESALOJO POR OCUPACION PRECARIA  

  
SENTENCIA EXPEDIDA POR LA SEGUNDA SALA CIVIL DE   

LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DEL SANTA  
  
RESOLUCIÓN NÚMERO: TREINTA  

En Chimbote, a los 30 días del mes de enero del 2014, la 
Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia Del Santa, con la 
asistencia del Señor Magistrado que suscribe;  
ASUNTO:  

Viene  en  grado  de  apelación  el  auto  contenido  en  la 

Resolución Nº 24 que resuelve declarando  improcedente la excepción 

de falta de legitimidad para obrar de la demandante e infundada la 

excepción  de  ambigüedad  en  el  modo  y  forma  de  proponer  la 

demanda; asimismo, apelación interpuesta por el demandado contra la 

sentencia contenida en la Resolución Nº 26 del 29 de octubre del 2013 

de folios 196 que resuelve declarando  fundada la demanda interpuesta 

por la Asociación “A” contra “B” y “C” y ordena  a la demandada y al 

litis consorte necesario pasivo cumplan con desocupar y entregar la 

posesión a favor  de la parte demandante del inmueble ubicado en el Jr. 

Lima Nº 620 (Mz. S Lt. 3) del Pueblo Joven Florida Baja del distrito  

1. El encabezamiento evidencia: la  
individualización de la sentencia,  indica el  N° de  
expediente, el número de resolución que le corresponde a 
la sentencia, lugar, fecha de expedición, menciona al juez, 
jueces, etc. Si cumple.  
2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las 
pretensiones? ¿ Cuál   es el problema sobre lo que se 
decidirá?, el objeto de la impugnación, o la consulta; los 
extremos a resolver. No cumple.  
3. Evidencia la individualización de las partes: se 
individualiza al demandante, al  demandado, y  al    del 
tercero legitimado; éste último en los casos que hubiera en 
el proceso). No cumple.  
4. Evidencia aspectos del proceso: el contenido 
explicita que se tiene a la vista un proceso regular, sin 
vicios procesales, sin nulidades, que se ha agotado los 
plazos, las etapas, advierte constatación, aseguramiento 
de las formalidades del proceso, que ha llegado el 
momento de sentenciar.  No cumple.  
5. Evidencia  claridad:  el  contenido  del  lenguaje  

no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que 

su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas.  Si cumple.  

         

  

x  

          

      
       

4  

      

  



 

 

 

 

de Chimbo 
descrito en 
Inmueble  

  
FUNDAM 

  

te, provincia del Santa, departamento de Ancash, inscrito y  
la partida Nº PO9033759 del registro de la Propiedad Zona 
Registral Nº VII sede Huaraz.  

ENTOS DE LA APELACION:  
a) Respecto a la apelación de la Resolución Nº 24, “C”, en 

su condición de litisconsorte necesario pasivo, 
fundamenta su recurso de apelación de folios 188 en lo 
siguiente: i) El demandado labora como ocupante del 
inmueble ubicado en Jr. Lima Nº 260 Florida Baja – 
Chimbote , el cual nunca ha sido ocupado por el 
demandante pues este labora como guardián en el 
terreno ubicado en Jr. Lima Nº 620; ii) La demandada 
no es propietaria del bien inmueble materia de 
controversia, motivo por el cual no tiene legitimidad 
para obrar; iii) El juez al desestimar la excepción de 
oscuridad o ambigüedad en el modo de proponer la 
demanda no ha tenido en cuenta que   se le pretende 
desalojar de un inmueble distinto al que viene ocupando 
y que no pertenece a la demandada.  

b) Respecto a la apelación de la sentencia, “C”, en su 

condición  de  litisconsorte  necesario  pasivo, 

fundamenta su recurso de apelación de folios 208 en lo 

siguiente: i) El presidente de la Asociación “X” ha 

autorizado al demandante a vivir en el bien materia de 

controversia dada su condición de vigilante, siendo que 

hasta la fecha no se le ha abonado sus beneficios 

sociales dado que dicha  entidad  ya  no opera  en  la 

actualidad, siendo la Asociación “A”, los que ejercen la 

representación  en virtud a la entrega del bien el 02 de 

abril del 2006; ii) El demandante no tiene la condición 

de ocupante precario sino de trabajador por lo cual 

resulta injusto que mediante el desalojo se pretenda 

despedirlo injustificadamente; iii) La demandada  no  

reside  en  dicho bien,  solo  acudía  a acompañar en 

ocasiones al demandante, por cuanto no puede 

abandonar  su  centro de trabajo hasta  que  la asociación 

que lo contrató no disponga su cese y el pago de sus 

remuneraciones y beneficios sociales.  

1. Evidencia el objeto de la impugnación/la 
consulta (El contenido explicita los extremos impugnados 

en el caso que corresponda). Si cumple.  
2. Explicita y evidencia congruencia con los 
fundamentos fácticos/jurídicos que sustentan la 
impugnación/o la consulta. No cumple.  
3. Evidencia la pretensión(es) de quien formula la 
impugnación/o de quien ejecuta la consulta. Si cumple.  
4. Evidencia la(s) pretensión(es) de la parte 
contraria al impugnante/de las partes si los autos se 
hubieran elevado en consulta/o explicita el silencio o 
inactividad procesal.  
No cumple.  
5. Evidencia  claridad:  el  contenido  del  lenguaje  

no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que 

su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas.  No cumple.  

         

  

x  
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Cuadro diseñado por la Abog. Dionee L. Muñoz Rosas – Docente     universitario – ULADECH Católica  
Fuente: sentencia de segunda instancia en el expediente N° 01901-2011-0-2501-JR-CI-05, del Distrito Judicial de Santa, Chimbote.  
Nota. La búsqueda e identificación de los parámetros de la introducción y de la postura de las partes, se realizó en el texto completo de la parte expositiva incluyendo la 

cabecera.  

  

LECTURA. El cuadro 4, revela que la calidad de la parte expositiva de la sentencia de segunda instancia fue de rango baja. Se derivó de la calidad 

de la introducción, y la postura de las partes que fueron de rango: baja y baja, respectivamente: En la introducción, se encontraron 2 de los 5 parámetros 

previstos: el encabezamiento, y la claridad; mientras que 3: el asunto, la individualización de las partes, aspectos del proceso, no se encontraron. De 

igual forma en, la postura de las partes se encontraron 2 de los 5 parámetros previstos: evidencia el   objeto de la impugnación evidencia la pretensión 

de quien formula la impugnación; mientras que 3: explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos/jurídicos que sustentan la 

impugnación, evidencia las pretensiones de la parte contraria al impugnante; y la claridad, no se encontraron. 
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Cuadro 5: Calidad de la parte considerativa de la sentencia de segunda instancia sobre desalojo por ocupación precaria;  con énfasis en la 

calidad de la aplicación del principio de motivación de los hechos y la motivación del derecho, en el expediente N° 01091-2011-0-2501-JR-CI-05, 

Distrito Judicial del Santa, Chimbote. 2016 

 

  

   

Evidencia empírica  

    

  

Parámetros  

Calidad de la 

motivación de los 

hechos y el derecho  

Calidad de la parte 

considerativa de la sentencia 

de segunda instancia  

  
 

 
   

 
 

 

2  4  6  8  10  [1 - 4]  [5 - 8]  [9 - 12]  [13- 16]  [17-20] 

 

 

  
FUNDAMENTOS DE LA SALA:  
Respecto a la finalidad de la apelación.-  

1.- Al respecto, el artículo 364° del Código Procesal Civil establece que el recurso de  
apelación tiene por objeto que el órgano jurisdiccional superior examine, a solicitud de parte o de 
tercero legitimado, la resolución que les produzca agravio; con el propósito de que sea anulada o 
revocada, total o parcialmente. El recurso de apelación es el medio que hace tangible el principio 
de la doble instancia-previsto en el artículo X del Título Preliminar del Código Procesal Civil-, el 
cual es un recurso ordinario o de alzada, que supone el examen de los resultados de la primera 
instancia, mediante el cual el Juez Superior Ad quem examina la corrección y regularidad de la 
resolución dictada por el Juez A quo, según los motivos de agravio que aduzca el apelante.  

2.- Sobre el particular, Benavente dice que: “La apelación persigue como finalidad el  
obtener  que  el  tribunal  superior  enmiende,  con  arreglo  a  derecho,  el  agravio  del  tribunal 

inferior, que al fallar, le haya producido a las partes. El concepto de “enmendar” es sinónimo de 
“deshacer” en una nueva sentencia los agravios que el tribunal de primera instancia infiere con su  
fallo  a  las  partes  […]  A virtud  de  la  apelación  puede  hacerse  una  nueva  sentencia, 

aprovechando de la apelada todo lo que se estime conveniente”.  
Respecto a la apelación del auto que declara infundadas las excepciones de falta de legitimidad 

para obrar del demandante y oscuridad y/o ambigüedad en el modo de proponer la demanda.-  
3.- La excepción es un medio de defensa ejercida por el demandado con la finalidad  

de poner de manifiesto la deficiencia o inexistencia de una relación jurídica válida, paralizando 

el ejercicio de la acción o destruyendo su eficacia, por lo que la validez de la relación jurídica 

procesal  es  controlada  a  través  de tres  momentos:  al  calificar  la  demanda,  al  resolver  la 

excepción y al sanear el proceso. Acorde, al artículo 446º del Código Procesal Civil, son 

admisibles en nuestro ordenamiento, entre otras, la excepción de falta de legitimidad para obrar  

1. Las razones evidencian la 
selección de los hechos probados o 
improbadas. (Elemento  
imprescindible,  expuestos en forma 
coherente, sin contradicciones, 
congruentes y concordantes con los 
alegados por las partes, en función de 
los hechos relevantes que sustentan la 
pretensión(es).Si cumple.  
2. Las razones evidencian la 
fiabilidad de las pruebas. (Se realiza el 
análisis individual de la fiabilidad y 
validez de los medios probatorios si la 
prueba practicada se puede considerar 
fuente de conocimiento de los hechos, 
se ha verificado los requisitos 

requeridos para su validez).Si cumple.  
3. Las razones evidencian 
aplicación de  la  valoración  conjunta.  
(El contenido evidencia completitud en 
la valoración, y no valoración 
unilateral de  las  pruebas,  el  órgano 
jurisdiccional examina todos los 
posibles resultados probatorios, 
interpreta la prueba, para saber su 
significado). Si cumple.  
4. Las razones evidencia 

aplicación de  

          

                  

X  

          

  

  



 

 

  del demandante y la  excepción  de oscuridad  y/o ambigüedad  en  el modo de proponer la 
demanda.  

4.- Respecto a la excepción de falta de legitimidad para obrar del demandante, es de  
precisar que dicha excepción establecida en el inciso 6) del artículo 446º del Código Procesal 
Civil, plantea la imposibilidad de que exista un pronunciamiento válido sobre el fondo, por no 
haber coincidencia entre las partes que conforman la relación jurídico sustantiva y las que integran 
la relación jurídico procesal, esto es: a) Que el demandante no sea el titular de la pretensión que 
se está intentando, o en todo caso no sea el único; o b) Que la pretensión intentada contra el 
demandado sea completamente ajena a éste, o que no fuera el único a ser emplazado”. En el caso 
de autos, tenemos que si bien es cierto de la copia literal del bien inmueble materia de litis, se 
advierte que el propietario registrado es la Asociación “X”. dicha entidad, conforme se advierte 
de folios 12, ha cedido en donación dicho bien a la hoy demandada, por lo que ésta ostenta todos 
los derechos respecto al bien materia de controversia, lo cual le faculta a interponer demandas 
como la presente, por lo que la venida en grado que declara infundada dicha excepción debe de 

confirmarse al haberse emitido conforme a ley.  
5.- Respecto a la excepción de oscuridad y/o ambigüedad en el modo de proponer la  

demanda contemplada en el inciso 4) del artículo 446º del Código Procesal Civil se produce 
cuando  en  el  tenor  de  la  demanda  no  se  halla  precisado  con  claridad  la  pretensión  o 
pretensiones del demandante, y en tal sentido impide el cabal ejercicio del derecho de 
contradicción del o los emplazados. En el caso de autos, la pretensión consiste en el desalojo por 
ocupación precaria del bien inmueble ubicado  en Jr. Lima Nº 620, advirtiéndose que de forma 
errónea se ha considerado la numeración 260 en el escrito de demanda de folios 04, por cuanto 
todos los medios probatorios hacen referencia al inmueble ubicado en Jr. Lima Nº 620. Dicho 
error numérico no puede entenderse como una imprecisión en la pretensión del demandante    dado  
que  independientemente    de  ello,  del  análisis  conjunto  del  escrito  de demanda y medios 
probatorios se dilucida en qué consiste la pretensión de la demandante, por lo que la apelada que 
desestima dicha pretensión debe de confirmarse al haberse emitido conforme a  ley. Respecto a 

la apelación de la sentencia que declara fundada la demanda.-  
6.- Poseedor precario es el que ocupa un bien sin título, ya sea porque nunca lo tuvo  

o porque el que tenía ha fenecido; el   artículo 911 del Código Procesal Civil establece dos 
supuestos para ello: ausencia de título, cuando se trata del poseedor que entró de hecho en la 
posesión, no posee título alguno, por ejemplo, el que entra clandestinamente en la posesión, el 
usurpador, el ladrón, el hurtador; y,  título fenecido. El título fenece por decisión judicial, por 
disposición de la ley, por cumplimiento del plazo o condición resolutorios, por mutuo disenso, 
por nulidad, resolución, rescisión, revocación, retractación, etc. En general, el título queda 
extinguido en todo caso de ineficacia estructural o funcional del acto jurídico por el cual se cedió 
la posesión del bien. De esta manera en la demanda de desalojo por ocupación precaria se exige 
que la parte actora pruebe dos condiciones copulativas: la titularidad sobre el bien cuya 
desocupación se pretende y que el demandado ocupe el mismo sin título o cuando el que tenía ha 
fenecido.  

7.- En el caso de autos,  tenemos que en la copia literal de la Partida Nº PO90333759  
figura como titular del bien inmueble materia de controversia (Jr. Lima Nº 620 Florida Baja o  

las  reglas  de  la  sana  crítica  y  las 
máximas de la experiencia. (Con lo 
cual el juez forma convicción respecto 
del valor del medio probatorio para 
dar  a  conocer  de  un  hecho 
concreto).Si cumple.  
5. Evidencia claridad: el contenido del 
lenguaje no excede ni abusa del uso de 
tecnicismos, tampoco de lenguas 
extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos. Se asegura de no 
anular, o perder de vista que su 
objetivo  es,  que  el  receptor 
decodifique las expresiones ofrecidas.  
Si cumple  
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1. Las   razones   se   orientan   a 
evidenciar  que  la(s)  norma(s) 
aplicada ha sido seleccionada de 
acuerdo a los hechos y pretensiones. 
(El contenido señala la(s) norma(s) 
indica que es válida, refiriéndose a su 
vigencia, y su legitimidad) (Vigencia en 
cuanto a validez formal y legitimidad, 
en cuanto no contraviene a  ninguna  
otra  norma  del  sistema, más al 
contrario que es coherente). Si 

cumple.  
2. Las razones se orientan a 
interpretar las normas aplicadas. (El 
contenido se orienta a explicar el 
procedimiento utilizado por el juez 
para dar significado a la norma, es 
decir cómo debe entenderse la norma, 

según el juez) Si cumple.  
3. Las razones se orientan a 

respetar los derechos fundamentales.    

(La motivación evidencia que su razón 

de ser   es   la   aplicación    de   una(s) 

norma(s) razonada, evidencia 

aplicación de la legalidad).Si cumple. 

4.  Las  razones  se  orientan  a 

establecer conexión entre los hechos y 

las normas que justifican  la decisión.  

                
        

  

X  
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  Mz. S Lt. 3) la Asociación “X” pero, conforme se advierte del acta de entrega del bien inmueble 

del 02 de abril del 2006 de folios 71 a 72,  dicha entidad cede dicho bien  a la Asociación “A”. La 
cesión efectuada le confiere a la demandante la titularidad del derecho de acción a efectos de 
hacer valer sus derechos respecto a dicho bien inmueble.  

8.- Ahora bien, es de precisar que no se advierte en autos la existencia de algún título  
que le permita al demandado poseer válidamente dicho bien por cuanto si bien es cierto a folios 

36 obra la autorización de ocupación del local materia de controversia –documento que data del 

15 de octubre del 2004- es de precisar que   en el mismo se consigna   que   “el servicio de 

guardianía está supeditado en cuanto sea entregado el local, salvo voluntad del nuevo 

propietario” ; en el caso de autos se ha producido la entrega del local -conforme se advierte  de 

folios 71- siendo evidente que la voluntad del nuevo propietario no es la continuidad del 

demandado, advirtiéndose con ello que no ostenta justo título para poseer el bien lo cual lo 

convierte en un ocupante precario, motivo por el cual debe de entregar la posesión del bien Jr. 

Lima Nº 620 Florida Baja o Mz. S Lt. 3 a la demandante, conforme ha concluido el A quo  en la 

apelada, por lo que la misma debe de confirmarse al haberse emitido conforme a ley.  

(El  contenido     evidencia  que  hay 
nexos, puntos de unión que sirven de 
base  para  la  decisión  y  las  normas 
que  le  dan  el  correspondiente 
respaldo normativo).Si cumple.  
5.  Evidencia  claridad  (El  contenido 
del lenguaje no excede ni abusa del uso   
de   tecnicismos,   tampoco   de lenguas 
extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos. Se asegura de no 
anular, o perder de vista que su 

objetivo  es,  que  el  receptor 
decodifique  las  expresiones 
ofrecidas).  
Si cumple.  

                    

Cuadro diseñado por la Abog. Dionee L. Muñoz Rosas – Docente universitario – ULADECH Católica  
Fuente: sentencia de segunda instancia en el expediente N° 01901-2011-0-2501-JR-CI-05, del Distrito Judicial del Santa, Chimbote.  
Nota 1. La búsqueda e identificación de los parámetros de  la motivación de los hechos, y la motivación del derecho, se realizó en el texto completo de la parte 

considerativa. Nota 2. La ponderación de los parámetros de la parte considerativa, fueron duplicados por ser compleja su elaboración.  

  

LECTURA. El cuadro 5, revela que la calidad de la parte considerativa de la sentencia de segunda instancia fue de rango: muy alta. Se derivó de la 

calidad de la motivación de los hechos, y la motivación del derecho, que fueron de rango: muy alta y muy alta; respectivamente. En la motivación de los 

hechos, se encontraron los 5 parámetros previstos: las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbados;  las razones evidencian la 

fiabilidad de las pruebas; las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta; las razones evidencian aplicación de las reglas de la sana crítica y 

las máximas de la experiencia; y la claridad. Finalmente, en la motivación del derecho, se encontraron los 5 parámetros previstos: las razones se orientan 

a evidenciar que la norma aplicada fue seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones; las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas; las 

razones se orientan a respetar los derechos fundamentales; las razones se orientan a establecer la conexión entre los hechos y las normas que justifican la 

decisión, y la claridad. 
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Cuadro 6: Calidad parte resolutiva de la sentencia de segunda instancia sobre desalojo por ocupación precaria; con énfasis en la calidad de la aplicación del 

principio de congruencia y de la descripción de la decisión, en el expediente N° 01901-2011-0-2501-JR-CI-05, Distrito Judicial del Santa, Chimbote. 2016 

 

   

  
Evidencia empírica  

   

  
Parámetros  

Calidad de la aplicación 

del principio de  
congruencia, y la  

descripción de la decisión  

Calidad de la parte resolutiva 

de la sentencia de segunda  
instancia  

  
 

 
   

 
 

 

1  2  3  4  5  [1 - 2]  [3 - 4]  [5 - 6]  [7- 8]  [9-10]  

 

  
Por las consideraciones expuestas la Segunda Sala  Civil de la 

Corte Superior de Justicia del Santa;  
RESUELVE:  

CONFIRMAR el auto contenido en la Resolución Nº 24 que  
resuelve declarando   improcedente la excepción de falta de legitimidad para 
obrar de la demandante e infundada la excepción de ambigüedad en el modo 
y forma de proponer la demanda; CONFIRMAR la sentencia contenida en 
la Resolución Nº 26 del 29 de octubre del 2013 de folios 196 que resuelve 
declarando  fundada la demanda interpuesta por “A” contra “B” y “C”y 
ordena   a la demandada y al litis consorte necesario pasivo cumplan con 
desocupar y entregar la posesión a favor   de la parte demandante del 
inmueble ubicado en el Jr. Lima Nº 620 (Mz. S Lt. 3) del Pueblo Joven 
Florida Baja del distrito de Chimbote, provincia del Santa, departamento de 
Ancash, inscrito y descrito en la partida Nº PO9033759 del registro de la 
Propiedad Inmueble  Zona Registral Nº VII sede Huaraz, y los devolvieron.- 
Juez Superior Ponente Walter Ramos Herrera.- Notifíquese. S.S.  
RAMOS HERRERA, W.  
ZÚÑIGA RODRÍGUEZ, B.  
GARCÍA LIZÁRRAGA, D.  

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas 
las pretensiones formuladas en el recurso impugnatorio/ o 
los fines de la consulta. (Es completa) Si cumple  
2. El pronunciamiento evidencia resolución nada 
más que de    las    pretensiones    formuladas    en    el    
recurso impugnatorio/ o la consulta (No se 
extralimita)/Salvo que la ley autorice pronunciarse más 
allá de lo solicitado).  Si cumple  
3. El  pronunciamiento  evidencia  aplicación  de  las  
dos reglas   precedentes   a   las   cuestiones   introducidas   
y sometidas al debate, en segunda instancia. Si cumple 4.    
El    pronunciamiento    evidencia    correspondencia  
(relación  recíproca)  con  la  parte  expositiva  y 
considerativa respectivamente. No cumple  
5.  Evidencian  claridad  (El  contenido  del  lenguaje  no 

excede  ni  abusa  del  uso  de  tecnicismos,  tampoco  de 

lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 

objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas).  Si cumple.  

        

      
  

x  

              
          

  

8  
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  1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que 

se decide u ordena. Si cumple  
          

  

  

 

  2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo 
que se decide u ordena.  Si cumple  
3. El pronunciamiento evidencia a quién le 
corresponde cumplir  con  la  pretensión planteada/  el 
derecho reclamado/ o la exoneración de una obligación/ la 
aprobación o desaprobación de la consulta.  Si cumple 4. El 
pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién 
le corresponde el pago de los costos y costas del proceso/ o 
la exoneración si fuera el caso. No cumple  
5.  Evidencia  claridad:  El  contenido  del  lenguaje  no 

excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, 

que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si 

cumple  

        

x  

            

Cuadro diseñado por la Abog. Dionee L. Muñoz Rosas – Docente universitario – ULADECH Católica  
Fuente: sentencia de segunda instancia en el expediente N° 01901-2011-0-2501-JR-CI-05, del Distrito Judicial del Santa, Chimbote.  
Nota. La búsqueda e identificación de los parámetros de la aplicación del principio de congruencia, y de la descripción de la decisión se realizó en el texto completo de 

la parte resolutiva.  

  

LECTURA. El cuadro 6,  revela que la calidad de la parte resolutiva de la sentencia de segunda instancia fue de rango alta. Se derivó de la calidad 

de la aplicación del principio de congruencia, y la descripción de la decisión, que fueron de rango: muy alta y muy alta, respectivamente.  En la aplicación 

del principio de congruencia, se encontró 4 de los 5 parámetros previstos: resolución de todas las pretensiones formuladas en el recurso impugnatorio; 

resolución nada más que de las pretensiones formuladas en el recurso impugnatorio; aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones introducidas 

y sometidas al debate, en segunda instancia, y la claridad; mientras que 1: evidencia correspondencia  con la parte expositiva y considerativa, 

respectivamente, no se encontró. Finalmente, en la descripción de la decisión, se encontró los 4 de los 5 parámetros: mención expresa de lo que se decide 

u ordena;  mención clara de lo que se decide u ordena;  mención expresa y clara a quién le corresponde cumplir con la pretensión planteada (el derecho 
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reclamado), y la claridad; mientras que 1: mención expresa y clara a quién le corresponde el pago de los costos y costas del proceso ( o la exoneración), 

no se encontró. 

  

Cuadro 7: Calidad sentencia de primera instancia sobre desalojo por ocupación precaria; según los parámetros normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales, pertinentes, en el expediente N° 01901-2011-0-2501-JR-CI-05, Distrito Judicial Del Santa, Chimbote. 2016 

   

  
Variable en 

estudio  

   

  
Dimensiones de 

la variable  

   

  
Sub dimensiones de la variable  

  
Calificación de las sub 

dimensiones  

     

  
Calificación de las dimensiones  

Determinación de la variable: Calidad de la 

sentencia de primera instancia  

     

 

 

 

 

 

  

  
[1 - 8]  

  

  
[9 - 16]  

  

  
[17 -24]  

  

  
[25-32]  

  

  
[33 - 40]  

1  2  3  4  5  

   

  
Parte 

expositiva  

  
Introducción  

        
X  

     

  
8  

[9  - 10]  Muy alta            

         
37  

[7  - 8]  Alta  

Postura de 

las partes  
        

X  
  [5  - 6]  Mediana  

[3  - 4]  Baja  

[1 - 2]  Muy baja  

  

  
Parte 

considerativa  

    

  
Motivación 

de los hechos  

2  4  6  8  10     

  
20  

[17  - 20]  Muy alta  

[13  - 16]  Alta  

        X  [9- 12]  Mediana  
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Motivación del derecho          X  [5 -8]  Baja  

[1 - 4]  Muy baja  

    1  2  3  4  5      
[9  - 10]  

  
Muy alta  

        X  

  

  

  Parte 

resolutiva  
Aplicación del Principio de 

congruencia  
          9  [7  - 8]  Alta            

Descripción de la decisión        X    [5  - 6]  Mediana  

[3  - 4]  Baja  

[1 - 2]  Muy baja  

Cuadro diseñado por la Abog. Dionee L. Muñoz Rosas – Docente universitario – ULADECH Católica  
Fuente: sentencia de primera instancia en el expediente N° 01901-2011-0-2501-JR-CI-05, del Distrito Judicial del Santa, Chimbote. 

Nota. La ponderación de los parámetros de la parte considerativa, fueron duplicados por ser compleja su elaboración.  

  

LECTURA.  El  cuadro  7,  revela que la  calidad  de la  sentencia  de  primera  instancia  sobre desalojo  por ocupación  precaria,  según  los 

parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales, pertinentes,  en el expediente N°01901-2011-0-2501-JR-CI-05, del  Distrito Judicial 
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del Santa, fue de rango: muy alta. Se derivó de la calidad de la parte expositiva, considerativa y resolutiva que fueron: alta, muy alta y muy alta, 

respectivamente. Donde, el rango de calidad de: la introducción, y la postura de las partes, fueron: alta y alta, respectivamente; asimismo de la motivación 

de los hechos, y la motivación del derecho fueron: muy alta y muy alta, y finalmente de: la aplicación del principio de congruencia, y la descripción de 

la decisión fueron: muy alta y alta. 

  

Cuadro   8: Calidad sentencia de segunda   instancia sobre desalojo por ocupación precaria, según los parámetros normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales, pertinentes, en el expediente N° 01901-2011-0-2501-JR-CI-05, Distrito Judicial Del Santa, Chimbote. 2016 

   

  
Variable en 

estudio  

   

  
Dimensiones de 

la variable  

   

  
Sub dimensiones de la variable  

  
Calificación de las sub 

dimensiones  

     

  
Calificación de las dimensiones  

Determinación de la variable: Calidad de la 

sentencia de segunda instancia  

     

  
 

  
  

  
[1 - 8]  

  

  
[9 - 16]  

  

  
[17 -24]  

  

  
[25-32]  

  

  
[33 - 40]  

1  2  3  4  5  

   

  
Parte 

expositiva  

  
Introducción  

    
X  

         

  
4  

[9  - 10]  Muy alta          

          
32  

  

[7  - 8]  Alta  

Postura de 

las partes  
    

X  
      [5  - 6]  Mediana  

[3  - 4]  Baja  

[1 - 2]  Muy baja  

  

  

    

  

2  4  6  8  10     

  

[17  - 20]  Muy alta  

[13  - 16]  Alta  



 

  180  

 

Parte 

considerativa  
Motivación 

de los hechos  
        X  20  [9- 12]  Mediana  

Motivación del derecho          X  [5 -8]  Baja  

[1 - 4]  Muy baja  

  

  
Parte 

resolutiva  

  

  
Aplicación del Principio de 

congruencia  

1  2  3  4  5    

  
8  

  
[9  - 10]  

  
Muy alta  

      X    

[7  - 8]  Alta  

  

  

    Descripción de la decisión        X      [5  - 6]  Mediana            

[3  - 4]  Baja  

[1 - 2]  Muy baja  

Cuadro diseñado por la Abog. Dionee L. Muñoz Rosas – Docente universitario – ULADECH Católica  
Fuente: sentencia de segunda instancia en el expediente N° 01901-2011-0-2501-JR-CI-05, del Distrito Judicial del Santa, Chimbote 

Nota. La ponderación de los parámetros de la parte considerativa, fueron duplicados por ser compleja su elaboración.  
   

  

LECTURA.  El  cuadro  8,  revela que la  calidad  de la  sentencia  de  segunda  instancia  sobre desalojo  por ocupación  precaria,  según  los 

parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales, pertinentes, en el expediente N°01901-2011-0-2501-JR-CI-05, del Distrito Judicial del 
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Santa,  fue de  rango:  alta.  Se  derivó  de la calidad  de la parte expositiva, considerativa  y resolutiva que  fueron:  baja, muy alta  y alta, respectivamente. 

Dónde, el rango de la calidad de: la introducción, y la postura de las partes fueron: baja y baja, respectivamente; asimismo, de la motivación de los 

hechos, y la motivación del derecho fueron: muy alta y muy alta; finalmente: la aplicación del principio de congruencia, y la descripción de la decisión 

fueron: alta y alta, respectivamente. 



 

 

4.2. Análisis de los resultados  

  

Los resultados de la investigación revelaron que la calidad de las sentencias de primera y 

segunda instancia sobre desalojo por ocupación precaria, en el expediente N° 01091- 2011-

0-2501-JR-CI-05,  perteneciente  al  Distrito  Judicial  del  Santa,  ambas “fueron  de rango 

muy alta y alta, de acuerdo a los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales 

pertinentes, aplicados en el presente estudio (Cuadro 7 y 8)” (Alvaro, 2013).  

  

Respecto a la sentencia de primera instancia:  

  

  

“Su calidad, fue de rango muy alta, de acuerdo a los parámetros doctrinarios, normativos y 

jurisprudenciales,  pertinentes,  planteados  en  el  presente  estudio;  fue  emitida  por  el 

Quinto Juzgado Civil de la ciudad del Chimbote, del Distrito Judicial del Santa” (Alvaro, 

2013) (Cuadro  

7).  

  

  

“Asimismo, su calidad se determinó en base a los resultados de la calidad de su parte 

expositiva, considerativa y resolutiva, que fueron de rango: alta, muy alta y muy alta, 

respectivamente”  (Cuadros 1, 2 y 3) (Alvaro, 2013).  

  

1. La calidad de su parte expositiva de rango alta. “Se determinó con énfasis en la 

introducción y la postura de las partes, que fueron de rango alta y alta, respectivamente  

(Cuadro 1)” (Alvaro, 2013).  

  

La calidad de la introducción, “que fue de rango alta; es porque se hallaron los 4 

parámetros previstos: el encabezamiento; el asunto; la individualización de las partes y la 

claridad; mientras que 1: evidencia aspectos del proceso, no se evidenció” (Alvaro, 2013).  

  

Respecto a estos hallazgos, puede afirmarse:  

  

  

Con respecto, al primer indicador, el encabezamiento si cumple, porque se puede verificar 

que el magistrado ha indicado de forma correcta el número del expediente, la materia del 

proceso, el nombre completo de las partes intervinientes (el demandante, demandado y 

litisconsorte), el número de resolución correspondiente, lugar y fecha de expedición de la  



 

 

citada resolución, adicional a ello ha mencionado el juzgado en el cual se ventilo el proceso 
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(desalojo), asimismo al especialista legal de la causa; por ello se puede afirmar que ha 

cumplido con los requisitos indispensables para la individualización del proceso, con  

también    con  lo  establecido  en  nuestro  código  adjetivo,  específicamente  en  el Artículo 

122°, inciso 1 y 2, los mismos que hacen referencia al contenido y suscripción de las 

resoluciones.  

  

Con respecto al segundo indicador, evidencia el asunto si cumple, dado que se puede 

verificar en la sentencia, señalado textualmente “Demanda de Desalojo por ocupación 

precaria”, el mismo que corresponde al problema sobre lo que se decidió (Pronunciamiento 

del juez).  

  

Por otra lado está el desarrollo del tercer indicador, evidencia  la individualización  de las 

partes, se puede indicar que si cumple en parte, dado que se observa claramente que el 

magistrado solo señala el nombre completo de las partes (demandante, demandado y 

litisconsorte),  y  no  solo  ello  individualiza  a  partes,  dado  que  ello  está  ligado  a  la 

capacidad procesal  que tienen los sujetos de ser titular de derechos y obligaciones,  toda 

vez que son las personas contra quienes surtió efecto la sentencia.  

  

A ello Quiroga (2008), indica que:  

  

  

Por su parte, el Art. 57° del TUO del Código Procesal Civil peruano señala quiénes son los 

que tienen la capacidad para ser parte en un proceso, conforme señalamos a continuación:  

"Art. 57°.- Capacidad para ser parle material en un proceso.- Toda persona natural  

o  jurídica,  los  órganos  constitucionales  autónomos  y  la  sociedad conyugal, las 

sucesión indivisa y otras formas de patrimonio autónomo, pueden ser parte material 

en un proceso."  

  

Asimismo  se  encuentra  prescrito  en  el  artículo  3°  del  Código  Civil,  respecto  a  la 

capacidad  de  goce.-“Toda  persona  tiene  el  goce  de  los  derechos  civiles,  salvo 

excepciones expresamente establecidas por ley”  

  

Por otra se tiene en el Art. 42° del Código Civil, respecto a la capacidad de Ejercicio.- 

“Tienen plena capacidad de ejercicio de sus derechos civiles las personas que hayan 

cumplido dieciocho años de edad, salvo lo dispuestos en los artículos 43° y 44°”  



 

 

  

En lo que respecta al cuarto indicador, concerniente a los aspectos del proceso este no 
cumple, pero en parte toda vez que este solo180 menciono algunos aspectos del proceso, 
como es el caso de que precisa que se admitió a trámite la demanda, indicando solamente 
la vía procedimental, pero no realizo algún tipo de descripción con lo que respecta al 
cumplimiento de todos los requisitos legales tomados en cuenta para haber amparado la 
demanda, en lo que respecta a la contestación solo se limitó a mencionar el número de 
resolución y que se dio por contestada la demanda sin mencionar si este cumplió con los 
plazos legales y demás requisitos obviando descripciones importantes en las principales 
etapas procesales, igualmente con respecto a la incorporación del litisconsorte necesario 
pasivo, admisión de un medio probatorio de oficio; respecto a las audiencias (audiencia 
única, continuación y complementaria), solo hace una pequeña descripción de las 
actuaciones llevadas a cabo, obviando mencionar los dispositivos legales aplicados para 
determinar dichos pronunciamientos en la sentencia. Asimismo cabe mencionar que el 
magistrado con respecto a los actuaciones procesales antes indicadas llevados a cabo en el 
Expediente N° 01091-2011-0-2501-JR-CI-05, sobre los dispositivos legales aplicados, si 
lo realizo en cada resolución pertinente, obrante en el expediente, dispositivos que debió 
consignar en la sentencia.  

  

Y por último se ha desarrollado el quinto indicador, la claridad si cumple, dado que se 

refleja orden y entendimiento  con respecto a la descripción de los aspectos generales de la 

sentencia.  

  

A ello León (2008), sostiene que:  

  

  

“(...) La claridad, consiste en usar el lenguaje en las acepciones contemporáneas, usando 

giros lingüísticos actuales y evitando expresiones extremadamente técnicas o en lenguas 

extranjeras como el latín. La claridad, exigida en el discurso jurídico hoy, contraviene la 

vieja tradición erudita y elitista del lenguaje legal dogmático. La claridad no implica un 

desprecio por el lenguaje dogmático, sino que lo reserva para los debates entre especialistas 

en materia legal (p. 19).  

  

  

 “Asimismo, la calidad de postura de las partes que fue de rango alta; porque se hallaron 

4 de los 5 parámetros previstos: explicita y evidencia congruencia con la pretensión del 

demandante;  explicita  y  evidencia  congruencia  con    la  pretensión  del  demandado; 

explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos de la parte demandante y 

de la parte demandada; y la claridad; mientras que 1: explicita los puntos controvertidos o 

aspectos específicos respecto de los cuales se va  resolver, no se encontró” (Alvaro, 2013). 
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Respecto al desarrollo de la al primer indicador; explicita y evidencia congruencia con la 

pretensión del demandante, si cumple, dado que se puede verificar que el magistrado ha 

cumplido con indicar textualmente clara y precisa la pretensión señalada por la parte 

accionante, el mismo que verso su pronunciamiento en la sentencia.  

  

 Respecto a la demanda Monroy (1996), indica que:  

El  derecho  de  acción  es  como  se  ha  advertido  el  medio  que  transformación  de  la 

pretensión material en procesal. Sin embargo, este medio, por ser abstracto, necesita de una 

expresión concreta, de allí que se instrumente a través de un acto jurídico procesal llamado  

demanda.  Este  acto  jurídico  podemos  definirlo  como  una  declaración  de voluntad a 

través de la cual un pretensor expresa jurídica al Estado y, a su vez, manifiesta su exigencia 

al pretendido respecto de un interés sustentado en un derecho subjetivo, es decir, con 

relevancia jurídica.  

  

Zumaeta (2005), sostiene que:  

  
PRETENSIÓN  PROCESAL,  es  la  que  llega  al  órgano  jurisdiccional  mediante  la 

demanda, que no es otra cosa que la petición o solicitud que un litigante sustenta en proceso. 

Escrito que deduce la acción. En buena cuenta, es el primer escrito que se presenta al órgano 

jurisdiccional, el mismo que contiene la pretensión procesal.  

  

Segundo indicador el cual se establece que se debió explicitar y evidenciar congruencia 

con la pretensión del demandado, si cumple, dado que se puede verificar que el magistrado 

ha cumplido con indicar textualmente clara y precisa la pretensión señalada por la parte 

demandada, asimismo por la pretensión del litisconsorte necesario pasivo, los mismos que 

versaron su pronunciamiento en la sentencia.  

  

Por su parte Águila (2013), señala que:  

  
Con este acto procesal del demandado se materializa el principio de bilateralidad, éste hace 

uso de su derecho de defensa y contradicción, puede negar los hechos que sustentan la 

demanda o su sustento jurídico; siendo esencial la petición que plantea ante el órgano 

jurisdiccional, esto es, que no se ampare la pretensión demandada  

  

Asimismo Zumaeta (2005), hace referencia al litisconsorcio, cuando en un proceso existe 

más de una persona como parte demandante o demandada, porque ellas han participado en 

la relación jurídica material o porque tienen intereses opuestos en la pretensión o están 

juntas porque la pretensión les va a afectar por igualo en forma directa. 

182 



 

  196  

Por otra parte en lo que respecta al tercer indicador sobre se “explicita y evidencia 

congruencia con los fundamentos fácticos y expuestos por las partes” (Alvaro, 2013), si 

cumpla, toda vez que el magistrado ha descrito claro y conciso  lo expuesto por las partes 

procesales con relación a su pretensión.  

  

En lo refiere al  cuarto  indicador que indica  si “ explicita los puntos controvertidos o 

aspectos específicos respecto de los cuales se va a resolver, no cumple” (Alvaro, 2013), 

dado que solo señala que se han fijado los puntos controvertidos, mas no precisa cuales son, 

no considerando la importancia en que versan a ver sido nombrados, dado que fue el tema 

de pronunciamiento en la sentencia.  

  

Y por último en lo que respecta al quinto indicador, evidencia la claridad, si cumple, toda 

vez que refleja un orden correlativo en el desarrollo de las actuaciones procesales, con 

expresiones que son precisas y claras.  

  

2. La calidad de su parte considerativa fue de rango muy alta. “Se determinó; en base 

a los resultados de la calidad de la motivación de los hechos y la motivación del derecho, 

donde ambas fueron de rango muy alta (Cuadro 2)” (Alvaro, 2013).  

  

  

En cuanto a “la motivación de los hechos se encontraron los 5 parámetros previstos: las 

razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas; las razones 

evidencian la fiabilidad de las pruebas; las razones evidencian aplicación de la valoración 

conjunta; las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de 

la experiencia; y la claridad” (Alvaro, 2013).  

  

  

 Respecto a estos hallazgos, puede afirmarse:  

En lo que respecta al primer indicador, las razones evidencian la selección de los hechos 

probados o improbados, si cumple, toda vez que en la sentencia se tiene que ha narrado los 

hechos más importantes que fueron debidamente probados por las partes, conforme a lo 

establecido por Colomer (2003):  
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“Está compuesta por un conjunto de operaciones lógicas (interpretación de las pruebas, 

análisis sobre su verosimilitud, etc.), que se descomponen e individualizan en la mente del 

Juez, pero que en la realidad ocurre en un solo acto”.  
Existe la necesidad de seleccionar los hechos, por la presencia del principio de contradicción 

como parte esencial del derecho a un proceso con todas las garantías, en consecuencia 

pueden darse las siguientes situaciones: 1) Existencia de dos versiones sobre un mismo 

hecho. 2) Existencia de dos hechos que se excluyan, cuando uno de los litigantes alegue un 

hecho impeditivo o extintivo del hecho constitutivo de su contraparte.  

3) Existencia de dos hechos que se complementen respectivamente, cuando se haya alegado 

un hecho modificativo del hecho constitutivo de su contraparte.  

  
El juez al momento de sentenciar tiene que seleccionar unos hechos a los cuales aplicar las 

normas jurídicas que pongan fin a la controversia que originó la causa, esta selección se 

hará en función de los medios probatorios; en consecuencia la selección de los hechos 

implica examinar las pruebas. (…)  

  

  

A ello se tiene en el ámbito procesal, conforme lo establece el Art. 188° del Código procesal 

civil, el mismo que prescribe lo siguiente: “Los medios probatorios tienen por finalidad 

acreditar los hechos expuestos por las partes, producir certeza en el Juez respecto de los 

puntos controvertidos y fundamentar sus decisiones.”  

  

Asimismo conforme se tiene sobre la carga de la prueba en el Art. 196° del Código adjetivo: 

“Salvo disposición legal diferente, la carga de probar corresponde a quien afirma  hechos 

que configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos”.  

  

En lo que respecta al segundo indicador, las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas 

si cumple en parte, dado a que el juez realizo una descripción de cada hecho suscitado que se 

corroboró con los medios de prueba, cumpliendo con ello el análisis individual de la 

fiabilidad y validez de los medios probatorios aportados por las partes, así como el 

documento admitido como medio probatorio de oficio.  

   

 En razón a ello Castillo (2013), sostiene que:  

(…) Esta actividad a su vez implicará examinar la fiabilidad de cada medio de prueba, es 

decir si puede considerarse o no fuente de conocimiento, como tal deberá evidenciar todos 

los requisitos   requeridos por cada medio de prueba para ser considerados mecanismos de 

transmisión   de un concreto hecho; este examen de fiabilidad no solo consiste en verificar 

si tiene o no los requisitos, implica también aplicar las máximas de la experiencia al 

concreto medio probatorio y de este modo el juez alcanza una opinión.  
Al examen de fiabilidad le sigue la interpretación de la prueba y, ambos se constituyen en 

fundamentos para realizar la valoración de la prueba, toda vez que es imposible valorar las 
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pruebas sin conocer su significado; en esta actividad el juez utiliza las máximas de la 

experiencia (...).  

  

  

 Asimismo, respecto de la fiabilidad entendida como legalidad se puede hallar en el Art. 191 

del mismo Código Procesal Civil, cuyo texto es: “Todos los medios de prueba, así como 

sus sucedáneos, aunque no estén tipificados en este Código, son idóneos para lograr su 

finalidad prevista en el artículo 188.  

  
Los sucedáneos de los medios probatorios complementan la obtención de la finalidad de 

éstos” (Cajas, 2011, p. 623).  

  

  

De nuevo en lo que respecta al tercer indicador, las razones evidencian  aplicación de la 

valoración conjunta si cumple, toda vez que el magistrado ha evaluado, examinado las 

pruebas obtenidas a través de los medios probatorios obrantes en el expediente judicial, 

asimismo ha verificado si las partes han acreditado sus afirmaciones, con ello habiéndole 

producido certeza, y así en base a su operación intelectual y apreciación razonada, ha 

conllevado a que resuelva, mediante sentencia dicho proceso.  

  

En opinión de Hinostroza (1998):  

  

“La valoración significa la operación mental cuyo propósito es percibir el valor 

convicción que pueda extraerse de su contenido (...). La valoración le compete al 

Juez  que conoce del  proceso;  representa  el  punto  culminante de la actividad 

probatoria en el que se advertirá si el conjunto de medios probatorios cumplen con 

su finalidad procesal de formar convicción en el juzgador” (p. 103-104).  

  

Asimismo en el ámbito  normativo, se encuentra previsto en el Art. 197 del Código Procesal 

Civil, en el cual se contempla: “Todos los medios probatorios son valorados por el Juez en 

forma conjunta, utilizando su apreciación razonada. Sin embargo, en la resolución  sólo  

serán  expresadas  las  valoraciones  esenciales  y  determinantes  que sustentan su decisión” 

(Sagástegui, 2003, p. 411).  

  

  

En la jurisprudencia, también se expone:  
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En la Cas. 814-01-Huánuco, publicado en la revista Diálogo con la Jurisprudencia. T. 46.  

p. 32; se indica: “Los medios probatorios deben ser valorados en forma conjunta, 

ameritados  en  forma  razonada,  lo  que  implica  que  el  Juez,  al  momento  de  emitir 

sentencia, deba señalar la valorización  otorgada a cada prueba actuada, sino únicamente lo 

hará respecto de los medios probatorios   que de forma esencial y determinante han 

condicionado su decisión” (Cajas, 2011, p. 626).  

  

  

Igualmente en lo que respecta al cuarto indicador, las razones evidencian aplicación de las 

reglas de la sana crítica y las máximas de la experiencia si cumple, en este indicar se puede 

apreciar que el Juez pone de manifiesto el valor probatorio que tiene cada medio de prueba 

admitido y actuado en el proceso judicial, asimismo dio a conocer los hechos concretos que 

fueron más resaltantes, dándole valor a los medios probatorios, que de acuerdo a su 

experiencia en el cargo cree más relevantes.  

  

  

 A ello Cabanellas (citado por Córdova, 2011) refiere:  

La sana crítica, viene a ser una fórmula legal para entregar al ponderado arbitrio 

judicial la apreciación de la prueba. Es muy similar al de la valoración judicial o 

libre convicción, como le llama Taruffo (2002), en éste sistema se propugna que el 

valor probatorio que estime a determinada prueba, lo realice el Juez, hallándose éste 

en el deber de analizar y evaluar las pruebas con un criterio lógico y consecuente, 

sustentando las razones por las cuales le otorga o no eficacia probatoria a la prueba 

o pruebas.  

  

  

Por otro lado en lo que respecta al quinto indicador, evidencia claridad si cumple, en lo que 

respecta al lenguaje utilizado quiere decir que no hay uso de ningún tipo de tecnicismo, ni 

tampoco lengua distinta, en este caso se encuentra entendible.  

  

  

“Asimismo, en la motivación del derecho, se encontraron los 5 parámetros previstos: las 

razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada ha sido seleccionada de acuerdo 

a los hechos y pretensiones de las partes, del caso concreto; las razones se orientan a 

interpretar las normas aplicadas; las razones se orientan a respetar los derechos 
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fundamentales;  las  razones  se orientan a establecer  conexión  entre los  hechos  y las 

normas que justifican la decisión; y la claridad” (Alvaro, 2013).   

En lo que respecta al primer indicador, las razones se orientan a evidenciar que la(s) 

norma(s) aplicada   ha sido seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones si cumple, 

en parte, dado que si bien es cierto el juez seleccionó la norma establecida de acuerdo a los 

hechos y pretensiones de las partes, sobre el proceso de desalojo por ocupación precaria 

conforme se puede extraer del quinto Considerando de la sentencia: “ En un proceso sobre 

desalojo por ocupación precaria o de facto, la pretensión procesal está dirigida a que el 

emplazado desocupe el inmueble materia de litis por carecer de título o porque el que tenía 

ha fenecido, tal como lo señala el artículo 911° del Código Civil, concordante con el 

artículo 586° del Código Procesal Civil; en consecuencia, para el  amparo  de  la  

pretensión  postulada  debe  acreditarse  de  modo  fehaciente:  a)  con relación al sujeto 

activo de la relación jurídico procesal el derecho: de propiedad, de arrendador, de 

administrador, para obtener la restitución  y, b) la posesión que ostenta sin título alguno o 

fenecido éste de lado de la parte demandada o sujeto pasivo de la relación procesal 

(ausencia absoluta de cualquier circunstancia que justifique el uso y disfrute  del  bien)”,  

ha  obviado  indicar  sobre  la  vigencia  de  la  misma,  y  si  esta contraviene alguna otra 

norma del sistema.  

  

  

 Respecto a este punto Colomer (2003) indica:  

Al decidir el juez debe enlazar la decisión con el conjunto de normas vigentes, porque de 

este modo estará garantizando que la decisión y su justificación son jurídicas por estar 

fundadas en normas del ordenamiento, caso contrario puede vulnerarse la constitución 

porque se estaría contraviniendo lo establecido en la Constitución, porque la decisión debe 

fundarse en el derecho.  

  
Para cumplir estos extremos el Juez tendrá que seleccionar una norma vigente y válida; es 

decir antes de aplicarla debe asegurarse de su vigencia y de su legalidad; verificar su 

constitucionalidad. (…)  

  

  

Por otra parte el segundo indicador, “las razones orientan a interpretar las normas 

aplicadas si cumple” (Alvaro, 2013), en este aspecto el Juez ha realizado la interpretación 

de la norma aplicada en el proceso, respecto a ello Colomer (2003) establece:  
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La interpretación es el mecanismo que utiliza el Juez para dar significado a la norma 

previamente seleccionada y reconstruida (…) Existe intima interrelación entre la 

interpretación y la aplicación de las normas.  

  

Por otra parte en el tercer indicador, las razones se orientan a respetar los derechos 

fundamentales si cumple, dado que no se ha vulnerado el derecho a la defensa de la partes, 

asimismo se ha cumplido con las formalidades del proceso; al respecto Colomer  

  

 (2003) establece:  

La motivación no se tiene cumplida con una fundamentación cualquiera, sino que sea una 

fundamentación en derecho, es decir, que en la misma resolución se evidencie de modo 

incuestionable que su razón de ser es la aplicación de las normas razonadas, no arbitraria, y 

no incursa en error patente que se considere adecuada al caso.  
La motivación entonces debe contener una justificación fundada en derecho, no solo fruto 

de una aplicación racional de la norma, sino que la motivación no vulnere derechos 

fundamentales.  

Asimismo ello se encuentra previsto en la Constitución Política del Estado que a la letra 

establece “Art. 139°: Principios y Derechos de la Función Jurisdiccional. Inc. 3°: La 

motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias excepto los decretos 

de mero trámite, con mención expresa de la ley aplicable y los fundamentos de hecho en 

que se sustentan” (Chanamé, 2009, p. 442).  

  

  

De igual forma conforme se tiene de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el numeral 12 

contempla:  

  
“Todas las resoluciones con excusión de las de mero trámite, son motivadas, bajo 

responsabilidad, con expresión de los fundamentos en que se sustentan. Esta disposición 

alcanza a los órganos jurisdiccionales de segunda instancia que absuelve el grado, en cuyo 

caso, la reproducción de los fundamentos de la resolución recurrida, no constituye 

motivación suficiente” (Gómez, G. 2010, pp. 884-885).  

  

  

“Al término de lo expuesto, conforme a lo establecido en la Constitución Política del Estado  

y  la  Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial  todos  los  jueces  deben  motivas  sus decisiones, 

con sujeción a la Constitución y la ley, se entiende la ley de la materia que estén resolviendo, 

y muy al margen que en algunas de ellas no se regula la motivación en forma aplica y 
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explícita, lo que se tiene que hacer es motivar, es decir justificar la decisión con argumentos 

o razones explícitas, completas y suficientes” (Alvaro, 2013).  

  

Por otra lado el cuarto indicador, las razones se orientan a establecer conexión  entre los 

hechos y la normas que justifican la decisión si cumple, dado que el  Juez ha desarrollado la 

fundamentación jurídica teniendo en cuenta y guardando la conexión y lógica con los hechos 

expuestos y medios probatorios ofrecidos por las partes, teniendo puntos de unión entre la 

pretensión y la sentencia. A ello se puede extraer de la sentencia lo siguientes considerandos:  

  

SEPTIMO.- Con arreglo al artículo 586° del Código Procesal Civil, tienen legitimidad para 

obrar activa para demandar desalojo: el propietario, el arrendador, el administrador, y todo 

aquel salvo lo dispuesto en el artículo 598° considere tener derecho a la restitución de un 

predio.  

  

Por lo que en el caso de autos, la recurrente “A” ha acreditado tener legitimidad para obrar 

en el proceso, a fin que le sea restituido el bien inmueble ubicado en Jr. Lima N°  

620  Florida  Baja  (Mz.  S  Lote3)  del  distrito  de  Chimbote,  Provincia  del  Santa, 

Departamento de Ancash, tal como lo ha determinado la Superior Sala Civil mediante resolución 

N° 12 (fs. 98 y 99) y conforme se verifica de la carta de fecha 13 de marzo del 2006 (fs. 12) y acta 

de entrega de bien inmueble y otros de fecha 02 de abril del 2006, de donde fluye que ostenta 

derecho para que se le restituya el bien y ciertamente “restitución del bien” que debe entendido 

como “entrega de posesión” estando a la doctrina jurisprudencia vinculante establecida en los 

puntos resolutivos b.3 y b.4 de la sentencia de fecha 13 de agosto del 2013 – Casación N° 2195-

2011-Ucayali.  

  

OCTAVO.- (…) Se advierte de autos, que la demandada “B”, si bien en su contestación de 

demanda alega que se encuentra en posesión del bien acompañando a su padre quien ostenta 

la calidad de “guardián” (fs. 40), en virtud de autorización de la Asociación “X” fecha 15 

de octubre del 2004 (fs. 36), argumento que es ratificado por “C” como litisconsorte 

necesario pasivo en el proceso (fs. 172), así entonces ambos admiten la calidad de 

“guardián” de “C”, ergo de “servidor de la posesión” en observancia del articulo 897° del 

Código Civil, dado que no posee en interés propio sino en interés ajeno, en oposición de 

persona jurídica demandante quien ostenta derecho en la posesión consecuentemente para 

que se le entregue el bien sub litis.  

  

Ciertamente la reticencia del servidor de la posesión y su hija de entregar el bien (fs. 13), 

convierte su tenencia ya en interés propio, en posesión sin justo título por tanto en ocupantes 

precarios (artículo 911° del Código Civil), pues, en autos no se acredita que la demandada 

y litisconsorte necesario pasivo ostenten título para poseer validamente el predio sub litis,  

concurriendo  los supuestos  copulativos  que se indican  en el quinto considerando, por 

tanto la demanda debe ser estimada dado que corresponde se “entregue la posesión” del 

bien sub litis a la persona jurídica demandante.  
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 A ello Colomer (2003) señala:  

La motivación fundada en derecho, además de lo expuesto, deberá evidenciar una adecuada 

conexión entre los hechos que sirvan de base a la decisión y las normas que le den el respaldo 

normativo; esta conexión entre la base fáctica de la sentencia y las normas que se usan para decidir 

es ineludible de una correcta decisión del juicio de derecho. Esta motivación es el punto de unión 

entre la base fáctica y la base jurídica, lo cual proviene de la propia estructura del proceso, ya que 

son las partes quienes proveen y fijar el tema a decidir a través de las peticiones.   
Asimismo se tiene del Código Procesal Civil en su inciso 3 del artículo 122º señala: “La 

mención   sucesiva   de   los   puntos   sobre   los   que   versa   la   resolución   con   las 

consideraciones, en orden numérico correlativo, de los fundamentos de hecho que 

sustentan la decisión, y los respectivos de derecho con la cita de la norma o normas 

aplicables en cada punto, según el mérito de lo actuado"”.  

  

Por otra parte en el quinto indicador, la claridad si cumple, porque este ha sabido cuidar el 

uso de un lenguaje entendible para la partes, no cometiendo abusos en tecnicismos y otros, 

asimismo ha mantenido en el desarrollo de la parte considerativa las expresiones correctas 

de la aplicación de la norma para el buen entendimiento de los receptores.  

  

3. La calidad de su parte resolutiva fue de rango muy alta. “Se determinó en base a los 

resultados de la calidad, de la aplicación del principio de congruencia y la descripción de 

la decisión, que fueron de rango muy alta, respectivamente (Cuadro 3)” (Alvaro, 2013).  

  

  

“En la aplicación del principio de congruencia, se encontraron  los 5 parámetros previstos: 

resolución de todas las pretensiones oportunamente ejercitadas; resolución nada más que 

de las pretensiones ejercitadas, aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones 

introducidas y sometidas al debate, en primera instancia, evidencia correspondencia 

(relación recíproca) con la parte expositiva y considerativa y la claridad” (Alvaro, 2013).  

  

  

Por su parte “en la descripción de la decisión se encontraron 4 de los 5 parámetros previstos: 

evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena; evidencia mención clara de lo que 

se decide u ordena; evidencia a quién le corresponde cumplir con la pretensión planteada 

(el derecho reclamado, o la exoneración de una obligación), y la claridad; mientras que 1: 
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evidencian mención expresa y clara a quien le corresponde el pago de los costos y costas 

del proceso, o la exoneración si fuera el caso, no se encontró” (Alvaro, 2013).  

  

 A ello Bacre (1992) señala:  

- Fallo o parte dispositiva.  

Constituye  la  tercera  y  última  parte  de  la  sentencia  (...).  El magistrado, luego de fundar 

su fallo en los hechos probados y en el derecho vigente aplicable al caso, debe decidir (...) 

condenando o absolviendo, en todo o en parte, en forma expresa, positiva y precisa, con 

arreglo a las pretensiones planteadas.  

  

  

 Asimismo el Código Procesal Civil en su inciso 4 del artículo 122º indica: “La expresión 

clara y precisa de lo que se decide u ordena, respecto de los puntos controvertidos. (…)”  

  

   

Respecto a la sentencia de segunda instancia:  

  

  

“Su calidad, fue de rango alta, de acuerdo a los parámetros doctrinarios, normativos y 

jurisprudenciales, pertinentes, planteados en el presente estudio; fue emitida por la Segunda 

Sala Civil de la Ciudad de Chimbote, perteneciente al Distrito Judicial del Santa (Cuadro 

8)” (Alvaro, 2013).  

“Asimismo, su calidad se determinó en base a los resultados de la calidad de su parte 

expositiva, considerativa y resolutiva, que fueron de rango: baja, muy alta, y alta, 

respectivamente (Cuadros 4, 5 y 6)” (Alvaro, 2013).  

  

  

4. La calidad de su parte expositiva fue de rango mediana. Se determinó con énfasis en 

la introducción y la postura de las partes, que fueron de rango baja y baja, respectivamente 

(Cuadro 4).  

  

  

En la introducción, se encontraron 2 de los 5 parámetros previstos: el encabezamiento, y la 

claridad; mientras que 3: el asunto, la individualización de las partes, aspectos del proceso, 

no se encontraron.  
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Asimismo en la postura de las partes se encontraron 2 de los 5 parámetros previstos: 

evidencia el   objeto de la impugnación  evidencia la pretensión de quien formula la 

impugnación; mientras que 3: explicita y evidencia congruencia con los fundamentos 

fácticos/jurídicos que sustentan la impugnación, evidencia las pretensiones de la parte 

contraria al impugnante; y la claridad, no se encontraron. Respecto a ello Oliva y Fernández, 

citados por Hinostroza (2010) que acotan:  

  

  

“(...) Se estructuran  las sentencias (...)   en Antecedentes de hecho, fundamentos de 

derecho y, por último el fallo (...). Los antecedentes de hecho son la exposición, en 

párrafos separados, de los antecedentes del asunto, desde su inicio hasta el momento 

en que, precisamente, se halla el tribunal, esto es, el de dictar sentencia definitiva. 

Estos antecedentes son: sobre todo, procedimentales, lo que significa que las 

pretensiones de las partes y los hechos en que las funden, que hubieren sido alegados 

oportunamente, y que estén enlazados con las cuestiones que hayan de resolverse 

(...), aparecen al hilo de una descripción del desarrollo del proceso (...).  

  

  
Asimismo, podemos citar a León (2008), el mismo que señala lo siguiente:  

   

La parte expositiva, contiene el planteamiento del problema a resolver. Puede adoptar 

varios nombres: planteamiento del problema, tema a resolver, cuestión en discusión, entre 

otros. Lo importante es que se defina el asunto materia de pronunciamiento con toda  la  

claridad  que  sea  posible.  Si  el  problema  tiene  varias  aristas,  aspectos, componentes  

o  imputaciones,  se  formularán  tantos  planteamientos  como  decisiones vayan a 

formularse.  

  

5. La calidad de su parte considerativa fue de rango muy alta. “Se determinó con énfasis 

en la motivación de los hechos y la motivación del derecho, que fueron de rango muy alta 

y muy alta, respectivamente (Cuadro 5)” (Alvaro, 2013).  

  

“En la motivación de los hechos, se encontraron los 5 parámetros previstos: las razones 

evidencian la selección de los hechos probados o improbadas; las razones evidencian la 

fiabilidad de las pruebas; las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta; las 

razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la experiencia; 

y la claridad” (Alvaro, 2013).  

  

“Asimismo, en la motivación del derecho, se encontraron los 5 parámetros previstos: las 

razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada ha sido seleccionada de acuerdo 
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a los hechos y pretensiones; las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas; las 

razones se orientan a respetar los derechos fundamentales; las razones se orientan a 

establecer conexión entre los hechos y las normas que justifican la decisión; y la claridad” 

(Alvaro, 2013).  

  

Respecto  a  estos  hallazgos  se  puede  indicar  que  el  magistrado  cumplió  con  los 

parámetros establecidos, los mismos que se ven reflejados, con la aplicación de bases de 

hecho y de derecho que conllevaron a la emisión de su pronunciamiento correspondiente 

en la sentencia.  

  

Citando a León (2008) refiere:  

  

  

La parte considerativa, contiene el análisis de la cuestión en debate; puede adoptar 

nombres  tales  como  “análisis”,  “consideraciones  sobre  hechos  y  sobre  derecho 

aplicable”, “razonamiento”, entre otros. Lo relevante es que contemple no sólo la valoración 

de los medios probatorios para un establecimiento razonado de los hechos materia de 

imputación, sino también las razones que desde el punto de vista de las normas aplicables 

fundamentan la calificación de los hechos establecidos.  

  
Por su parte De Oliva y Fernández, citados por Hinostroza (2004) acotan:  

   

Los fundamentos de derecho son los párrafos (...) que contienen los argumentos jurídicos 

de las partes y, respecto de ellos, lo que el tribunal toma en consideración para resolver 

sobre el objeto u objetos del proceso, en relación con las normas (...) y la doctrina 

(generalmente, interpretativa del Derecho positivo o explicitadora de principios generales 

del Derecho), que estimen aplicables (...).  

  

Asimismo el Código Procesal Civil en su inciso 3 del artículo 122º indica: “La mención 

sucesiva de los puntos sobre los que versa la resolución con las consideraciones, en orden 

numérico correlativo, de los fundamentos de hecho que sustentan la decisión, y los 

respectivos de derecho con la cita de la norma o normas aplicables en cada punto, según 

el mérito de lo actuado".  

  

  

Asimismo a ello tal como lo prevé el art. 12 de la Ley Orgánica del Poder Judicial refiere 

que “todas las resoluciones, con exclusión de las de mero trámite, son motivadas, bajo 

responsabilidad, con expresión de los fundamentos en que se sustentan. Esta disposición 

alcanza a los órganos jurisdiccionales de segunda instancia que absuelven el grado, en 
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cuyo caso, la reproducción de los fundamentos de la resolución recurrida, no constituye 

motivación suficiente”; evidentemente, otorga un dato de enorme relevancia a nivel de la 

fundamentación en segundo grado: no puede ser considerada como motivación la mera 

reproducción de los considerandos de la resolución impugnada; ya que por ello la sentencia 

de vista debe de tener y sus propios fundamentos  y fundamentar su decisión en base al 

criterio que tenga acorde a nuestro ordenamiento jurídico.  

  

  

6. Respecto a la calidad de su parte resolutiva fue de rango muy alta. Se determinó con 

énfasis en la aplicación del principio de congruencia y la descripción de la decisión que 

fueron de rango alta y alta, respectivamente (Cuadro 6).  

  

En cuanto al, principio de congruencia, se encontró 4 de los 5 parámetros previstos: 

resolución de todas las pretensiones formuladas en el recurso impugnatorio; resolución 

nada más que de las pretensiones formuladas en el recurso impugnatorio; aplicación de las 

dos reglas precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al debate, en segunda 

instancia, y la claridad; mientras que 1: evidencia correspondencia (relación reciproca) con 

la parte expositiva y considerativa, respectivamente, no se encontró  

  

  

Finalmente, en la descripción de la decisión, se encontró los 4 de “los 5 parámetros: 

mención expresa de lo que se decide u ordena;   mención clara de lo que se decide u ordena;   

mención expresa y clara a quién le corresponde cumplir con la pretensión planteada (el 

derecho reclamado), y la claridad; mientras que 1: mención expresa y clara a quién le 

corresponde el pago de los costos y costas del proceso (o la exoneración), no se encontró” 

(Alvaro, 2013).  

  

  

 A ello Bacre (1992) señala:  

- Fallo o parte dispositiva.  

Constituye  la  tercera  y  última  parte  de  la  sentencia  (...).  El magistrado, luego de fundar 

su fallo en los hechos probados y en el derecho vigente aplicable al caso, debe decidir (...) 

condenando o absolviendo, en todo o en parte, en forma expresa, positiva y precisa, con 

arreglo a las pretensiones planteadas.  
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Asimismo el Código Procesal Civil en su inciso 4 del artículo 122º indica: “La expresión 

clara y precisa de lo que se decide u ordena, respecto de los puntos controvertidos. (…)”  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

V. CONCLUSIONES  

  

Se concluyó que, de acuerdo a los parámetros de evaluación y procedimientos aplicados en  

el  presente  estudio  la  calidad  de  las  sentencias  de  primera  instancia  y segunda 

instancia sobre desalojo por ocupación precaria del expediente N° 01091-2011-0-2501- JR-

CI-05,  del  Distrito  Judicial  del  Santa-Chimbote  fueron de rango muy alta y alta, 

respectivamente (Cuadro 7 y 8).  
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5.1. En relación a la calidad de la sentencia de primera instancia. Se concluyó que, fue 

de rango muy alta; se determinó en base a la calidad de la parte expositiva, considerativa   

y   resolutiva,   que   fueron   de   rango   muy   alta,   muy   alta   y   alta, respectivamente. 

(Ver cuadro 7 comprende los resultados de los cuadros 1, 2 y 3). Fue emitida por el Quinto 

Juzgado Especializado en Civil de la ciudad de Chimbote, el pronunciamiento fue declarar 

fundada la demanda de desalojo por ocupación precaria (Expediente N° 01901-2011-

02501-JR-CI-05).  

  

  

5.1.1. La calidad de la parte expositiva con énfasis en la introducción y la postura de 

las partes, fue de rango   alta (Cuadro 1). “En la introducción se halló 4 parámetros 

previstos: el encabezamiento; el asunto; la individualización de las partes y la claridad; 

mientras que 1: evidencio aspectos del proceso, no se evidencio” (Alvaro, 2013). “En la 

postura de las partes 4 de los 5 parámetros: explicitó y evidenció congruencia con la  

pretensión  del demandante, explícito y evidencio congruencia con   la pretensión del 

demandado; explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos de la parte 

demandante y de la parte demandada; y la claridad; mientras que 1: explicita los puntos 

controvertidos o aspectos específicos respecto de los cuales se va  resolver, no se 

encontraron. En síntesis la parte expositiva presentó 8 parámetros de calidad” (Alvaro, 

2013).  

   

5.1.2.  La calidad  de  la parte  considerativa  con  énfasis  en  la motivación de los 

hechos y la motivación del derecho, fue de rango muy alta (Cuadro 2). “En la 

motivación  de  los  hechos  se halló los 5 parámetros previstos: las razones evidenciaron la 

selección de los hechos probados o improbadas; las razones evidenciaron la fiabilidad de 

las pruebas; las razones evidenciaron aplicación de la valoración conjunta; las razones 

evidenciaron aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la experiencia; y 

la claridad. En la motivación del derecho se halló los5 parámetros previstos: las razones se 

orientaron a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada ha sido seleccionada de acuerdo a los 

hechos y pretensiones de las partes, del caso concreto; las razones se orientaron a interpretar 

las normas aplicadas; las razones se orientaron a respetar los derechos fundamentales; las 
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razones se orientaron a establecer conexión entre los hechos y las normas. En síntesis la 

parte considerativa presentó: los 10 parámetros de calidad” (Alvaro, 2013).  

  

  

5.1.3. La calidad de la parte resolutiva con énfasis en la aplicación del principio de 

congruencia y la descripción de la decisión, fue de rango alta (Cuadro 3). “En la 

aplicación del principio de congruencia, se halló los 5 parámetros previstos: el 

pronunciamiento evidencio la resolución de todas las pretensiones oportunamente 

ejercitadas; el pronunciamiento evidencio la resolución nada más que de las pretensiones 

ejercitadas, el pronunciamiento evidencio la aplicación de las dos reglas precedentes a las 

cuestiones introducidas y sometidas al debate, en primera instancia, evidenció 

correspondencia (relación recíproca) con la parte expositiva y considerativa y la claridad” 

(Alvaro, 2013). “En la descripción de la decisión, se halló 4 de los 5 parámetros previstos: 

el pronunciamiento evidenció mención expresa de lo que se decidió y ordenó; el 

pronunciamiento evidenció mención clara de lo que se decidió y ordenó, el 

pronunciamiento   evidenció  a   quién   le   correspondió   cumplir   con   la   pretensión 

planteada;  y  la  claridad;  mientras  que  1:  el  pronunciamiento  evidenció  mención 

expresa y clara de la exoneración a quien le corresponde el pago de los costos y costas del 

proceso, o la exoneración si fuera el caso, no se encontró, no se encontró. En síntesis la 

parte resolutiva presentó: 9 parámetros de calidad” (Alvaro, 2013).  

  

  

5.2. En relación a la calidad de la sentencia de segunda instancia. Se concluyó que, fue 

de rango alta; se determinó en base a la calidad de la parte expositiva, considerativa y 

resolutiva, que fueron de rango baja, muy alta y alta, respectivamente. (Ver cuadro 8 

comprende los resultados de los cuadros 4, 5 y 6). Fue emitida por la Segunda Sala Civil 

de la Corte Superior de Justicia del Santa, el pronunciamiento fue confirmar la sentencia de 

primera instancia, que resuelve declarar fundada la demanda (Expediente N° 01901- 2011-

0-2501-JR-CI-05). 
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5.2.1. La calidad de la parte expositiva con énfasis en la introducción y la postura de 

las partes, fue de rango  alta (Cuadro 4). “ En la introducción, se halló 2 de los 5 

parámetros previstos: el encabezamiento, y la claridad; mientras que 3: el asunto, la 

individualización de las partes, aspectos del proceso, no se encontraron” (Alvaro, 2013). 

“En la postura de las  partes,  se  halló  2  de  los  5  parámetros:  evidenció  el  objeto  de  

la  impugnación evidenció la pretensión de quien formula la impugnación” (Alvaro, 2013); 

mientras que 3: explícito y evidencio congruencia con los fundamentos fácticos/jurídicos 

que sustentaron la impugnación,  evidencio  las  pretensiones  de  la  parte  contraria  al  

impugnante;  y  la claridad, no se encontraron. En síntesis la parte expositiva presentó: 4 

parámetros de calidad.  

  

  

5.2.2.  La  calidad  de  la parte considerativa con  énfasis  en  la motivación de los 

hechos y la motivación del derecho fue de rango muy alta (Cuadro 5). “En la 

motivación de los hechos, se halló los 5 parámetros previstos: las razones evidenciaron la 

selección  de  los  hechos  probados   y/ o  improbadas;  las  razones  evidenciaron  la 

fiabilidad de  las  pruebas;   las   razones   evidenciaron aplicación   de  la  valoración 

conjunta;   las razones  evidenciaron aplicación  de las  reglas  de la  sana crítica  y las 

máximas de la experiencia; y la claridad” (Alvaro, 2013). “En la motivación del derecho se 

halló los 5 parámetros  previstos:  las  razones  se  orientaron  a  evidenciar   que  la(s)   

norma(s) aplicada(s) fue(ron) seleccionada(s) de acuerdo a los hechos y pretensiones; las 

razones se orientaron a interpretar las normas aplicadas; las razones se  orientaron  a  

respetar  los derechos   fundamentales;   las   razones   se  orientaron   a establecer conexión 

entre los hechos y las normas que justifican la decisión; y la claridad” (Alvaro, 2013). En 

síntesis la parte considerativa presentó: 10 parámetros de calidad.  

  

  

5.2.3. La calidad de la parte resolutiva con énfasis en la aplicación del principio de 

congruencia y la descripción de la decisión, fue de rango alta y alta, respectivamente 

(Cuadro 6). En la aplicación del principio de congruencia, se halló 4 de los 5 parámetros 

previstos: el pronunciamiento evidenció resolución de todas las pretensiones 
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oportunamente formuladas en el recurso impugnatorio/consulta; el contenido el 

pronunciamiento evidencia resolución, nada más que de las pretensiones ejercitadas en el 

recurso impugnatorio; el pronunciamiento evidenció aplicación de las dos reglas 

precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al debate, en segunda instancia; y la  

claridad;  mientras  que  1:  el  pronunciamiento  evidenció correspondencia  (relación 

recíproca) con la parte expositiva y considerativa respectivamente, no se encontró. En la 

descripción de la decisión, se halló 4 de los 5 parámetros previstos: el pronunciamiento 

evidenció mención expresa de lo que se decidió y ordenó; el pronunciamiento evidenció 

mención clara de lo que se decidió y ordenó; el pronunciamiento evidenció a quién le 

correspondió el derecho reclamado; y la claridad; mientras que 1: el pronunciamiento 

evidencia mención expresa y clara de la exoneración de las costas y costos del proceso, no  

se  encontró.  En  síntesis  la  parte  resolutiva  presentó:  8  parámetros  de  calidad. 
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 Anexo 1: Evidencia empírica del objeto de estudio  
  

  

Sentencia de Primera Instancia  
  

5° JUZGADO CIVIL - Sede Central  

EXPEDIENTE         : 01091-2011-0-2501-JR-CI-05 

MATERIA                : DESALOJO ESPECIALISTA      

: R.  

LITIS CONSORTE : “C”  

LITISCONSORTE NECESARIO PASIVO,  
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DEMANDADO        : “B”  

DEMANDANTE      : “A”  

  

   

SENTENCIA  

  
   

Resolución número VEINTISEIS 

Chimbote, veintinueve de octubre 

del dos mil trece.-  

   

  
I.         EXPOSICIÓN DEL CASO:  

  

  

Asunto.- Demanda de DESALOJO POR OCUPACIÓN PRECARIA interpuesta  

por “A” representando por su presidente contra doña “B” por escrito obrante a fojas  

04 y siguientes.  

  

Petitorio.- Solicita desalojo por ocupación precaria a fin de que se ordene el desalojo 

de doña “B” y se disponga la restitución de la posesión y entrega del bien inmueble 

ubicado en el Jr. Lima N° 260 Florida Baja del Distrito de Chimbote, Provincia del  

Santa, Departamento de Ancash.  

  
Hechos.- Manifiesta la parte demandante que tiene a cargo la administración del bien 

inmueble materia de la pretensión, el cual se encuentra ocupado por la demandada sin 

titulo ni pago de renta alguno lo cual configura la precariedad de su posesión.  

  

Agrega  que  con  fecha  12  de  octubre  del  2010  se  llegó  a  un  acuerdo  con  la 

demandada a fin de no llegar a interponer acción judicial y desocupe el inmueble el 31 

de diciembre del 2010, no obstante y pese a los requerimientos extrajudiciales, no 



 

 

se ha logrado la desocupación y entrega del bien.  

  

Por resolución N° 01 de fecha 17 de agosto del 2011 de folios 21, se admite a trámite 

la demanda encausándola en la vía procedimental correspondiente al proceso 

sumarísimo.  

  

Contestación de la demanda.- Mediante escritos de fojas 40 y 51  doña “B” deduce 

tacha contra la documental de fecha 13 de marzo del 2013, promueve excepción  de 

falta de legitimidad  para obrar del demandante y contesta la demanda solicitando se 

declare improcedente  

  

Alega que la parte demandante carece de legitimidad para obrar pues no es el titular 

del inmueble del cual se le pretende desalojar. Asimismo que su presencia en el bien 

inmueble materia de litis se debe a que acompaña a su padre quien es guardián del 

inmueble por encargo del presidente de la Asociación “X”, propietaria del bien, por lo 

que no ostenta la calidad de ocupante precario.  

  

Por resolución número 5 de folios 57 se le tiene por apersonada al proceso, por 

formulada la tacha y excepción, por contestada la demanda y señala fecha para 

audiencia única.  

  

Audiencia Única - saneamiento procesal y fijación de puntos controvertidos.- Se 

inicia el 24 de enero del 2012 conforme al acta de fojas 66 que contiene la resolución 

número 07 que declara fundada la excepción de falta de legitimidad para obrar del 

demandante deducida, revocada por resolución numero 12 su fecha 14 de junio del 

2012  (fs.  98)  la  Superior  Sala  Civil  la  reforma  declarando  infundada  dicha 

excepción.  

 Por resolución número 15 contenida en el acta de continuación de audiencia de fojas  

  

118 a 120, se declaró saneado el proceso y válida la relación jurídica procesal entre las  

partes,  se  fijan  puntos  controvertidos  y  se  admiten  y  actúan  los  medios probatorios  

de  las  partes  procesales  de  la  cuestión  probatoria  y pretensión.  Por resolución 

número 19 de folios 141 se resuelve admitir medios probatorios de oficio las 

documentales de folios 71 y 72.  
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 Litisconsorte Necesario pasivo.- Mediante resolución número 21  de fojas 151 se  

integra a “C” como litisconsorte necesario pasivo, quien a folios por escrito de fecha 07  

de  mayo  del  2013  contesta  la  demanda  y  deduce  excepciones  de  falta  de 
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 legitimidad para obrar de la demandante y ambigüedad en el modo y forma de proponer  

la demanda solicitando se declare infundada la demanda  

  

Asevera que es guardián del inmueble ubicado en el Jr. Lima N° 620 Florida Baja 

Chimbote de propiedad de la Asociación “X” conforme se acredita de la Partida N°  

P09033756 y autorización de ocupación del inmueble otorgado por la referida 

Asociación y no se encuentra en posesión del inmueble ubicado en el Jr. Lima N°  

260 de la Florida objeto de la pretensión, siendo lugares distintos.  

  

Refiere que la demandante no es propietaria del bien objeto de litis pues la supuesta 

donación del inmueble a su favor no se ha inscrito en Registros Públicos, en 

consecuencia el demandante carece de legitimidad para obrar. Agrega que en calidad 

de guardián ha interpuesto una demanda de pago de beneficios sociales contra la 

Asociación “X”  

  

Audiencia Complementaria.- Por resolución número 24 se declaró improcedente la 

excepción de falta de legitimidad para obrar de la demandante e infundada la excepción 

de ambigüedad en el modo y forma de proponer la demanda, asimismo se admitió y 

actuó los medios probatorios del litisconsorte necesario pasivo.  

  

Por resolución número 25 de fecha 11 de junio del 2013 se ordena se de cuenta para 

sentenciar; por lo que, siendo el estado del proceso, el de emitir sentencia se viene a 

dar la que corresponde.  

  

II.       ANALISIS  

  

PRIMERO.-  Según  lo  establecido  por  el  artículo  III  del  Título  Preliminar  del 

Código Procesal Civil, la finalidad concreta del proceso es resolver el conflicto de 

intereses o eliminar una incertidumbre, ambas con relevancia jurídica, haciendo 

efectivos los derechos sustanciales, y su finalidad abstracta es lograr la paz social en 
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justicia; por otro lado, por disposición expresa de los artículos 188º, 196º y 197° del 

Código acotado, los medios probatorios tienen por finalidad acreditar los hechos 

expuestos por los justiciables y crear certeza en el juzgador respecto de los puntos 

controvertidos, correspondiendo probar a quien afirma los hechos que configuran su 

pretensión,  así  como  a  quien  los  contradice  alegando  nuevos  hechos,  salvo 

disposición legal diferente, debiendo valorarse los medios de prueba en forma conjunta 

y razonada. 

SEGUNDO.-   En   este   sentido,   antes   de   emitir   pronunciamiento   de   fondo; 

corresponde resolver la tacha interpuesta por la demandada “B” mediante escrito de 

fecha 22 de noviembre del 2011, contra los documentos correspondiente a: (i) carta de 

fecha 13 de marzo del 2006 (Anexo 1D de la demanda –fs. 12-) y (ii) compromiso de 

entrega de inmueble del 12 de octubre del 2010 (Anexo 1E de la demanda –fs. 13-  

).  

  

Argumenta que la parte demandante pretende demostrar la titularidad del bien con la 

carta de fecha 13 de marzo del 2013 sin tener en cuenta que el artículo 1625° del Código 

Civil establece que la donación debe hacerse por escritura pública, bajo sanción de 

nulidad. Asimismo señala que el compromiso de entrega de inmueble, carece de valor 

probatorio debido a que la tachante no es conductora del inmueble pues solo se 

encuentra acompañando a su padre Alejandro Fernández Rubio quien es guardián del 

inmueble por encargo del Presidente de la Asociación “X” propietaria del inmueble.  

  

 La parte demandante absuelve la tacha mediante escrito de fecha 16 de enero del 2012 

expone que el primer documento les otorga la calidad de administradores en tanto se 

regulariza la disolución y liquidación de la Asociación “X” y la segunda documental 

ha sido suscrita en pleno uso de sus facultades por la demandada “B”.  

  

TERCERO.- La Tacha es un acto procesal potestativo por el cual las partes alegando 

la nulidad y/o falsedad de la prueba documental cuestiona su validez o eficacia, a fin 

de que estas sean excluidas de la actuación o valoración probatoria, en consecuencia, 

la tacha debe estar referida a los defectos formales de los documentos presentados; 

empero la demandada en su escrito de folios 40 y 41 fundamenta la tacha cuestionando 

la idoneidad de dichos medios probatorios en función a la pretensión y la legitimidad 

para obrar de la demandante, mas no tacha sustentado en la falsedad o nulidad de las 
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documentales, sea la carta de fecha 13 de marzo del 2006 (fs. 12), sea el compromiso 

de entrega de inmueble del 12 de octubre del 2010 (fs. 13) acorde a los artículos 242° 

y 243° en concordancia con el artículo 301° del Código Procesal Civil; por lo que 

siendo así, corresponde declarar improcedente la tacha deducida por la demandada 

Blanca Azucena Fernández Guevara.  

  

CUARTO.- Ahora bien, de conformidad con el artículo 122° inciso 3) del Código 

Procesal Civil, el Juzgador al sentenciar debe pronunciarse, en forma sucesiva sobre 

todos los puntos controvertidos fijados en autos, bajo sanción de nulidad; en ese sentido 

en la etapa procesal correspondiente, se fijaron como puntos controvertidos los 

siguientes: 1) Determinar si la demandada es ocupante precario o no del inmueble 

ubicado en el Jirón Lima N° 260 de la Florida Baja del Distrito de Chimbote; y, 2) 

Determinar si procede o no que el Juzgado ordene a los demandados el desalojo del 

inmueble ubicado en el Jirón Lima N° 260 de la Florida Baja del Distrito de Chimbote, 

y la entrega a la parte demandante. Por consiguiente, el debate probatorio y jurídico 

debe centrarse en función a dichos puntos controvertidos y en atención a lo dispuesto 

por los artículos 188°, 196° y 197° del Código Procesal Civil.  

  

QUINTO.- En un proceso sobre desalojo por ocupación precaria o de facto, la 

pretensión procesal está dirigida a que el emplazado desocupe el inmueble materia de 

litis por carecer de título o porque el que tenía ha fenecido, tal como lo señala el artículo 

911° del Código Civil, concordante con el artículo 586° del Código Procesal Civil; en 

consecuencia, para el amparo de la pretensión postulada debe acreditarse de modo 

fehaciente: a) con relación al sujeto activo de la relación jurídico procesal el derecho: 

de propiedad, de arrendador, de administrador, para obtener la restitución  y, b) la 

posesión que ostenta sin título alguno o fenecido éste de lado de la parte demandada o 

sujeto pasivo de la relación procesal (ausencia absoluta de cualquier circunstancia que 

justifique el uso y disfrute del bien).  

  

En  conclusión,  el  conflicto  de  intereses  en  proceso  de  desalojo  por  ocupación 

precaria, está configurado por un lado, por el interés de la actora de que se le restituya 

el bien, y, por otro lado, el interés del emplazado de no ser despojado de la posesión 

del mismo bien, de lo que dependerá si éste tiene o no la condición de precario.  
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SEXTO.- De acuerdo con los medios probatorios aportados al proceso se tiene que a 

folios 14 a 17 obra la copia literal de la Partida N° P09033759 expedida por el Registro 

de Propiedad Inmueble Zona Registral N° VII sede Huaraz, del bien inmueble ubicado 

en Pueblo Joven Florida Baja Mz. S Lt. 3 del distrito de Chimbote, provincia del Santa, 

departamento de Ancash, que acredita la el derecho de propiedad de la Asociación “X”.  

  

Persona jurídica distinta a la persona jurídica demandante que constituye la Asociación  

“X”,  inscrita  en  la  Partida  N°  11007065  del  Registro  de  Personas Jurídicas de la 

Oficina Registral de Chimbote (fs. 9). 

Mediante carta de fecha 13 de marzo de 2006, (fs. 12) la Asociación “X”, ante su 

inactividad, sugirieron que los activos netos de su Asociación sean donados a la 

Asociación “A” –la demandante-, lo cual es efectivizado con el acta de entrega de bien 

inmueble y otros de fecha 02 de abril del 2006 (fs. 71 y 72), documental actuada como 

medio probatorio de oficio por resolución numero 19 (fs. 141), a través de la cual  los  

socios  directivos  fundadores  de  la  Asociación  “X”,  especificando  la ubicación del 

inmueble en Jr. Lima N° 620 de la Florida Baja (antiguamente Mz. S Lote 3) hacen 

entrega del referido bien inmueble, construido en un área de 326.10 m2, cuyos limites 

son: Por el frente 9.30 ML del Jr. Lima, por el fondo 10 ML con el lote 28, por la 

izquierda 33.90 ML con el lote 4, por la izquierda 33.70 ML con el lote 2B.2, conforme 

esta inscrito en la Partida N° P09033759 de los Registros Públicos, a la demandante 

Asociación “A”.  

  

SEPTIMO.- Con arreglo al artículo 586° del Código Procesal Civil, tienen legitimidad 

para obrar activa para demandar desalojo: el propietario, el arrendador, el 

administrador, y todo aquel salvo lo dispuesto en el artículo 598° considere tener 

derecho a la restitución de un predio.  

  

Por lo que en el caso de autos, la recurrente Asociación “A” ha acreditado tener 

legitimidad para obrar en el proceso, a fin que le sea restituido el bien inmueble ubicado 

en Jr. Lima N° 620 Florida Baja (Mz. S Lote3) del distrito de Chimbote, Provincia  del  

Santa,  Departamento  de  Ancash,  tal  como  lo  ha  determinado  la Superior Sala 

Civil mediante resolución N° 12 (fs. 98 y 99) y conforme se verifica de la carta de 

fecha 13 de marzo del 2006 (fs. 12) y acta de entrega de bien inmueble y otros de fecha 
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02 de abril del 2006, de donde fluye que ostenta derecho para que se le restituya el bien  

y ciertamente “restitución del  bien”  que debe entendido como “entrega de posesión” 

estando a la doctrina jurisprudencia vinculante establecida en los puntos resolutivos 

b.3 y b.4 de la sentencia de fecha 13 de agosto del 2013 – Casación N° 2195-2011-

Ucayali 1.  

  

OCTAVO.- Incumbe en el orden lógico expuesto, verificar el análisis de la precariedad 

o no de la posesión de la demandada y del litisconsorte necesario pasivo.  

Se advierte de autos, que la demandada “B”, si bien en su contestación de demanda 

alega que se encuentra en posesión del bien acompañando a su padre quien ostenta la  

  

  
calidad de “guardián” (fs. 40), en virtud de autorización de la Asociación “X” fecha 

15 de octubre del 2004 (fs. 36), argumento que es ratificado por “C” como litisconsorte 

necesario pasivo en el proceso (fs. 172), así entonces ambos admiten la calidad de 

“guardián” de “C”, ergo de “servidor de la posesión” en observancia del artículo 897° 

del Código Civil 2, dado que no posee en interés propio sino en interés ajeno, en 

oposición de persona jurídica demandante quien ostenta derecho en la posesión 

consecuentemente para que se le entregue el bien sub litis.  

  

 Ciertamente la reticencia del servidor de la posesión y su hija de entregar el bien (fs. 

13), convierte su tenencia ya en interés propio, en posesión sin justo titulo por tanto en 

ocupantes precarios (artículo 911° del Código Civil), pues, en autos no se acredita que 

la demandada y litisconsorte necesario pasivo ostenten título para poseer válidamente 

el predio sub litis, concurriendo los supuestos copulativos que se indican en el quinto 

considerando, por tanto la demanda debe ser estimada dado que corresponde se 

“entregue la posesión” del bien sub litis a la persona jurídica demandante.  

  

NOVENO.- De acuerdo al principio de condena de costas y costos del proceso previsto 

en los artículos 412º y 413º del Código Procesal Civil, el reembolso de las mismas  

                                                 
1 Anexo Cuarto Pleno Casatorio Civil de la Corte Suprema de Justicia de la República Precedente judicial 

vinculante sobre la posesión y el ocupante precario.- En: Gaceta Civil & Procesal Civil. Tomo 2 Agosto 

2013. Lima, Gaceta jurídica. pp. 339-359 
2 Artículo 897°.- Servidor de la posesión.- No es poseedor quien, encontrándose en relación de dependencia 

respecto a otro, conserva la posesión en nombre de éste y en cumplimiento de órdenes e instrucciones suyas. 
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deberá  ser  asumido  por  la  parte  vencida,  no  obstante  no  corresponde condenar a 

la demandada y al litisconsorte necesario pasivo al pago de costos y costas procesales, 

por cuanto en ejercicio de su derecho de contradicción contaron con razones 

justificantes para la defensa de sus derechos.  

  

III.      FALLO:  

  

Por estas consideraciones y amparado, además, en los artículos 119°, 120º, 121º, último 

párrafo, 122º, 196° y 197° del Código Procesal Civil; artículo 49° del Texto Único 

Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y artículo 34° de la Ley N°  

 29277 Ley de la Carrera Judicial, administrando justicia a nombre de la nación, el 

Magistrado del Quinto Juzgado Civil del Santa:  

   

RESUELVE:  

  
     

 
(iii) DECLARAR IMPROCEDENTE la tacha interpuesta por la demandada “B” 

mediante escrito de folios 40 a 42.  

  

(iv) DECLARAR FUNDADA la demanda presentada por “A”, contra “B” y “C”, 

sobre desalojo por ocupación precaria, en la vía asignada al proceso 

sumarísimo; en consecuencia, ORDENO a la demandada y al litisconsorte 

necesario pasivo, cumplan con desocupar y entregar la posesión a favor de la parte 

demandante del inmueble ubicado en el Jirón Lima N° 620 (Mz. “S” Lote 3) del 

Pueblo Joven Florida Baja del distrito de Chimbote, provincia del Santa, 

departamento de Ancash, inscrito y descrito en la Partida N° P09033759 del 

Registro de la Propiedad Inmueble Zona Registral N° VII sede Huaraz, cuyas 

medidas perimétricas y colindancias fluyen en dicha Partida Registral así como 

del acta de entrega de bien inmueble de fecha 02 de abril del 2006 de folios 71 y 

72, en el plazo de 6 días, bajo apercibimiento de lanzamiento con arreglo al 

articulo 592° del Código Procesal Civil; SIN COSTAS NI COSTOS; ORDENO 

que CONSENTIDA O EJECUTORIADA que sea el presente; ARCHÍVESE 

en el modo y forma de ley.  
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Notifíquese.- 
          

  

Sentencia de segunda instancia  

  

EXPEDIENTE   N° 01091-2011-0-2501-JR-CI-05  

“A”  

“B”  

DESALOJO POR OCUPACION PRECARIA  

  

SENTENCIA EXPEDIDA POR LA SEGUNDA SALA CIVIL DE LA CORTE   

SUPERIOR DE JUSTICIA DEL SANTA  

 RESOLUCIÓN NÚMERO: TREINTA  

En Chimbote, a los 30 días del mes de enero del 2014, la Segunda Sala Civil de 

la Corte Superior de Justicia Del Santa, con la  asistencia del Señor Magistrado que 

suscribe;  

 ASUNTO:  

Viene en grado de apelación el auto contenido en la Resolución Nº 24 que 

resuelve declarando  improcedente la excepción de falta de legitimidad para obrar de 

la demandante e infundada la excepción de ambigüedad en el modo y forma de 

proponer la demanda; asimismo, apelación interpuesta por el demandado contra la 

sentencia contenida en la Resolución Nº 26 del 29 de octubre del 2013 de folios 196 

que resuelve declarando  fundada la demanda interpuesta por “A” contra “B” y “C” y 

ordena  a la demandada y al litis consorte necesario pasivo cumplan con desocupar y 

entregar la posesión a favor  de la parte demandante del inmueble ubicado en el Jr. 

Lima Nº 620 (Mz. S Lt. 3) del Pueblo Joven Florida Baja del distrito de Chimbote, 

provincia del Santa, departamento de Ancash, inscrito y descrito en la partida Nº 

PO9033759 del registro de la Propiedad  Inmueble   Zona Registral Nº VII sede Huaraz.  

 FUNDAMENTOS DE LA APELACION:  

c) Respecto a la apelación de la Resolución Nº 24, “C”, en su condición de 

litisconsorte necesario  pasivo,  fundamenta  su  recurso de apelación  de 

folios 188 en lo siguiente: i) El demandado labora como ocupante del 

inmueble ubicado en Jr. Lima Nº 260 Florida Baja – Chimbote , el cual 

nunca ha sido ocupado por el demandante pues este labora como guardián 

en el terreno ubicado en Jr. Lima Nº 620; ii) La demandada no es propietaria 
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del bien inmueble materia de controversia, motivo por el cual no tiene 

legitimidad para obrar; iii) El juez al desestimar la excepción de oscuridad 

o ambigüedad en el modo de proponer la demanda no ha tenido en cuenta 

que   se le pretende desalojar de un inmueble distinto al que viene ocupando 

y que no pertenece a la demandada.  

d) Respecto  a  la  apelación  de  la  sentencia,  “C”,  en  su  condición  de 

litisconsorte necesario  pasivo,  fundamenta  su  recurso de apelación  de 

folios  208  en  lo  siguiente:  i)  El  presidente  de  la Asociación  “X”  ha 

autorizado al demandante a vivir en el bien materia de controversia dada su 

condición de vigilante, siendo que hasta la fecha no se le ha abonado sus  

beneficios  sociales  dado  que  dicha  entidad  ya  no  opera  en  la actualidad, 

siendo la Asociación “A”, los que ejercen la representación  en virtud a la 

entrega del bien el 02 de abril del 2006; ii) El demandante no tiene la 

condición de ocupante precario sino de trabajador por lo cual resulta injusto 

que mediante el desalojo se pretenda despedirlo injustificadamente; iii) La 

demandada no reside en dicho bien, solo acudía a acompañar en ocasiones 

al demandante, por cuanto no puede abandonar su centro de trabajo hasta 

que la asociación que lo contrató no disponga su cese y el pago de sus 

remuneraciones y beneficios sociales.  

  

 FUNDAMENTOS DE LA SALA:  

 Respecto a la finalidad de la apelación.-  

1.- Al respecto, el artículo 364° del Código Procesal Civil establece que el 

recurso de apelación tiene por objeto que el órgano jurisdiccional superior examine, a 

solicitud de parte o de tercero legitimado, la resolución que les produzca agravio; con 

el propósito de que sea anulada o revocada, total o parcialmente. El recurso de 

apelación es el medio que hace tangible el principio de la doble instancia3-previsto en  

  

  

                                                 
3 CAS N° 3353-2000-Ica. Publicado el 02 de febrero del 2000]: “El fundamento de la doble instancia se encuentra ligado a la 

falibilidad humana y a la idea de un posible error en la resolución judicial; de allí que este principio constituye una 

garantía para  los ciudadanos, ya  que  la  decisión judicial  cuyo  error se  denuncia  es llevada ante  un  colegiado 

especializado, a fin de ser analizada nuevamente” 
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el artículo X del Título Preliminar del Código Procesal Civil-, el cual es un recurso 

ordinario  o  de  alzada,  que  supone  el  examen  de  los  resultados  de  la  primera 

instancia, mediante el cual el Juez Superior Ad quem examina la corrección y 

regularidad de la resolución dictada por el Juez A quo, según los motivos de agravio 

que aduzca el apelante.  

2.- Sobre el particular, Benavente dice que: “La apelación persigue como 

finalidad el obtener que el tribunal superior enmiende, con arreglo a derecho, el agravio 

del tribunal inferior, que al fallar, le haya producido a las partes. El concepto de 

“enmendar” es sinónimo de “deshacer” en una nueva sentencia los agravios que el 

tribunal de primera instancia infiere con su fallo a las partes […] A virtud de la 

apelación puede hacerse una nueva sentencia, aprovechando de la apelada todo lo que 

se estime conveniente”4.  

Respecto a la apelación del auto que declara infundadas las excepciones de falta de 

legitimidad para obrar del demandante y oscuridad y/o ambigüedad en el modo de 

proponer la demanda.-  

 3.- La excepción es un medio de defensa ejercida por el demandado con la finalidad de 

poner de manifiesto la deficiencia o inexistencia de una relación jurídica válida, 

paralizando el ejercicio de la acción o destruyendo su eficacia, por lo que la validez de 

la relación jurídica procesal es controlada a través de tres momentos: al calificar la 

demanda, al resolver la excepción y al sanear el proceso. Acorde, al artículo 446º del 

Código Procesal Civil, son admisibles en nuestro ordenamiento, entre otras, la 

excepción de falta de legitimidad para obrar del demandante y la excepción de 

oscuridad y/o ambigüedad en el modo de proponer la demanda.  

4.-  Respecto  a  la  excepción  de  falta  de  legitimidad  para  obrar  del 

demandante,  es  de precisar que dicha excepción  establecida  en  el  inciso  6) del 

artículo 446º del Código Procesal Civil, plantea la imposibilidad de que exista un 

pronunciamiento válido sobre el fondo, por no haber coincidencia entre las partes que 

conforman la relación jurídico sustantiva y las que integran la relación jurídico 

procesal, esto es: a) Que el demandante no sea el titular de la pretensión que se está 

intentando, o en todo caso no sea el único; o b) Que la pretensión intentada contra el  

   

  

                                                 
4 HINOSTROZA MINGUÉS, Alberto; El Recurso de Apelación, Gaceta Jurídica, Primera Edición, octubre 2008, pág. 30 – 31. 
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demandado sea  completamente  ajena  a  éste, o  que  no  fuera  el  único  a  ser 

emplazado”. En el caso de autos, tenemos que si bien es cierto de la copia literal del 

bien inmueble materia de litis, se advierte que el propietario registrado es la Asociación 

“X” dicha entidad, conforme se advierte de folios 12, ha cedido en donación dicho bien 

a la hoy demandada, por lo que ésta ostenta todos los derechos respecto al bien materia 

de controversia, lo cual le faculta a interponer demandas como la presente, por lo que 

la venida en grado que declara infundada dicha excepción debe de confirmarse al 

haberse emitido conforme a ley.  

5.- Respecto a la excepción de oscuridad y/o ambigüedad en el modo de 

proponer  la  demanda  contemplada  en  el  inciso  4)  del  artículo  446º del  Código 

Procesal Civil se produce cuando en el tenor de la demanda no se halla precisado con 

claridad la pretensión o pretensiones del demandante, y en tal sentido impide el cabal 

ejercicio del derecho de contradicción del o los emplazados. En el caso de autos, la 

pretensión consiste en el desalojo por ocupación precaria del bien inmueble ubicado en 

Jr. Lima Nº 620, advirtiéndose que de forma errónea se ha considerado la numeración 

260 en el escrito de demanda de folios 04, por cuanto todos los medios probatorios 

hacen referencia al inmueble ubicado en Jr. Lima Nº 620.  Dicho error numérico  no  

puede  entenderse  como  una  imprecisión  en  la  pretensión  del demandante  dado 

que independientemente  de ello, del análisis conjunto del escrito de demanda y medios 

probatorios se dilucida en qué consiste la pretensión de la demandante, por lo que la 

apelada que desestima dicha pretensión debe de confirmarse al haberse emitido 

conforme a ley.  

 Respecto a la apelación de la sentencia que declara fundada la demanda.-  

6.- Poseedor precario es el que ocupa un bien sin título, ya sea porque nunca lo 

tuvo o porque el que tenía ha fenecido; el  artículo 911 del Código Procesal Civil 

establece dos supuestos para ello: ausencia de título, cuando se trata del poseedor que 

entró de hecho en la posesión, no posee título alguno, por ejemplo, el que entra 

clandestinamente en la posesión, el usurpador, el ladrón, el hurtador; y,   título fenecido. 

El título fenece por decisión judicial, por disposición de la ley, por cumplimiento del 

plazo o condición resolutorios, por mutuo disenso, por nulidad, resolución, rescisión, 

revocación, retractación, etc. En general, el título queda extinguido en todo caso de 

ineficacia estructural o funcional del acto jurídico por el 
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cual se cedió la posesión del bien. De esta manera en la demanda de desalojo por 

ocupación precaria se exige que la parte actora pruebe dos condiciones copulativas: la 

titularidad sobre el bien cuya desocupación se pretende y que el demandado ocupe el 

mismo sin título o cuando el que tenía ha fenecido.  

7.- En el caso de autos,   tenemos que en la copia literal de la Partida Nº 

PO90333759 figura como titular del bien inmueble materia de controversia (Jr. Lima 

Nº 620 Florida Baja o Mz. S Lt. 3) la Asociación “X” pero, conforme se advierte del 

acta de entrega del bien inmueble  del 02 de abril del 2006 de folios 71 a 72,  dicha 

entidad cede dicho bien  a la Asociación “A”. La cesión efectuada le confiere a la 

demandante la titularidad del derecho de acción a efectos de hacer valer sus derechos 

respecto a dicho bien inmueble.  

8.- Ahora bien, es de precisar que no se advierte en autos la existencia de algún 

título que le permita al demandado poseer válidamente dicho bien por cuanto si bien es 

cierto a folios 36 obra la autorización de ocupación del local materia de controversia –

documento que data del 15 de octubre del 2004- es de precisar que  en el mismo se 

consigna  que  “el servicio de guardianía está supeditado en cuanto sea entregado el 

local, salvo voluntad del nuevo propietario” ; en el caso de autos se ha producido la 

entrega del local -conforme se advierte  de folios 71- siendo evidente que la voluntad 

del nuevo propietario no es la continuidad del demandado, advirtiéndose con ello que 

no ostenta justo título para poseer el bien lo cual lo convierte en un ocupante precario, 

motivo por el cual debe de entregar la posesión del bien Jr. Lima Nº 620 Florida Baja 

o Mz. S Lt. 3 a la demandante, conforme ha concluido el A quo   en la apelada, por lo 

que la misma debe de confirmarse al haberse emitido conforme a ley.  

Por las consideraciones expuestas la Segunda Sala  Civil de la Corte Superior 

de Justicia del Santa;  

 RESUELVE:  

CONFIRMAR el auto contenido en la Resolución Nº 24 que resuelve 

declarando   improcedente la excepción de falta de legitimidad para obrar de la 

demandante  e  infundada  la  excepción  de  ambigüedad  en  el  modo  y  forma  de 

proponer la demanda; CONFIRMAR la sentencia contenida en la Resolución Nº 26 

del  29  de octubre  del  2013  de folios  196  que  resuelve  declarando    fundada la 

demanda interpuesta por “A” contra “B” y “C” y ordena  a la demandada y al litis 

consorte necesario pasivo cumplan con desocupar y entregar la posesión a favor  de la 
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parte demandante del inmueble ubicado en el Jr. Lima Nº 620 (Mz. S Lt. 3) del Pueblo   

Joven   Florida   Baja   del   distrito   de   Chimbote,   provincia   del   Santa, departamento 

de Ancash, inscrito y descrito en la partida Nº PO9033759 del registro de la Propiedad 

Inmueble  Zona Registral Nº VII sede Huaraz, y los devolvieron.- Juez Superior 

Ponente Walter Ramos Herrera.- Notifíquese.  

 S.S.  

RAMOS HERRERA, W.  

ZÚÑIGA RODRÍGUEZ, B.  

GARCÍA LIZÁRRAGA, D. 

  



 

 

ANEXO  2  

Definición y operacionalización de la Variable Calidad de Sentencia – Primera Instancia  

OBJETO DE 

ESTUDIO  
VARIABLE  DIMENSIONES  SUBDIMENSIONES  INDICADORES  

        
    

  

S  

E  

N  

T  

E  

N  

C  

I  

A  

        
        
  

CALIDAD DE  

LA  

SENTENCIA  

  

En términos de 
judiciales, una 

sentencia de 
calidad es 

aquella que 
evidencia  
poseer un 

conjunto de 
características  
o indicadores 
establecidos  en  
fuentes que 

desarrollan    su 

contenido.  

  

             

PARTE EXPOSITIVA  

  

     

  

Introducción  

1. El encabezamiento (Individualización de la sentencia): indica el número de expediente, el número 
de resolución que le corresponde a la sentencia, lugar, fecha de expedición. Si cumple/No cumple 
2. Evidencia el asunto: indica el planteamiento de las pretensiones - el problema sobre lo que se 
decidirá. Si cumple/No cumple  
3. Evidencia la individualización de las partes: individualiza al demandante y al demandado, 
y en los casos que corresponde, también, al tercero legitimado. Si cumple/No cumple  
4. Evidencia  los  aspectos  del  proceso:  indica  los  actos  procesales  relevantes  (En  atención  
al Principio de Dirección del Proceso, el juzgador se asegura tener a la vista un debido proceso, deja 

evidencias de la constatación, de las verificaciones de los actos procesales, aseguramiento de las 
formalidades del proceso, que llegó el momento de sentenciar. Si cumple/No cumple  
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al conocimiento, su objetivo es, 

que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. No excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos.  Si cumple/No cumple  

  

   

Postura de las partes  

1. Evidencia congruencia con la pretensión del demandante.  Si cumple/No cumple  
2. Evidencia congruencia con la pretensión del demandado. Si cumple/No cumple  
3. Evidencia congruencia con los fundamentos facticos expuestos por las partes. Si 

cumple/No cumple 4. Evidencia los puntos controvertidos / Indica los aspectos específicos; los 
cuales serán materia de pronunciamiento. Si cumple/No cumple  
5. Evidencia claridad: : el contenido del lenguaje es asequible al conocimiento, su objetivo es, que 

el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. No excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco 

de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Si cumple/No cumple  

   

    

   

   

  

    

   

  

     
   

  

      

Motivación de los hechos  

1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas. (Elemento 
imprescindible, expuestos en forma coherente, sin contradicciones, congruentes y concordantes  con 
los alegados por las partes, en función de los hechos relevantes que sustentan la pretensión(es).Si 

cumple/No cumple  
2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se realizó el análisis individual de 
la fiabilidad y validez de los medios probatorios si la prueba practicada se puede considerar fuente 
de conocimiento de los hechos; se verificó los requisitos requeridos para su validez).Si cumple/No 

cumple  
3. Las  razones  evidencian  aplicación  de  la  valoración  conjunta.  (El  contenido  
evidencia completitud en la valoración, y no valoración unilateral de las pruebas, el órgano 
jurisdiccional examinó todos los posibles resultados probatorios, interpretó la prueba, para  saber 
su significado).  
Si cumple/No cumple  
4. Las razones evidencia  aplicación de  las reglas de la  sana  crítica y  las máximas  de  
la experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción respecto del valor del medio probatorio para 
dar a conocer de un hecho concreto).Si cumple/No cumple  
5. Evidencia: el contenido del lenguaje es asequible al conocimiento, su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas. No excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco 

de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Si cumple/No cumple  



 

 

  

PARTE  

CONSIDERATIVA  

Motivación del derecho  1.  Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s)  aplicada ha sido seleccionada de 

acuerdo a los hechos y pretensiones. (El contenido señala la(s) norma(s) indica que es válida, 

refiriéndose a su  vigencia, y su legitimidad) (Vigencia en cuanto validez formal y legitimidad, en  
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        cuanto no contraviene a ninguna otra norma del sistema, más al contrario que es coherente). Si 

cumple/No cumple  
2. Las razones  se  orientan a  interpretar  las normas aplicadas.  (El  contenido  se orienta 
a explicar el procedimiento utilizado por el juez para dar significado a la norma, es decir cómo debe 
entenderse la norma, según el juez) Si cumple/No cumple  
3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales.  (La motivación 
evidencia que su  razón  de  ser  es  la  aplicación  de  una(s)  norma(s)  razonada,  evidencia  
aplicación  de  la legalidad).Si cumple/No cumple  
4. Las razones se orientan a  establecer conexión entre los hechos y las normas que 
justifican la decisión. (El contenido  evidencia que hay nexos, puntos de unión que sirven de base 
para la decisión y las normas que le dan el correspondiente respaldo normativo).Si cumple/No 

cumple  
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al conocimiento, su objetivo es, 

que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. No excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Si cumple/No cumple  

  

        

PARTE  

RESOLUTIVA  

  

      

Aplicación del Principio de  

Congruencia  

1. El  pronunciamiento   evidencia  resolución  de  todas  las  pretensiones  oportunamente 
ejervcitadas. (Es completa) Si cumple/No cumple  
2. El contenido evidencia resolución nada más, que de las pretensiones ejercitadas (No 
se extralimita/Salvo  que  la  ley  autorice  pronunciarse más allá de  lo  solicitado)    (Si  cumple/No 

cumple  
3. El contenido evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones 
introducidas y sometidas al debate, en primera instancia. Si cumple/No cumple  
4. El contenido  del  pronunciamiento  evidencia correspondencia  (relación  recíproca) 
con la parte expositiva y considerativa respectivamente. Si cumple/No cumple  
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al conocimiento, su objetivo es, 

que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. No excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos Si cumple/No cumple.  



 

 

  

      

Descripción de la decisión  

1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena. Si 

cumple/No cumple  
2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena.  Si 

cumple/No cumple  
3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con la pretensión 
planteada/ el derecho reclamado, o la exoneración de una obligación.  Si cumple/No cumple  
4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le corresponde el pago 
de los costos y costas del proceso, o la exoneración si fuera el caso. Si cumple/No cumple  
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al conocimiento, su objetivo es, 

que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. No excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos Si cumple/No cumple.  
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Definición y operacionalización de la Variable Calidad de Sentencia – Segunda Instancia  

  
OBJETO DE 

ESTUDIO  
VARIABLE  DIMENSIONES  SUBDIMENSIONES  INDICADORES  

  
S  

E  

N  

T  

E  

N  

C  

I  

A  

  
CALIDAD DE 

LA  

  

SENTENCIA  

  

   

En    términos    de 

judiciales,        una 

sentencia           de 

calidad es  aquella 

EXPOSITIVA  Introducción  1. El  encabezamiento  evidencia:  la  individualización  de  la  sentencia,  

indica  el número de expediente, el número de resolución que le corresponde a la 
sentencia, lugar, fecha de expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si cumple/No 

cumple  
2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿Cuál  es el 
problema sobre lo que se decidirá?, el objeto de la impugnación, o la consulta; los  
extremos a resolver. Si cumple/No cumple  
3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al 
demandante, al demandado, y al   del tercero legitimado; éste último en los casos que 
hubiera en el proceso). Si cumple/No cumple  
4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a la 
vista un proceso regular, sin vicios procesales, sin nulidades, que se ha agotado los 

plazos, las etapas, advierte constatación, aseguramiento de las formalidades del 
proceso, que ha llegado el momento de sentenciar. Si cumple/No cumple  
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al conocimiento, 

su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. No excede ni abusa 

del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos Si cumple/No cumple  



 

 

que         evidencia 

poseer un conjunto 

de características o 

indicadores 

establecidos       en 

fuentes             que 

desarrollan         su 

contenido.  

Postura de las partes  1. Evidencia el objeto de la impugnación/o la consulta (El contenido explicita 
los extremos impugnados en el caso que corresponda). Si cumple/No cumple  
2. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos/jurídicos 
que sustentan la impugnación/o la consulta. Si cumple/No cumple  
3. Evidencia la pretensión(es) de quién formula la impugnación/o de quién 
ejecuta la consulta. Si cumple/No cumple  
4. Evidencia la(s) pretensión(es) de la parte contraria al impugnante/de las 
partes si  los  autos  se  hubieran  elevado  en  consulta/o  explicita  el  silencio  o  
inactividad procesal. Si cumple/No cumple  
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al conocimiento, 

su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. No excede ni abusa 

del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos  Si cumple/No cumple  

CONSIDERATIVA  Motivación de los hechos  1. Las razones evidencian la  selección de  los hechos probados o  

improbadas. (Elemento imprescindible, expuestos en forma coherente, sin 
contradicciones, congruentes y concordantes con los alegados por las partes, en función 
de los hechos relevantes que sustentan la pretensión(es).Si cumple/No cumple  
2. Las  razones  evidencian  la  fiabilidad  de  las  pruebas.  (Se  realizó  el  

análisis  
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        individual de la fiabilidad y validez de los medios probatorios si la prueba  practicada 
se puede considerar fuente de conocimiento de los hechos, se verificó los requisitos 
requeridos para su validez).Si cumple/No cumple  
3. Las razones  evidencian  aplicación  de  la  valoración conjunta.  (El  
contenido evidencia completitud en la valoración, y no valoración unilateral de las 
pruebas, el órgano jurisdiccional examinó todos los posibles resultados probatorios, 
interpretó la prueba, para  saber su significado). Si cumple/No cumple  
4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las 
máximas de la experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción respecto del valor 
del medio probatorio para dar a conocer de un hecho concreto).Si cumple/No cumple  
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al conocimiento, 

su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. No excede ni abusa 

del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos Si cumple/No cumple  



 

 

Motivación del derecho  1. Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada ha sido 
seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones. (El contenido señala la(s) 
norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su  vigencia, y su legitimidad) (Vigencia 
en cuanto validez formal y legitimidad, en cuanto no contraviene a ninguna otra norma 
del sistema, más al contrario que es coherente). Si cumple/No cumple  
2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El contenido 
se orienta a explicar el procedimiento utilizado por el juez para dar significado a la 
norma, es decir cómo debe entenderse la norma, según el juez) Si cumple/No cumple  
3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales.  (La 
motivación evidencia que su razón de ser es la aplicación de una(s)  norma(s) razonada, 
evidencia aplicación de la legalidad).Si cumple/No cumple  
4. Las razones se orientan a  establecer conexión entre los hechos y las 
normas que justifican la decisión. (El contenido evidencia que hay nexos, puntos de 
unión que sirven de base para la decisión y las normas que le dan el correspondiente 
respaldo normativo).Si cumple/No cumple  
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al conocimiento, 

su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. No excede ni abusa 

del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos Si cumple/No cumple  

RESOLUTIVA    
Aplicación del Principio de  
Congruencia  

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones 
formuladas en el recurso impugnatorio/en la adhesión/ o los fines de la consulta. 
(según corresponda) (Es completa) Si cumple/No cumple  
2. El pronunciamiento evidencia resolución nada más, que de las 
pretensiones formuladas   en   el   recurso   impugnatorio/la   adhesión   o   la   consulta   
(según corresponda)  (No se extralimita)/Salvo que la ley autorice pronunciarse más 
allá de lo solicitado).  Si cumple/No cumple  
3. El pronunciamiento evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a 

las cuestiones introducidas y sometidas al debate, en segunda instancia. Si 

cumple/No  
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        cumple  
4. El pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la 
parte expositiva y considerativa respectivamente. Si cumple/No cumple  
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al conocimiento, 

su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. No excede ni abusa 

del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos Si cumple/No cumple.  



 

 

Descripción de la decisión  1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u 

ordena. Si cumple/No cumple  
2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena.  

Si cumple/No cumple  
3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con la 
pretensión planteada/ el derecho reclamado/ o la exoneración de una obligación/ la 
aprobación o desaprobación de la consulta.  Si cumple/No cumple  
4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le 

corresponde el pago de los costos y costas del proceso/ o la exoneración si fuera el 
caso. Si cumple/No cumple  
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al conocimiento, 

su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. No excede ni abusa 

del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos Si cumple/No cumple.  
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ANEXO 3  

  

Instrumento de recolección de datos  

  

  

SENTENCIA PRIMERA INSTANCIA  

  

 1. PARTE EXPOSITIVA  
  

  

1.1.    Introducción  
  

  

1. El  encabezamiento  evidencia:  la    individualización  de  la  sentencia, 

indica el  número del expediente, el número de resolución que le corresponde a 

la sentencia, lugar, fecha de expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si 

cumple/No cumple  

  

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿Cuál   es 

el problema sobre, lo que se decidirá? Si cumple/No cumple  

  

3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al 

demandante, al demandado, y al tercero legitimado; éste último en los casos que 

hubiera en el proceso). Si cumple/No cumple  

  

4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene 

a la vista un proceso regular, sin vicios procesales, sin nulidades, que se ha 

agotado los plazos, las etapas, advierte constatación, aseguramiento de las 

formalidades del proceso, que ha llegado el momento de sentenciar. Si 

cumple/No cumple  

  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso 

de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple/No cumple  

  

   

1.2.    Postura de las partes  
  

  

1. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del 

demandante.  Si cumple/No cumple  

  

2. Explicita y evidencia congruencia con    la pretensión del 

demandado. Si cumple/No cumple  
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3. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos 

expuestos por las partes. Si cumple/No cumple  

  

4. Explicita los puntos controvertidos o aspectos específicos 
respecto al(os) cuales se resolverá. Si cumple/No cumple  

  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso 

de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple/No cumple  

  

   

2. PARTE CONSIDERATIVA  
  

2.1.        Motivación  de  los Hechos  
  

1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o  
improbadas.   (Elemento     imprescindible,     expuestos     en     forma 

coherente,   sin contradicciones, congruentes y concordantes    con los 

alegados por las partes, en función de los hechos relevantes que sustentan 

la pretensión(es).Si cumple/No cumple  

  

2. Las razones evidencian la fiabilidad  de las pruebas. (Se realizó 

el análisis individual de la fiabilidad y validez de los medios probatorios 

si la prueba   practicada se puede considerar fuente de conocimiento de 

los hechos; se verificó los requisitos    requeridos para su validez).Si 

cumple/No cumple  

  

3. Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. 
(El contenido evidencia completitud en la valoración, y no valoración 

unilateral  de  la  pruebas,  el  órgano  jurisdiccional  examinó  todos  los 

posibles resultados probatorios, interpretó la prueba, para saber su 

significado). Si cumple/No cumple  

  

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana 

crítica y las máximas de la experiencia. (Con lo cual el juez forma 

convicción respecto del valor del medio probatorio para dar a conocer de 

un hecho concreto).Si cumple/No cumple  
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5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del 

uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 

argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 

objetivo es, que el   receptor decodifique   las   expresiones   

ofrecidas).   Si   cumple/No cumple  

  

  2.2.    Motivación del derecho  
  

   

1. Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s)  aplicada 
ha sido seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones. (El 

contenido señala la(s) norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su  vigencia, 

y su legitimidad) (Vigencia en cuanto a  validez formal y legitimidad, en cuanto 

no  contraviene  a  ninguna  otra  norma  del  sistema, más  al  contrario  que 

es coherente). Si cumple/No cumple  

  

2. Las razones se orientan a interpretar   las normas aplicadas. (El 

contenido se orienta a explicar el procedimiento utilizado por el juez para dar 

significado a la norma, es decir cómo debe entenderse la norma, según el juez) 

Si cumple/No cumple  
  

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales.  

(La  motivación  evidencia  que  su  razón  de  ser  es  la  aplicación  de  una(s) 

norma(s) razonada, evidencia aplicación de la legalidad).Si cumple/No cumple  

  

4. Las razones se orientan, a  establecer conexión entre los hechos y 
las normas que justifican  la decisión. (El contenido  evidencia que hay 

nexos, puntos de unión que sirven de base para la decisión y las normas que le 

dan el correspondiente respaldo normativo).Si cumple/No cumple  

  

   

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple/No cumple 
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3. Parte resolutiva  
  

2.3.  Aplicación del principio de congruencia  
  

1. El  pronunciamiento  evidencia  resolución  de  todas  las 

pretensiones oportunamente ejercitadas. (Es completa) Si cumple/No 

cumple  

  

2. El contenido evidencia resolución nada más, que de las 

pretensiones ejercitadas (No se extralimita/Salvo que la ley autorice 

pronunciarse más allá de lo solicitado)  (Si cumple/No cumple  

  

3. El contenido evidencia aplicación de las dos reglas precedentes 

a  las cuestiones introducidas  y sometidas  al  debate,  en  primera 

instancia. Si cumple/No cumple  

  

4. El  pronunciamiento  evidencia  correspondencia  (relación 

recíproca) con la parte expositiva y considerativa respectivamente.  

Si cumple/No cumple (marcar “si cumple”, siempre que todos los parámetros anteriores se 

hayan cumplido, caso contrario, “no cumple” – generalmente no se cumple – en el cuadro de 

resultados borrar estas líneas).  

  

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso 

de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas).  Si cumple/No cumple.  

  

2.4.    Descripción de la decisión  
  

1. El  pronunciamiento  evidencia  mención  expresa  de  lo  que  

se decide u ordena. Si cumple/No cumple  

  

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide 

u ordena.  Si cumple/No cumple  

  

3. El  pronunciamiento  evidencia  a  quién  le  corresponde  

cumplir con   la   pretensión   planteada/   el   derecho   reclamado,   o   

la exoneración de una obligación.  Si cumple/No cumple  
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4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién 

le corresponde el pago de los costos y costas del proceso, o la 

exoneración si fuera el caso. Si cumple/No cumple  

  

5. Evidencia claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso 

de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple/No cumple. 

  

Instrumento de recolección de datos  

  

  

SENTENCIA SEGUNDA INSTANCIA  

  

  

1. PARTE EXPOSITIVA  
  

1.1. Introducción  
  

1. El  encabezamiento  evidencia:  la   individualización  de  la  sentencia, 

indica el  número del expediente, el número de resolución que le corresponde 

a la sentencia, lugar, fecha de expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si 

cumple/No cumple  

  

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿Cuál es el 

problema sobre lo que se decidirá?, el objeto de la impugnación, o la consulta; 

los  extremos a resolver. Si cumple/No cumple  

  
3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al 

demandante, al demandado, y al  del tercero legitimado; éste último en los casos 

que hubiera en el proceso). Si cumple/No cumple  

  

4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a 

la vista un proceso regular, sin vicios procesales, sin nulidades, que se ha 

agotado los plazos, las etapas, advierte constatación, aseguramiento de las 

formalidades del proceso, que ha llegado el momento de sentenciar. Si 

cumple/No cumple  
  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple/No cumple  

 1.2.   Postura de las partes  
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1. Evidencia el objeto de la impugnación/o la consulta (El contenido 

explicita los extremos impugnados en el caso que corresponda). Si 

cumple/No cumple (*la consulta solo se pondrá cuando se trata de sentencia sobre divorcio 

que declara fundada la demanda y la sentencia no es impugnada, y en otros casos donde así se observe 

en el expediente, si no hay, se debe retirar la palabra consulta-en el cuadro de resultados borrar estas 

líneas).  

  

2. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos 

fácticos/jurídicos que sustentan la impugnación/o la consulta. Si 

cumple/No cumple 

3. Evidencia la pretensión(es) de quien formula la impugnación/o de 

quién ejecuta la consulta. Si cumple/No cumple  

  
4. Evidencia la(s) pretensión(es) de la parte contraria al impugnante/de   

las  partes  si  los  autos  se  hubieran  elevado  en  consulta/o explicita el silencio o 

inactividad procesal. Si cumple/No cumple  
  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple/No cumple  

  
   

2. PARTE CONSIDERATIVA  
   

2.1. Motivación de los hechos  
  

  

1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o 
improbadas. (Elemento imprescindible, expuestos en forma coherente, sin 

contradicciones, congruentes y concordantes   con los alegados por las partes, 

en función de los hechos relevantes que sustentan la pretensión(es).Si 

cumple/No cumple  

  

2. Las razones evidencian la fiabilidad   de las pruebas. (Se realizó el 

análisis individual de la fiabilidad y validez de los medios probatorios si la 

prueba  practicada se puede considerar fuente de conocimiento de los hechos, 

se verificó los requisitos  requeridos para su validez).Si cumple/No cumple  

  

3. Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El 

contenido evidencia completitud en la valoración, y no valoración unilateral de 

la pruebas, el órgano jurisdiccional examinó todos los posibles resultados 

probatorios, interpretó la prueba, para saber su significado). Si cumple/No 

cumple  



 

238  

  

  

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y 
las  máximas de la experiencia. (Con  lo  cual  el  juez  forma  convicción 

respecto del valor del medio probatorio para dar a conocer de un hecho 

concreto).Si cumple/No cumple  

  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple/No cumple 

2.2. Motivación del derecho  
  

1. Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s)  aplicada 

ha sido seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones. (El 

contenido señala la(s) norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su vigencia, 

y su legitimidad) (Vigencia en cuanto a validez formal y legitimidad, en cuanto 

no  contraviene  a  ninguna  otra  norma  del  sistema, más  al  contrario  que 

es coherente). Si cumple/No cumple  

  

2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El 

contenido se orienta a explicar el procedimiento utilizado por el juez para dar 

significado a la norma, es decir cómo debe entenderse la norma, según el juez) 

Si cumple/No cumple  

  

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales.  

(La  motivación  evidencia  que  su  razón  de  ser  es  la  aplicación  de  una(s) 

norma(s) razonada, evidencia aplicación de la legalidad).Si cumple/No cumple  

  

4. Las razones se orientan a establecer conexión entre los hechos y 
las normas que justifican la decisión. (El contenido  evidencia que hay 

nexos, puntos de unión que sirven de base para la decisión y las normas que le 

dan el correspondiente respaldo normativo).Si cumple/No cumple  

  

5. Evidencian claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple/No cumple  

  
   

3. PARTE RESOLUTIVA  
   

3.1. Aplicación del principio de congruencia  
  

1. El  pronunciamiento  evidencia  resolución  de  

todas  las pretensiones formuladas en el recurso 
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impugnatorio/ en la adhesión / o los fines de la consulta 

(según corresponda). (Es completa) Si cumple/No cumple  

  

2. El pronunciamiento evidencia resolución nada 

más, que de las pretensiones formuladas en el 

recurso impugnatorio/la adhesión o la consulta (según 

corresponda) (No se extralimita)/Salvo que la ley autorice 

pronunciarse más allá de lo solicitado).  Si cumple/No 

cumple 
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3. El pronunciamiento evidencia aplicación de las dos reglas 

precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al debate, 

en segunda instancia. Si cumple/No cumple  (marcar  “si cumple”, siempre 

que todos los parámetros anteriores se hayan cumplido, caso contrario, “no cumple” – 

generalmente no se cumple – cuando presente el cuadro de resultados borrar estas líneas).  

  

4. El pronunciamiento evidencia correspondencia (relación 

recíproca) con la parte expositiva y considerativa 

respectivamente. Si cumple/No cumple  

  

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa 

del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 

argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 

objetivo  es,  que el  receptor  decodifique  las  expresiones  ofrecidas).   Si 

cumple/No cumple.  
    

3.2. Descripción de la decisión  
  

  

1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que 

se decide u ordena. Si cumple/No cumple  

  

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se 

decide u ordena. Si cumple/No cumple  

  

3. El   pronunciamiento   evidencia   a   quién   le   

corresponde cumplir con la pretensión planteada / el derecho 

reclamado/ o la exoneración de una obligación/ la aprobación o 

desaprobación de la consulta.  Si cumple/No cumple  

  

4. El  pronunciamiento  evidencia  mención  expresa  y  clara  

a quién  le  corresponde  el  pago  de  los  costos  y  costas  del 

proceso/ o la exoneración si fuera el caso. Si cumple/No cumple  

  

5. Evidencian claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa 

del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 

argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 

objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.   Si 

cumple/No cumple. 
  

Anexo 4  
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Procedimiento   de   recolección,   organización,   calificación   de   datos   y 

determinación de la variable  
  

   

   1. CUESTIONES PREVIAS  

1. De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 1), se  denomina 

objeto de estudio a las sentencias de primera y segunda instancia.  

2. La variable de estudio viene a ser la calidad de las sentencias de primera y segunda 
instancia según los parámetros doctrinarios, normativos y jurisprudenciales pertinentes.  

3. La variable tiene dimensiones, los cuales son tres por cada sentencia, estos  son: la parte 

expositiva, considerativa y resolutiva, respectivamente.  

4. Cada dimensión de la variable tiene sus respectivas sub dimensiones.  

  

   

En relación a la sentencia de primera y segunda instancia.  

  

   

4.1.     Las  sub  dimensiones  de  la  dimensión  parte  expositiva  son  2:  

   introducción y la postura de las partes.  

4.2.     Las  sub  dimensiones  de  la  dimensión  parte  considerativa  son  2:  

   motivación de los hechos y motivación del derecho.  

4.3.     Las  sub  dimensiones  de  la  dimensión  parte  resolutiva  son  2:  

aplicación del principio de congruencia y descripción de la decisión.  

  

  * Aplicable: cuando la fuente se trata de procesos civiles y afines.  

  

   

5. Cada sub dimensión presenta 5 parámetros, se presenta en el instrumento para  recoger 

los datos que se llama lista de cotejo.  

6. Para asegurar la objetividad de la medición, en cada sub dimensión se ha previsto 5 

parámetros, que son criterios o indicadores de calidad, extraídos indistintamente de la 

normatividad, la doctrina y la jurisprudencia los cuales  

   se registran en la lista de cotejo.  

7. De los niveles de calificación: la calidad de las sub dimensiones, las dimensiones y la 

variable en estudio se califica en 5 niveles que son: muy baja, baja, mediana, alta y muy 

alta, respectivamente.  

  

8. Calificación:  
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8.1.  De los parámetros: el hallazgo o inexistencia de un parámetro, en el 

texto de la sentencia en estudio, se califica con las expresiones: si cumple 

  

   y no cumple  

  

8.2.  De  las  sub  dimensiones:  se  determina  en  función  al  número   de parámetros 

cumplidos.  

8.3.  De las dimensiones: se determina en función a la calidad de las  sub 

dimensiones, que presenta.  

8.4.     De la variable: se determina en función a la calidad de las dimensiones  

  

   

9. Recomendaciones:  

9.1.Examinar con exhaustividad: el Cuadro de Operacionalizacion de la  Variable que se 

identifica como Anexo 1.  

9.2.Examinar  con  exhaustividad:  el  proceso  judicial  existente  en   el expediente.  

9.3.Identificar las instituciones procesales y sustantivas existentes en el proceso judicial 

existente en el expediente, incorporarlos en el desarrollo de las bases teóricas del 

trabajo de investigación, utilizando fuentes  

   doctrinarias, normativas y jurisprudenciales.  

9.4.Empoderarse, sistemáticamente, de los conocimientos y las estrategias previstas 

facilitará el análisis de la sentencia, desde el recojo de  

   los datos, hasta la defensa de la tesis.  

10. El   presente   anexo   solo   describe   el   procedimiento   de   recojo   y  

organización de los datos.  

11. Los cuadros de presentación de los resultados evidencian su aplicación.  

  

   

2. PROCEDIMIENTOS PARA RECOGER LOS DATOS DE LOS 

PARÁMETROS DOCTRINARIO, NORMATIVOS Y JURISPRUDENCIALES 

PREVISTOS EN EL PRESENTE ESTUDIO.  

  

   

Para recoger los datos se contrasta la lista de cotejo con el texto de la sentencia; el  propósito 

es identificar cada parámetro en el texto respectivo de la sentencia.  

La calificación se realiza conforme al cuadro siguiente: 
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   Cuadro 1  

Calificación aplicable a los parámetros  

  

  

  

Texto respectivo 

de la sentencia  

Lista de 

parámetros  

Calificación  

    Si cumple (cuando en el texto se cumple)  

No cumple (cuando en el texto no se cumple)  

  

  

Fundamentos:  

  

   

 El hallazgo de un parámetro se califica con la expresión     :          Si cumple  

 La ausencia de un parámetro se califica con la expresión    :          No cumple  

  

   

3. PROCEDIMIENTO  BÁSICO  PARA DETERMINAR  LA CALIDAD  DE UNA 

SUB DIMENSIÓN  

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia)  

  

  

  

Cuadro 2  

  

Calificación aplicable a cada sub dimensión  

  

Cumplimiento de los 

parámetros en una sub 

dimensión  

Valor (referencial)  Calificación de calidad  

Si se cumple 5 de los 5 

parámetros previstos  

5  Muy alta  

Si se cumple 4 de los 5 

parámetros previstos  
4  Alta  

Si se cumple 3 de los 5 

parámetros previstos  
3  Mediana  

Si se cumple 2 de los 5 

parámetros previstos  

2  Baja  
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Si sólo se cumple 1 

parámetro previsto o ninguno  

1  Muy baja  

  

Fundamentos:  

  

 Se procede luego de haber aplicado las pautas establecidas en el Cuadro 1, del 

presente documento.  

 Consiste en agrupar los parámetros cumplidos.  

  

   

 La  calidad  de  la  sub  dimensión  se  determina  en  función  al  número  de 

parámetros cumplidos.  

  
 Para todos los casos el hallazgo de uno, o ninguno de los 5 parámetros previstos, 

se califica con el nivel de: muy baja.  

  

  

4.   PROCEDIMIENTO   PARA   DETERMINAR   LA   CALIDAD   DE   LAS 

DIMENSIONES PARTE EXPOSITIVA Y RESOLUTIVA  

  

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia)  

  

   

Cuadro 3  

  

Calificación aplicable a las dimensiones: parte expositiva y parte resolutiva  

  
    

  

Dimensión  

    

  

Sub dimensiones  

Calificación    

  

Rangos de 

calificación de la 

dimensión  

  

  

Calificación de la 

calidad de la 

dimensión  

De las sub 

dimensiones  
De la 

dimensión  

 
 

   

1  2  3  4  5  

  

   

Nombre de  

Nombre  de  la  sub 

dimensión  
  X          

   

7  

[ 9  - 10 ]  Muy Alta  

[ 7  - 8 ]  Alta  

        X  [ 5  - 6 ]  Mediana  
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la 

dimensión:  

…  

Nombre  de  la  sub 

dimensión  

[ 3  - 4 ]  Baja  

[  1 - 2 ]  Muy baja  

 Ejemplo: 7, está indicando que la calidad de la dimensión,    … es alta, se deriva de la calidad de las dos sub  

dimensiones, ….. y ……,  que son baja y muy alta, respectivamente.  

  

  

Fundamentos: 

  

 De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 1), las 

dimensiones identificadas como: parte expositiva y parte resolutiva, cada una, 

presenta dos sub dimensiones.  

 Asimismo, el valor máximo que le corresponde a una sub dimensión es 5 (Cuadro 

2). Por esta razón, el valor máximo que le corresponde a una dimensión que tiene 2 

sub dimensiones es 10.  

 Por esta razón el valor máximo que le corresponde a la parte expositiva y parte 

resolutiva, es 10.  

 Asimismo, para los efectos de establecer los 5 niveles de calidad, se divide 10 (valor 

máximo) entre 5 (número de niveles), y el resultado es 2.  

 El número 2, indica que cada nivel de calidad presenta 2 niveles de calidad  

 Asimismo,  para  comprender  todos  los  valores  probables  que  surjan  al organizar 

los datos, se establece rangos; éstos a su vez orientan la determinación  de la calidad. 

Ejemplo:  observar  el  contenido  y la lectura ubicada en la parte inferior del Cuadro 

3.  

  

  

 La determinación de los valores y niveles de calidad, se evidencian en el siguiente 

texto:  

  

  

Valores y nivel de calidad:  

  

  
[ 9 - 10 ] = Los valores pueden ser 9 o 10 = Muy alta  

             [ 7 -    8 ] = Los 
valores pueden ser 7 u 8 = Alta  
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             [ 5 -    6 ] = Los valores 
pueden ser 5 o 6  = Mediana  

             [ 3 -    4 ] = Los 
valores pueden ser 3 o 4  = Baja  

              

 [ 1 -    2 ] = Los valores pueden ser 1 o 2  = Muy baja  

  

Nota: Esta información se evidencia en las dos últimas columnas del Cuadro 3. 

  

5. PROCEDIMIENTO   PARA   DETERMINAR   LA   CALIDAD   DE   LA 

DIMENSIÓN PARTE CONSIDERATIVA  

  

   

Se realiza por etapas.  

  
5.1. Primera etapa: determinación de la calidad de las sub dimensiones de la parte 

considerativa.  

  

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia).  

  
   

Cuadro 4  

  

Calificación aplicable a las sub dimensiones de la parte considerativa  

  

Cumplimiento de criterios de 

evaluación  
  

  

Ponderación  

Valor numérico 

(referencial)  
Calificación de 

calidad  

Si se cumple 5 de los 5 parámetros 

previstos  
2x 5  10  Muy alta  

Si se cumple 4 de los 5 parámetros 

previstos  
2x 4  8  Alta  

Si se cumple 3 de los 5 parámetros 

previstos  
2x 3  6  Mediana  

Si se cumple 2 de los 5 parámetros 

previstos  
2x2  4  Baja  

Si sólo se cumple 1 parámetro previsto 

o ninguno  
2x 1  2  Muy baja  

 Nota: el número 2, está indicando que la ponderación o peso asignado para los parámetros está duplicado; porque  

pertenecen a la parte considerativa, lo cual permite hallar los valores que orientan el nivel de calidad.  
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Fundamentos:  

  

 Aplicar el procedimiento previsto en el Cuadro 1. Es decir; luego de haber 

identificado uno por uno, si los parámetros se cumplen o no.  

 El procedimiento para determinar la calidad de las dimensiones identificadas 

como parte EXPOSITIVA Y RESOLUTIVA, difiere del procedimiento empleado 

para determinar la calidad la dimensión identificada como parte  

CONSIDERATIVA. En éste último la ponderación del cumplimiento de los parámetros 

se duplican.  

 La calidad de la parte expositiva y resolutiva emerge de la calidad de sus 

respectivas sub dimensiones, los cuales a su vez se determinan agrupando los  

 parámetros cumplidos conforme al Cuadro 2.  

 La calidad de la parte considerativa; también, emerge de la calidad de sus 

respectivas sub dimensiones; cuya calidad, a diferencia de las anteriores, se 

determina luego de multiplicar por 2, el número de parámetros cumplidos 

conforme al Cuadro 4. Porque la ponderación no es simple; sino doble.  

 Por esta razón los valores que orientan la determinación de los cinco niveles de 

calidad que son: muy baja, baja, mediana, alta y muy alta; no son, 1, 2, 3, 4 y 

5; sino: 2, 4, 6, 8 y 10; respectivamente; cuando se trata de la parte 

considerativa.   Fundamentos que sustentan la doble ponderación:  

  

  

5.2.  Segunda  etapa:  determinación  de  la  calidad  de  la  de dimensión:  parte 

considerativa  

(Aplicable para la sentencia de  primera instancia   - tiene 2 sub dimensiones – ver Anexo 

1)  

Cuadro 5  

  

Calificación aplicable a la dimensión: parte considerativa (primera instancia)  

  

  

  

Dimensión  

  

   

Sub 

dimensiones  

Calificación    

  

Rangos de 

calificación 

  

  

Calificación de 

la calidad de la 

dimensión  

De las sub dimensiones  De la 

dimensión  
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2x 1=  

  

2  

2x 2=  

  

4  

2x 3=  
  

6  

2x 4=  

  

8  

2x 5=  
  

10  

de la 

dimensión  

  

  

Parte 

considerativa  

Nombre  de  la 

sub dimensión  
      

  

X  

        

  

14  

  

  

[17  - 20]  

  

  

Muy alta  

  

  

Nombre  de  la 

sub dimensión  

      X    [13  - 16]  Alta  

[9  - 12]  Mediana  

[5  - 8]  Baja  

[1 - 4]  Muy baja  

 Ejemplo: 14, está indicando que la calidad de la dimensión parte considerativa es de calidad alta, se deriva de los  

resultados de la calidad de las dos sub dimensiones que son de calidad mediana y alta, respectivamente.  

  

  

   Fundamentos:  

 De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 1), la 

  

  

parte considerativa presenta 2 sub dimensiones que son motivación de los hechos y 

motivación del derecho.  

 De acuerdo al Cuadro 4, el valor máximo que le corresponde a cada sub dimensión 

es 10; asimismo, de acuerdo a la lista de especificaciones (punto 8.3), la calidad 

de una dimensión se determina en función a la calidad de las sub dimensiones que 

lo componen.  

 Por esta razón si una dimensión tiene 2 sub dimensiones, cuyo valor máximo de 

cada uno, es 10; el valor máximo que le corresponde a la dimensión es 20.  

 El número 20, es referente para determinar los niveles de calidad. Consiste en 

dividir 20 (valor máximo) entre 5 (número de niveles), y el resultado es 4.  

 El número 4 indica, que en cada nivel de calidad hay 4 valores.  

 Asimismo,  para  comprender  todos  los  valores  probables  que  surjan  al 

organizar los datos, se establece rangos; para orientar la determinación de los 5 

niveles de calidad. Ejemplo: observar el contenido y la lectura ubicada en la parte 

inferior del Cuadro 5.  
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 La determinación de los valores y niveles de calidad, se evidencian en el siguiente 

texto:  

  

  

Valores y nivel de calidad:  

  
[ 17  - 20 ]  =  Los valores pueden ser 17, 18, 19 o 20 =   Muy alta  

  

[ 13  - 16 ]  =  Los valores pueden ser 13, 14, 15 o 16 =  Alta  

  

[ 9    - 12 ]  =  Los valores pueden ser 9, 10, 11 o 12   =   Mediana  

  

[ 5    -  8  ]   =  Los valores pueden ser  5, 6, 7 u 8        =    Baja  

  

[  1    -  4  ]   =  Los valores pueden ser 1, 2, 3 o 4       =      Muy baja  

  

   

5.2.  Tercera  etapa:  determinación  de  la  calidad  de  la  dimensión:  parte 

considerativa – Sentencia de segunda instancia  

  

Se aplica el mismo procedimiento previsto para determinar la calidad de la parte 

considerativa de la sentencia de primera instancia, conforme se observa en el Cuadro 

5. 

  

Fundamento:  

  

 La  parte  considerativa  de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  presenta  el 

mismo número de sub dimensiones que la parte considerativa de la sentencia de primera instancia, 

entonces el procedimiento a seguir es el mismo.  La exposición anterior se verifica en el Cuadro de 

Operacionalización –  

  Anexo 1.  

6.   PROCEDIMIENTO   PARA   DETERMINAR   LA   CALIDAD   DE   LA 

VARIABLE: CALIDAD DE LA SENTENCIAS  

  

Se realiza por etapas  

  
6.1. Primera etapa: con respecto a la sentencia de primera instancia  

  

Examinar el cuadro siguiente:  
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Cuadro 6  

Calificación aplicable a la sentencia de primera y segunda instancia  

  

  

  

 

 
  

  
Calificación de las sub 

dimensiones  

  

  

Calificación 

de las 

dimensiones  

  
Determinación de la variable: calidad de la 

sentencia  

 

 
 

 
    

 

 

  
1  

  
2  

  
3  

  
4  

  
5  

  
[1 - 8]  

  
[9 - 16]  

  
[17 -24]  

  
[25-32]  

  
[33 - 40]  

 

 

 

Introducción      X        

   

7  

[9  - 10]  Muy 

alta  
                

  
30  

  

  
Postura de las 

partes  

      X    [7  - 8]  Alta  
[5  - 6]  Med 

iana  
[3  - 4]  Baja  
[1 - 2]  Muy 

baja  

 

  

  
Motivación de 

los hechos  

2  4  6  8  10  
  

   

14  

[17 -20]  Muy 

alta  

      X    [13-16]  Alta  

  
Motivación 

del derecho  

      

  
X  

    [9- 12]  Med 

iana  
[5 -8]  Baja  
[1 - 4]  Muy 

baja  

 

  1  2  3  4  5      
[9  -10]  

  
Muy 

alta  

  

  

    Aplicación del 

principio     de 

congruencia  

      X    9  [7  - 8]  Alta            

[5  - 6]  Med 

iana  
Descripción 

de la decisión  
        X  [3  - 4]  Baja  

[1  - 2]  Muy  
baja  

 Ejemplo: 30, está indicando que la calidad de la sentencia en estudio es de rango alta, se deriva de los resultados de la calidad de 

su parte expositiva, considerativa y resolutiva que fueron de rango: alta, alta y muy alta, respectivamente.  

  

  

  Fundamentos  
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 De acuerdo a las Lista de Especificaciones la calidad de cada sentencia se determina 

en función a la calidad de sus partes  

 Para determinar la calidad de la sentencia de primera instancia, se aplica todos los 

procedimientos especificados, de la forma siguiente:  

  

  

 1)  Recoger los datos de los parámetros.  2)  Determinar la calidad de las 

sub dimensiones; y  3)  Determinar la calidad de las dimensiones.  

4)  Ingresar la información a cuadro similar al que se presenta en el Cuadro  

  6. Se realiza al concluir el trabajo de investigación.  

  

  Determinación de los niveles de calidad.  

1) Se determina el valor máximo, en función al valor máximo de la parte 

expositiva, considerativa y resolutiva, que son 10, 20 y 10, respectivamente, 

(Cuadro 3 y 5), el resultado es: 40.  

2) Para determinar los niveles de calidad se divide 40 (valor máximo) entre  5 

(número de niveles) el resultado es: 8.  

3) El número 8, indica que en cada nivel habrá 8 valores.  

4) Para asegurar que todos los valores que surjan al organizar los datos, se 

establece rangos, para orientar los 5 niveles de calidad. Ejemplo: observar el 

contenido y la lectura ubicada en la parte inferior del Cuadro 6.  

5) Observar los niveles y valores de cada nivel en el siguiente texto:  

  

  Valores y niveles de calidad  

[ 33 - 40 ]  = Los valores pueden ser 33,34,35,36,37, 38, 39 o 40 =   Muy alta  

  
[ 25 - 32 ]  = Los valores pueden ser 25,26,27,28,29,30,31 o 32  =  Alta 

  

  

  
[ 17 - 24 ]  = Los valores pueden ser 17,18,19,20,21,22,23, o 24 =  Mediana  

  
[9    - 16 ]  = Los valores pueden ser 9,10,11,12,13,14,15 o 16  =    Baja  
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[  1   -  8 ]  = Los valores pueden ser 1,2,3,4,5,6,7 u 8          =     Muy baja  

  

  6.2. Segunda etapa: con respecto a la sentencia de segunda instancia Se 

aplica el mismo procedimiento previsto para determinar la calidad de la 

sentencia de primera instancia, conforme se observa en el Cuadro 6.  

Fundamento:  

  

• La sentencia de primera instancia, presenta el mismo número de sub dimensiones que 

la sentencia de segunda instancia  

• La  exposición  anterior  se  verifica  en  el  Cuadro  de  Operacionalización  – Anexo 

1 
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ANEXO 5  

  

  

DECLARACIÓN DE COMPROMISO ÉTICO  

  

   

De acuerdo al contenido y suscripción del presente documento denominado: 

Declaración de Compromiso ético, manifiesto que: al elaborar el presente trabajo de 

investigación  ha  permitido  tener  conocimiento  de  hechos,  asimismo  sobre  la 

identidad de los operadores de justicia, personal jurisdiccional, las partes del proceso y 

demás personas citadas, los cuales se hallan en el texto del proceso judicial sobre 

desalojo por ocupación precaria, contenido en el expediente N°01091-2011-0-2501- 

JR-CI-05 en el cual han intervenido en primera instancia Quinto Juzgado Civil y en 

segunda instancia Segunda Sala Civil del Distrito Judicial del Santa.  

  

  

Por estas razones, como autora, tengo conocimiento de los alcances del Principio de 

Reserva y respeto de la Dignidad Humana, expuesto en la metodología del presente 

trabajo;  así como de las consecuencias legales que se puede generar al vulnerar estos 

principios.  

  

  

Por esta razón declaro bajo juramento, honor a la verdad y libremente que:  

  

   

Me abstendré de utilizar términos agraviantes para referirme a la identidad y los hechos 

conocidos, difundir información orientada a vulnerar los derechos de las personas 

protagonistas  de los hechos  y de las  decisiones adoptadas,  más por el contrario 

guardaré la reserva del caso y al referirme por alguna razón sobre los mismos, mi 

compromiso ético es expresarme con respeto y con fines netamente académicos y de 

estudio, caso contrario asumiré exclusivamente mi responsabilidad.  

Chimbote, 03 de Diciembre del 2016.  

    

  

-------------------------------------------------  



 

254  

  

Jeslyn Noraluz Zarzosa Changa  

DNI N°72884310 

  

  

  

ANEXO 6  

  

MATRIZ DE CONSISTENCIA LÓGICA TÍTULO  

Calidad de las sentencias de primera y segunda instancia sobre desalojo por 

ocupación  precaria,  en  el  expediente  N°  01091-2011-0-2501-JR-CI-05,  del 

Distrito Judicial del Santa; Chimbote 2016.  

  PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN  OBJETIVO DE INVESTIGACIÓN  

 

¿Cuál es la calidad de las sentencias de primera  

y segunda instancia sobre desalojo por 

ocupación precaria, según los parámetros 

normativos, doctrinarios y jurisprudenciales 

pertinentes, en el expediente N° 01091-2011-0- 

2501-JR-CI-05, del Distrito Judicial del Santa; 

Chimbote 2016?  

Determinar  la  calidad  de  las  sentencias  de 

primera y segunda instancia sobre desalojo por 

ocupación precaria, según los parámetros 

normativos, doctrinarios y jurisprudenciales 

pertinentes, en el expediente N° 01091-2011-0- 

2501-JR-CI-05, del Distrito Judicial del Santa; 

Chimbote 2016.  

 

 

Sub problemas de investigación /problemas 

específicos  

Objetivos específicos  

Respecto de la sentencia de primera instancia  Respecto de la sentencia de primera instancia  

¿Cuál es la calidad de la parte expositiva de la 

sentencia de primera instancia, con énfasis en la 

introducción y la postura de las partes?  

Determinar la calidad de la parte expositiva de la 

sentencia de primera instancia, con énfasis en la 

introducción y la postura de las partes.  

¿Cuál es la calidad de la parte considerativa de 

la sentencia de primera instancia, con énfasis en 

la motivación de los hechos y el derecho?  

Determinar la calidad de la parte considerativa 

de la sentencia de primera instancia, con énfasis 

en la motivación de los hechos y el derecho.  

¿Cuál es la calidad de la parte resolutiva de la 

sentencia de primera instancia, con énfasis en la 

aplicación del principio de congruencia y la 

descripción de la decisión?  

Determinar la calidad de la parte resolutiva de la 

sentencia de primera instancia, con énfasis en la 

aplicación del principio de congruencia y la 

descripción de la decisión.  

Respecto de la sentencia de segunda instancia  Respecto de la sentencia de segunda instancia  

¿Cuál es la calidad de la parte expositiva de la 

sentencia de segunda instancia, con énfasis en la 

introducción y las postura de la partes?  

Determinar la calidad de la parte expositiva de la 

sentencia de segunda instancia, con énfasis en la 

introducción y la postura de las partes.  

¿Cuál es la calidad de la parte considerativa de 

la sentencia de segunda instancia, con énfasis en 

la motivación de los hechos y el derecho?  

Determinar la calidad de la parte considerativa 

de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  con 

énfasis en la motivación de los hechos y el 

derecho.  
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¿Cuál es la calidad de la parte resolutiva de la 

sentencia de segunda instancia, con énfasis en la 

aplicación del principio de congruencia y la 

descripción de la decisión?  

Determinar la calidad de la parte resolutiva de la 

sentencia de segunda instancia, con énfasis en la 

aplicación del principio de congruencia y la 

descripción de la decisión.  

  

  


